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1.
Propuestas 

uniformadoras  
en el s. xvii.

I.  �ORIGEN, CARACTERÍSTICAS Y QUIEBRAS 
DE LA CENTRALIZACIÓN ESPAÑOLA CONTEMPORÁNEA

1. � EL PROCESO DE IMPLANTACIÓN DE LA UNIDAD DE LA LEY 
Y LA UNIFORMIDAD DE LA ADMINISTRACIÓN EN LA ETAPA 
FINAL DEL ANTIGUO RÉGIMEN

La monarquía de los austrias había mantenido la gobernación de 
los reinos españoles respetando esencialmente sus singularidades 
legislativas y administrativas. No puede decirse que existiera, en el 
período, ni unidad de la ley ni, tampoco, unidad de la Administra-
ción. Esta diversidad formaba parte de un equilibrio de los poderes 
territoriales que era esencial para el mantenimiento del pacto entre 
el monarca y sus reinos. Sin embargo, también daba lugar a innume-
rables ineficiencias, contra las que se fueron levantando sucesiva-
mente los espíritus más atentos a las necesidades de la buena gober-
nación. La más avanzada y recordada de las propuestas del período 
de la monarquía de los austrias es la que hizo el conde duque de 
Olivares en el Gran Memorial o Instrucción secreta dada al rey 
en 1624. Le recomendaba trabajar para que los diferentes reinos que 
formaban España se redujesen «al estilo y leyes de Castilla», impi-
diendo «dividir límites, puertos secos» (es decir, eliminar las fronteras 
interiores) y evitando que la ocupación de los cargos públicos que-
dara solamente para los naturales de cada reino, de modo que, en 
cambio, el rey pudiera nombrar «ministros de las naciones promis-
cuamente, y en aquel temperamento que fuere necesario en la auto-
ridad y mano de los consellers, jurados, diputaciones y consejos de 
las mismas provincias en cuanto fueran perjudiciales para el gobierno 
e indecentes para la autoridad real, en que se podía hallar medios 
adecuados para todo ello». Si tales reformas benefactoras y unifican-
tes se ejecutasen, el monarca se convertiría en «el príncipe más 
poderoso del mundo». La eliminación de la «división de leyes y fue-
ros» fue también vivamente recomendada por el Gran Memorial del 
conde duque.
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2.
La ocasión de 
la guerra y la 
sucesión en la 

Corona.

3.
Los Decretos de 
Nueva Planta.

Los austrias menores, poco aptos para tomar iniciativas de ninguna 
clase, concluirían su largo tiempo de gobierno sin acometer ninguna de 
las indicadas reformas.

Los borbones partirían, desde luego, de una posición mucho más 
favorable, no solo por venir a gobernar sin tener que atenerse a prejui-
cios, en tanto que dinastía nueva, sino por poder aplicar las reformas 
simultáneamente con el final de una guerra en la que los vencidos eran 
los reinos y principados en los que existían esos regímenes especiali-
zados y particulares.

Fue, en efecto, una ocasión de guerra la que permitió al primer rey 
borbón, Felipe V, implantar el principio de unidad de la ley en todo el 
reino, e iniciar las reformas necesarias para llevar a cabo un proceso de 
centralización arbolado alrededor de una Administración uniforme. A 
la causa del archiduque de Austria, cuyo ejército de apoyo había inva-
dido diversas poblaciones del Mediterráneo a partir de agosto de 1705, 
se sumaron muchos pueblos de Valencia y Cataluña. El archiduque fue 
proclamado rey con el nombre de Carlos III. Estas adhesiones fueron 
consideradas como una deslealtad (el Ordenamiento de Alcalá de 1348 
consideraba traición cualquier atentado contra «el señorío del Rey»). 
Por tanto, la rebelión fue un motivo esencial para que, en la medida en 
que se recuperaban los territorios fieles al archiduque, Felipe V dictara 
medidas de eliminación de la legislación, privilegios y administración 
particular de los mismos. Se trataba, además, de una medida unifor-
madora que constaba en la mochila de consejos con la que su abuelo 
Luis XIV había enviado a España al joven borbón.

Las medidas uniformadoras serán los Decretos de Nueva Planta. 
Comienzan con el inicial y rotundo de 29 de junio de 1707, promul-
gado inmediatamente después de ocupar Aragón y Valencia las fuer-
zas leales al rey. Mandaba esencialmente lo siguiente: «Considerando 
haber perdido los Reynos de Aragón y Valencia y todos sus habitantes 
por la rebelión que cometieron, faltando enteramente al juramento 
de fidelidad que me hicieron como su legítimo rey y señor, todos los 
fueros, privilegios, exenciones y libertades que gozaban, y que con 
tan liberal mano se les habían concedido, así por mí como por los 
Señores Reyes, mis predecesores, particularizándolos en esto de los 
demás Reynos de esta Corona, y tocándome el dominio absoluto de 
los referidos Reynos de Aragón y de Valencia, pues a la circunstancia 
de ser comprehendidos en los demás que tan legítimamente poseo 
en esta Monarquía, se añade ahora la del justo derecho de la con-
quista que de ellos han hecho últimamente mis Armas con el motivo 
de su rebelión; y considerando también que uno de los principales 



	 i. � origen, características y quiebras de la centralización…� 13

4.
Reforma de la 
Administración 

central.

5.
Despacho 

y Consejos.

atributos de la soberanía es la imposición y derogación de leyes, las 
cuales con la variedad de los tiempos y mudanzas de costumbres 
podría yo alterar, aun sin los graves y fundados motivos y circunstan-
cias que hoy concurren para ello en lo tocante a los de Aragón y 
Valencia, he juzgado conveniente (así por esto como por mi deseo de 
reducir todos mis Reynos de España a la uniformidad de unas mismas 
leyes, usos, costumbres y tribunales, gobernándose igualmente todos 
por las leyes de Castilla tan loables y plausibles en todo el universo) 
abolir y derogar íntegramente, como desde luego doy por abolidos y 
derogados, todos los referidos fueros, privilegios, práctica y costum-
bre hasta aquí observados en los referidos Reynos de Aragón y Valen-
cia, siendo mi voluntad que estos se reduzcan a las leyes de Castilla y 
al uso, práctica y forma de gobierno que se tiene y ha tenido en ella 
y en sus tribunales sin diferencia alguna en nada...».

Las determinaciones de los Decretos de Nueva Planta, para ser 
efectivas, necesitarían, primero, una reforma de la Administración cen-
tral; enseguida, el establecimiento de agentes periféricos, dependien-
tes de aquella, para asegurar el cumplimiento de las leyes y órdenes 
administrativas en todo el reino de manera igual; y, tercero, el estable-
cimiento de demarcaciones territoriales idóneas desde las cuales ejer-
cer correctamente las tareas de administración.

A.  En los primeros tiempos del reinado de Felipe V, los consejeros 
franceses de los que vino acompañado determinaron el primer cambio 
en el estilo y el modo de funcionamiento de la Administración central, 
al imponerle el establecimiento de un Consejo privado, al que se 
denominó Despacho, que, si bien se ocupó inicialmente casi tan solo 
de cuestiones de protocolo y de toma de posesión de la nueva monar-
quía, poco a poco fue convirtiéndose en una pieza esencial de 
gobierno, estrechamente vinculada a la corte francesa (Luis XIV había 
incluido, entre las Instrucciones que había dado a Felipe V antes de 
viajar a España, la viva recomendación de que viviera «en una gran 
unión con Francia, nada es tan bueno para nuestras dos potencias que 
esta unión a la que nada podrá resistir»).

La prioridad del Despacho repercutiría en la marginación de los 
Consejos. Solo el Consejo de Castilla acabó teniendo alguna preemi-
nencia. Los demás Consejos fueron progresivamente marginados, 
declinación que afectó también al propio Consejo de Estado. El Con-
sejo de Castilla asumió las funciones de los Consejos suprimidos de 
Aragón, Flandes e Italia. En general, se integró en los Consejos a fun-
cionarios y agentes menos vinculados con las anteriores clases domi-
nantes. Los Consejos, como se ha dicho, fueron paulatinamente mar-
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6.
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ginados y el régimen polisinodial se transformó en otro protagonizado 
por la figura del Secretario de Estado. De esta manera la voluntad del 
monarca se podía ya manifestar fuera de los Consejos y por la vía 
reservada, a través del Secretario de Estado. El desarrollo de la nueva 
organización se hizo a partir de la Secretaría de Estado y del Despacho 
universal, al principio dividida en dos (1705) y luego desdoblada 
(Decreto de 30 de noviembre de 1714: Secretarías de Estado, Guerra, 
Gracia y Justicia y Marina e Indias). Cada Secretario estaba pertre-
chado de sus propios equipos, que poco a poco fueron organizando el 
trabajo con nuevos métodos. Serían los afamados covachuelistas del 
nuevo régimen.

Además de las transformaciones en la organización del Gobierno y 
en la Administración, la unificación jurídica (el sometimiento de «todos 
mis Reynos de España a la uniformidad de unas mismas leyes...», que 
había declarado el Decreto de 1707, antes citado) reclamó también la 
revisión de la planta y las competencias de las Audiencias, lo que se 
hizo sucesivamente en los diferentes reinos cuyos fueros habían sido 
suprimidos, hasta concluir en 1716 con la reforma de la Audiencia de 
Barcelona. Con carácter general se permitió que continuara la aplica-
ción del Derecho Civil propio de cada uno de los reinos, siendo vincu-
lante, sin embargo, el Derecho Público y el Criminal de Castilla de 
forma general.

Las inmediatas reformas borbónicas abolieron los virreyes de la 
época de los austrias en cada uno de los antiguos reinos que fueron 
sustituidos por capitanes generales.

B.  El nuevo monarca se encuentra con una división del territorio 
caracterizada por su variedad, que depende de criterios distintos según 
los reinos. No estaban cortados los territorios de la nación de acuerdo 
con patrones asimilables. Además la situación real era de difícil conoci-
miento, ya que no en todos los casos se tenía constancia plena de los 
límites de las divisiones y de las poblaciones que comprendían.

Esta seria cuestión del conocimiento de las circunscripciones terri-
toriales dependía de la menos que escasa exactitud de los vecindarios 
y de los memoriales hechos en el período inmediatamente anterior. En 
ellos se ve que las clases de circunscripciones existentes en cada reino 
y sus denominaciones eran muy variadas. Además, se distinguía entre 
las de carácter civil y las judiciales, que no coincidían. La información 
proporcionada por Tomás González sobre la base del vecindario 
de 1590 (que es el más importante del siglo xvi porque ofrece el nom-
bre de las circunscripciones territoriales y enumera todas las ciudades, 
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villas y lugares, de cada una de ellas) indica que el territorio castellano 
se dividía en treinta y nueve circunscripciones, de las cuales treinta y 
una recibían la denominación de «provincia», una la de «reino» (Gra-
nada), una la de «obispado» (Lugo), y las demás no tenían una deno-
minación específica. A estas demarcaciones civiles se sumaban, en 
Castilla, las circunscripciones judiciales. Las mayores de esta clase eran 
las chancillerías y las audiencias. Había dos de la primera clase, radica-
das en Granada y Valladolid, para cuya jurisdicción respectiva servía de 
límite el Tajo. Las audiencias eran las de Galicia, Sevilla y Canarias. 
Como divisiones territoriales menores estaban los corregimientos.

En el Principado de Cataluña, la división territorial característica 
eran las colectas y las veguerías. En la época de referencia se cuentan 
en el vecindario veinte colectas y siete veguerías. En el reino de Ara-
gón, por su parte, la división principal eran los distritos, de los que 
había diez en el siglo xvii, según la información de Tomás González. En 
el reino de Valencia las demarcaciones se llamaban bailías generales 
de distrito.

A la diversidad de divisiones territoriales habría que añadir, para 
comprender la situación de la Administración española, la extraordina-
ria irregularidad de las mismas y la frecuente presencia de enclaves 
sometidos a la jurisdicción de demarcaciones distintas.

Esta variada situación no se arregló en todo el siglo, como refleja la 
aparatosa y expresiva descripción que hizo, casi a su término, León de 
Arroyal en sus Cartas Político-Económicas al conde de Lerena: «El 
mapa general de la península nos presenta cosas ridículas de unas 
provincias encajadas en otras, ángulos irregularísimos por todas par-
tes, capitales situadas a las extremidades de sus partidos, intendencias 
extensísimas e intendencias muy pequeñas, obispados de cuatro 
leguas y obispados de setenta, tribunales cuya jurisdicción apenas se 
extiende fuera de los muros de la ciudad y tribunales que abrazaban 
tres Reinos, en fin todo aquello que debe traer consigo el desorden y 
la confusión».

Como ya se ha indicado, el primer intento, en el siglo xviii, de arre-
glar esta confusa situación, estará al servicio de las medidas uniforma-
doras adoptadas por Felipe V a partir de los Decretos de Nueva Planta. 
En el de 9 de junio de 1707 se advertía que la medida se justificaba, 
entre otras razones, por el deseo del monarca «de reducir todos mis 
Reinos de España a la uniformidad de unas mismas leyes, usos, cos-
tumbres y tribunales, gobernándose todos igualmente por las leyes de 
Castilla...». Las igualaciones que el decreto pretendió se referían, no 
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solo a la organización y práctica de la justicia, sino también a la modi-
ficación de la organización territorial para aplicar, en lo sucesivo, el 
modelo castellano. De esta manera se sustituiría la bailía general de 
distrito, en Valencia, por el corregimiento, y se utilizarían la provincia y 
el partido como circunscripción. El Decreto de 3 de abril de 1711 apli-
caría medidas uniformistas al reino de Aragón; el de 28 de noviembre 
de 1715, respecto del reino de Mallorca; y el de 16 de enero de 1716, 
en relación con Cataluña. Por ejemplo, en Baleares, se suprimió el 
Grande y General Consejo por un Ayuntamiento formado por doce 
regidores nobles, cuatro ciudadanos y dos procuradores del común. El 
Decreto relativo a Cataluña también implantó el modelo castellano 
suprimiendo el Consell del Cent y nombrando, en su lugar, a diecisiete 
administradores de la ciudad; más tarde, esta organización provisional 
se sustituiría por una organización municipal en la que la máxima res-
ponsabilidad la tendría un corregidor que ocupaba la presidencia del 
Ayuntamiento y representaba los intereses de la corona. Los regidores 
eran nombrados por el rey a propuesta de la Audiencia.

Todas estas reformas no superaron, sin embargo, el grave descono-
cimiento que la monarquía tenía sobre el propio territorio que gober-
naba. Saber exactamente la fecha de fundación, el nombre de los pue-
blos, su régimen jurisdiccional y sus características económicas 
esenciales, había sido una preocupación arrastrada, por lo menos, 
desde que Felipe II impulsó, en 1575, la creación de un diccionario 
corográfico, que habría de contener tales datos pero que no alcanzó a 
concluirse. Hasta bien entrado el siglo xviii no se reanudaron con una 
intensidad razonable los ensayos para mejorar tan esencial informa-
ción. Los esfuerzos más importantes serán el del marqués de la Ense-
nada, promotor del Real Decreto de 10 de octubre de 1749 que servi-
ría de base para la aplicación en Castilla del sistema catastral, que 
comprendía una contribución única que afectaba a todas las rentas 
provinciales. Constituyó una nueva fuente de información, pero solo se 
refirió a Castilla. Años más tarde, Floridablanca impulsará un nomen-
clátor, con el siguiente propósito: «Hallándose frecuentemente emba-
razado el gobierno para dirigir sus órganos y providencias a los muchos 
pueblos de la vasta monarquía española por la pequeñez de unos, la 
identidad de otros, y la falta de una noticia exacta y prontuario de 
todos, de su calidad, partido y provincia a que pertenecían, resolvió Su 
Majestad, a representación del Excelentísimo Señor Conde de Florida-
blanca, su Primer Secretario de Estado y de Despacho, que se formase 
un prontuario o nomenclátor de los pueblos de España, sin omitir el 
más pequeño y extraviado, con expresión de sus jurisdicciones, parti-
dos y provincias, a fin de que el vasallo más retirado y escondido no 
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careciese del consuelo de ser conocido y auxiliado de su Rey y de sus 
cuidados paternales en los casos de cualquier recurso o necesidad, o 
de una providencia general». La recopilación de datos nuevos, enco-
mendada a los intendentes, aportó mucha información esencial sobre 
las variaciones existentes de la división provincial (existían entonces 
partidos, sexmos, quartos o chavos, rodas, campos, concejos, jurisdic-
ciones, merindades, cendeas, hermandades, etc.), pero quizá el mayor 
descubrimiento de la operación fue que nada había cambiado en Ara-
gón y Castilla, en materia de organización territorial civil, en relación 
con lo que describieron los vecindarios del siglo xvi. Tampoco se lleva-
rían a cabo entonces medidas de reforma sacando conclusiones de lo 
que la información del nomenclátor aportó.

Las reformas de las demarcaciones territoriales del Estado tendrían 
que esperar a la etapa constitucional.

C.  En cuanto a los agentes de la Administración central, encarga-
dos de asegurar la aplicación uniforme de la ley en todo el territorio, 
la reforma más destacada de los primeros Gobiernos borbónicos fue la 
implantación de los intendentes. Una figura de esta clase había sido 
establecida en Francia a finales del siglo xvii. Aunque con precedentes 
en otros agentes con funciones similares, la reforma y unificación 
correspondió en la época indicada a Richelieu.

En España, el agente territorial más caracterizado durante toda la 
Edad Moderna fue el corregidor, como ha estudiado B. González 
Alonso. Aunque pudieron existir en el pasado órganos similares al 
intendente, parece indiscutible la influencia francesa en su estableci-
miento. Los primeros proyectos de implantarlos datan de 1702. La pri-
mera designación de intendentes ocurre en 1711 con el Plan Bergeyck, 
Ministro principal de Felipe V. Pero la creación y regulación de la nueva 
institución se hace con las Ordenanzas de Intendentes de 4 de julio 
de 1718. Se definen allí las funciones que les corresponden, concer-
nientes inicialmente al reclutamiento y pago de tropas, mantenimiento 
de la ley y el orden, recaudación y administración de impuestos y otras 
funciones en materia de fomento de la riqueza provincial.

Como algunas de las funciones coincidían exactamente con las de 
los corregidores, los conflictos menudearon hasta que se decide la 
supresión paulatina de los intendentes, e incluso su extinción mediante 
Real Orden de 19 de julio de 1724.

El restablecimiento de los mismos no tardaría, sin embargo. Fue 
determinante, para ello, el Informe Uztariz de 1748, que influyó en las 
nuevas y definitivas Ordenanzas de 13 de octubre de 1749, que vuel-
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ven a implantar las Intendencias de provincia en toda España, y aclaran 
y precisan sus competencias en los ramos de justicia, policía, hacienda 
y guerra, que habían constituido, también, sus ámbitos competencia-
les en la regulación de 1718. Estos cuatro campos o «cuatro causas» se 
describen con un minucioso pormenor en el texto de la Ordenanza. 
Realmente, la figura del intendente alcanza entonces la condición de 
un delegado del Gobierno que se ocupa de todo lo que hay de impor-
tancia en el mantenimiento económico de los servicios públicos, la 
garantía de la seguridad, la buena administración económica de las 
provincias, la policía urbana o la recaudación tributaria.

Los conflictos entre Intendencias y Corregimientos serán muy habi-
tuales durante todo el siglo xviii, a pesar de los intentos de arreglo y 
delimitación más exacta de sus atribuciones, que llevarán a cabo nor-
mas como la Real Cédula de 13 de noviembre de 1766. No obstante, 
el intendente perdura, incluso, durante la primera época constitucio-
nal (los artículos 326 y 332 de la Constitución de 1812 les atribuyen 
funciones como administradores provinciales). Sin embargo, con el 
establecimiento de la figura del Jefe Político y, más tarde, del Subde-
legado de Fomento, los intendentes se especializan más en materias 
de hacienda, sobre todo lo concerniente a la recaudación y administra-
ción de rentas públicas. Esta especialización permitirá conferirles res-
ponsabilidades básicas en todas las operaciones de administración y 
enajenación de los bienes nacionales que siguen a la desamortización 
eclesiástica. Durante un período inicial, y pese a los conflictos entre el 
intendente y otras instituciones del gobierno provincial, se mantendrá 
la figura que estudiamos, hasta su definitiva supresión, en el marco de 
una unificación definitiva de los agentes provinciales de la Administra-
ción estatal, acordada por Decreto de 28 de diciembre de 1849.

Todo el proceso de implantación de la unidad de la ley y de unifor-
mización de la Administración, ensayado por los Gobiernos borbóni-
cos, tuvo, durante todo el siglo xviii, una importante excepción en el 
caso de las provincias vascongadas y Navarra. En efecto, de casi todas 
las medidas indicadas quedaron a salvo el Señorío de Vizcaya, la pro-
vincia de Guipúzcoa, la Hermandad de Álava y el Reino de Navarra, ya 
que ellos constituyeron una excepción en la derogación de los anti-
guos fueros y privilegios. No les alcanzó la aplicación de la nueva 
planta, considerando su estricta lealtad al rey Felipe, que empezó con 
la aceptación del clausulado del testamento de Carlos II.

En Navarra el cambio de dinastía fue seguido del levantamiento de 
pendones en nombre de Felipe V. En las Cortes de 1701 se intercam-
biaron los juramentos de rigor en toda sucesión y se hizo un servicio de 
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sesenta mil ducados. La movilización ordenada por el marqués de 
Canales alcanzó al reino que, en las Cortes de Sangüesa de 1705, 
ordenó la formación de tres regimientos por lo que durara la guerra. 
Al cabo de un año ya se habían movilizado ocho mil hombres. También 
se aplicó a Navarra el Decreto de 21 de noviembre de 1706, que per-
mitía valerse del producto de las rentas enajenadas de la corona. Aun-
que hubo oposición de la Diputación, la Cámara de Castilla acordó la 
ejecución.

Continuó sin cambios la política y la gobernación de Navarra. Los virreyes 
conservaron su condición y poder. Las corporaciones de la corte man-
tuvieron su composición y facultades, y las Cortes sus reuniones, aun-
que cada vez más espaciadas (se reunieron en siete ocasiones después 
de la guerra con intervalos de entre siete y diecisiete años). La compo-
sición de las Cortes continuó dominada por nobles, junto con las ciu-
dades y las villas. Siguieron las prácticas de la elaboración de leyes, el 
reparo de agravios y los pedimentos al rey.

La confirmación de los fueros de Vizcaya se hizo también inmedia-
tamente después de consultados («... y habiéndose visto en el mi Con-
sejo de la Cámara y conmigo consultado... de mi proprio motu, ciencia 
cierta y poderío real absoluto... no reconociendo superior en lo tem-
poral, confirmo, ratifico y apruebo el dicho Fuero»). Pero el caso de los 
fueros de Guipúzcoa es significativo e importante porque revela que a 
la fecha del cambio de dinastía no existía todavía en aquella provincia 
una codificación segura de los privilegios y prerrogativas que el terri-
torio pretendía ostentar. Hasta el siglo xvi no parece que la provincia se 
hubiera preocupado de proceder a una consolidación clara de sus 
derechos y privilegios y de obtener una sanción regia de los mismos. 
J. M. Portillo Valdés ha seguido pormenorizadamente las pistas de la 
emergencia de esta preocupación y sus consecuencias. Una de ellas 
fue la demora en la confirmación, por las dudas que suscitaba si deter-
minados derechos habían formado o no parte de los antiguos fueros. 
Está probado que la ocasión permitió que en 1703 la provincia aprove-
chara para pedir la confirmación absoluta de los fueros eliminando la 
cláusula «sin perjuicio de las regalías y del patrimonio nuestro y de 
tercero interesado», que se había incluido en la recopilación última. Se 
pretendió, dice Portillo, tener una confirmación «absoluta», como 
había ocurrido en Vizcaya, lo que permitiría a la provincia definir más 
exactamente su posición en la monarquía. La confirmación se produci-
ría, al fin, por Real Cédula de 28 de febrero de 1704.

Las instituciones forales continuaron sin cambios conservando cada 
territorio sus propias Juntas Generales y las Merindades en Vizcaya, 
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generales y particulares en Guipúzcoa. Pero se introdujeron algunas 
novedades fiscales, entre ellas los servicios votados por las Juntas de 
Vizcaya y Guipúzcoa y las contribuciones equivalentes a las rentas pro-
vinciales en Aragón y Valencia.

2.  �LA CONSOLIDACIÓN DE LA ORGANIZACIÓN CENTRALISTA 
DEL ESTADO EN EL PERÍODO CONSTITUCIONAL

Una conclusión resulta, con toda evidencia, del análisis de los pro-
yectos y medidas uniformadoras y centralistas incoados por la monar-
quía borbónica desde su establecimiento en España: dejó muchas 
reformas pendientes respecto de la organización territorial y fue inca-
paz de estabilizar un sistema político realmente integrador y duradero. 
Es exacta, en este sentido, la observación que, muchos años después, 
haría Azaña, en su famoso discurso en las Cortes sobre el Estatuto de 
Cataluña, pronunciado el 27 de mayo de 1932: «La política asimilista 
del Estado español —dijo— se inaugura propiamente en el siglo xix. 
No es asimilista la política de los reyes de la Casa de Austria; pero sí 
quiso serlo la política liberal, parlamentaria y burguesa del siglo xix. 
Quiso serlo por varios motivos, entre otros porque tenía a la vista el 
ejemplo francés...».

A)  Las reformas francesas como referencia

El artículo 1 del Título II de la Constitución francesa de 3 de sep-
tiembre de 1791 (De la division du Royaume et de l’état de citoyen) 
estableció que «El Reino es uno e indivisible: su territorio se distribuye 
en ochenta y tres departamentos, cada departamento en distritos, 
cada distrito en cantones». La idea de unidad e indivisibilidad quedaba 
vinculada también a la división del territorio. Aunque se reconocerán 
cuarenta y cuatro mil municipios, el principio de uniformidad inspirará 
su organización y relaciones con el Estado. La Instrucción de 8 de 
enero de 1790 había anticipado el siguiente principio: «L’État est un, 
les départements ne sont que des sections d’un même tout; une Admi-
nistration uniforme doit donc les embrasser tous dans un régime com-
mun». Cuando caiga la monarquía, los mismos principios los convertirá 
en bandera el jacobinismo más convencido. Es de Robespierre la 
siguiente afirmación: «Declararemos que la República francesa se for-
mará en un Estado único sometido a leyes constitucionales uniformes». 
El debate de la Convención Nacional de 25 de septiembre de 1792 
concluyó con la aplicación, a la República, del mismo principio que la 
Constitución de 1791 había aplicado al reino de Francia. Declarará la 
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Convención unánimemente que «La République française est une et 
indivisible».

La necesidad de organizar la división territorial y situar en cada 
demarcación agentes de la Administración central encargados de eje-
cutar las leyes y las órdenes del Gobierno, se había hecho en Francia 
tan evidente como fue en la misma época en España por razón de la 
diversificación existente en relación con las demarcaciones territoria-
les, resultado de tradiciones y situaciones forzadas por períodos de 
guerra, así como por la variedad, conflictos y diversidad de competen-
cias de los órganos encargados de las funciones ejecutivas. Hauriou 
describiría muchos años después esta caótica situación señalando que 
en la Francia del Antiguo Régimen existían «agentes señoriales, agen-
tes y justicias reales; las circunscripciones estaban superpuestas, las 
distintas autoridades no tenían relación entre sí y carecían de sentido 
de la cosa pública, de manera que todo era desorden e incoherencia».

La división del territorio en demarcaciones aptas para un gobierno 
centralizado se inicia en la primera época revolucionaria. El departa-
mento, que será, desde entonces y hasta hoy, la circunscripción tipo, 
se establece por Decreto de 4 de agosto de 1789 y mediante la Ley 
de 22 de diciembre del mismo año. La configuración del departamento 
se intentó ajustar a la idea de que agrupara un número de habitantes 
idóneo para permitir una gobernación eficaz, así como asegurar el 
desplazamiento de las autoridades, dentro de sus límites, en un tiempo 
razonable. Se debatió por los revolucionarios (las exposiciones de 
Siéyès y Thouret identifican una posición contraria a la expuesta por 
Mirabeau) si era preferible una división racional y geométrica, basada 
solamente en lo que más conviniera a la buena administración, o debe-
ría darse cabida a las tradiciones, la historia y las peculiaridades loca-
les. Predominó en la solución final la abstracción y la racionalidad, sin 
abandonar del todo la referencia a las características geográficas del 
territorio y a su propia tradición histórica. Se establecieron, por tanto, 
los departamentos, y se dividieron estos en distritos, los distritos en 
cantones y los cantones en municipios.

Respecto de la administración de estas circunscripciones, el primer 
ensayo revolucionario entregó el Gobierno a corps élus para romper 
radicalmente con la fórmula de la monarquía absoluta que encomen-
daba la administración del territorio a los agentes del rey, principal-
mente a los intendentes. Frente a ello, la fórmula que los revoluciona-
rios implantan es la entrega del gobierno local a los ciudadanos que 
actuarían a través de representantes elegidos por dos años, tanto en el 
caso de los municipios como de los departamentos (Leyes de 4 y 22 de 
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diciembre de 1789). Se atribuyen a las corporaciones locales funciones 
muy extensas, unas consideradas como propias de los Ayuntamientos, 
y otras delegadas en ellos por el Estado. Esta separación entre las fun-
ciones propias y delegadas, que tendrá una larguísima influencia en el 
futuro de la Administración local francesa y de otros países europeos, 
aparece tempranamente recogida en el Decreto de la Asamblea de 14 
de diciembre de 1789: «Les corps municipaux auront deux espèces de 
fonctions à remplir, les unes propres au pouvoir municipal, les autres 
propres à l’Administration génerale de l’État et déléguée par elle aux 
municipalités». También aparece en el Decreto la idea del pouvoir 
municipal, procedente esencialmente de las ideas fisiocráticas, que 
expresa, en materia de organización municipal, fundamentalmente 
Turgot en su Mémoire sur les municipalités. En el ideario de la Mémoire 
se incluía una idea asociativa de la comunidad local, extendida por 
toda Europa durante la Edad Media, de la que derivaba necesaria-
mente que eran los vecinos los que tendrían que ocuparse de las cues-
tiones que conciernen a su interés común. Turgot cita los asuntos bási-
cos que conciernen a dicho interés comunal: repartir impuestos, obras 
públicas, caminos vecinales, policía de pobres y su auxilio, relaciones 
con otros pueblos y con las obras públicas generales. El resumen for-
mulario de Henrion de Pansey delimitaba el contenido del poder local 
refiriéndolo a las actuaciones conducentes a apartar de «la habitación 
común todo lo que pudiera hacerla poco segura, incómoda o mal-
sana».

Naturalmente, el autogobierno local no incluye la posibilidad de 
que todos los habitantes participen en el autogobierno. El privilegio se 
atribuirá exclusivamente a los propietarios de bienes inmuebles, que 
son los únicos que pueden resistir los intentos de corromperlos o envi-
lecerlos con perjuicio del interés general y con atropello de la razón. 
«Las riquezas mobiliarias —argumenta la Mémoire— son fugitivas 
como los talentos; y desgraciadamente aquel que no posee tierra no 
será capaz de tener patria más que por el corazón... No ocurre así con 
los propietarios del suelo». Considerando que los fisiócratas estimaron 
que la tierra era la única fuente de riqueza y el motor esencial de la 
economía, se entiende la selección de los propietarios como únicos 
habilitados para las tareas de gobierno municipal.

Esta primera opción revolucionaria favorable al autogobierno local, 
desarrollado a través de corps élus, duró, realmente, el tiempo de un 
fogonazo. Los primeros gobernantes municipales malentendieron la 
función que les había sido encomendada y, sobre todo, su posición 
como una pieza subordinada de la Administración General del Estado. 
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Por esta razón, Francia corrió durante algunos meses el riesgo de 
disolverse en tantas repúblicas soberanas como Ayuntamientos. Los 
gobiernos locales se sintieron no solo desvinculados del poder central, 
sino, incluso, hostiles a sus representantes. Siéyès, como tantas otras 
veces, describió la situación con extrema agudeza: «los cuarenta y cua-
tro mil municipios miran al poder ejecutivo más como un enemigo que 
como un centro de reunión».

De aquí la necesidad de rectificar rápidamente el modelo de Admi-
nistración local inicial. La Constitución de 1791 establecerá los nuevos 
principios en el Capítulo IV de su Título III relativo a la «Administración 
interior». La orientación de la reforma es clara: se pretende imponer la 
subordinación de los Ayuntamientos a la autoridad administrativa 
estatal. Para ello, el artículo 2 de la Sección segunda del Capítulo 
citado, se entretiene en la descripción de la naturaleza no representa-
tiva de los administradores locales, a los que califica de «agentes ele-
gidos a tiempo por el pueblo, para ejercer bajo la vigilancia y la auto-
ridad del Rey, las funciones administrativas». Se describen enseguida, 
con todo pormenor, las funciones administrativas que les correspon-
den, y se advierte sobre los límites de su acción (proscribe el artículo 3 
que se inmiscuyan en el poder legislativo, o suspendan la ejecución de 
las leyes, o se interfieran con el orden judicial). Se establece, en fin, un 
control sobre sus actos que implica la posibilidad de anular los actos 
de los administradores locales que sean contrarios a las leyes o a las 
órdenes que se les hayan dirigido. Y, en fin, en caso de «desobediencia 
perseverante, o si aquellos comprometen con sus actos la seguridad o 
la tranquilidad pública», puede acordarse la suspensión de sus funcio-
nes (artículo 5).

Delimitado el ámbito de actuación de las autoridades locales, e 
impuesto un control estricto sobre sus decisiones, faltaba, para com-
pletar las reformas, engarzar los eslabones administrativos central y 
local de un modo que se asegurara la comunicación y el control más 
perfectos. La fórmula idónea venía más o menos dictada por la expe-
riencia del Antiguo Régimen, período en el que ya estaba consolidado 
en toda Europa (O. Hintze) la figura de un agente territorial intermedio, 
dependiente del Gobierno central, ocupado de cumplimentar directa-
mente algunas tareas administrativas y también de la supervisión y 
vigilancia de la Administración municipal. Este agente individual, 
implantado con diferentes denominaciones, responde en toda Europa 
a la figura del comisario. De esta técnica se valdrá también el Estado 
francés para articular definitivamente la mecánica de la centralización 
administrativa. El mérito final corresponde a Napoleón, que implantó el 
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sistema mediante la Ley de 28 pluvioso del año VIII (17 de febrero 
de 1800). El éxito de la fórmula siguió perdurando dos siglos después. 
La operación reformadora consistió, por una parte, en separar los 
órganos unipersonales de los colegiados, encomendando a los prime-
ros las funciones ejecutivas y a los segundos las consistentes en la deli-
beración y el consejo. Por otro lado, los agentes ejecutivos, como 
órganos individuales, se implantarán en las diferentes demarcaciones 
territoriales en las que había quedado dividida Francia, establecién-
dose, entre ellos, una estricta dependencia jerárquica. El ministro del 
Interior es el órgano del Gobierno encargado de mantener esa disci-
plina territorial. El prefecto ejecuta sus órdenes en el departamento, y 
bajo su dependencia se sitúan, en las demarcaciones inferiores el 
subprefecto y, finalmente, en la Administración municipal el alcalde. 
Se logra de esta manera engarzar una cadena de agentes jerárquica-
mente dispuestos, dependientes finalmente del Gobierno central, que 
permiten ejecutar con toda exactitud las órdenes e instrucciones que 
emana la Administración central, asegurando siempre, también, el 
cumplimiento de las leyes. Es clave la configuración del alcalde como 
agente de la Administración central al mismo tiempo que es el jefe de 
la Administración municipal. Esta dislocación permite que la Adminis-
tración del Estado delegue funciones propias en el alcalde como 
órgano del poder central, y no como miembro de una corporación 
local elegida y dotada con poderes propios.

B)  El reajuste de la división territorial

En España, como hemos señalado, el mapa de las divisiones territo-
riales era irregular y confuso, poco apto para la buena administración, 
y no había sido enderezado por ninguno de los gobiernos que se suce-
den a lo largo del siglo xviii, aunque los más ilustrados reconozcan rei-
teradamente la gravedad de la situación.

El constitucionalismo recogió el problema y se enfrentó a él, como 
una necesidad política crucial, inmediatamente. El artículo 11 de la 
Constitución de Cádiz alentó la reforma: «Se hará una división más 
conveniente del territorio español, luego que las circunstancias políti-
cas de la nación lo permitan». Un año después, un oficio de los Secre-
tarios Generales de las Cortes Generales y Extraordinarias de 12 de 
junio de 1813, recordaba la urgencia de acometer el problema: «Siendo 
de la mayor importancia —afirmaba— para el buen gobierno del 
Estado que a la mayor posible brevedad se lleve a efecto lo mandado 
en el artículo 11 de la Constitución, la Regencia debe reunir todos los 



	 i. � origen, características y quiebras de la centralización…� 25

35.
Los proyectos  
Bauzá de 1813 

y 1822.

36.
La división 

provincial de 1833.

datos y noticias que estime necesarias para presentarse el plan de divi-
sión política más conveniente al territorio de la península e islas adya-
centes». Como hemos visto que ocurrió en Francia, también se apre-
cian, entre los diputados españoles, dos tendencias sobre los cuidados 
con que debe practicarse la nueva división territorial: una que insiste 
en preservar las tradiciones y las circunscripciones históricas; y otra 
que cree preferente atenerse a criterios de racionalidad y buena admi-
nistración, rompiendo lazos con situaciones injustificables o con tradi-
ciones no aptas para el igualitarismo y la uniformación de la Adminis-
tración pública. A este último grupo pertenece la expresiva opinión 
del diputado Pelegrín en la sesión de Cortes de 23 de mayo de 1812: 
«Una vez sancionada la Constitución, es llegado el momento de olvi-
dar los nombres de los territorios y señoríos que componen la monar-
quía española; de que no se vuelvan a oír las denominaciones de cata-
lanes, aragoneses, castellanos... adoptando otros vocablos, aun para 
la denominación de las provincias o al menos dividiendo el territorio 
sin consideración a sus antiguos límites».

Desde un punto de vista técnico, el primer proyecto de división 
provincial lo llevó a cabo Felipe Bauzá. Tenía en cuenta la extensión, 
riqueza y población de las diferentes partes del territorio. También la 
distancia entre los pueblos y la capital, esencial para mejorar el pago 
de impuestos, como ha observado A. M. Calero, fue considerada en el 
proyecto de Bauzá que entró en las Cortes el 29 de septiembre 
de 1813. No dio tiempo a debatirlo porque inmediatamente se reim-
plantaría el Gobierno absolutista de Fernando VII. Pero se retomó por 
completo en el Trienio liberal, que volvió a encargar a Bauzá, con la 
colaboración de José Agustín Larramendi, la conclusión del trabajo 
(Decreto de Cortes de 14 de junio de 1820). El 27 de enero de 1822 
las Cortes aprobaron por Decreto la nueva división provincial que 
reconocía cincuenta y dos provincias, denominadas cada una de ellas 
como su capital, sin mención a los antiguos reinos o circunscripciones. 
Tampoco llegó a ejecutarse este proyecto.

La reforma definitiva ocurrirá mediante un Real Decreto de 30 de 
noviembre de 1833, debido al impulso de Javier de Burgos, que sigue 
de cerca los proyectos de Bauzá y el debate precedente en Cortes. Se 
aprovecha, por tanto, de las ideas sostenidas por sus predecesores, de 
las que matiza cuestiones referentes al reconocimiento parcial de algu-
nas divisiones históricas o la fijación de sus límites concretos. En rela-
ción con los proyectos anteriores, en la división de 1833 desaparecen 
algunas provincias (Calatayud, Játiva y Villafranca); cambian algunas 
capitales; se acepta que los nombres de algunas capitales sean distin-
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tos de los de las provincias (Vitoria, Bilbao, San Sebastián y Santa Cruz 
de Tenerife); y se clasifican las provincias por regiones (Andalucía, Cas-
tilla La Vieja, Castilla La Nueva, León, Murcia, Galicia, Extremadura, 
Vascongadas, Navarra, Aragón, Valencia y Cataluña).

Sobre esta división territorial se organizó un Estado centralista que 
se mantendría, sin reformas duraderas, hasta finales del siglo xx.

C)  Los agentes territoriales de la Administración estatal

En el primer período constitucional, como ya hemos indicado, 
habían coincidido, en el área administrativa provincial y local, diferen-
tes agentes de la Administración estatal, entre los cuales se generaron 
conflictos permanentes de competencias, al menos hasta la supresión 
definitiva de los intendentes, que no ocurrirá hasta el Real Decreto 
de 28 de diciembre de 1849.

No obstante, en el propio texto de la Constitución de Cádiz es clara 
la idea de articular el sistema centralizado, en sede provincial, a través 
de la autoridad que su artículo 324 denomina «jefe superior». La Ins-
trucción para el gobierno económico-político de las provincias, de 23 de 
junio de 1812, modifica levemente la denominación para llamarle «jefe 
superior político», nombre que la siguiente Instrucción, de 3 de febrero 
de 1823, cambia definitivamente por la de «jefe político». La implanta-
ción de este órgano permitirá la fusión en él de cometidos antes asig-
nados a otros órganos y autoridades de la Administración periférica. 
Pero, para la articulación de la centralización, lo importante es que sus 
funciones son generales, abarcan todos los ramos de la Administración 
y, al actuar, lo hace sometido a la autoridad del Gobierno de la nación. 
El artículo 238 de la Instrucción citada reconoce en él «la superior auto-
ridad dentro de la provincia para cuidar de la tranquilidad pública, del 
buen orden, de la seguridad de las personas y bienes de sus habitan-
tes, de la ejecución de las leyes y órdenes del Gobierno, y, en general, 
de todo lo que pertenece al orden público, para la mayor prosperidad 
de la provincia». Todas las autoridades, sean estatales o locales, empla-
zadas en su misma demarcación o en otras inferiores, están jerárquica-
mente sometidas al jefe político. Le corresponde a este la supervisión 
y control de las diputaciones y los alcaldes. Estos últimos quedan cons-
treñidos a obedecer y ejecutar las órdenes que les comunique el jefe 
político de la provincia, y obligados a suministrarle toda la información 
que consideren de interés o que aquel les solicite (artículos 181, 183, 
211 y 239 de la Instrucción de 1813).
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Hijo de la Constitución de 1812, quedó el jefe político sometido a 
la suerte cambiante de esta.

La transformación más importante de la figura del delegado provin-
cial del Gobierno (llamado jefe político inicialmente, gobernador civil 
años después) vendrá dada por la creación de los subdelegados de 
fomento. Es otra aportación de Javier de Burgos, implantada en los 
meses finales de 1833 (la Instrucción a los subdelegados es de 30 de 
noviembre, el mismo día de la división provincial). La creación de los 
subdelegados se había decidido mediante un Real Decreto de 23 de 
octubre de 1833 que ordenaba el establecimiento de una «autoridad 
superior administrativa con el título de subdelegado principal de 
fomento... en cada una de las provincias que hoy existen y de las que 
se formen en la nueva división territorial». El subdelegado se concibe 
como un administrador provincial al que se encomienda diversidad de 
funciones que, en la terminología de la época, se agrupan bajo el con-
cepto de «fomento». Incluye la gestión a escala provincial de la práctica 
totalidad de los ramos en que se descomponía la acción administrativa 
en aquel tiempo. Se diferencia del jefe político y del gobernador civil 
en que se separa de la orientación claramente política con que estaban 
concebidos aquellos, para centrar su actuación en la gestión adminis-
trativa directa. La función del subdelegado es tan amplia que Javier de 
Burgos la resume en el concepto de «omnipresencia administrativa».

La orientación más administrativa que política, que contrasta viva-
mente en la organización de los subdelegados por contraposición a 
los jefes provinciales, es una experiencia que no perdurará más allá del 
verano de 1836. Se retorna entonces a la figura del jefe superior, cor-
tada por el patrón establecido en la Constitución gaditana.

Años después, se llamaría a esta figura «gobernador civil», nombre 
que perduraría hasta que, estando vigente la Constitución de 1978, se 
decidió un cambio de denominación, para imponer el nombre actual 
de «subdelegado del Gobierno». Más que por razones sustanciales 
para conjugar su nombre con el del delegado del Gobierno, que es su 
superior jerárquico a partir de la implantación de este agente regional 
por el artículo 154 de la citada Constitución.

D)  La supremacía de la Administración estatal sobre la local

No anticiparemos ahora la historia de la Administración local 
durante el siglo xix, que abordaremos en un volumen posterior, pero 
resulta imprescindible para completar las ideas generales acerca de 
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cómo se articuló la centralización en el constitucionalismo decimonó-
nico, hacer una referencia a la posición que se confiere a la Administra-
ción local.

La Constitución de Cádiz regula el régimen municipal teniendo 
también a la vista las experiencias francesas. Las reformas eliminan los 
privilegios locales existentes en el Antiguo Régimen, e imponen unas 
características uniformes para todas las Administraciones locales, a las 
que se atribuyen competencias idénticas, sometiendo también a los 
ayuntamientos a la supremacía de la Administración estatal. La institu-
ción municipal se universaliza a partir de la Constitución de Cádiz. Su 
artículo 310 ordenaba: «Se pondrá ayuntamiento en los pueblos que 
no lo tengan, y en los que convenga que haya, no pudiendo dejar de 
haberle en los que por sí o con su comarca lleguen a mil almas, y tam-
bién se les dejará término correspondiente».

El gobierno de los ayuntamientos tendrá una base electiva, a la que 
se refiere el artículo 312 de la Constitución. Pero, como precisará el 
Decreto DLXXIX, de 10 de julio de 1812, sobre formación de los ayun-
tamientos constitucionales, la organización de estos ha de establecerse 
asegurando su subordinación respecto de la Administración central.

En el debate constituyente ya se había planteado el problema del 
alcance de la autonomía que podía reconocerse a los ayuntamientos, 
considerando su carácter electivo. Teniendo a la vista el peligroso 
ejemplo de la autonomía municipal francesa de la primera época, los 
diputados se decantan por considerar que los ayuntamientos son una 
simple pieza organizativa de la Administración general. Un discurso del 
conde de Toreno explicó este extremo nítidamente: «En la nación no 
hay más representación que el congreso nacional... Los ayuntamientos 
no son más que unos agentes del poder ejecutivo para el gobierno 
económico de los pueblos... Las Cortes y el Rey son los poderes supre-
mos de la nación; estos tienen respectivamente sus dependencias, y 
los ayuntamientos son esencialmente subalternos del poder ejecutivo; 
de manera que solo son un instrumento de este, elegido de un modo 
particular...; para alejar el que se deslicen y propendan insensiblemente 
al federalismo, como es su natural tendencia, se hace necesario poner-
les el freno del jefe político, que nombrado inmediatamente por el 
Rey, los tenga a raya y conserve la unidad de las medidas de gobierno». 
Insiste Toreno en que «los ayuntamientos no son representantes de los 
pueblos sino meros administradores de sus intereses».

La construcción técnica de esta ideología requerirá que el alcalde 
sea designado por la Administración central, que actúe como agente 
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de la misma y que, al mismo tiempo, presida el ayuntamiento. El 
agente gubernativo provincial, el jefe político o gobernador civil, que 
ocupará además la presidencia de las Diputaciones Provinciales (se 
establecieron estas como órganos de gobierno provincial en estricta 
dependencia de la Administración central; a lo largo del siglo xix van 
evolucionando para convertirse también en entidades locales ocupa-
das de la atención de los intereses provinciales que las leyes les enco-
miendan), se ocupará de la supervisión de toda la actividad municipal, 
del control de sus decisiones y de la anulación de cualquiera que fuera 
contraria a las leyes o instrucciones recibidas. Las Instrucciones para el 
gobierno económico y político de las provincias, de 23 de junio 
de 1813 y de 3 de febrero de 1823, precisarán las técnicas de control 
y tutela sobre los ayuntamientos que habrían de desplegar las autori-
dades administrativas superiores. Hasta finales del siglo xx, toda la 
evolución del régimen local en España, que ha pasado por momentos 
de tensión política de enorme relevancia, ha tenido como elementos 
destacados la posición de los alcaldes, su carácter electivo o no y el 
grado de subordinación y dependencia del Gobierno, así como las 
fórmulas de supervisión y control sobre la actividad municipal.

Estudiamos estos extremos más adelante.

3. � LAS PECULIARIDADES Y PRIVILEGIOS  
DE LAS PROVINCIAS VASCONGADAS Y NAVARRA  
DURANTE EL CONSTITUCIONALISMO DECIMONÓNICO

A) � La inaplicación inicial de los principios de organización 
administrativa del constitucionalismo

Las provincias vascongadas y Navarra quedaron al margen de la 
unificación jurídica y administrativa descrita en las páginas anteriores. 
Los fueros sobrevivieron al impacto con el constitucionalismo. Al prin-
cipio sin cambio alguno. Después, a lo largo del siglo xix, con algunas 
adaptaciones que, dado el carácter evolutivo y expansivo del fuerismo, 
no siempre supusieron una restricción de los privilegios y derechos 
particulares.

Considerando que los principios en que se sustentó la Constitución 
de 1812 eran, entre otros, el de la unidad indivisible de la nación espa-
ñola, única soberana, organizada en un Estado cuya estructura territo-
rial habría de ser uniforme; y, por otro lado, en la igualdad de todos, 
sin privilegios personales o territoriales, ante las leyes del Estado, ela-
boradas por un único legislador y con eficacia general, puede parecer 
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incontestable la aseveración de algunos historiadores del Derecho, 
con F. Tomás y Valiente a la cabeza, en el sentido de que aquella Cons-
titución impuso la desaparición del régimen foral, sin que fuera precisa 
una derogación expresa a tal propósito que, desde luego, el texto 
constitucional no contenía.

Hubieran debido desaparecer, por tanto, las instituciones especia-
les de vascongadas y Navarra inmediatamente después de promul-
gada la Constitución gaditana, o, al menos, al tiempo en que empeza-
ron a llevarse a la práctica algunas de sus principales determinaciones 
en materia de unificación jurídica y de organización de la Administra-
ción territorial.

Pero no ocurrió tal cambio fundamental.

Las causas más evidentes y utilizadas para justificar la excepción 
han sido, usualmente, en primer lugar, el retraso en ejecutar algunas 
de las decisiones adoptadas por los constituyentes: la Administración 
local, por ejemplo, que fue un asunto de gran relevancia para el ajuste 
constitucional de la foralidad, no empezó a regularse bajo las nuevas 
directrices hasta la Instrucción para el gobierno económico y político 
de las provincias de 1813, inmediatamente suspendida, además, con 
el retorno del absolutismo borbónico al año siguiente. Por otro lado, 
fue importante el obstáculo derivado de la situación de guerra, que ya 
se había hecho notar, incluso, cuando se trató de aplicar a las vascon-
gadas la Constitución de Bayona de 1808. Los Gobiernos tenían apli-
cada su energía a otros objetivos y la situación de las provincias del 
norte no fue su primera preocupación. Tampoco después de la pro-
mulgación de la Constitución de Cádiz, considerando, como factor 
añadido, la lealtad de aquellas provincias a los principios defendidos 
durante la guerra, y, quizá, sobre todo, su identidad política con los 
moderados.

Una explicación menos usada, pero más apoyada en argumentos 
de raíz constitucional que las anteriores, es que algunos de los funda-
mentos ideológicos de la Constitución de Cádiz favorecieron la conti-
nuidad del Antiguo Régimen, cuya compatibilidad en algunos extre-
mos se declaró expresamente en el nuevo texto constitucional.

La invasión francesa y la inmediata guerra de la Independencia, en 
los primeros años del siglo xix, fueron los acontecimientos que más 
contribuyeron, en todo el siglo, a ensanchar el sentimiento naciona-
lista español y la integración del pueblo alrededor de la idea de la 
patria común e indivisible. La deplorable situación derivada de la ocu-
pación de nuestro territorio por ejércitos extranjeros, la dominación 
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por un imperante externo, al tiempo que contribuyó a exaltar los sen-
timientos nacionales, supuso una extraordinaria conmoción en los polí-
ticos y literatos más sensibles, que empezaron a preguntarse enton-
ces, por primera vez de forma reiterada y angustiada, por las razones 
de la decadencia de España.

Esta reflexión condujo a recuperar el orgullo de pertenecer a una 
nación que había quedado formada desde el tiempo de los godos, 
que tuvo sus momentos más gloriosos en el reinado de los Reyes Cató-
licos y que, desde entonces, empezó a declinar. Este relato histórico, 
que está ya casi completamente formado al amanecer del siglo xix, se 
fortalece con la situación de guerra y servirá para explicar la decaden-
cia de España durante un siglo y medio más.

Tal conjugación intelectual de la Historia de España tendrá también 
sus consecuencias para la conformación ideológica del primer consti-
tucionalismo. La primera Constitución la habían hecho, en Europa, los 
franceses. Es decir, nuestros invasores cuando se incoa el primer 
período constituyente en España. Los principios de libertad, igualdad 
y uniformidad política y administrativa que quieren establecer los espí-
ritus liberales reunidos en Cádiz son los mismos implantados en Fran-
cia. Pero tanto seguidismo no hubiera sido aceptable en aquel con-
texto histórico. La apelación a una historia pasada, luminosa y 
admirable, donde podían encontrarse principios de libertad y organi-
zación de semejante textura que los implantados por los revoluciona-
rios franceses, podía facilitar llegar a resultados homologables pero 
por un camino más nacional, digno y distinto.

La apelación a la historia, hecha por los dos grupos de razones indi-
cados, tendría que favorecer también la continuidad de los fueros vas-
congados y navarros. ¿No se apelaba a la historia como fuente de la 
nueva constitucionalidad? Pues historia eran, esencialmente, los fue-
ros, cuya conservación, al cabo, no era sino una coherente consecuen-
cia del propio historicismo ideológico de la Constitución.

Realmente, desde finales del siglo xviii abundan los escritos, memo-
riales y discursos de personajes de primera fila (Feijóo, Cadalso, Cam-
pomanes, Jovellanos) en los que se describen los inexplicables deterio-
ros de una España que se había nutrido de adhesiones de innumerables 
territorios y que, sin embargo, desde el reinado de Felipe II y, sobre 
todo, con los últimos austrias, había conocido una amarga ruina de 
todas sus instituciones.

Esta idea de que España había perdido su condición de gran nación 
por haber entregado su gobierno a un príncipe extranjero tendrá 
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mucha difusión a principios del siglo xix y podrá emplearse como una 
explicación de la decadencia y de la vergonzosa situación derivada de 
la invasión francesa. Variará, según las explicaciones, la datación del 
inicio de la crisis. Algunos fijarán su comienzo en la pérdida de las 
libertades castellanas en Villalar. Otros situarán en la monarquía bor-
bónica, al fin y al cabo de la misma procedencia que las tropas napo-
leónicas invasoras, el comienzo del desvarío, porque fue el primer rey 
de esa dinastía el que había liquidado las últimas particularidades y 
privilegios de Valencia y Aragón, de Mallorca y Cataluña.

La dominación de las tropas napoleónicas reavivará la reflexión 
sobre los fundamentos del fracaso de España y simultáneamente el 
orgullo de ser parte de un pueblo con una historia gloriosa que había 
de ser resucitada. Con ocasión de la Consulta al País, Antonio de Cap-
many manifiesta: «En tan triste desconsuelo no se ha visto hasta ahora 
ninguna nación; sin rey que la rija, sin sucesor que la anime, sin corte o 
capital que le ampare su cetro, sin gobierno constitucional que le 
defienda, sin legisladores que la guíen, sin tribunales estables que 
velen y protejan...».

La conexión de la crisis con la liquidación de las viejas instituciones 
históricas que dieron a España el lustre perdido, sería formulada, con 
enorme erudición, por Francisco Martínez Marina. Su argumentación, 
que alcanzaría inmediatamente un extraordinario predicamento, tam-
bién parte de la pregunta «¿a qué puede atribuirse la desdicha que 
padece (España) si es tan fértil y sus habitantes son tan laudables como 
se manifiestan?». Explica que las razones de tanta postración están en 
la falta de continuidad de la obra de los Reyes Católicos. Cuando se 
extinguió la Casa de Castilla, los monarcas de la Casa de Austria 
emprendieron políticas que no concernían a los intereses españoles, 
olvidaron o abolieron nuestras leyes y costumbres y agostaron los 
recursos disponibles.

La idea de que la «mala estrella de España» procede de la frustrada 
continuidad en la dinastía castellana, habiendo tenido que entregarse 
la Corona a un monarca extranjero, se convierte en un dogma que 
repiten innumerables autores de convicciones liberales durante todo 
el siglo xix. La narración que, por su divulgación, se generalizará más 
fue, como estudió J. M. Jover, la que hizo Modesto Lafuente en su His-
toria General de España, publicada en 1850. Pero el siglo está lleno de 
expresiones semejantes.

Pero lo que nos importa, de todas estas expresiones de abatimiento 
político, es su reflejo en el proceso constituyente que empieza a 
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desarrollarse al tiempo que aparecen las primeras expresiones de las 
referidas críticas.

El pensamiento de Martínez Marina es clave para establecer esta 
conexión, que se ve claramente en la exposición de un confesado lec-
tor de los primeros escritos de aquel, Jovellanos, sobre las fuentes en 
que ha de inspirarse la Constitución española. Una aproximación, ya 
muy documentada, a su ulterior y eruditísima Teoría de las Cortes, 
publicada en 1813, la había hecho Martínez Marina en su «Ensayo his-
tórico sobre la antigua legislación y principales Cuerpos legales de 
León y Castilla», que habría de servir de prólogo a la edición de las 
Siete Partidas que proyectaba la Real Academia de la Historia. En 
estos escritos está acabada la exposición de los regímenes particulares 
de Gobierno dominantes en la España moderna, que estimulará la 
añoranza por una edad de oro perdida en que las instituciones sirvie-
ron idóneamente para impulsar la nación a la mayor gloria.

Enfrentados a la elaboración de una Constitución, que asentase 
sobre nuevas bases la organización del Estado, Jovellanos se mostrará 
tan firmemente convencido de que nada había de nuevo en los princi-
pios revolucionarios franceses que no hubiese sido ya practicado por 
nuestros antiguos reinos, que construye su doctrina de la «Constitu-
ción histórica» para explicar que cualquier reforma constitucional tiene 
que hacerse con mimbres procedentes del pasado.

La opinión esencial de Jovellanos es que la Constitución española 
debe radicarse en nuestra propia tradición: «Oigo hablar mucho 
—decía— de hacer en las mismas Cortes una nueva Constitución y aún 
de ejecutarla, y en esto sí que, a mi juicio, habría mucho inconveniente 
y peligro. ¿Por ventura no tiene España su Constitución? Tiénela, sin 
duda, porque ¿qué otra cosa es una Constitución que el conjunto de 
las leyes fundamentales que fijan los derechos del soberano y de los 
súbditos y los medios saludables para preservar unos y otros? ¿Y quién 
duda que España tiene esas leyes y las conoce? ¿Hay algunas que el 
despotismo haya atacado y destruido?, restablézcanse. ¿Falta alguna 
medida saludable para asegurar la observancia de todas?, establéz-
case. Tal será siempre en este punto mi dictamen sin que asienta a 
otros que so pretexto de reformas traten de alterar la esencia de la 
Constitución española».

Con la mirada puesta en nuestro pasado, se hace seguidamente la 
Constitución de 1812. Los constituyentes urden un argumento apara-
tosamente nacional que identifica en nuestra historia todas las innova-
ciones que la Revolución Francesa había implantado a partir de 1789. 
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Establece nuevas libertades utilizando el sencillo artificio de recuperar 
las de nuestra tradición. España tenía hecha la Revolución que los fran-
ceses habían llevado a término casi un cuarto de siglo antes. La Cons-
titución de Cádiz crea, en fin, el mito de la tradición, sobre el que 
escribió J. A. Maravall, combinándolo con el fenómeno político nuevo 
del constitucionalismo, creando la ilusión de que la Constitución esta-
blecía formas de organización y libertades antiguas, lamentablemente 
olvidadas.

Esta fundamentalísima originalidad del constitucionalismo español, 
que se construye, estableciendo una diferencia neta con el francés, sin 
romper con el pasado sino recuperando sus instituciones, está expli-
cada con gran claridad en el Discurso Preliminar de la Constitución 
gaditana, debido a Agustín de Argüelles: «Nada ofrece la Constitución 
—son las primeras palabras del Discurso Preliminar, enteramente con-
secuentes con cuanto acaba de explicarse— en proyecto que no se 
halle consignado del modo más auténtico y solemne en los diferentes 
cuerpos de la legislación española, sino que se mira como nuevo el 
método con que ha distribuido las materias ordenándolas y clasificán-
dolas para que formasen un sistema de ley fundamental y constitutiva 
en el que estuviese contenido con enlace, armonía y concordancia 
cuanto tienen dispuesto las leyes fundamentales de Aragón, de Navarra 
y de Castilla en todo lo concerniente a la libertad e independencia de 
la nación, o los fueros y obligaciones de los ciudadanos, a la dignidad y 
autoridad del Rey y de los tribunales, al establecimiento y uso de la 
fuerza armada y método económico y administrativo de las provincias».

El Discurso Preliminar sigue su desarrollo argumental demostrando, 
por ejemplo, que la soberanía de la nación es una institución antigua 
en España, o que las libertades de los ciudadanos estaban arraigadas 
en las instituciones de Castilla y Aragón. Respecto de lo primero, 
recuerda lo que disponía el Fuero Nuevo y dice: «La soberanía de la 
Nación está reconocida y proclamada del modo más auténtico y 
solemne en las leyes fundamentales de este código. En ellas se dis-
pone que la corona es electiva; que nadie puede aspirar al reino sin ser 
elegido; que el Rey debe ser elegido por los obispos, magnates y el 
pueblo...».

En relación con las libertades, recuerda el Discurso Preliminar, por 
ejemplo, que en Castilla se prohibía al rey partir el señorío, «tomar a 
nadie su propiedad», «prenderse a ningún ciudadano dando fiador»... 
«tomar de los pueblos contribuciones, tributos ni pedidos sin el otor-
gamiento de la nación junto a las Cortes...». En Aragón esas mismas 
protecciones de la libertad se ajustan con herramientas aún más fir-
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mes: el derecho de oponerse a la usurpación por el rey o sus ministros 
de los fueros o libertades del reino y, en tal caso, poder destronarlo y 
sustituirlo por otro; la institución del Justicia como autoridad que ser-
vía para salvaguardar la libertad civil y la seguridad personal de los 
ciudadanos

Esta inclusión del mito de la tradición en el constitucionalismo espa-
ñol, cuya razón de ser ha quedado explicada, tendrá consecuencias de 
muchos órdenes, entre las cuales establecerse como impedimento 
para que los Gobiernos pudieran hacer fácilmente tabla rasa de algu-
nas instituciones formadas en la historia. Si se invoca la tradición como 
fundamento de la Constitución, es fácil suponer que quienes tuvieran 
interés en conservar algunas instituciones tradicionales opusieran, a 
los nuevos Gobiernos uniformistas y centralistas liberales, la misma tra-
dición cuya autoridad invocaron. Este fue el caso de las corrientes fora-
listas conservadoras.

B) � Las manifestaciones de la «maravillosa uniformidad»  
entre la Constitución de la monarquía española  
y la de las provincias vascas

El primer choque de los fueros con el nuevo régimen constitucional 
se produjo ya durante la dominación francesa y en relación con lo esta-
blecido en la Constitución de Bayona, aprobada el 6 de julio de 1808. 
En el primer período de guerra durante la dominación francesa, los 
fueros habían sido suprimidos en Vizcaya, pero Fernando VII, camino 
de su exilio francés, los había confirmado el 17 de abril de 1808. Unos 
meses después se aprobó la Constitución de Bayona, algunas de cuyas 
prescripciones estaban en evidente contradicción con los fueros. Muy 
particularmente la proclamación de la igualdad jurídica general (artícu-
los 96 y 113), la igualdad ante las contribuciones fiscales (artículo 117), 
la proscripción de los privilegios (artículo 118) o la desaparición de las 
aduanas (artículo 116).

Napoleón convocó a todos los representantes provinciales a Bayona, 
después de proclamar rey a su hermano José el 4 de junio de 1808, 
para conseguir adhesiones a la nueva dinastía. En aquella asamblea se 
examinó la nueva Constitución y todos los diputados vascos presentes 
aprobaron por unanimidad el texto. Lo más que quedó como referen-
cia a una ligera oposición fue el discurso del diputado de Vizcaya que 
invocó la independencia originaria del Señorío, el carácter pactista de 
su relación con la monarquía, las especialidades fiscales debidas a las 
peculiaridades de su territorio y a la nobleza de los vizcaínos, etc. Sin 
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embargo, no se toma la Constitución de Bayona, por muchos, sino 
como una posibilidad de transformar el régimen foral.

Tras el triunfo de las tropas españolas en Bailén, se produjeron dife-
rentes levantamientos también en las provincias vascongadas. La reac-
ción de los sublevados fue inequívocamente favorable a Fernando VII, 
hasta el punto de que al manifestarse la nueva Diputación General de 
Vizcaya, que había tomado posesión el 31 de julio, en contra de la 
insurrección, fue acusada de traición. La Suprema Junta de Gobierno 
de Vizcaya, que los insurrectos acababan de crear, acordó enseguida 
proclamar a Fernando VII «como Rey de España y Señor de Vizcaya», 
confeccionando y publicando un bando cuyo sentido españolista no 
deja la menor duda: «El dolor amargo oprimía vuestro corazón al ver 
amenazada a la Madre Patria con el yugo terrible de la más dura escla-
vitud, rompió ya los diques que el imperio irresistible de las circunstan-
cias había impuesto...». Pero no duró mucho el funcionamiento de la 
Junta, que luego sería sustituida por la Diputación Foral tradicional, 
decididamente afrancesada, que gestionó diversas adaptaciones del 
régimen tradicional foral.

Pero la cuestión de la compatibilidad de los fueros con el nuevo 
orden constitucional se plantearía con otros bríos y proyecciones a 
partir de los debates de la Constitución de Cádiz. Las Cortes constitu-
yentes se reúnen en la isla de León estando las Vascongadas ocupadas 
por las tropas francesas, lo que impidió que su representación en Cor-
tes se formara del modo que había previsto el Decreto de septiembre 
de 1810. Los naturales del Señorío de Vizcaya refugiados en Cádiz 
eligieron al teniente general del Ejército Francisco Ramón Eguía como 
diputado por su provincia, que, en su momento, en la sesión de 18 de 
marzo de 1812, firmaría y juraría la nueva Constitución junto con los 
demás diputados presentes.

Mientras se discutía el proyecto, en mayo de 1811 se había creado 
una Diputación Patriótica en Vizcaya que emulaba a las Juntas reuni-
das en los diferentes territorios españoles durante el conflicto bélico. 
La primera Junta tuvo cierto carácter provisional, pero la segunda, 
constituida en agosto de 1812, cuando ya habían abandonado el terri-
torio las tropas francesas, tuvo como uno de sus primeros objetivos 
debatir sobre el restablecimiento del régimen foral. La Diputación 
Patriótica debería haber sido el antecedente del establecimiento de la 
Diputación Provincial, como por otra parte había programado, de 
manera general para toda España, el Reglamento provisional para el 
gobierno de las Juntas de Provincia de 18 de marzo de 1811. Pero en 
Vizcaya se rompió inmediatamente esta secuencia porque, estando 
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funcionando la Diputación provisional, se convocaron y celebraron 
Juntas Generales en Bilbao en octubre de 1812. Considerando que 
la Junta General era una institución del Antiguo Régimen, incompati-
ble con la nueva planta de la organización y el gobierno provincial, que 
había quedado diseñada en la nueva Constitución, es claro que su res-
tablecimiento podía tenerse por incompatible con el nuevo orden. Sin 
embargo, el Gobierno no contestó el restablecimiento. Seguramente 
por su manifiesta debilidad en un período de guerra, y también por la 
necesidad de contar con todas las fuerzas disponibles para conseguir 
la implantación del nuevo régimen. Si se respetaban las formas forales, 
que habían sido suprimidas por el Gobierno francés, seguramente era 
más fácil que la población aceptara las transformaciones impuestas 
por el régimen liberal gaditano. Pero también el indicado restableci-
miento sirvió para que los notables rurales, los vecinos propietarios, la 
burguesía asentada, recuperasen el poder local, en los términos en 
que ya lo tenían en el sistema institucional antiguo. Esta situación de 
tolerancia y de recuperación plena del régimen foral permitirá alentar 
la idea de que los fueros no solo eran compatibles con la Constitución, 
sino que se basaban en los mismos fundamentos y no contenían prin-
cipios divergentes. Teniendo en cuenta que la propia Constitución 
había apelado a la tradición histórica y había creado el mito de la resu-
citación de las viejas instituciones para incorporarlas al constituciona-
lismo, había establecido bases firmes para sustentar la «ilusión de 
identidad» entre la Constitución y los fueros. Hubo una temprana y 
expresiva formulación de esta convicción de que ambos textos se apo-
yaban en principios idénticos, en una sesión de las Juntas Generales 
de Vizcaya de 18 de octubre de 1812. Estas Juntas Generales habían 
manifestado su resistencia al juramento de la Constitución argumen-
tando que tal cosa supondría la desaparición de la «particular de Viz-
caya». En la sesión indicada, adoptan una resolución que explica con 
una claridad máxima los fundamentos de la innecesariedad de tal jura-
mento, apoyándose en la identidad de ambas Constituciones, la viz-
caína y la española: «Después de un maduro y reflexivo examen, del 
que resultó hasta la demostración la maravillosa uniformidad que había 
entre los principios esencialmente constitucionales de la Constitución 
política de la monarquía española, y los de la Constitución, que desde 
la más remota antigüedad ha regido y rige en toda esta Provincia, 
notándose en los de esta alguna más ampliación, que por la localidad 
y naturaleza de este suelo, y por la población, costumbres y carácter 
de sus habitantes le ha convenido peculiarmente... penetrada la Junta 
General de los sentimientos más grandes de respeto y aprecio hacia la 
Constitución política de la monarquía española, decretó tributarle el 
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homenaje más sincero de su obediencia y reconocimiento... no 
sabiendo la Junta si recibida la dicha Constitución es necesario renun-
ciar absolutamente a la Vizcayna, o si son conciliables en todo o en 
parte las ventajas de las dos...». Otros diputados sostuvieron en la oca-
sión que la Constitución de la monarquía era incompatible con la 
«Constitución peculiar de la Provincia», lo que implicaría la renuncia 
absoluta de esta última.

La teoría de la identidad, expresada del modo transcrito, produjo 
otro efecto colateral inmediato: una nueva mitificación de los fueros, 
en los que empezaron a reconocerse y encontrarse valores históricos y 
principios institucionales que nunca habían tenido. Y también un 
extraordinario rejuvenecimiento del viejo Derecho que contenían: si la 
Constitución había tenido como antecedente el Derecho Histórico, 
podría sostenerse que estaba basada en los propios fueros, de manera 
que los fueros habían traspasado el umbral del Antiguo Régimen 
incorporándose al nuevo ordenamiento constitucional y cobrando en 
él la misma fuerza que todas las normas nuevas.

Algunas explicaciones complementarias en este sentido pueden 
encontrarse en el expediente que las autoridades vizcaínas hubieron 
de presentar a la Regencia el 6 de febrero de 1813, cuando fueron 
requeridas explicaciones respecto de lo ocurrido meses antes en Guer-
nica en relación con el juramento constitucional. Decía la exposición 
que en aquella sesión de las Juntas Generales no se renunció de forma 
absoluta a la Constitución de Vizcaya, a la que vulgarmente, según se 
precisaba, se llamaba Fuero, y que desde luego se reconoció y obede-
ció pero no se juró la Constitución gaditana porque, siendo compati-
bles ambas Constituciones, la de la Provincia «se acomodaba con más 
expresión y analogía a las circunstancias específicas del país», y ade-
más porque la provincial había costado muchas generaciones conser-
varla y era «la reliquia única y preciosa que en Europa había quedado 
de la libertad y dignidad del ciudadano, cuyo germen habían reprodu-
cido las Constituciones liberales de tantos países». De lo que se seguía, 
en fin, que sería indecoroso renunciar a la misma y que además para 
hacerlo debía llevarse a cabo un examen más riguroso y solemne. La 
Regencia contestó mediante una Resolución de 28 de marzo de 1813, 
en la que indicaba que se procediera al juramento constitucional en las 
primeras Juntas Generales que se celebraran.

Pero la aplicación de la Constitución de 1812 se haría imposible en 
los meses sucesivos. Cuando se generaliza la implantación en toda 
España de las Diputaciones Provinciales como institución de gobierno 
provincial, en Vizcaya tal restablecimiento se entiende como restaura-
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ción de la Diputación Foral, que se organiza y funciona, aprovechando 
la ocasión, como si se hubiera restablecido una institución esencial del 
régimen particular del Señorío. De nuevo esta evidente desviación de 
los principios organizativos establecidos en la Constitución es consen-
tida por la Regencia, sin duda ocupada por asuntos de más urgente 
despacho. Pero la situación generó un inevitable confusionismo entre 
las instituciones forales y las nuevas. Precisamente otra autoridad cons-
titucional designada, como en el resto de España, para la gobernación 
de la Provincia, el jefe político, que se había nombrado para Vizcaya 
por Orden de 23 de julio de 1813, se convirtió, en lugar de en un brazo 
ejecutor de la política del Gobierno, en un firme valladar contra la 
adaptación del régimen administrativo y jurídico provincial a las reglas 
de la Constitución. Bloqueó, en efecto, la implantación de la nueva 
organización de la justicia, no circuló las órdenes relativas a la misma, 
en especial en lo concerniente a los partidos judiciales, tuvo que ser 
requerido repetidamente para que convocara elecciones a diputados 
a Cortes, y para que formara la primera Diputación Provincial, etc.

También se encontró el Gobierno en las provincias vascongadas 
una seria oposición para la ejecución de la división provincial prevista 
en el artículo 11 de la Constitución. En el primer período de vigencia 
de la Constitución, apenas dio tiempo para esbozarla. En el segundo, 
abierto tras el pronunciamiento de Riego en 1820, el Gobierno consti-
tucional había nombrado una «Comisión especial para la división del 
territorio», que presentó un informe al respecto el 17 de marzo 
de 1821. El informe levantó una rotunda oposición en cuanto que pro-
ponía la reducción de las tres provincias vascongadas a una sola con el 
nombre de Provincia Bascongada. Justificaba la propuesta afirmando 
que «En una unión que de hecho existía por la voluntad de los pue-
blos, como da a conocer el símbolo de las tres manos enlazadas, y el 
mote Irurac Bat, las tres en una», que tendría capital en Vitoria. No 
prosperó la iniciativa, de la que tampoco quedó rastro en la división 
provincial que se aprobó en 1833.

Algunas otras medidas de ajuste del régimen particular de las pro-
vincias vascongadas a la Constitución, matizando ligeramente su con-
dición de «provincias exentas» por lo que concernía a su contribución 
al levantamiento de las cargas públicas y a la prestación del servicio de 
armas, fueron acometidas también durante el Trienio liberal, aunque 
con avances no mucho mayores que los retrocesos inmediatos que 
tales medidas provocaron. Por ejemplo, se acordó el traslado de las 
aduanas el 1 de enero de 1821, en nombre de la igualdad y de la uni-
dad de mercado que la Constitución había proclamado. Pero el acuerdo 
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provocó innumerables operaciones especulativas y de contrabando 
movidas por los comerciantes de uno y otro lado de las fronteras. La 
implantación de las contribuciones generales en las provincias siguió 
excepcionada por Real Decreto de 6 de noviembre de 1820, aunque 
los artículos 339 y 344 de la Constitución habían establecido el princi-
pio de igualdad de imposición. Los liberales del Trienio tuvieron una 
actitud bastante transigente con las provincias vascas que los repre-
sentantes de estas no dejaron de aprovechar para defender sus exen-
ciones tradicionales. Encontraron incluso nuevos argumentos para 
mantener la exención poniendo en conexión el deber de contribuir con 
el saneamiento de la deuda y la atención de las obligaciones provincia-
les que estaban entonces a cargo de las haciendas forales. En fin, tam-
bién la contribución vasca al servicio militar se vinculó, como si fuera un 
paquete único, a la suerte de las demás contribuciones, a pesar del 
principio de igualdad de cargas de todos los españoles. Las Cortes 
hubieron de resolver a este propósito, por Real Orden de 30 de abril 
de 1822, que no se podían eximir de los reemplazos, pero para que no 
estuvieran doblemente gravadas «se le descontase proporcionalmente 
de la contribución territorial y consumos la cantidad anual que esti-
mase el Gobierno, con arreglo a las urgencias del erario y a la justa 
consideración que merecían aquellos naturales».

Las particularidades vascas, frente a la generalización de las nuevas 
formas de administración que se van abriendo paso en el régimen 
constitucional, seguirán manifestándose vivamente a la conclusión del 
reinado de Fernando VII. Cuando se crean los subdelegados de 
fomento, por Real Decreto de 23 de octubre de 1833, que se estable-
cerían en cada una de las capitales de provincia de acuerdo con la 
división del territorio del Estado acordada el 30 de noviembre 
siguiente, las provincias vascongadas consiguieron que no se despla-
zaran dichos agentes del Gobierno cuya inspiración centralizadora era 
notoria. En su lugar se establecieron comisarios regios que acabaron 
ostentando facultades similares, aunque más acomodadas a las prácti-
cas del Antiguo Régimen, de relación con el Gobierno central.

Una nueva y definitiva ocasión para valorar la compatibilidad de los 
fueros con los nuevos textos constitucionales la ofreció la promulga-
ción del Estatuto Real el 10 de abril de 1834. Aunque en esta Carta 
otorgada era menos apreciable que en el texto constitucional de 1812 
la necesidad de acomodar los viejos fueros, ya que el Estatuto se pre-
sentaba como una restauración de las leyes fundamentales del reino, 
inmediatamente se generó un nuevo conflicto que se expresó clara-
mente en una exposición que la Diputación General de Vizcaya dirige 
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a la reina gobernadora el 7 de junio de 1834: «nuestros Fueros ni han 
sido derogados, ni suspendidos por S. M. Tampoco puede presumir la 
Diputación que el Comisario Regio haya traído la desastrosa misión de 
destruirlos... se empeña en negarse a llevar las más esenciales fórmu-
las de nuestro sistema peculiar, en usurpar las atribuciones de la Dipu-
tación y en ponerla en conflictos deplorables. No solo se ha resistido a 
presentar al uso foral como estaba obligado las Reales Órdenes que le 
dirige el Gobierno de V. M... sino que es más trascendental... ha 
resuelto... publicar el Estatuto saltando todos los trámites legales que 
era indispensable llenar para que tomen en este país la fuerza y valida-
ción necesaria... Ni los Gobiernos de los años 1812 y 1820 se opusie-
ron, no obstante haberse admitido y proclamado la Constitución de 
Cádiz en toda la Península, a que los apoderados del Señorío de Viz-
caya se reunieran en Junta General según lo habían costumbre, y exa-
minado aquel código elevasen sus observaciones acerca de las diso-
nancias que hallaban entre él y el que regía en este país desde tiempo 
inmemorial...».

La polémica, sin embargo, se resolvió promulgándose el Estatuto 
Real en la villa de Bilbao aunque sin presencia de la Diputación. Ade-
más, una Real Orden de 17 de junio puntualizó que el Estatuto Real y 
la convocatoria de elecciones no debían someterse a pase foral.

El 13 de agosto de 1836 se restablece la Constitución de 1812. 
Algunas instituciones forales, como la Diputación vizcaína, mantuvie-
ron la misma actitud que en otras promulgaciones constitucionales. Su 
respuesta a la comunicación del comandante general, en la que se 
recogía la Real Orden de 15 de agosto por la que se disponía que se 
verificase en las capitales y pueblos de la Provincia la publicación y el 
juramento de la Constitución gaditana, fue la de no tomar parte en el 
acto. Argüía para ello la tradición de la actuación de la Diputación 
en 1812, 1820 y con el Estatuto Real, la compatibilidad del régimen 
vizcaíno con el constitucional, que la abolición de los fueros incremen-
taría los obstáculos para concluir la guerra, la vinculación de los com-
ponentes de la Diputación a la Asamblea de Guernica, etc.

El Gobierno decidió, por Real Orden de 3 de enero de 1837, resta-
blecer la Diputación Foral arguyendo que «por su prestigio y simpatías 
hallará más fácilmente los recursos necesarios para proveer a los 
importantes objetos que en el día están cometidos con preferencia a 
su cargo». Lo que se ve que la Diputación Provincial, que quedaba 
disuelta, no había podido hacer.
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La restauración de la Diputación Foral planteó de nuevo el pro-
blema de saber si se restablecía todo el régimen foral o se mantenía el 
constitucional, o la situación jurídica del territorio se conformaría con 
ingredientes tomados de ambos órdenes normativos. Las tesis sobre 
que la Diputación Foral debía asimilarse a la Diputación Provincial y las 
contrarias son las que medran por triunfar entonces. Al final, la Diputa-
ción Foral vizcaína siguió la táctica de defender la foralidad de modo 
genérico. A ello contribuyó mucho la alocución del general Espartero 
a los habitantes de las provincias vascongadas y de Navarra, publicada 
el 19 de mayo de 1837, donde se aseguraba que nadie pensaba en 
abolir los fueros, lo que sirvió para dar alas a las ilusiones foralistas de 
las Diputaciones. Siguen diferentes polémicas hasta la aprobación de 
la Ley de 19 de septiembre de 1837, que establece una situación inte-
rina, en el marco de la finalización de la guerra, que se estabiliza con 
las elecciones de 1839. La Ley de 25 de octubre de 1939 fue celebrada 
con euforia por la Diputación Provincial de Vizcaya, que se dirigió a los 
vizcaínos festejando la circunstancia. Expresaba que el artículo primero 
del Convenio de Vergara se había cumplido con dicha Ley, que el 
Gobierno y las Cortes habían sido leales a su palabra, expresada a 
través del soldado español, y culminaba aclamando «a Doña Isabel II, 
a su augusta madre la reina gobernadora, la Constitución de 1837 y los 
Fueros de Vizcaya».

C) � La nueva foralidad constitucional y la abolición de los viejos fueros

Los textos legales que acaban de citarse marcan la transición a la 
nueva foralidad, que puede darse por iniciada con la Ley de 25 de 
octubre de 1839, dada en cumplimiento del Convenio de Vergara, que 
firman los generales Espartero y Maroto el 31 de agosto de 1839. Aun-
que los fueros no habían sido, al inicio de la I Guerra Carlista, un argu-
mento central que justificara el levantamiento (el carlismo inicial no se 
dirige tanto a la defensa de los fueros como contra los liberales cristi-
nos y los principios que defienden, los ataques a la religión que toleran 
y promueven), muy pronto la defensa foral se incorpora al ideario del 
carlismo. En las cartas de Zumalacárregui se aprecia bien la transición 
desde el lema tradicional «Dios, Patria, Rey», al definitivo «Dios, Patria, 
Fueros, Rey». Los dos únicos artículos del Real Decreto (se aprobó en 
las Cortes pero adoptó la forma de Real Decreto) de 25 de octubre 
de 1839 son muy expresivos de la solución final que el Gobierno de la 
Regencia había considerado pertinente: primero, reconocer definitiva-
mente los fueros vascongados y navarros, lo que implicaba poner 
punto final a la polémica sobre su derogación o no por la Constitución 
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de 1812. En este sentido, el texto legal de 1839 equivale a un afianza-
miento y revitalización de los fueros. Por otro lado, la necesaria aco-
modación de los mismos, en lo que fuera preciso, a la Constitución de 
la monarquía. Transcribo estos dos preceptos esenciales:

«Artículo 1.º: Se confirman los fueros de las provincias Vascongadas 
y de Navarra, sin perjuicio de la unidad constitucional de la Monarquía.

Artículo 2.º: El Gobierno, tan pronto como lo permita, y oyendo 
antes a las provincias Vascongadas y a Navarra, propondrá a las Cortes 
la modificación indispensable que en los mencionados Fueros reclame 
el interés de las mismas conciliado con el general de la nación y de la 
Constitución de la monarquía, resolviendo entretanto provisional-
mente, y en la forma y sentido expresados, las dudas y dificultades que 
puedan ofrecerse, dando de ello cuenta a las Cortes.»

La adaptación ordenada por esta capital disposición de 1839, fue 
ejecutada con celeridad en Navarra. Un Decreto de la Regencia de 15 de 
diciembre de 1840 ya había acordado una amplia adaptación provisio-
nal consistente en la aplicación en Navarra de muchas disposiciones 
generales relativas a la Administración de justicia, Administración local, 
Hacienda y otros extremos. Pero el ajuste definitivo se acordó mediante 
la Ley de 10 de agosto de 1841 que organiza la Administración general 
de Navarra.

Después del arreglo con Navarra, el Gobierno de Espartero dictó 
un Real Decreto de 29 de octubre que liquidó buena parte del sistema 
foral: designación de jefes superiores con competencias homologa-
das, organización de los ayuntamientos con arreglo a la legislación 
general; designación de Diputaciones Provinciales en sustitución de 
las Forales; igualación de la organización judicial; traslado de las adua-
nas a las costas; supresión del pase foral.

Pero Gobiernos moderados posteriores restablecieron poco a poco 
las mismas instituciones que el Decreto de 1841 había derogado. En 
este sentido, Ley de 23 de abril de 1842 y Real Decreto de 4 de julio 
de 1844, que restablece las Diputaciones Forales.

El Decreto de Espartero fue el punto álgido de la abolición. Pero 
luego habría un cierto retorno al viejo orden: las especialidades en 
materia municipal fueron aseguradas mediante una Real Orden de 29 de 
enero de 1844. Un Real Decreto de 4 de julio del mismo año reconoció 
incluso que los ayuntamientos tendrían las atribuciones de «que goza-
ban antes del Real Decreto de 29 de octubre de 1841». La aplicación 
de la Ley municipal y provincial de 8 de enero de 1845 quedó en sus-
penso, explicándose en la Instrucción de 18 de febrero de 1845 con 
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qué adaptaciones debería ser aplicada en los territorios vascongados. 
Las excepciones se extienden a las facultades del jefe político, de los 
alcaldes, de las Diputaciones Provinciales, etc.

La situación se mantiene en las leyes orgánicas municipal y provin-
cial de 21 de octubre de 1868, que ordenaron constituir de nuevo las 
Diputaciones Provinciales, pero para que entendieran «en todos aque-
llos asuntos que no sean de los atribuidos por los Fueros a las Diputa-
ciones Forales».

En la misma línea está la Ley provincial de 20 de agosto de 1870. Y 
luego el Real Decreto de 25 de enero siguiente en el que se afirma que 
«El reconocimiento de los Fueros de las Provincias Vascongadas pac-
tado con el Convenio de Vergara, que las Cortes del Reino se apresu-
raron a reconocer después, fue un hecho tan importante en la vida 
constitucional del país que los poderes públicos tienen necesidad de 
considerarlo y atenderlo siempre que intentan llevar alguna reforma a 
la Administración general de la Nación». El Real Decreto animó a que 
las Diputaciones Forales expusieran al Gobierno qué aspectos de la 
Ley de 1870 eran contrarias al régimen foral.

El balance del período permite constatar la definitiva implantación 
de algunas reglas del nuevo régimen constitucional general, aplicán-
dolas en los mismos términos que en el resto del Estado. Se avanzó 
porque se suprimió el pase foral, se impuso una organización judicial 
común, se fue introduciendo el sistema electoral general, y otras 
reformas, pero el núcleo operativo del sistema foral subsistió. El peso 
de la gestión siguió correspondiendo a las Diputaciones Forales. Y la 
exención de las provincias vascongadas se mantuvo con la reforma 
Mon-Santillán de 1845. Esta y otras normas que menciona el Real 
Decreto de 29 de junio de 1867 recuerdan cómo las provincias esta-
ban exentas de pagar impuestos incompatibles con sus fueros.

Al final de la última guerra Carlista se desarrollará una amplia cam-
paña en pro de la abolición de los fueros vascos. Alfonso XII había 
ofrecido, en la Proclama hecha en Peralta el 22 de enero de 1875, que 
dejaran las armas a cambio de mantener los fueros, pero la política del 
Gobierno cambió al terminar la guerra. Un Real Decreto de 11 de 
agosto de 1875 que ordenó una nueva leva de soldados para la guerra 
del norte, identificó claramente vascos y carlistas, y anunció el fin de 
los privilegios, especialmente los de no dar a la patria «ni soldados ni 
dinero para defender sus intereses y su honor en el mundo».

En el resto de España se agudizan entonces las protestas contra el 
mantenimiento de los fueros. El camino hacia su supuesta eliminación 
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arranca con la Real Orden de 6 de abril de 1876, que fijó un plazo 
perentorio para el cumplimiento del artículo segundo de la Ley de 25 
de octubre de 1839, estableciendo un procedimiento de audiencia a 
las provincias mediante el nombramiento de unos comisionados elegi-
dos a través de los órganos forales. A partir de entonces se celebrarán 
conferencias en las que la tónica general de los vascongados es la 
resistencia a aceptar ningún acuerdo; se invoca de manera reiterada la 
inoportunidad del momento (final de una guerra y situación de tensión 
en España). Frente a ello, Cánovas insiste en ejecutar la unidad consti-
tucional. Utiliza como criterio para definirla el artículo 6 de la Constitu-
ción de 1837, que era la que estaba vigente al dictarse la Ley de 25 de 
octubre de 1839. Remachando la necesidad de extender a las provin-
cias exentas el servicio de armas y la contribución a Hacienda. Por su 
parte, los diputados forales entienden que la expresión «salva la uni-
dad constitucional» del artículo 1 de la Ley de 25 de octubre de 1839, 
había de interpretarse en el sentido de que la unidad constitucional 
reclamaba necesariamente la unidad de la monarquía, de la represen-
tación nacional y la indivisibilidad del territorio del Estado. Respetando 
estos límites, todas las demás excepciones son lícitas y en este sentido 
había de interpretarse el artículo 6 de la Constitución de 1837 en 
cuanto exigía a «todo español» la obligación del servicio de armas y de 
contribuir a los gastos del Estado. El argumento está decididamente 
orientado al mantenimiento de las exenciones fiscales tradicionales.

Las tensiones, reuniones y desacuerdos se mantienen hasta dar 
lugar a la Ley de 21 de julio de 1876, abolitoria de los fueros. Contra 
ella esgrimen los diputados forales las viejas libertades del País Vasco, 
e incluso el argumento de la pobreza del país. Los ricos vascongados 
son liberales, se dice, por lo que realmente la abolición de los fueros 
va contra los aliados del propio Cánovas. Pero, a la postre, el artículo 1 
de la Ley de 21 de julio de 1876 dispuso que «Los deberes que la 
Constitución política ha impuesto siempre a todos los españoles, de 
acudir al servicio de las armas cuando la ley los llama, y contribuir en 
proporción a sus haberes a los gastos del Estado se extenderán, como 
los derechos constitucionales se extienden, a los habitantes de Viz-
caya, Guipúzcoa y Álava del mismo modo que a los demás de la 
nación». A pesar de todo, el artículo 4 autorizaba al Gobierno para 
«acordar con audiencia de las provincias de Álava, Guipúzcoa y Viz-
caya, si lo juzga oportuno, todas las reformas que en su antiguo régi-
men foral lo exijan, así el bienestar de los pueblos vascongados como 
el buen gobierno y seguridad de la nación». Considerando que el 
artículo 6 atribuía al Gobierno amplias facultades discrecionales para 
el acuerdo, se sigue que la Ley de 1876 no es la de la abolición de los 
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fueros, sino la de la renegociación de su contenido. Empieza de nuevo 
el trabajo de la transacción. Los vascongados se dividen entonces 
entre los grupos intransigentes, no dispuestos a pasar por nada, y los 
transigentes, más flexibles. El Gobierno amenaza de muchas maneras, 
incluso con el estado de excepción. Pero, sin embargo, se muestra 
muy permisivo porque incluso acepta la continuación de las corpora-
ciones forales.

Vizcaya se manifestó especialmente intransigente, pero la línea 
transigente triunfó en Álava y Guipúzcoa. En Vizcaya el éxito de la 
intransigencia provocó que Quesada, general en jefe del Ejército del 
Norte, escribiese al gobernador vizcaíno amenazando con la «aplica-
ción íntegra, inmediata, y sin contemplación alguna, de la Ley de 21 de 
julio». Se tuvo que acordar la disolución de la Junta de la Diputación 
General del Señorío, nombrar una Comisión interina, volver a consti-
tuirse, hasta que al final, sin solución posible, el 5 de mayo de 1877, el 
rey firma un Real Decreto que proclama la igualdad entre Guipúzcoa y 
las demás provincias del reino. «Se establecerán —dice el artículo ter-
cero— desde luego en la misma provincia todas las contribuciones, 
rentas e impuestos ordinarios y extraordinarios consignados o que se 
consignen en los presupuestos generales del Estado, verificándose su 
imposición y cobranza bajo igual forma y condiciones en que se hace 
en las demás de la monarquía». La Diputación vizcaína formula la pro-
testa más solemne, a la par que respetuosa, contra lo que dispone 
dicho Real Decreto. Pero se pone a trabajar en otra orientación.

Ahora parece claro que la monarquía no va a aceptar especialida-
des forales que contradigan la unidad constitucional ni la forma de 
gobierno centralista y fuerte. Está en alza un nacionalismo español que 
no admite la especialidad. Sin embargo, las oligarquías vascas orientan 
la defensa de los fueros sin centrarla en los aspectos políticos que cho-
carían con los principios de la soberanía de la nación española, sino 
que se inclinan hacia la autonomía fiscal, donde ven posibilidades. Esta 
astuta política culmina exitosamente en el Real Decreto de 13 de 
noviembre de 1877 que es en el que F. de Zaballa y Allende vio el pri-
mero de los conciertos económicos.

El recurso a la tradición se manejó también para justificar esta espe-
cialidad del concierto, que se consolidó con el Real Decreto de 28 de 
febrero de 1878, que estableció verdaderamente el primer concierto 
económico, pero que al mismo tiempo sería la culminación de la pre-
tendida unidad constitucional prevista por la Ley derogatoria. Las 
Diputaciones aceptan, según se describe en el Real Decreto, un enca-
bezamiento general por tiempo determinado, que el Gobierno les 
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propuso, tomando por base datos y antecedentes de otras provincias 
que se hallaban en iguales o parecidas condiciones por su producción 
y su riqueza. Se acepta también que no será la misma la exacción de 
las contribuciones, rentas e impuestos en estas provincias que en las 
demás del reino, todo ello para respetar supuestas instituciones secu-
lares correspondientes a una especial manera de ser social, política y 
económica. Es decir, que se perpetúa un privilegio que beneficia sobre 
todo a sus clases privilegiadas.

Lo más notorio del asunto es que la autonomía fiscal llevará tam-
bién al reconocimiento de otras potestades de orden administrativo, 
consolidadas a partir de la Ley de 29 de junio de 1887, donde se esta-
blece que «Para el cumplimiento de las obligaciones anteriormente 
consignadas, las diputaciones de las tres provincias se consideran 
investidas, no solo de las atribuciones establecidas en la Ley provincial, 
sino de las que con posterioridad al Real Decreto de 28 de febrero 
de 1878 han venido disfrutando». Por tanto, aparece una nueva gama 
de potestades administrativas que empezarán a integrar una nueva 
foralidad, reivindicada con la misma fuerza que la antigua, aunque 
desde luego no procedía de los viejos fueros. En definitiva, la Ley 
de 21 de julio de 1876 dejó un amplio margen para mantener especia-
lidades forales e incluso incrementarlas.

Además de lo que resulta de los textos ya citados, la Real Orden 
de 12 de diciembre de 1877 estableció una serie de disposiciones que 
excepcionaban la Ley municipal de 2 de octubre anterior, en la misma 
línea iniciada en 1833. Otra Real Orden de 8 de junio de 1878 acor-
daba otro tipo de adaptaciones. Esta clase de disposiciones muestra 
que aun en el plano institucional la autonomía de las Diputaciones y la 
peculiaridad de su régimen local se preservan.

Cuando se aprueba el primer concierto económico por Real Decreto 
de 28 de febrero de 1878, se ampliaron con él las potestades de las 
provincias interesadas para la formulación de políticas y el gobierno de 
su economía. La Ley provincial de 29 de agosto de 1882 estableció en 
su disposición adicional que las Diputaciones vascongadas se conside-
rarían investidas «no solo de las atribuciones consignadas en los capí-
tulos 6 y 10 de la presente Ley, sino de las que con posterioridad a 
dicho Convenio han venido ejercitando en el orden económico para 
hacerlo efectivo». La misma fórmula se recoge en la Ley de Presupues-
tos de 29 de julio de 1887, que aprobó el segundo concierto econó-
mico. Y lo mismo en el Real Decreto de 1 de febrero de 1894, que 
aprobaba el tercero.
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A partir de entonces la legislación estatal reconoció siempre muchas 
especialidades cuando regulaba cualquier materia, como las infraes-
tructuras, la circulación o la administración municipal.

II.  �LOS PARÉNTESIS HISTÓRICOS AL ESTADO CENTRALISTA: 
FEDERALISMO Y REGIONALISMO POLÍTICO EN ESPAÑA

La centralización fue el tipo de organización del Gobierno y la Adminis-
tración del Estado dominante en España durante toda la etapa constitucio-
nal, hasta llegar a 1978. Sin embargo, el modelo general centralista pre-
sentó dos momentos críticos esenciales, uno en el último tercio del siglo xix, 
y otro al concluir el primer tercio del siglo xx, en el marco justamente de las 
dos Repúblicas que se han implantado por poco tiempo en España.

Los dos períodos de excepción responden, de un modo u otro, a 
las resistencias que se habían mantenido, con expresiones más o 
menos fuertes, en los territorios periféricos españoles desde la apro-
bación de los Decretos de Nueva Planta, según hemos estudiado en 
los apartados anteriores.

Aunque cada uno de estos dos períodos históricos excepcionales 
irá seguido de otros mucho más largos en los que la centralización se 
afirmará rotundamente y sin fisuras, la reacción al centralismo que 
empieza a hacerse más notable desde el último tercio del siglo xix ali-
mentará la búsqueda de instrumentos y técnicas de organización alter-
nativos que permitan albergar en el Estado una forma de relación dis-
tinta entre los territorios que lo integran. La búsqueda durará decenios, 
y las propuestas que se cursarán serán muchas veces exageradas e 
ingenuas, técnicamente inviables o excesivamente idealistas, pero ter-
minarán siendo el caldo de cultivo de un arreglo final a la cuestión 
territorial que acogerá la Constitución de 1931. Fulminada la vigencia 
de esta por la guerra Civil que se inicia en 1936, dejará, no obstante, 
un rescoldo técnico suficientemente inteligente y vivo como para que 
los constituyentes de 1978 miraran especialmente hacia ese pasado 
histórico a la hora de reconstruir una organización autonómica del 
Estado español para el futuro. De aquí la importancia de su estudio.

1. � LAS PROPUESTAS Y LOS MITOS DEL FEDERALISMO ESPAÑOL 
DECIMONÓNICO

El Proyecto de Constitución Federal de la República española 
de 1873 fue presentado a las Cortes el 17 de julio de aquel año. Había 
sido elaborado por una Comisión en la que figuraba Castelar a la 
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cabeza. Se empezó a discutir en el siguiente mes de agosto, aunque el 
debate duró el brevísimo período de tres días.

El proyecto, después de un título preliminar no articulado, se abría 
con la declaración del mapa de la Federación, esto es, señalando 
directamente los Estados que la integraban (Andalucía Alta, Andalucía 
Baja, Aragón, Asturias, Baleares, Canarias, Castilla la Nueva, Castilla la 
Vieja, Cuba, Extremadura, Galicia, Murcia, Navarra, Puerto Rico, Valen-
cia, Regiones Vascongadas; los territorios españoles extrapeninsulares 
no incluidos en la relación anterior también podrían ulteriormente ele-
varse a Estados «a medida de sus progresos»: artículos 1.º y 2.º).

El Estado miembro es la pieza esencial del sistema y la base de la 
Federación, lo que supone una concepción nueva de la división terri-
torial española, sobre todo en lo que concierne a las provincias que 
dejan de ser un instrumento para la acción de la Federación (lo habían 
venido siendo, por contra, del Estado centralista) y pasan a serlo de los 
Estados miembros como un elemento más de su organización adminis-
trativa del que pueden disponer libremente, determinando, si lo esti-
man conveniente, su supresión. Así viene claramente establecido en el 
artículo 1.º («los Estados podrán conservar las actuales provincias o 
modificarlas, según sus necesidades territoriales») y resulta también 
del artículo 100 («Los Estados regularán a su arbitrio y bajo sus expen-
sas, su organización territorial»). Este dominio sobre sus propias estruc-
turas territoriales, sea o no imprescindible en el esquema federalista, 
refleja también un antiprovincialismo abiertamente expresado en las 
corrientes federales hispanas (así en los escritos de Pi i Margall y de 
Almirall; son ilustrativas, por ejemplo, las Bases para la Constitución 
federal de la Nación española y para la del Estado de Cataluña que 
redactó Almirall; decía en el comentario al artículo 1.º: «Creemos que 
España debe dividirse en grandes Estados..., la división en pequeñas 
provincias es una división ficticia, hija solo del afán de destruir las anti-
guas divisiones»).

Los principios sobre distribución de competencias se apoyan en 
una fundamental declaración de principio montada sobre la idea de 
los círculos concéntricos de interés que partiendo del «hombre sobe-
rano», que tanto enfatizó Pi i Margall en sus escritos, se elevan en 
espiral hacia el Estado; así está recogido, con cierta ingenuidad, en el 
artículo 40: «todo lo individual es de la pura competencia del indivi-
duo, todo lo municipal es del municipio, todo lo regional es del Estado 
y todo lo nacional es de la Federación. Regla que luego se precisa 
mediante una operación complementaria de distribución de compe-
tencias entre la Federación y los Estados, que recuerda en su técnica a 
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la Constitución americana (cuya influencia en este período de la vida 
española, sobre todo en la Constitución de 1869 que precede al pro-
yecto que comentamos, ha probado J. Oltra). En el título V (sin articu-
lar) se efectúa una enumeración de las facultades correspondientes a 
los poderes públicos de la Federación». Es una lista larga de veintidós 
epígrafes que recoge desde las «relaciones exteriores» a los correos, 
telégrafos, ferrocarriles, montes y minas, conservación del orden 
público, etc. Es una lista única. No hay luego otra que recoja las com-
petencias de los Estados, pues no puede tenerse por tal la referencia 
puramente enunciativa que contiene el artículo 96 del proyecto. Según 
este precepto, «los Estados regirán su política propia, su industria, su 
hacienda, sus obras públicas, sus caminos regionales, su beneficiencia, 
su instrucción...». Lo que tiene de interés para el deslinde competen-
cial es la declaración final del artículo citado que contiene una cláusula 
residual de competencias que beneficia a los Estados, en su virtud, los 
Estados son los competentes en «todos los asuntos civiles y sociales 
que no hayan sido por esta Constitución remitidos al poder federal».

Los poderes de los Estados configurados en los amplios términos 
descritos, se someten, sin embargo, a un sistema de límites expresa-
mente determinado. Así, por ejemplo, «los Estados no podrán legislar 
ni contra los derechos individuales, ni contra la forma republicana ni 
contra la unidad y la integridad de la Patria, ni contra la Constitución 
federal» (artículo 99). Tampoco «podrán mantener más fuerza pública 
que la necesaria para su política y seguridad interior». Y los límites no 
se refieren tan solo al ejercicio de los poderes constituidos, sino tam-
bién al propio poder estatal constituyente; en este sentido, aun cuando 
se reconoce el derecho de cada Estado a establecer su propia Consti-
tución, esta debe someterse al «juicio y sanción de las Cortes federa-
les, que examinarán si están respetados o no en ellas los derechos de 
la personalidad humana, los límites de cada Poder y los preceptos de 
la Constitución federal» (artículo 102). Previene también el proyecto 
sobre la «reunión de dos o más Estados sin el consentimiento de las 
Cortes de los Estados interesados y sin la sanción de las Cortes Gene-
rales».

La resolución de los conflictos entre los Estados y con la Federación 
se encomienda al Tribunal Supremo (artículos 78 y 79). No está expre-
sada con claridad la primacía de las disposiciones de la Federación 
sobre los Estados miembros, pero tampoco aparecen reconocidos a 
estos ningún tipo de poderes de nullification, examen previo o figura 
similar de pase de las leyes federales que, sin embargo, habían recogido 
otros proyectos anteriores (en concreto, el proyecto Salmerón-Chao 
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de 1872, base 21, establecía que no se promulgaría ninguna ley sin que 
hubiese transcurrido el plazo para que cada Estado pudiera examinar si 
sus derechos habían sido vulnerados y reclamar ante el poder judicial o 
el legislativo pidiendo sus suspensión o derogación).

Por último, la reforma constitucional queda abierta a la disponibili-
dad de las Cortes. Si estas la acordaran habrían de disolverse; se con-
vocaban luego nuevas Cortes, con el carácter de constituyentes, que 
producían la reforma. Aunque el procedimiento no fuera simple, se 
retenía, en definitiva, por las Cortes generales la competencia de la 
competencia, esto es, la disponibilidad sobre el sistema constitucional 
entero.

La primera y única quiebra generalizada del centralismo unifor-
mista, que los liberales conservadores se empeñaron en implantar a lo 
largo del siglo xix, se produjo en el corto y trepidante período en que 
tuvo vida la I República, desarrollada en un breve lapso temporal entre 
los años 1873-1874. Realmente, nunca como entonces la ruptura con 
el centralismo sería más radical ni aparatosa. Aunque los republicanos 
de aquella época estaban divididos entre unitaristas y federalistas, 
estos últimos se mostraron enseguida poco dispuestos a las contem-
placiones: se constituyó en Madrid un Comité de Salud Pública que 
presionaba por la constitución inmediata de los cantones; el 8 de 
marzo de 1873 se proclamó el Estado catalán, que entre otras alterna-
tivas radicales toma la de abolir el Ejército. Después, ya con Pi i Mar-
gall en la presidencia, vendría el gran movimiento cantonal, que incen-
dió con la velocidad de la pólvora Andalucía, Extremadura, Levante y 
algunos lugares de Castilla. El tercer Presidente de la breve I Repú-
blica, Nicolás Salmerón, reaccionó, tras la dimisión de Pi, contra la revo-
lución cantonalista, consiguiendo imponer en la mayoría de los lugares 
la disciplina del Gobierno central.

El federalismo del período fue, en muchas de sus manifestaciones, 
extremista, de tipo anarquista y separatista. En algunos cantones 
levantinos se convocaron huelgas generales como prolegómeno del 
establecimiento del cantón independiente. Lo que está en el fondo de 
las manifestaciones más agresivas de esta revolución territorial son 
cuestiones de orden social y, en modo alguno, las aspiraciones nacio-
nales de cualquier clase que, en la época, no estaban enunciadas. Tam-
poco lo estaba, por otra parte, el principio de autodeterminación de 
los pueblos que, en su versión más primitiva, la de Marx y Engels, for-
mulada con ocasión de los discursos conmemorativos de la indepen-
dencia de Polonia, tardaría aún dos años más en formularse por pri-
mera vez.
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El movimiento federal y sus pésimas derivaciones cantonalistas, no 
tuvieron nada que ver con el nacionalismo y, además, fue un completo 
fracaso.

Estas experiencias habrían de pesar en el futuro. Por lo pronto, los 
excesos cantonalistas, salpicados de un desorden social generalizado, 
con desgarradas expresiones del anticlericalismo violento y espontá-
neo, que tantas veces se manifestó en el siglo xix, sumados a un grave 
recrudecimiento de la guerra carlista, ofrecían una buena base argu-
mental para que, en los años posteriores a la abolición de la República, 
ya en plena Restauración, se desarrollara un ambiente intelectual pro-
picio para exagerar sobre ese pasado inmediato y rellenarlo de mitos. 
Alimentaron enseguida esa construcción, en primer lugar, la compacta 
retórica de Emilio Castelar, concentrada para el caso en dos tremen-
dos y divulgadísimos discursos, uno de 30 de julio de 1873, pronun-
ciado en las Constituyentes, y otro de 2 de enero de 1874, en los que, 
a la postre, imputa a la insensata revolución cantonal la imposible con-
solidación de la República. Más tarde, se sumarán a esta composición 
sobre la gravedad de los acontecimientos del 73/74 los reiterados e 
implacables escritos de Manuel Revilla, influyente catedrático de la 
Facultad de Filosofía y Letras de la Universidad Central. Y, finalmente, 
para completar la formación del mito, el formidable y vibrante epílogo 
que escribe Menéndez Pelayo en el último volumen de su Historia de los 
heterodoxos españoles. Todo ello, en fin, por si algo le faltara, reela-
borado por Galdós en los últimos Episodios Nacionales, que escribe a 
partir de 1909.

El mito convirtió a la República de 1873 en un ejemplo histórico 
rechazado e insusceptible de ser invocado para propiciar cualquier 
alternativa al centralismo.

2.  EL PROGRESO DE LOS NACIONALISMOS

A)  El nacionalismo catalán

Razones históricas y culturales, económicas y políticas, empujaron 
de un modo casi inevitable la emergencia y desarrollo del naciona-
lismo catalán a finales del siglo xix.

El fenómeno está ya muy bien estudiado y pueden reconstruirse sus 
hitos fundamentales con bastante precisión.

La Oda a la Patria que escribe Aribau en catalán en 1833 suele 
tomarse como fundamental punto de partida del renacimiento lite
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rario, basado en la lengua catalana, transformada entonces en un 
vehículo prestigioso de comunicación cultural. Tal renacimiento tiene 
lugar, propiamente, con los juegos florales que se inauguran en 1859. 
En esta importante plataforma se van a batir los ingenios orgullosos de 
poder usar una lengua diferenciada, de un idioma europeo, que con-
tribuyen a mejorar y divulgar. El perfeccionamiento del idioma contó 
en dichos juegos, a partir de 1870, con un agente extraordinario, el 
sacerdote Verdaguer, de quien el poeta Maragall dijo que fue «el poeta 
que creó nuestra lengua».

Al tiempo que florece el uso literario de la lengua catalana, grupos 
de investigadores vinculados a este mismo movimiento cultural se 
dedican a reivindicar y estudiar la historia de Cataluña, mostrando la 
peculiaridad de sus instituciones de Gobierno, las especialidades del 
régimen de sus derechos en comparación con los castellanos y la sin-
gularidad de los grandes eventos que protagonizaron en el pasado.

Paulatinamente se van conjugando todos los elementos que han 
servido para caracterizar el nacionalismo romántico: un pueblo asen-
tado en un territorio geográficamente bien definido, con lengua, his-
toria y cultura propias. También se va consiguiendo implantar los idea-
les de la Renaixença, al principio profesados por un reducido grupo de 
iniciados comprometidos, para extenderlo después a todas las clases 
sociales. De esta manera, cuando el movimiento cultural empiece a ser 
la base de reivindicaciones políticas, el catalanismo podrá ser mane-
jado indiferentemente por conservadores y progresistas, ya que ambos 
grupos defenderán con el mismo orgullo su pasado.

A esta coincidencia no se llegará, desde luego, por idénticos cami-
nos políticos. La derecha catalana había sido en el siglo xix uno de los 
firmes bastiones contra el liberalismo nacionalista, o, al menos, contra 
algunas de sus políticas más caracterizadoras. Este antiliberalismo 
tenía algunas razones económicas que se mostraron vivamente con 
ocasión de Gobiernos decididamente librecambistas, que levantaron o 
no otorgaron a los industriales catalanes las medidas proteccionistas 
que habían reclamado durante medio siglo y que no consiguieron defi-
nitivamente hasta el abandono por Cánovas de aquella política y, más 
tarde, con la aprobación de arancel de 1906. Se añadían a estas otras 
razones políticas de oposición al liberalismo: los liberales, a la postre, 
no eran sino continuadores de los Gobiernos borbónicos que habían 
apretado la tuerca de la centralización hasta hacer perecer en ella a las 
viejas instituciones catalanas, con el inri añadido de que habían susti-
tuido las antiguas demarcaciones de la Administración territorial por 
otras nuevas, artificiosas y sin tradición, en las que se habían asentado 
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los agentes del poder central. Desde estas posiciones de fondo era 
consecuente construir una teoría política que se apoyase, entre otros 
elementos esenciales, en la transformación del Estado para dar paso a 
una fuerte descentralización. La difusión de esta ideología, a partir de 
la derecha, no era difícil porque también la Iglesia, por razones que le 
concernían directamente, era marcadamente antiliberal. De forma que 
apoyó de modo natural la difusión de las ideas de sus compañeros de 
aversiones. La sede de Vich fue entonces un conocido centro de difu-
sión de la cultura catalana; cuando Morgades (restaurador de monaste-
rios y defensor convencidísimo del uso del catalán en el púlpito) fue 
sustituido en la sede episcopal por Torres i Bages, aún se potenció más 
aquella comunión de intereses que encontró en torres a uno de los 
más difundidos y conspicuos teóricos del regionalismo.

La trayectoria de la izquierda al catalanismo político había dado un 
rodeo diferente. Un antecesor federalista fue, inicialmente, Pi i Mar-
gall. En sus concepciones ideológicas no estaba la reivindicación cata-
lanista sino la sustitución entre el modelo de Estado monárquico, uni-
forme y centralizado, por una república federal que enmarcara un 
proceso de transformaciones que alcanzarían tanto a Cataluña como a 
los demás territorios españoles.

Esta opción, en esencia, era igualitaria, mientras que la reivindica-
ción nacionalista se había de alimentar principalmente de desigualdad 
o particularismo, de especialidad o singularidad de un territorio, por 
razón de su lengua, su historia y su cultura, de todos los demás del 
Estado.

El salto del republicanismo federalista al catalanismo lo propició 
ideológicamente un ilustre discípulo de Pi, Almirall. La sustitución de 
un modelo de descentralización igualitario por otro que atenderá 
esencialmente los intereses de Cataluña, fue el empeño de Almirall. 
«Debemos tener como única bandera —decía— nuestro amor a Cata-
luña». Puso su esfuerzo de organizador en crear medios de comunica-
ción (el Diari Catalán) que difundieron la ideología, propició la celebra-
ción de reuniones y congresos de adeptos y, sobre todo, fundó, 
en 1882, el Centro Catalán.

No consiguió éxitos con el partido que fundó pero sí obtuvo una 
experiencia que marcaría siempre la trayectoria del catalanismo: la 
necesidad de que, para conseguir éxitos, las fuerzas políticas, de dere-
chas y de izquierdas, actuasen conjuntamente.

La doctrina de Almirall, almibarada de conservadurismo y canali-
zada hacia reclamaciones estrictamente regionalistas, tuvo una desta-
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cada presencia en el importante Memorial a Alfonso XII, formulado 
en  1885. Partiendo de la crítica a formas de gobierno decadentes, 
implantadas en un Estado exhausto, dominado por políticos profesio-
nales de Madrid, lo que más merece ser resaltado era la presentación 
de Cataluña como «pueblo», incluso caracterizado por su raza, pero, 
sin duda, diferenciado por su lengua, cultura e historia. En el pasado 
tuvo Cataluña sus instituciones hasta que los borbones las derribaron 
y los liberales, sus continuadores, concluyeron la demolición para sus-
tituir el viejo orden institucional por un armazón nuevo, imitado de la 
organización administrativa francesa, de raíz pesadamente centralista. 
En este proceso se habían extinguido no solo las instituciones y el 
Derecho Público, sino también el Derecho Civil, cuya formación se 
remonta a la época en que Cataluña no dependía de Castilla y cuya 
especialidad es visible en fórmulas inexistentes en el resto del Estado.

En el Memorial, además de las cuestiones que lucen expresas, apa-
recen evidenciadas, aunque implícitas, otras: toda la decadencia de 
España es hija del modelo organizativo en que los políticos se enfras-
caron desde los Decretos de Nueva Planta y seguidamente en el cons-
titucionalismo liberal; por otro lado, surge el mito del nacionalismo 
castellano dominante que ha aplastado el derecho de autogobierno 
del pueblo catalán, bien acreditado y justificado en la historia.

La exposición, en la que no se usa nunca la palabra nación, no con-
cretaba tampoco las fórmulas de autonomía política a las que los 
redactores aspiraban. Estos elementos complementarios de la teoría 
nacionalista se formarán inmediatamente después.

El catalanismo político debe mucho en su desarrollo final a Prat de 
la Riva. Aunque procedente sociológica e ideológicamente de la dere-
cha, entendió, desde muy joven, que el movimiento reivindicativo 
debían abanderarlo todas las fuerzas políticas. Estratégicamente, la 
punta de lanza ante el Gobierno del Estado debían ser los conservado-
res, ya que difícilmente una reclamación sostenida por el nacionalismo 
de izquierdas podía hacer mella en la trama que los políticos madrile-
ños tenían tejida para blindar la España de la Restauración. Era impor-
tante para Prat, por tanto, el modo de presentar las cosas. No obs-
tante lo cual, cuando redactó su Catecismo en 1894 ya aparecieron 
algunos extremos que no serían encajables en la mentalidad de los 
liberales de aquella época, afincados en un centralismo pétreo. Por 
ejemplo, allí donde se ponía de manifiesto que el Estado español era 
una estructura artificial y mecánica, impuesta con violencia; o que 
dicho Estado, así concebido, era enemigo de Cataluña. Pero esta 
queja nunca la completó declarando cualquier clase de aspiración al 
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separatismo, pese a las imputaciones que se le hicieron al respecto: 
«La vida en común desde antiguo —decía— ha creado vínculos con la 
unidad más amplia de España que no pueden quebrarse».

Las Bases de Manresa, que se formulan el 27 de marzo de 1892, 
tienen la inspiración evidente de Prat de la Riva, sometiendo a rebaja 
algunas de sus posiciones más extremas. El documento, aunque 
escueto, fue el programa fundamental del catalanismo prácticamente 
hasta los albores de la II República. No son ningún proyecto indepen-
dentista, sino una forma de articulación de Cataluña en España. La base 
primera se refiere a las atribuciones del poder central, que desglosa, 
para referirse inmediatamente, más por extenso, al «poder regional» 
en las bases 2.ª a 17.ª Se prevé en ellas el establecimiento de una 
«Constitución Regional Catalana» donde se organicen los poderes y 
determinen las competencias. La lengua catalana «será la única —según 
la base 3.ª— que, con carácter oficial, podrá usarse en Cataluña y en las 
relaciones de esta región con el poder central». Se revisa la división 
territorial existente basando la nueva en la «comarca natural» y el muni-
cipio. Respecto del ejercicio de sus potestades, la base 6.ª expresa que 
Cataluña «será la única soberana de su Gobierno interior». Ejerce la 
potestad legislativa, que radicará en las Cortes Generales (base 7.ª). El 
poder judicial habría de reorganizarse restableciendo la antigua Audien-
cia de Cataluña (base 8.ª), y el poder ejecutivo se atribuiría a cinco o 
siete altos funcionarios nombrados por las Cortes (base 9.ª). Respecto 
de su contribución a las cargas públicas, la base 12.ª prevé que Cata-
luña participará en la formación del Ejército permanente de mar y tierra 
por medio de voluntarios o de una compensación en dinero previa-
mente convenida, como ocurría antes de 1845. Las Bases de Manresa 
hacen especial mención también a la competencia de Cataluña en 
materia de enseñanza pública (base 15.ª).

A pesar de que, en algunos extremos, las aspiraciones de las Bases 
de Manresa eran exigentes, el catalanismo de izquierdas no apreció la 
viabilidad de un modelo reivindicativo basado en la organización del 
autogobierno de Cataluña dentro de España. De esta desconfianza 
derivaría incluso su oposición al Gobierno Silvela-Polavieja, de 1899, en 
el que estaba integrado un ministro catalán, Durán i Bas, próximo a las 
ideas que se sostenían en las Bases citadas.

El gran impulso hacia adelante del movimiento catalanista se pro-
dujo a partir de que, en 1901, los candidatos representantes de dicha 
opción política vencieron en las urnas a los republicanos de Lerroux y 
a los partidos dinásticos. De este triunfo surgiría la Lliga Regionalista, 
que tendría una influencia dominante en la política autonómica hasta 
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la  II República. Prat controlaba la Lliga en Cataluña y Cambó era la 
cabeza política, dotada de gran capacidad y talento, que represen-
taba sus opciones en las instituciones estatales. Contaban con bue-
nos medios y recursos y con gran capacidad de propaganda. Cuando 
Maura subió al poder en 1903 encontraron en él un interlocutor 
especialmente propicio, considerando, al menos, que tenía sinceros 
propósitos de iniciar una reforma del régimen local español orien-
tada en un sentido moderadamente descentralizador. Las posibilida-
des de acuerdo entre Maura y Cambó eran efectivas. Pero simple-
mente su enunciado determinó que la izquierda se separase de 
cualquier proyecto en tal sentido, constituyendo un partido de opo-
sición. La separación de fuerzas políticas catalanas nacionalistas pro-
vocaría nuevos deterioros en los resultados electorales, que se mani-
festaron en la derrota que Solidaridad Catalana sufrió a cuenta de los 
republicanos de Lerroux. Aunque la política de Cambó y Maura sufrió 
un duro golpe y fue objeto de fuerte oposición, sacó adelante el 
único proyecto de descentralización visible y real ejecutado durante 
el período, que fue la Mancomunidad que integraba a las cuatro pro-
vincias catalanas, a las que se otorgó un Estatuto unitario aprobado 
por Real Decreto de 26 de marzo de 1914. Prat de la Riva sabía bas-
tante de la utilidad de usar el poder local al servicio de la cultura y el 
nacionalismo, a raíz de su experiencia como vicepresidente de la 
Diputación Provincial de Barcelona, cargo que ocupó en 1907. De 
modo que cuando el propio Prat detentó la presidencia de la Manco-
munidad, dedicó mucha atención a la modernización de Cataluña y a 
la mejora cultural de la población. Su tarea la continuó Puig i Cada-
falch, cuando Prat murió en 1917.

La Mancomunidad no fue, desde luego, una organización dotada 
de extensos poderes autonómicos, pero supuso una experiencia de 
indudable interés considerando que permitió la gestión en común, 
para las cuatro provincias catalanas, de la significativa lista de asuntos 
a que aludía el artículo 2.º del Estatuto (carreteras y caminos, hospita-
les, construcción y explotación de ferrocarriles y, en general «todos los 
servicios y todas las funciones que la legislación provincial vigente per-
mita establecer y ejercitar a las Diputaciones Provinciales, y que las 
Diputaciones mancomunadas no hayan establecido o utilizado hasta el 
presente»).

La escasa satisfacción política que la solución de la Mancomunidad 
ofreció a los nacionalistas de izquierdas justificó una deriva de los mis-
mos hacia las soluciones republicanas. Cambó siguió siendo durante 
años el político más poderoso de Cataluña, pero en la deriva ideoló-
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gica le arrebató Maciá el testigo del nacionalismo catalán, contundente 
partidario de una república independiente de Cataluña dentro de la 
república federal española.

Estas concepciones políticas desembocarían en el reconocimiento 
de las posiciones catalanistas en el Pacto de San Sebastián y en la 
formulación final del proyecto de Estatuto Catalán en Nuria el 11 de 
agosto de 1931, antes, por tanto, de que se aprobara la Constitución 
republicana, que sería sometido a debate ulterior en las Cortes hasta 
convertirse en el Estatuto de 1932.

B)  El nacionalismo vasco

La emergencia del nacionalismo vasco está vinculada a la obra de 
Sabino Arana. Se trata de una creación mucho menos apoyada que la 
del nacionalismo catalán en el desarrollo previo de un renacimiento de 
la cultura y la lengua territorial. Arana y sus antecesores apelarán, 
desde luego, a las singularidades de la raza, de la lengua y de la cul-
tura vasca, así como a la particularidad e independencia de sus institu-
ciones históricas. Pero la defensa de la nación se basará en la recrea-
ción de un pasado, en parte real, en parte imaginario, que exigirá 
reescribir la tradición vasca para subrayar en ella todos los particularis-
mos concurrentes.

Los nacionalistas vascos construirán una historia basada en una tra-
dición que ya estaría formada en el siglo xvi (1526 es la fecha de la 
reforma del Fuero Viejo de Vizcaya, que se había aprobado en 1452; 
hasta entonces no hay una verdadera codificación de los fueros). En 
este período existen algunas peculiaridades del régimen de las provin-
cias vascas, que no son muy distintas de las que con carácter general 
corresponden a los territorios de otros reinos en la misma época, 
según hemos destacado en un apartado anterior. Pero sobre estas 
peculiaridades trabaja la historiografía vasca para crear una verdadera 
mitología, que han analizado ya con detalle algunos estudiosos de la 
historia vasca (A. Mañaricúa, J. Caro Baroja, J. Juaristi, J. Aranzadi, 
J. Corcuera Atienza, etc.), basada sobre todo en los temas siguientes: 
la batalla de Arrigorriaga, el levantamiento de Jaun Zuría, como pri-
mer señor de Vizcaya, el origen pactado del Señorío, la integración de 
Vizcaya en la indómita Cantabria, cuya dominación requirió la presen-
cia personal de Augusto y, en fin, el monoteísmo primitivo, anterior a 
la predicación del Evangelio, así como el origen particular y bíblico de 
la propia lengua vasca.
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El mito de la batalla de Arrigorriaga tiene diferentes versiones en la 
literatura vasquista, pero mantiene un tronco común que alude a que 
en el indicado lugar los vizcaínos vencieron a un rey leonés que preten-
día someterlos a tributo. Tras la victoria eligieron como su señor a Jaun 
Zuría, al que le exigieron que jurara los fueros de la tierra. Del pacto 
con Jaun Zuría nació el Señorío.

El mito del cantabrismo se refiere a que los habitantes de la región, 
a los que se unirían los vizcaínos, cuidadosos al extremo de sus fueros 
y costumbres, resistieron a los romanos hasta morir. Nunca, por tanto, 
fueron vencidos.

El mito de la cristianización primitivísima se trabó incluso con un 
texto de Estrabón en el que se afirma que los vascos «tienen cierta 
divinidad innominada». Con esta referencia en la mano, los inventores 
de tradiciones, tan necesarias para asentar convicciones nacionalistas 
firmes, explicaron que Tubal, nieto de Noé, enseñó a los vascos la ver-
dadera religión, que había aprendido de su abuelo. El vascuence era, 
además, el idioma del paraíso; el único, por cierto, que no había sido 
confundido en Babel.

Algunas de estas recreaciones de la historia vasca proceden de los 
siglos xv y xvi, pero se recogen sin solución de continuidad por los 
escritores del siglo xix. Sabino Arana lo primero que recuerda en su 
escrito «Bizkaya por su independencia», publicado en 1892, es la bata-
lla de Arrigorriaga. Pero el desarrollo más importante de la literatura 
mítica y legendaria ocurre desde finales del siglo xix y primeros años 
del siglo xx. A raíz de las manifestaciones separatistas que se habían 
producido en Vizcaya en la guerra contra la Convención francesa, 
Godoy promueve la publicación en el Diccionario de la Real Academia 
de la Historia, de una versión de la historia vasca notoriamente antifue-
rista. También incitó la divulgación de las «Noticias históricas de las 
tres provincias vascongadas» hechas por el canónigo Llorente, con la 
misma orientación contraria al fuerismo. Esta literatura negatoria pro-
vocará la emergencia de otra ardorosamente defensora del régimen 
foral, pensada preferentemente para preservarlo de su liquidación a 
manos de los últimos Gobiernos del Antiguo Régimen y, sobre todo, 
del constitucionalismo liberal. Antes de esa literatura el jesuita Manuel 
Larramendi había hecho en la primera mitad del siglo xviii diferentes 
escritos a los que Elorza ha atribuido una clara influencia en Sabino 
Arana. Pero todos los historiadores reconocen en la actualidad la deci-
siva referencia que para el ulterior desarrollo de la literatura naciona-
lista tendrán los escritos de J. A. Chaho. De él arranca la interpretación 
de las guerras carlistas como guerras de liberación de los vascos con-
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tra un pueblo extranjero, que es el español. Así resulta de su libro 
Voyage en Navarre pendant l’insurrection des basques, publicado 
en 1836. La influencia de Chaho contrasta con su ideología republi-
cana, demócrata y anticlerical, que concierta poco con las característi-
cas del pensamiento fuerista, desvío del que seguramente fue perdo-
nado enseguida por su inequívoca posición anticastellana. Chaho fue 
inventor de hermosas leyendas vascas, entre las cuales la leyenda de 
Aitor, que escribe en 1843.

Sobre estos elementos construye Arana su doctrina de la nacionali-
dad, en la que tiene un enorme peso la singularidad histórica de Eus-
kadi. En 1895 publicó varios artículos periodísticos titulados «¿Qué 
somos?», en los que, para demostrar que Vizcaya es una nación dis-
tinta que España, utiliza como elementos de análisis las diferencias en 
materia de raza, lengua, gobierno y leyes, carácter y costumbres y 
personalidad histórica. Respecto de la historia, que ahora nos interesa, 
el análisis concluye que en el siglo xix Euskadi «pierde su independen-
cia y se trueca de nación libre en provincia de España». A esta conclu-
sión llega después de haber probado que, en su criterio, «una es la 
historia de Bizkaya y otra muy distinta la de España en todas y cada 
una de las épocas desde los albores de los tiempos históricos hasta la 
sumisión de nuestra patria por la vecina nación latina». Conclusión 
principal de la que aún deduce otra derivada: «Luego el bizkaino no es 
español por su historia».

Su reconstrucción de la historia está fervorosamente inspirada en la 
presencia de Dios, que es el creador verdadero de las naciones y el 
motor de la historia. Las políticas que Arana aspira a que se desarro-
llen están todas dirigidas a la salvación del pueblo vasco, que, a su 
juicio, era un difícil empeño en el ambiente españolista y liberal de su 
tiempo. El País Vasco, en tiempos remotos, fue, según Arana, un con-
junto de estados libres e independientes de todo poder exterior cuyos 
habitantes no conocían ni la infelicidad ni las desigualdades sociales. 
Apela para demostrarlo a la hidalguía universal, a la no implantación 
del feudalismo y a los métodos democráticos de gobernación utiliza-
dos. Durante las Edades Media y Moderna los Estados vascos del sur 
y del norte se incorporaron respectivamente a las coronas de Castilla 
y de Francia; esta integración estaba basada en una mera unión perso-
nal, sin que hubiera una integración efectiva. Los Estados vascos per-
dieron, en fin, su libertad originaria en la Edad Contemporánea a 
manos de la Revolución Francesa y el liberalismo jacobino, que era 
esencialmente centralista y antiforal. En el caso de Francia mediante la 
liquidación de cualquier atisbo de libertad en las regiones vascas a 
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partir de 1789. Y en España, al término de la I Guerra Carlista, la Ley 
de 1839 deroga los fueros. La abolición de los fueros fue, pues, vio-
lenta e ilegítima ya que la incorporación a Francia y a España de las 
provincias vascongadas no se produjo voluntariamente. A pesar de 
que en España se reconocieron a aquellas provincias algunas peculia-
ridades político-administrativas y exenciones del régimen común 
desde 1876 (los conciertos económicos y las competencias administra-
tivas desarrolladas a partir de los mismos, de las que ya hemos tra-
tado), nada de ello tiene que ver con la vieja autonomía económica y 
tributaria, ni es parangonable con las libertades y derechos singulares 
de que los vascos disfrutaron en su historia. De lo que se trata, en lo 
sucesivo, en la literatura aranista, es de cómo devolver a Euskadi las 
libertades y los derechos perdidos a partir de 1839.

Tomando como referencia la literatura foralista y romántica, desa-
rrollada especialmente en los primeros años del siglo xix, con el trauma 
de las aboliciones forales como fondo y con el estímulo de los senti-
mientos que muchos vizcaínos compartían por la pérdida de identidad 
que implicaba la inmigración masiva a su tierra, provocada por la revo-
lución industrial de final de siglo (la raza pura empieza a ser afectada 
por la presencia de los maquetos), Arana renueva la historia vasca, 
establece nuevos símbolos para la nación y esboza un ideario político 
que va a tener una perdurabilidad sorprendente.

Entre los símbolos que cambian, adapta incluso el viejo lema «Dios 
y fueros», que sustituye por «Dios y leyes viejas» (Jaungoikua eta Lagi-
zarra). Por otro lado, la denominación tradicional de Euskal-Herría, que 
significa pueblo que habla la lengua vasca, es sustituida por la de 
Euzkadi, que significa conjunto de euzkos o vascos de raza; identifica 
Arana la nación singularmente por la raza de sus habitantes. La religión 
original y perdurante es otro rasgo esencial que subraya especial-
mente la doctrina del impulsor de la patria vasca.

Por lo que concierne a las políticas, en la corta vida activa de Arana, 
que transcurre entre 1893 y 1903, año de su muerte, los historiadores 
han distinguido tres etapas diferenciadas.

En la primera sostiene posiciones radicales y marcadamente anties-
pañolas. España es una nación completamente diferente de la nación 
vasca, que tiene idéntica antigüedad; del mismo modo la raza vasca es 
distinta de la española. Añade a esa circunstancia el componente reli-
gioso, que es anterior y más firme en la tradición vizcaína. Todas estas 
peculiaridades se han perdido, no obstante, según explica Arana, 
durante el siglo xix, que es, para él, «el siglo de la ignominia». Por esta 
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razón es comprensible que el nacionalismo vasco sea clerical y antilibe-
ral; el liberalismo está incurso en el pecado y es enemigo de la Iglesia. 
En el fondo, las ideas que maneja Arana están envueltas de religiosi-
dad, al mismo tiempo que de política. El primer ingrediente es esencial 
porque solo separando los vascos de España es posible aspirar a que se 
salven. En el marco de una España liberal, Vizcaya «no puede dirigirse 
a Dios, no puede ser católica en la práctica». El resumen de su credo 
está expresado completamente en un artículo que publica el 8 de junio 
de 1893 en Bizkaitarra. En él se declara «un vizcaíno anti-carlista, anti-
integrista, anti-euskalerríaco, anti-conservador, anti-fusionista y anti-
republicano, en una palabra, anti-liberal y anti-español».

Estas posiciones radicales empiezan a evolucionar el pensamiento 
de Arana a partir de 1898, coincidiendo con su designación como 
diputado Provincial por Vizcaya. La fecha es también la del «Desastre», 
que provoca una gran crisis en España favorecedora, sin duda, de las 
políticas particularistas de los nacionalismos interiores.

En esta época propone Arana algunas fórmulas de integración polí-
tica y de relación con el Gobierno español, articuladas mediante la 
creación de un organismo que coordine a las cuatro Diputaciones vas-
cas. Empieza a cambiar también su estricta posición anti-capitalista y 
anti-industrialista, porque el desarrollo creciente de Vizcaya también le 
ayuda a justificar la superioridad del pueblo vasco sobre los demás en 
la península.

La tercera y última fase es la que se conoce por los historiadores 
como la de «evolución españolista», cuya fecha de referencia es un 
artículo publicado en el semanario La Patria en 1902. En este período 
manifiesta su disposición a abandonar el nacionalismo e incluso a sus-
tituir el PNV por un nuevo partido al que denomina «Liga de vascos 
españolistas». También acepta renunciar a la independencia de Eus-
kadi, propósito que sustituye por el más moderado de obtener para su 
tierra una autonomía «lo más radical posible dentro de la unidad del 
Estado español».

Estos vaivenes y ambigüedades perdurarán en el Partido Naciona-
lista Vasco durante todos los años sucesivos, en los que ha mantenido 
la doctrina de Arana como bandera ideológica. Arana, el gran funda-
dor, muerto en 1903, ha sido mitificado hasta el extremo por el nacio-
nalismo vasco, hasta el punto de identificar en su doctrina elementos 
proféticos que han servido para reconocer al personaje un cierto papel 
de mesías o redentor del pueblo (J. Aranzadi, J. L. de la Granja, L. Soria 
Sese, J. Juaristi, etc.).
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El PNV asumió la herencia de Sabino Arana de modo completo, 
incluyendo en ella, sin beneficio de inventario, los elementos míticos, 
contradictorios y extravagantes de su pensamiento. No obstante lo 
cual, ha sido una fuerza política de extraordinario aliento y éxito desde 
que Arana lo fundó. Después de los años iniciales de formación y los 
ulteriores de suspensión de la actividad, durante la dictadura del gene-
ral Primo de Rivera (que, sin embargo, fueron decisivos para la promo-
ción de actividades sociales, culturales y deportivas y el fomento del 
renacimiento cultural vascongado), la época del gran éxito y expan-
sión será la II República. Entonces se convirtió en el primer partido de 
Euskadi, ateniéndose a las ideas del fundador que había asumido sin 
matices en una Asamblea de 1906, en la que también incorporó el 
lema «Dios y ley vieja».

C)  La formación de la idea de autodeterminación

No se entendería bien lo que hemos de explicar sucesivamente 
sobre la evolución de las aspiraciones políticas del nacionalismo cata-
lán y vasco si no desviara brevemente el seguimiento de lo ocurrido en 
España para hacer una referencia al desarrollo de la doctrina del nacio-
nalismo y a la formación teórica del derecho de autodeterminación. 
Estas construcciones políticas alimentarán también a nuestros movi-
mientos nacionalistas.

La identificación de los Estados con la nación y la consideración de 
esta como sujeto del poder constituyente y titular de la soberanía, es 
realmente un invento que acontece en el período revolucionario fran-
cés, debido, como tantas cosas en aquel proceso, al genio de Siéyès. El 
abate de Fréjus es el gran constructor, en efecto, de la doctrina de la 
representación, que supuso un paso teórico definitivo para articular en 
la práctica constitucional la expresión de la voluntad general. Implan-
tado el principio de que el poder reside en el pueblo y de que la volun-
tad general de los ciudadanos es el único fundamento de la ley y el 
Derecho, tal y como resultaba de las exposiciones de J. J. Rousseau, 
faltaba un complemento, que el filósofo ginebrino no proporcionó en 
su obra, acerca de cómo podría organizarse razonablemente la volun-
tad popular para no tener que reunir en una asamblea inconmensura-
ble a todos los ciudadanos activos, a efectos de que la expresaran y 
decidieran sobre la legislación. La solución fue la doctrina de la repre-
sentación, arbitrada esencialmente por Siéyès. Esta operación también 
facilitaría la traslación de la soberanía popular a la nación que es un 
sujeto político ideal organizado para expresar la voluntad general.
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La concepción que los revolucionarios franceses manejan de la 
nación, poco tiene que ver con la que, en la época, desarrollará el 
nacionalismo cultural de Herder y, sobre su estela, otros pensadores 
alemanes (en verdad, sus Ideas sobre la filosofía de la historia de la 
humanidad se publican antes de la Revolución, entre 1784 y 1791; de 
aquí procede la noción étnico cultural de nación, que luego usará, para 
aplicarla estrictamente a Alemania, J. G. Fichte, en su Discurso a la 
nación alemana publicado en 1807). Lo importante no será, para los 
revolucionarios franceses, los elementos culturales, étnicos o geográ-
ficos que caracterizan al pueblo francés, sino el hecho de que dicho 
pueblo participa conjuntamente en la decisión de formar una nación y, 
desde ella, un Estado. Es una operación puramente racionalista, exenta 
de adherencias románticas.

Como ya nos consta, este nuevo tipo de Estado nacional, unitario y 
centralizado, se diferenciará bastante del implantado durante todo el 
Antiguo Régimen que, en España, incluso se resiste a ser extinguido 
después de la aprobación de la primera Constitución de 1812. En el 
nuevo Estado la voluntad general, expresada a través de los represen-
tantes de la nación en la Asamblea o Cortes, se concreta en leyes, 
asimismo generales, de aplicación en todo el territorio y sin distinguir, 
por ningún concepto, a los ciudadanos a los que se dirigen. Las leyes 
son aplicadas por una Administración Pública sometida a la disciplina 
de una estricta jerarquización, asentada ordenadamente en el territo-
rio nacional, que es dividido y acomodado de nuevo, para asegurar la 
eficacia de la gestión administrativa.

En este mismo modelo se inspiran otros Estados continentales 
europeos, entre los cuales el nuestro, ya formados como Estado-nación 
en siglos anteriores, pero organizados hasta entonces conforme a 
principios constitucionales y administrativos bastante diferentes de los 
que la Revolución Francesa consagrará.

Otros Estados europeos que no se habían unificado al inicio del 
siglo xix utilizarán el concepto de nación, o de nacionalidad, justa-
mente evocando su fuerza integradora. En razón al deseo de conse-
guir una unidad nacional (y no de romper la existente, como acabamos 
de ver que termina por pretenderse por los nacionalismos que se for-
man en el interior de Estados unitarios como España), se empezará a 
manejar en Italia el «principio de las nacionalidades».

La unificación italiana ocurrió tardíamente en el siglo xix. Su impulso 
debió mucho al Risorgimento, que auspician principalmente Mazzini y 
Garibaldi. El primero promotor de la joven Italia y defensor del derecho 
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a «unir a todos los italianos bajo un solo gobierno que emanase de la 
soberanía popular».

Pero el desarrollo teórico es obra innegable de P. mancini, que crea-
ría y desarrollaría en 1851 el «principio de las nacionalidades». El con-
cepto trata de explicar el derecho de los componentes de una nacio-
nalidad de formar un Estado propio. Nacionalidad es un concepto que 
se usa entonces por primera vez para expresar la reunión de una serie 
de condiciones que justifican la formación de un Estado soberano y 
único. Los factores a conjugar, según los expresa Mancini, son: «una 
sociedad natural de hombres, de unidad de territorio, de orígenes, de 
costumbres, de lengua conformado en una comunidad de vida y con-
ciencia social».

El principio de las nacionalidades fue una construcción teórica que 
ayudó a la unificación final de Italia el 1 de agosto de 1871. Pero inme-
diatamente empezó a ser utilizado también como soporte teórico del 
derecho de los grupos, asentados en un Estado determinado, que 
contarían con características históricas, culturales, lingüísticas e incluso 
folclóricas comunes, a constituir Estados independientes.

En verdad, Mancini había dejado poco lugar en su construcción teó-
rica para que pudiera llegarse a la conclusión de que bastaba con la 
reunión de aquellos elementos objetivos de un pueblo para que sur-
giera inmediatamente el derecho a separarse e independizarse del 
Estado al que pertenecía. Más bien en su obra resulta indispensable la 
concurrencia de un elemento subjetivo que radica en la conciencia del 
pueblo de ser una nacionalidad, la voluntad de pertenecer a la misma 
y la decisión de autogobernarse. Dice expresamente Mancini que la 
reunión de «condiciones naturales e históricas, la comunidad misma 
de territorio, de origen y de lengua a la vez, no bastan para constituir 
cumplidamente una nacionalidad tal y como nosotros la entendemos».

En todo caso, una vez que del citado principio de las nacionalida-
des se llegaron a obtener los primeros resultados políticos referidos, 
su utilización por otros teóricos y su aplicación a la situación de otros 
pueblos estuvo marcada siempre por una señalada ambigüedad, y, 
desde luego, muy condicionada por la oportunidad política de sus 
consecuencias. Especialmente, para justificar o no el derecho de auto-
determinación.

La formulación de este derecho aparece por primera vez en los 
escritos de Marx y Engels, en particular en los que recogen los discur-
sos que ambos pronuncian el 24 de marzo de 1875 con ocasión de la 
conmemoración de la independencia de Polonia. Aparece en ellos una 
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referencia al derecho a la autonomía nacional que se vincula con el de 
autodeterminación.

Tampoco en la doctrina marxista se establece nunca que las condi-
ciones geográficas o culturales sean justificación suficiente para la esci-
sión de un territorio y la creación de un Estado nuevo. Se exige la 
concurrencia de otro requisito que es la capacidad del grupo que pre-
tende la secesión de llegar a autogobernarse separadamente y promo-
ver el desarrollo económico y el progreso social del pueblo. No tienen 
derecho de autodeterminación, en la teoría marxista, todas las nacio-
nes que reúnen unas determinadas condiciones naturales, sino solo 
aquellas que son viables desde un punto de vista político y económico.

Considerando la ambigüedad de una formulación de esta clase, se 
comprende bien que tanto en los textos de Marx y Engels como en los 
posteriores y, en este punto, más importantes de Lenin, el derecho de 
autodeterminación de las naciones se maneje en términos de táctica y 
conveniencia política. En Lenin el derecho de autodeterminación se 
justifica en la segregación para constituir un nuevo Estado centrali-
zado. Y tanto él como quienes siguieron su filosofía en materia de 
autodeterminación y la aplicaron, apoyaron el ejercicio del derecho 
cuando podría tener sentido para la revolución proletaria. Ese tacti-
cismo y aprovechamiento oportunista del concepto explica también la 
ambigüedad y contradicciones en que repetidamente incurre la obra 
de Lenin.

No obstante, el principio de las nacionalidades, vinculado al dere-
cho de autodeterminación, reaparecerá con enorme fuerza en una for-
mulación moderna que llega a asentarse en las Declaraciones interna-
cionales de derechos, al término de la I Guerra Mundial.

Este conflicto bélico liquidó definitivamente el gran imperio austro-
húngaro y planteó el problema del futuro de Turquía. La consecuencia 
fue que las muy abundantes minorías culturales y étnicas existentes 
hasta entonces en su seno suscitaron la cuestión de su configuración 
como nuevos Estados separados. La manera de expresar el derecho de 
estos pueblos fue la utilización del principio de autodeterminación. El 
concepto pasó nada menos que al Programa de catorce puntos que 
formuló el Presidente de los Estados Unidos Woodrow Wilson el 8 de 
enero de 1918, que manejaba el respeto al principio de las nacionali-
dades y la autodeterminación que, en su criterio, habrían de aplicarse 
para resolver los conflictos interterritoriales surgidos de la liquidación 
de los imperios. En base a esta fórmula de arreglo, se crearon dieciséis 
nuevos Estados. Ya al constituirlos se planteó el serio problema de si se 
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había delimitado correctamente la población que los integraba por 
razón de su identidad cultural, histórica o lingüística, lo que no era 
seguro porque inmediatamente volvieron a aparecer reivindicaciones 
de autodeterminación de otros pueblos dentro de los Estados que 
habían conseguido establecerse como identidades políticas separadas.

Wilson tardó poco en apercibirse de las consecuencias que podría 
tener el manejo incondicionado de un principio como el de autodeter-
minación de las nacionalidades. No solo podría aplicarse a la constitu-
ción de nuevos Estados procedentes de agrupaciones imperiales arti-
ficiosas y decadentes, sino también, en un marco étnico y cultural tan 
complejo como el europeo, podría intentarse utilizar para desarticular 
Estados en los que no había existido antes ningún conflicto territorial, 
o cuya consolidación no había sido puesta en duda por ninguna situa-
ción bélica. Este riesgo explica que su doctrina tuviera que matizarse 
para consentir la aplicación del principio de las nacionalidades sola-
mente en aquellos casos en que sirviera para resolver litigios o arreglar 
conflictos. De hecho, en 1919 la propia delegación norteamericana en 
la Conferencia de París, a cuyo frente estaba el propio Wilson, llevó 
una propuesta para la regulación del principio que solo aceptaba su 
aplicación asegurando el respeto a la integridad territorial de los Esta-
dos. Pero incluso en estos términos no fue aceptada por las demás 
potencias vencedoras. La aplicación del principio se limitó, por tanto, 
en aquella ocasión, a los Estados vencidos; así resulta del artículo 22 
del Pacto de la Sociedad de Naciones.

D) � La búsqueda de una alternativa organizativa al federalismo, 
que singularice el autogobierno de algunos territorios: el caso 
catalán

Aunque los pensadores y partidos nacionalistas que, como hemos 
visto en páginas anteriores, emergen en los años inmediatamente 
anteriores al final del siglo, enuncian proyectos de corte federal, inme-
diatamente se cambiará el rumbo por una deriva distinta. La solución 
federal, a la postre, presentaría un grave inconveniente para los gru-
pos nacionalistas, radicado en su igualitarismo sustancial: la conversión 
de España en un Estado federal era una opción organizativa que impli-
caba admitir que las diferentes regiones españolas contribuirían a for-
marlo con idéntico poder y en igualdad de condiciones. Esta circuns-
tancia puede sospecharse con buenos fundamentos que no sería bien 
asimilada por quienes fundamentaban sus reclamaciones políticas en 
la singularidad de su raza, lengua, cultura, religión, historia e implanta-
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ción geográfica de su pueblo. Desde luego, el rechazo era comprensi-
ble en el nacionalismo vasco, vinculado al foralismo y al particularismo. 
En el caso catalán dura más tiempo el manejo de conceptos federales, 
pero, al final, también el nacionalismo se orienta hacia la búsqueda de 
soluciones particulares de engarce de Cataluña y España, a ser posible 
en términos de bilateralidad.

Para esta reorientación de la proyección política del nacionalismo 
va a ser extraordinariamente oportuna la proclamación del derecho de 
autodeterminación de los pueblos en el ya recordado Programa de los 
catorce puntos elaborado por Wilson. A pesar de que, con toda evi-
dencia, Wilson (y, después, la Sociedad de Naciones) consideraba 
inaplicable a realidades estatales consolidadas, con instituciones 
democráticas, como era España, el indicado derecho, los partidos vas-
cos y catalanes se aprestaron a invocarlo.

Los primeros en intentar sacar todo el provecho internacional del 
aludido principio fueron los miembros de una delegación del Partido 
Nacionalista Vasco que, apelando a las tesis de Wilson, se hizo pre-
sente en la Conferencia de París, al término de la I Guerra Mundial, 
para gestionar ante el propio Wilson y también ante Loyd Georce, Cle-
menceau y Orlando, el derecho del pueblo vasco a la autodetermina-
ción. No tuvieron el menor éxito.

La reivindicación de autonomía, en el caso de Cataluña, recordará 
la libertad política histórica, segada con los Decretos de Nueva Planta, 
y empezará a expresarse en diversos proyectos en los que también 
late ese derecho a la autodeterminación, entendido, con efectos más 
limitados o internos, como derecho de autogobierno. Dos proyectos 
hechos desde la Mancomunidad, las «Bases para la autonomía de 
Cataluña» elevadas al Gobierno el 25 de noviembre de 1918, y las 
«Bases de la Comisión Mixta parlamentaria y de la mancomunidad 
para la autonomía catalana», presentada al Presidente del Consejo de 
Ministros el 29 de diciembre de 1918, en las que se invoca sin rodeos 
la soberanía de Cataluña al lado de la de España, indican bien la 
derrota que llevaba entonces la política de los nacionalistas.

En el período que media entre estos años finales de la segunda 
década del siglo y los inmediatos anteriores a la proclamación de la II 
República el 14 de abril de 1931, no hay avances importantes en las 
reivindicaciones nacionalistas y, desde luego, no se logra ninguna rea-
lización política-práctica. El paréntesis abierto con la Dictadura de 
Primo de Rivera, desde 1923, no era propicio para abordar problemas 
de aquella clase. Además, justo a partir de la instauración de la Dicta-



	 ii. � los paréntesis históricos al estado centralista: federalismo…� 69

127.
Formación de 

opciones para el 
autogobierno.

128.
La «unión libre de 
iguales» del primer 

Azaña.

129.
El Pacto de San 

Sebastián.

dura, la Lliga comienza su declinación que dejará paso al catalanismo 
de izquierdas.

Este último era favorable a la implantación de una república demo-
crática de carácter federal, que sirviera para resolver el «problema cata-
lán», en términos de reconocimiento de autogobierno. Sin embargo, la 
articulación técnica de ese federalismo no se explica razonadamente 
nunca. Más bien, hacia lo que conduce la corriente reivindicativa es a la 
utilización del derecho de autodeterminación de Cataluña para permi-
tirle que defina en una norma, llamada, también ambiguamente, Cons-
titución o Estatuto, sus instituciones y poderes, y la presente después al 
Parlamento del Estado para que la ratifique, sin alterarla, y procure su 
articulación con el resto de España.

El derecho de autodeterminación será el indiscutible motor de las 
opciones de autogobierno que empiezan a utilizarse en los prolegó-
menos de la II República. Para que no quepa ninguna duda del presti-
gio que llega a tener tal idea, uno de los políticos de más fulgurante 
carrera, brillante y con más proyección de aquel tiempo, como era 
M. Azaña, se conforma con su reconocimiento y ejercicio, en un famoso 
discurso que pronuncia en Barcelona el 27 de marzo de 1930, en el 
que, entre otras cosas, dijo: «Yo concibo, pues, a España, con una 
Cataluña gobernada por las instituciones que quisiera darse mediante 
la manifestación libre de su propia voluntad, unión libre de iguales con 
el mismo rango, para así vivir en paz, dentro del mundo hispánico que 
nos es común y que no es menospreciable. Y he de deciros que si 
algún día dominara en Cataluña otra voluntad y resolviera ella remar 
sola en su navío, sería justo el permitirlo y nuestro deber consistiría en 
dejaros en paz, con el menor perjuicio posible para unos y otros, y 
desearos buena suerte, hasta que cicatrizada la herida pudiésemos 
establecer al menos relaciones de buenos vecinos. No se dirá que no 
soy liberal. Pero si esto ocurriera, y en el momento que se presentase, 
el problema sería otro. No se trataría de liberación común, sino de 
separación. No es lo mismo vivir independiente de otro que vivir libre. 
Nuestro país español es una prueba de lo que os digo».

Expresa el discurso de Azaña no solo sus propias convicciones, tan 
catalanistas en aquel preciso momento, sino también un estado de 
opinión dominante entre los partidos de orientación republicana, que 
se pondría de manifiesto unos pocos meses después, en agosto 
de  1930, en la reunión que dio lugar al denominado Pacto de San 
Sebastián. Aunque, durante bastante tiempo, los asistentes a la reu-
nión discutirían sobre el alcance de algunos extremos del acuerdo allí 
alcanzado, ninguno negó después que la solución acordada para la 



70	 viii.  la organización territorial del estado i

130.
La autodetermi- 

nación como 
solución a la 

«cuestión catalana».

131.
Contenido de los 

acuerdos.

«cuestión catalana» radicaba esencialmente en el reconocimiento del 
derecho de autodeterminación, aunque, desde luego, su ejercicio y 
consecuencias no llegaran a concretarse sino en términos muy genera-
les, siempre referidos a una autodeterminación «interna», que no ten-
dría como consecuencia la separación de España, sino la libre determi-
nación de la forma de disponer su autogobierno y de vincularse al 
Estado.

En este sentido, los delegados catalanes en la reunión en que se 
celebró el aludido Pacto emitieron una nota explicativa en la que se 
aludía al «compromiso formal contraído por todos los presentes res-
pecto a la solución de la cuestión catalana a base del principio de 
autodeterminación, concretado en el proyecto de estatuto o constitu-
ción autónoma, propuesta libremente por el pueblo de Cataluña y 
aceptada por la voluntad de la mayoría de los catalanes, expresada en 
un referéndum votado por sufragio universal».

Varios asistentes a la reunión (Alcalá Zamora, Miguel Maura, Carrasco 
i Formiguera...) se atuvieron a versiones no muy diferentes del acuerdo, 
en lo que el arreglo del problema catalán se refería. Tiempo después, 
cuando se inició el debate sobre la totalidad del Estatuto en las Cortes 
constituyentes, Maura fue invitado a concretar los términos del Pacto 
de San Sebastián, lo que hizo afirmando «sin temor a que nadie pueda 
contradecirme» «que el compromiso contraído en este Pacto se cifraba 
en esto: primero, en que Cataluña, una vez proclamada la República, 
no tomaría nada por su mano; segundo, que la Asamblea de Ayunta-
mientos de Cataluña confeccionaría un Estatuto: que ese Estatuto 
pasaría por el plebiscito de Cataluña, sería traído a las Cortes y el 
Gobierno —el Gobierno que hubiera— se comprometía a traerlo a las 
Cortes, pero que las Cortes, libérrimamente, sin ninguna traba, que ni 
siquiera podía alcanzar a los que estaban presentes en el Pacto de San 
Sebastián, que no podían comprometer absolutamente nada, lo discu-
tieran, votaran y aprobaran. Y, por último, que Cataluña —mejor 
dicho—, los que asistían al Pacto de San Sebastián en nombre de los 
partidos catalanes, se comprometían a aceptar lo que las Cortes resol-
vieran». La exposición de Maura revela, como han destacado A. Mori, 
J. Tornos Mas, entre otros, que su interpretación del Pacto de San 
Sebastián era que el proyecto de Estatuto quedaba finalmente some-
tido a lo que las Cortes libremente decidieran sobre él. Lerroux con-
firmó la interpretación de Maura. Pero otros parlamentarios, como 
Alonso De Armiño, explicaron justamente lo contrario, manifestando, al 
menos, que había existido la intención de condicionar la voluntad del 
Parlamento soberano.
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Lo que no cabe duda es que en el Pacto se había concordado en 
líneas generales el procedimiento para el ejercicio del derecho de 
autodeterminación, que comprendía, al menos, la redacción de la 
norma reguladora del autogobierno (constitución o estatuto) y su 
aprobación y sometimiento a referéndum. Pero hubo un primer ejerci-
cio del derecho, mucho más informal y revolucionario, expresado en la 
asunción por Maciá, en la noche del 13 al 14 de abril, del Gobierno de 
Cataluña, después de ocupar el ayuntamiento de Barcelona, y, acto 
seguido, en la declaración del Estado catalán. Su manifiesto del día 14 
decía: «En nombre del pueblo de Cataluña proclamo el Estado catalán 
bajo el régimen de una República catalana, que libremente y con toda 
cordialidad anhela y pide a los otros pueblos de España su colabora-
ción en la creación de una Confederación de pueblos ibéricos y está 
dispuesta a lo que sea necesario para liberarlos de la monarquía bor-
bónica».

Semejantes declaraciones, hechas el mismo día que se establecía la 
República en España, reclamaban una inmediata reacción del Gobierno 
provisional, que envió enseguida a tres ministros, que pactaron, sin 
muchas dificultades, con Maciá, una rebaja en el fondo y forma de sus 
pretensiones. En una nota del presidente catalán, emitida al término 
de la reunión celebrada el día 17, se traduce bien su aceptación de no 
precipitar los acontecimientos. A su Gobierno lo denomina en la nota, 
con más moderación que la empleada el 14 de abril, «Consejo de 
Gobierno de la República en Cataluña». De la reunión había surgido 
también el acuerdo de utilizar la denominación Generalitat (que, en 
realidad, había puesto en circulación Antonio Maura al redactar el Dic-
tamen de la Comisión extraparlamentaria en 1919) para designar al 
Gobierno catalán. La institución requirió desempolvar la historia desde 
el siglo xiv.

Como consecuencia del ajuste provisional de la Generalitat, el 
Gobierno central también se ocupó enseguida de precisar y delimitar 
sus atribuciones, e incluso de darle base legal al reconocimiento de la 
misma, lo que ejecutó con un Decreto de 21 de abril de 1931 sobre el 
gobierno y administración de las provincias, en cuyo artículo 6 se dis-
ponía la desaparición de las Diputaciones Provinciales atribuyendo al 
Gobierno provisional de la Generalitat sus competencias y la constitu-
ción de la Asamblea con representantes de los ayuntamientos.

La organización interna de la Generalitat sería establecida por un 
Decreto de 28 de abril, dictado por su propio Gobierno. Se determina-
ban en él las estructuras fundamentales políticas y administrativas, y las 
competencias y procedimientos para resolver los conflictos con el 
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Estado. Se incurrió en algunos destacados excesos en la autoatribución 
de competencias, que hubieron de ser desautorizados por el Gobierno 
del Estado, en términos cordiales, hasta tanto no se aprobaran definiti-
vamente la Constitución y el Estatuto de Cataluña.

Pero todos estos acontecimientos reflejan la firme convicción polí-
tica de que se había iniciado el proceso de autodeterminación previsto 
en el Pacto de San Sebastián, que había de llevar a la recuperación de 
la posición de autogobierno paccionado que se había perdido en 1714. 
A esta construcción responde, exactamente, la argumentación de un 
dictamen que emite Maspons i Anglasell sobre la relación de Cataluña 
con el Estado español.

Siguiendo el procedimiento previsto en el Pacto de San Sebastián 
para la solución de la «cuestión catalana» y el ejercicio del derecho de 
autodeterminación, el Estatuto de Cataluña fue elaborado con toda 
rapidez sin esperar a que las Cortes Constituyentes terminaran su tra-
bajo. El texto fue publicado en el Diario de Sesiones de las Cortes 
Constituyentes el 18 de agosto de 1931. En el Preámbulo se advierte 
expresamente que había sido hecho «en ejercicio del derecho de 
autodeterminación que compete al pueblo catalán». Al usarlo también 
se concreta un proceso en el cual «la personalidad política de Cataluña 
debía precisar su compromiso con la República española... de marcar 
las líneas fundamentales de su estructuración». Y continúa con esta 
declaración fundamental: «con esta obligación, voluntariamente asu-
mida, se ha querido ofrecer a las Cortes Constituyentes de la Repú-
blica una prenda del amor que pone Cataluña en la defensa de la liber-
tad que todos los pueblos de España han conquistado por la revolución 
del 14 de abril». Añade, en fin, que «Cataluña quiere que el Estado 
español se estructure de manera que haga posible la Federación entre 
todos los pueblos hispánicos».

Según se había prevenido también en la reunión de San Sebastián 
y en las declaraciones acordadas entre los partidos, se siguió el pro-
cedimiento para el ejercicio del derecho de autodeterminación, que 
implicaba el sometimiento del texto a votación popular. Primero se 
reclamó el apoyo plebiscitario de los ayuntamientos, que se lo otor-
garon por unanimidad. Entre los concejales de los ayuntamientos 
votaron a favor 8.349 y solo 4 en contra. Resultados impresionantes 
a los que siguió el contundente referéndum popular, que arrojó un 
saldo de  792.574 votos emitidos, de los que fueron negativos 
solamente 3.286.
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Después de aprobado se remitió a las Cortes Constituyentes como 
Estatuto, y no como proyecto de Estatuto. La función de las Cortes 
sería sancionarlo, no someterlo a revisión.

Las Cortes Constituyentes recibieron y publicaron el texto, pero 
aparcaron su tramitación hasta tanto se elaboraba la nueva Constitu-
ción republicana.

Cuando, llegado su momento, le llegó el turno al debate sobre el 
Estatuto, quedaron abiertos sobre la mesa todos los problemas acerca 
de si las Cortes tenían, o no, libertad de enmienda o si les correspondía 
un simple voto de ratificación. La cuestión fue saldada a favor de la 
potestad de enmienda de las Cortes, aceptada a regañadientes, pero 
impuesta por la brillante defensa de la misma que desarrolló Azaña 
ante la cámara. El Estatuto de Cataluña contenía, en cuanto que se 
había elaborado anticipadamente, muchas determinaciones que no se 
acomodaban a lo establecido en la Constitución. El voto de las Cortes 
sobre el Estatuto no podía ser, pues, de simple ratificación, sino que era 
preciso proceder a su ajuste. La operación se encontraba con las posi-
ciones, de apariencia irreconciliables, de Esquerra Republicana y los 
proponentes del texto autonómico y los republicanos centralistas para 
los que algunas de las proposiciones estatutarias eran inadmisibles.

Sin ninguna duda, el texto del Estatuto pudo acomodarse a la 
Constitución y salir adelante hasta aprobarse, gracias al prestigio polí-
tico e intelectual y a la fuerza argumentativa de Azaña, que se empleó 
a fondo en su discurso en las Cortes sobre el Estatuto, pronunciado 
el 27 de mayo de 1932.

Contiene la vibrante exposición de Azaña un recorrido histórico 
sobre la organización del Estado en el Antiguo Régimen, en la que des-
cribe una organización política basada en la libertad, el particularismo 
y la agrupación de los diferentes territorios en una unidad superior lla-
mada España. En el marco de esta situación cada una de las partes 
tenía su propia individualidad y sin perjuicio de ello los españoles de la 
época eran «tan españoles como nosotros, tan españoles como sus 
antecesores». Aunque con la llegada de la monarquía austríaca se inició 
una política de «sojuzgamiento de las libertades locales», tal política no 
tenía propósitos asimilistas; no se trataba de fundir Estados, sino de 
«sojuzgar a los súbditos». Pero por este camino, cuando arriba a España 
la dinastía borbónica, se procede a la liquidación de los últimos Estados 
peninsulares de la antigua monarquía católica.

El trabajo de las monarquías extranjeras para acabar con las viejas 
libertades del pueblo español es calificado por el ferviente republi-
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cano Azaña con la siguiente rotundidad: «Esta España no debe nada a 
las dinastías extranjeras, ni siquiera su unidad, y, en cambio, España es 
acreedora a estas dinastías de muchos siglos de abyección y de desgo-
bierno».

«La política asimilista del Estado español —explica Azaña en un 
pasaje crucial de su discurso— se inaugura propiamente en el siglo xix. 
No es asimilista la política de los reyes de la Casa de Austria; pero sí 
quiso serlo la política liberal, parlamentaria y burguesa del siglo xix. 
Quiso serlo por varios motivos, entre otros porque tenía a la vista el 
ejemplo francés. Hubo en España una ocasión, señores diputados, en 
que pudo nacer y fundarse con vigor y con un porvenir espléndido una 
política de Estado nacional, uniforme, asimilista; esa ocasión fue la 
guerra de la Independencia... (pero) aquello se dejó perder, entre 
otros motivos, porque el rey que ocupaba el trono de España más se 
atuvo a su despotismo, a su tiranía y a su poder personal que a los 
intereses de la nación, y ahogó, bajo una persecución brutal, en un 
lago de sangre, los impulsos naturales y espontáneos que hubieran 
podido librar a España de aquel estado en que se encontraba».

Compara, en un pasaje ulterior, los injustificados miedos a la des-
membración de España, derivada del Estatuto catalán, con la organi-
zación del Estado español en tiempos de los Reyes Católicos. Explica 
Azaña que si se recogieran en un proyecto de ley los poderes del 
Estado con que contaban Isabel I y Fernando V y se publicasen en la 
Gaceta «veríais correr espantados a todos los defensores de la unidad 
nacional, suponiendo que la hicieran estos reyes...».

Comprende en fin algunos de los temores expresados sobre las 
consecuencias de la rearticulación del Estado, que resultaría de la 
aprobación del Estatuto de Cataluña, pero rebate completamente su 
fundamento, explicando que el Estatuto no es una pieza ordinamental 
suelta o fuera de sistema, sino que ha de encajarse exactamente en la 
Constitución. En este punto la posición de Azaña gira radicalmente 
alejándose de las afirmaciones sostenidas en su discurso de Barcelona 
de 1930. Dijo al respecto: «Todas las dudas, todas las preocupaciones 
relativas a la dispersión de la unidad española no están sometidas 
siquiera a discusión. Ya no lo están; lo hubieran estado mientras se 
discutió la Constitución, pero una vez votada la Constitución, no hay 
prejuicio posible que sostenga en cuanto una probable dispersión de 
la unidad nacional... la unidad esencial de España no puede padecer, 
porque si padeciera, vosotros no habríais votado la Constitución que 
nos rige. De suerte que mientras nos mantengamos dentro de los lími-
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tes de la Constitución, hablar de la dispersión española por la votación 
de los Estatutos es una insensatez».

E) � Características de la organización territorial del Estado 
en la Constitución de 1931

a)  Soberanía y forma de Estado

Los interesantes debates de la Constitución, en lo que concernía a 
la organización territorial de España, tuvieron que entrar de frente en 
la resolución de problemas esenciales que, hasta entonces, habían 
sido aludidos con bastante ambigüedad por las fuerzas políticas: la 
titularidad de la soberanía, para decidir si era única o compartida, y si 
pertenecía a España, a la nación española o al pueblo español, que no 
eran conceptos equivalentes. La forma de Estado, resolviendo si sería 
unitario o federal. La cuestión de la generalización o no del sistema de 
autonomías territoriales. Las fórmulas de reparto de atribuciones entre 
el poder central y las regiones. En fin, los instrumentos para la resolu-
ción de los conflictos de competencias y el control de las autonomías.

Respecto de la titularidad de la soberanía, la tradición constitucio-
nal española había sido utilizar la expresión «soberanía nacional». 
Esta fórmula excluía cualquier forma de participación en ella de los 
territorios infraestatales. En el Preámbulo de la Constitución de Cádiz 
se hablaba de «nación española» y en el artículo 3 se afirmó que «la 
soberanía reside esencialmente en la nación». Una fórmula semejante 
utilizó la Constitución no promulgada de 1856 y el artículo 32 de la 
de 1869. El término nación española lo utilizaron también las Consti-
tuciones de 1837, los artículos 11 y 78 de la Constitución de 1845 y 
los artículos 11 y 87 de la de 1876. En la tramitación de la Constitu-
ción de la II República, el Anteproyecto de la Comisión Jurídica Ase-
sora utilizaba la expresión «nación española». El concepto fue objeto 
de debate.

La cuestión de la soberanía enfrentó a quienes pensaban que no 
era susceptible de división o fragmentación alguna con los que estima-
ban algunas fórmulas posibles de concurrencia en determinadas deci-
siones soberanas. Ortega y Gasset, entre los primeros, afirmaba que la 
soberanía «implica la voluntad radical y sin reservas de formar una 
comunidad de destino histórico, la inquebrantable resolución de deci-
dir juntos en última instancia todo lo que se decida. Y si hay algunos en 
Cataluña, o hay muchos, que quieran desjuntarse de España, que quie-
ran escindir la soberanía, que pretenden desgarrar esa raíz de nuestro 
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añejo convivir, es mucho más numeroso el bloque de los españoles 
resueltos a continuar reunidos con los catalanes en todas las horas 
sagradas de esencial decisión». Franchy i Roca, de la minoría federal, 
invocando la autoridad de Adolfo Posada, apeló a la doctrina federal 
para reconocer limitaciones de la soberanía estatal y formas de parti-
cipación en la misma de las organizaciones territoriales interiores. La 
disputa se llegaría a elevar a grandes alturas intelectuales, con inter-
venciones de Osorio y Gallardo, Melquiades Álvarez, Royo Villanova, 
Fanjul, Algora y otros. También se incluyó en el debate el uso, o no, de 
la palabra España. A los autonomistas no les producía ninguna inco-
modidad la palabra España, pero sí el concepto nación española. Al 
término de la discusión, bastante apasionada, se concluyó por redac-
tar el artículo 1.º de la Constitución atribuyendo la soberanía al «pue-
blo en su conjunto». Jiménez de Asúa, en nombre de la Comisión Parla-
mentaria, advirtió de la evitación deliberada del concepto «nación». 
«Hemos querido —dijo— emplear esta palabra, más clara y más acer-
tada, de pueblo, y no la de nación, que todavía, en cuanto a su defini-
ción, está en el crisol». La palabra pueblo aparece en diferentes pre-
ceptos de la Constitución (artículos 51, 66 y 103), pero, a pesar de la 
advertencia de Jiménez de Asúa, también se usa en el articulado el con-
cepto de nación (artículos 53, 67, 76 y 117).

Respecto de la elección de la forma de Estado, tanto en algunas 
declaraciones relativas al Pacto de San Sebastián, como en manifesta-
ciones de los grupos políticos catalanistas y en el propio texto del 
Estatuto presentado a las Cortes Constituyentes, se alude a la federa-
ción de España. Sin embargo, fueron evidentes las reticencias de los 
constituyentes a implantar esta forma de Estado, justificando el rechazo 
con diversos argumentos. En el fondo de ellos, aunque no se mani-
fieste explícitamente, estaba, sin ninguna duda, el fantasma de 1873, 
el mito construido alrededor de la primera federación intentada en 
España. Los argumentos que sirvieron para rechazar la opción federa-
lista están expresados en diversos documentos y declaraciones. El 
Preámbulo del Anteproyecto de Constitución elaborado por la Comi-
sión Jurídica Asesora decía: «Las provincias han adquirido, en el curso 
de un siglo, personalidad y relieve que nadie puede desconocer; y en 
la mayor parte del territorio nacional nadie protesta contra esa organi-
zación, ni reclama otra. Hubiera sido, pues, arbitrario, trazar sobre el 
papel una República federal que por lo visto no apetece a la generali-
dad del pueblo a quien había de serle impuesta. Mas con igual clari-
dad en otras regiones españolas, han surgido o apuntan anhelos de 
una personalidad autónoma, en términos tan vivos, con razones tan 
fuertes y con apasionamiento tan considerable, que el cerrar los cami-
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nos a su expansión sería sobre una injusta negación del sentido de 
libertad, una insigne torpeza política. He aquí por qué la Comisión ha 
preferido, en vez de inventar un federalismo uniforme y teórico, facili-
tar la formación de entidades que, para alcanzar una autonomía mayor 
o menor, habrán de encontrar como arranque su propio deseo».

A pesar del aparentemente abierto, expreso y, en la forma de mani-
festarlo, contundente rechazo del sistema federal, los constituyentes 
manifestarán, en este punto, sus propias contradicciones, tanto al 
explicar los fundamentos como al tenerse que rendir a la evidencia de 
que, para estructurar el nuevo Estado republicano sobre la base de 
una fuerte descentralización, no tenían más remedio que recurrir a 
modelos federales. Procede, de nuevo, de la propia Comisión Jurídica 
Asesora, la confesión de haber empleado como modelo del Antepro-
yecto las Constituciones de Weimar y austríaca (dice el Preámbulo 
también claramente que «al señalar las atribuciones inalienables del 
Estado nos hemos guiado por lo que establecen las Constituciones 
federales de Europa y por lo que han aceptado hasta fecha reciente 
los partidarios más estudiosos del federalismo en nuestra Patria»). En 
pleno debate sobre la naturaleza del Estado que la Constitución estaba 
tratando de implantar, Alcalá-Zamora explicará los fundamentos de la 
opción seguida, con la que, cualquiera que fuesen sus inspiraciones, se 
trató de dejar «expedito el camino para las posibilidades amplísimas 
de una Constitución federal, sin imponer la rigidez de un tipo, ni el 
fetichismo de un nombre», y afirmará «yo creo que no es indispensable 
en la Constitución la palabra federal, porque está la sustancia federal». 
García Valdecasas, en el seno de la Comisión, fue el más sincero res-
pecto de la fuerza del mito construido alrededor de los excesos y alga-
radas que provocó la I República Federal. Dijo: «Ha sido un recelo ante 
la palabra lo que nos ha movido fundamentalmente a descartarla».

En una exposición de Jiménez de Asúa sobre la Constitución en la 
II República española, se contiene una explicación teórica más elevada 
sobre las razones por las que, según explica, «Deliberadamente no 
hemos querido decir en nuestra Constitución que España es una Repú-
blica federal, no hemos querido declararlo porque hoy tanto el unita-
rismo como el federalismo están en franca crisis teórica y práctica. 
Sirva de ejemplo el caso de Alemania. Vemos en su Constitución 
de 1919 cómo se ensanchan los poderes del Reich y cómo los antiguos 
Estados reciben el nombre menos ambicioso de Länder. El Estado 
federal alemán va transformándose en Estado integral». Continúa la 
argumentación de Jiménez de Asúa, haciendo notar que: «El Estado 
federal, por su parte, no ha podido superar ni fundándose en el princi-
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pio sinalagmático (que ilustró Pi i Margall) ni en el orgánico, que no se 
logra fijar satisfactoriamente, ni por la teorética ni por la técnica, su 
carácter de etapa transitoria hacia un Estado español, que después de 
haber sido durante siglos un férreo e inútil Estado unitarista, va trans-
formándose en moderno Estado integral, pero sin dejar de ser siempre 
el mismo y único gran Estado español. Frente al Estado unitario tiene 
el integral la ventaja, en nuestro caso, de ser compatible, sin imponer-
las, con diversos grados de autonomías regionales cuando sean pedi-
das y procedentes, junto a un régimen de vinculación de otros territo-
rios nacionales no preparados para aquellas formas de autarquía. Y 
frente al Estado federal tiene el provecho de permitir, sin desnaturali-
zarse, la existencia de otros territorios, ligados por estrecha depen-
dencia político-administrativa al Estado (sin perjuicio de los diversos 
grados posibles de descentralización administrativa), junto a otras 
regiones que quieran o estén capacitadas para asumir funciones de 
autodeterminación en grado de distinta intensidad, que son variantes 
de matiz en las posibles autonomías regionales diversas, sin imponer 
una relación uniforme entre el Estado y unos y otros territorios».

b) � Generalización o particularismo en el establecimiento 
de autonomías territoriales

La cuestión de la generalización o no del sistema de autonomías 
territoriales fue también objeto de un debate en el que se ofrecieron 
dos alternativas: la primera, dejar la iniciativa a los territorios interesa-
dos. La segunda, decidir directamente la regionalización total de 
España. Esta última fue intensamente defendida por Ortega y Gasset, 
quien estimaba que el impulso de la autonomía en unos territorios y no 
en otros llevaría a producir «una división en dos Españas diferentes: 
una compuesta por dos o tres regiones ariscas; otra, integrada por el 
resto más dócil al poder central. Para el proyecto es la autonomía algo 
especial, puesto que no la estatuye para todos los cuadrantes españo-
les. Esto que pretende ser cautela, previsión y desamor a la aventura, 
me parece más bien, y a la par, ingenuo y funesto». La alternativa que 
Ortega ofrecía era la de la generalización desde la Constitución del 
sistema autonómico, en su convicción de que «si la Constitución crea 
desde luego la organización de España en regiones, ya no será la 
España una quien se encuentre frente a frente de dos o tres regiones 
indóciles, sino que serán las regiones entre sí quienes se enfrenten, 
pudiendo de esta suerte ceñirse majestuoso sobre sus diferencias el 
Poder nacional, integral, estatal y único soberano».
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El texto constitucional no siguió esta solución, sino la anteriormente 
comentada. De manera que el acceso a la autonomía requería la cum-
plimentación sucesiva de una serie de requisitos que se instrumenta-
ban del modo siguiente. El sujeto de la iniciativa autonómica eran las 
provincias; podían estas en solitario o junto con otras limítrofes (esta 
condición estaba expresamente dispensada para los territorios insula-
res), «con características históricas, culturales y económicas comunes», 
acordar «organizarse en región autónoma para formar un núcleo polí-
tico administrativo dentro del Estado español» (artículo 11). Para que 
se pudiera aprobar un Estatuto de Autonomía se establecían las 
siguientes condiciones: «a)  que lo proponga la mayoría de sus ayunta-
mientos, o, cuando menos, aquellos cuyos municipios comprendan las 
dos terceras partes de los electores inscritos en el censo de la región. 
b)  Si el plebiscito fuera negativo, no podrá renovarse la propuesta de 
autonomía hasta transcurridos cinco años; c)  que lo aprueben las Cor-
tes» (artículo 12). Los Estatutos eran aprobados por el Congreso 
cuando no contuvieran principios contrarios a la Constitución o a «las 
leyes orgánicas del Estado en materias no transmisibles al poder regio-
nal»... Finalmente, en cuanto a la posición del Estatuto en el sistema 
de fuentes se precisaba que, una vez aprobado, «será la ley básica de 
la organización administrativa de la región autónoma, y el Estado 
español la reconocerá y amparará como parte integrante de su orde-
namiento jurídico» (párrafo final del artículo 11).

c) � Competencias, conflictos y garantías

Además de lo dicho, las restantes reglas sobre distribución de 
competencias eran algo más precisas que las de la Constitución 
vigente aunque se manejaron entonces diversas formulaciones y se 
trabajó en el período constituyente bajo la influencia del Estatuto de 
Cataluña que abría, con notable presión, la alternativa de que el texto 
constitucional recogiera sus opciones; Unamuno, ante este problema, 
llegó a manifestar expresivamente: «Se trata de ver si sale la Consti-
tución a remolque del Estatuto».

El sistema era, en síntesis, el siguiente: había en la Constitución 
dos listas de competencias, en los artículos 14 y 15. La primera atri-
buía una serie de materias a la competencia exclusiva del Estado, 
tanto en el plano legislativo como ejecutivo (empezaba diciendo el 
artículo 14 que «son de la exclusiva competencia del Estado español 
la legislación y la ejecución directa en las materias siguientes»...); la 
segunda reservaba al Estado la legislación de manera íntegra y exclu-
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siva sobre otra relación de materias, permitiendo que las regiones 
autónomas asumieran las competencias de ejecución «en la medida 
de su capacidad política». Y se completaba el sistema con una cláu-
sula residual con doble reenvío que, primero, permitía a las regiones 
asumir por medio de sus Estatutos competencias legislativas exclusi-
vas y la ejecución directa sobre todas las materias no comprendidas 
en las dos listas referidas (artículo 16); y segundo, reconocía la compe-
tencia del Estado en todas las materias que no estuvieran atribuidas 
específicamente a las regiones en sus respectivos Estatutos, si bien 
este podría distribuir o transmitir sus facultades por medio de una ley 
(artículo 18).

El juego de la cláusula residual es el mismo que ha recogido ulte-
riormente la Constitución de 1978 (artículo 149.3), si bien queda 
mucho más clara y con una funcionalidad más específica la redistribu-
ción postestatutaria de competencias efectuada mediante leyes esta-
tales, que en la Constitución de 1931 aparece referida a las competen-
cias residuales que puedan quedar adscritas al Estado, no a las incluidas 
en las listas de los artículos 14 y 15. En la Constitución vigente, como 
veremos en su momento, el artículo 150.2, que regula igualmente las 
transferencias postestatutarias, fue concebido de forma más ambi-
ciosa a favor de las autonomías.

Recapitulando sobre el sistema de distribución de competencias, 
puede decirse que las regiones no podían asumir ninguna competen-
cia, ni legislativa ni ejecutiva en relación con las materias relacionadas 
en el artículo 14; podían los Estatutos atribuirles competencias de eje-
cución respecto de las materias enunciadas en el artículo 15 y compe-
tencias legislativas exclusivas y de ejecución directa en las materias no 
comprendidas en ninguno de los dos preceptos citados. Así queda 
reflejado, con relativa precisión, en los Estatutos de Autonomía (por 
ejemplo, artículos 5 al 12 catalán de 15 de septiembre de 1932), aun-
que con flexibilidad a la hora de interpretar si una materia (sobre todo, 
en los supuestos de conexión) había quedado o no reservada al Estado 
en exclusiva. Hay que hacer notar, sin embargo, que la función ejecu-
tiva en relación con materias reguladas legislativamente por el Estado 
no comprende necesariamente la potestad reglamentaria; así resulta 
claramente de lo establecido en el segundo párrafo del artículo 20 que 
establecía: «El Gobierno de la República podrá dictar reglamentos 
para la ejecución de sus leyes, aun en los casos en que esta ejecución 
corresponda a las autoridades regionales».

El sistema de distribución de competencias se completaba con tres 
previsiones principales más que debemos comentar ahora: la primera 
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es la contenida en el artículo 20, según el cual «las leyes de la Repú-
blica serán ejecutadas en las regiones autónomas por sus autoridades 
respectivas, excepto aquellas cuya aplicación esté atribuida a órganos 
especiales o en cuyo texto se disponga lo contrario, siempre conforme 
a lo establecido en este título». El texto es de redacción confusa, pues 
no expresa con acierto si, en verdad, lo que se pretendía es que las 
regiones fueran las ejecutoras ordinarias de toda la legislación estatal, 
regla de articulación de poderes que es común en algunos federalis-
mos y luce todavía hoy, por ejemplo, en la Ley Fundamental de Bonn. 
Sin embargo, no podría ser este el significado porque en tal caso que-
daba sin sentido lo dispuesto en el artículo 14, que atribuía competen-
cias de ejecución directa al Estado en las materias en él relacionadas. 
Alcalá-Zamora, en sus reflexiones sobre los defectos de la Constitu-
ción de 1931, aclaró después certeramente que el posesivo «sus» 
había que entenderlo referido a las autoridades de la República y no a 
las de las regiones autónomas, salvo en los casos en que estas, por 
determinación constitucional o legal expresa, ostentaran, en efecto, 
tales facultades ejecutivas. Comenta Alcalá-Zamora, por cierto, que de 
la correcta interpretación expresada derivó también el empeño, al que 
las Cortes hubieron de acceder, de que el presidente de la Generalitat 
encarnara la representación del Estado, con lo que, entre otros efec-
tos, se conseguía que fuese también la autoridad estatal a que se refe-
ría el comentado artículo 20.

La segunda precisión estaba en el artículo 21, y es del siguiente 
tenor: «El derecho del Estado español prevalece sobre el de las regio-
nes autónomas en todo lo que no esté atribuido a la exclusiva compe-
tencia de estas en sus respectivos Estatutos» (regla de primacía que ha 
pasado de términos prácticamente idénticos al artículo 149.3 de la 
Constitución vigente). El artículo transcrito, con su redacción final, 
aparece tardíamente en el curso del proceso constituyente; su primera 
versión, según lucía en el proyecto constitucional elaborado por la 
Comisión parlamentaria correspondiente, era mucho más categórica a 
favor de la prevalencia del Derecho estatal; decía el artículo 20 de este 
proyecto: «El Derecho del Estado español prevalece sobre el de las 
Regiones Autónomas», sin otros matices. La alteración de esta redac-
ción primitiva se debe a una enmienda del propio Alcalá-Zamora, aun-
que firmada por el doctor Juarros; a la redacción final se llegó después 
en la fórmula de concordia hallada tras el segundo dictamen de la 
Comisión. A la funcionalidad de esta cláusula de primacía se refirió el 
Tribunal de Garantías Constitucionales en una de las Sentencias más 
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conflictivas y discutidas que llegó a producir; se trata de la Sentencia 
de 8 de junio de 1934, que decía lo siguiente:

«En la propia Constitución se contienen dos preceptos de carácter 
general que consagran la primacía del derecho del Estado, y que son 
aplicables cuando las dudas suscitadas hagan preciso emplear el 
método de las presunciones. Son los formulados en los artículos 18 
y 21. Consagra el primero el principio de la competencia del Estado en 
cuantas materias no estén reconocidas explícitamente en su Estatuto a 
la Región autónoma. Y añade el artículo que el Estado “podrá distribuir 
o transmitir las facultades por medio de una ley”. Es decir, que el Estado 
es en la economía de la Constitución el receptáculo de la competencia 
que expresamente no transmita, pues la mecánica constitucional, en 
efecto, no responde al criterio de los derechos reservados a las regio-
nes autónomas, sino al de la delegación de derechos originarios del 
Estado. Pero si el citado artículo 18 enjuicia el momento estático de las 
relaciones entre el Estado y las Regiones (el de distribución de compe-
tencias), el artículo 21, al establecer que “el derecho del Estado espa-
ñol prevalece sobre el de las regiones autónomas en todo lo que no 
esté atribuido a la exclusiva competencia de éstas en sus respectivos 
Estatutos”, atiende al momento dinámico de la relación en el cual se 
hace necesario afirmar una primacía con ocasión de un conflicto que es 
preciso decidir. Así, cuando la duda surge acerca de si una materia ha 
sido o no atribuida a la exclusiva competencia regional, la presunción 
jurídica a que en última instancia hay que apelar se muestra favorable 
al Estado.»

La tercera regla competencial que interesa referir es, finalmente, la 
contenida en el artículo 19 que es, como su simple lectura descubre, el 
indiscutible antecedente de las leyes de armonización que regula el 
artículo 150.3 del texto constitucional vigente, aunque, como se com-
prenderá sin que sean precisas otras explicaciones, sometidas a algu-
nas garantías adicionales que no existen en la actualidad. Disponía el 
precepto citado lo siguiente: «El Estado podrá fijar, por medio de una 
ley, aquellas bases a que habrán de ajustarse las disposiciones legisla-
tivas de las regiones autónomas, cuando así lo exija la armonía entre 
los intereses locales y el interés general de la República. Corresponde 
al Tribunal de Garantías Constitucionales la apreciación previa a esta 
necesidad. Para la aprobación de esta ley se necesitará el voto favora-
ble de las dos terceras partes de los diputados que integran las Cortes. 
En las materias reguladas por una Ley de Bases de la República las 
regiones podrán estatuir lo pertinente, por ley o por ordenanza».

El régimen de las competencias se complementaba con las corres-
pondientes previsiones sobre el traspaso de los medios materiales, 
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personales y financieros, necesarios para ejercerlas, lo que regulaba el 
Estatuto en términos que traspondrían más tarde, también, las normas 
de desarrollo de la Constitución de 1978. La disposición transitoria del 
Estatuto decía al respecto: «El Gobierno de la República queda facul-
tado, dentro de los dos meses siguientes a la promulgación de este 
Estatuto, para establecer las normas a que han de ajustarse el inventa-
rio de bienes y derechos y la adaptación de los servicios que pasan a 
la competencia de la Generalidad, encargando la ejecución de dichas 
normas a una Comisión mixta que designen por mitad el Consejo de 
Ministros y el Gobierno provisional de la Generalidad. Esta Comisión 
deberá tomar sus acuerdos por el voto de las dos terceras partes de 
sus miembros como mínimo, sometiendo, en caso necesario, sus dife-
rencias a la resolución del presidente de las Cortes de la República».

Las normas relativas a la Comisión Mixta catalana, que es la única 
que llegó a funcionar de modo efectivo durante algún tiempo (des-
pués de los sucesos de octubre de 1934 que ya hemos referido, un 
Decreto de 21 de febrero de 1935 la dejó en suspenso), se aprobaron 
por Decreto de 21 de noviembre de 1932. Establecía la norma citada 
las reglas que habían de seguirse para la adopción de acuerdos, for-
mación de inventarios, transferencias del personal de la Administra-
ción del Estado, etc.

El Decreto citado preveía que los traspasos fuesen progresivos y 
que se efectuaran a medida que se hubieran constituido los órganos 
catalanes necesarios para hacerse cargo de los mismos, cuidando, en 
todo caso, de no duplicar los servicios y de mantener los de la región 
autónoma estrechamente coordinados con los que restaran a la Admi-
nistración central (artículos 18 y 19). Siguiendo más o menos fielmente 
estas directivas, se aprobaron en los años sucesivos una larga serie de 
Decretos que transferían servicios sobre las materias y sectores más 
diversos. Estos Decretos se limitaban a aprobar los acuerdos adopta-
dos en el seno de la Comisión Mixta (que se transcribían íntegramente) 
que solían ir precedidos de una exposición acerca de los criterios 
seguidos para determinar qué servicios se consideraban asumidos por 
la Generalitat y cuáles se excluían del traspaso; contenían, además, 
referencias organizativas, reglas de coordinación y los demás porme-
nores señalados, con carácter general, en la norma general reguladora 
de los traspasos ya citada.

Por lo que concierne a la organización interna, en el caso catalán, que-
daba establecido que la Generalitat estaría integrada por el Parlamento, 
el presidente de la Generalitat y el Consejo Ejecutivo. El Parlamento, que 
tenía atribuidas las funciones legislativas, era elegido por un plazo no 
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mayor de cinco años, por sufragio universal, directo, igual y secreto. El 
presidente de la Generalitat y los consejeros tenían encomendadas las 
funciones ejecutivas y debían contar con la confianza del Parlamento. El 
primero, elegido en el seno del Parlamento, asumía la representación de 
Cataluña; añadía el artículo 14 del Estatuto que «asimismo representa a la 
región en sus relaciones con la República y al Estado en las funciones cuya 
ejecución directa le está reservada al poder central»; el significado de este 
último inciso, en cuanto suponía la consideración del presidente como 
autoridad competente a efectos de ejecución de las leyes del Estado, ya 
ha sido comentado más atrás.

Mayor interés tiene la organización de la Justicia, especialmente en 
el caso catalán, que es el único territorio que llegó a tener alguna 
experiencia sobre este particular. El artículo 11 del Estatuto hacía a 
este respecto dos declaraciones fundamentales: la primera, que «la 
Generalidad organizará la Administración de justicia en todas las juris-
dicciones, excepto en la militar y en la de la Armada, conforme a los 
preceptos de la Constitución y a las leyes procesales y orgánicas del 
Estado» (la función de deslinde competencial que cumplían estas leyes 
ya nos consta); la segunda, que «el Tribunal de Casación de Cataluña 
tendrá jurisdicción propia sobre las materias civiles y administrativas 
cuya legislación exclusiva está atribuida a la Generalidad».

El criterio aplicado para el deslinde de las atribuciones del Tribunal 
de Casación catalán y el Tribunal Supremo de la República era el de la 
exclusividad de la competencia legislativa. Criterio bastante impre-
ciso porque, entonces como ahora, los Estatutos de Autonomía pre-
sentaban inexactitudes formales a la hora de asignar el calificativo de 
exclusiva a una concreta competencia, inexactitudes que se produ-
cían normalmente por exceso, pero también por defecto. En la prác-
tica, tanto las resoluciones del Tribunal de Casación de Cataluña como 
del Tribunal Supremo (que ha estudiado Milian i Massana), se desen-
tendieron de la calificación nominal de la competencia en el Estatuto 
para estar al régimen real de la misma según resultaba de la interpre-
tación de la Constitución y los Estatutos. Los Autos del Tribunal de 
Casación de 28 de marzo y 10 de octubre de 1935 y los del Tribunal 
Supremo de 16 de mayo de 1936, llegaron a reconocer la competen-
cia del Tribunal de Casación en asuntos en los que la competencia 
legislativa no estaba atribuida como «exclusiva» a la Generalitat, pero, 
no por emplear un concepto de exclusividad menos rígido que permi-
tiera reconocer este carácter a materias en cuya normación concurrían 
el Estado y la región autónoma, sino aplicando un criterio distinto, 
como es el de determinar si eran en verdad normas catalanas o nor-
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mas estatales las que debían aplicarse al caso controvertido, análisis 
que debería concluir reconociendo la competencia del Tribunal de 
Casación catalán, cuya decisión agotaría todas las instancias, cuando 
aplicara normas catalanas precisamente, pero no cuando estuviera en 
juego el Derecho del Estado.

Por lo que concierne, en fin, al control sobre las regiones autónomas 
y la resolución de los conflictos de competencias, la posición central la 
ocupaba el Tribunal de Garantías Constitucionales. Sus competencias 
quedaron concretadas en la Ley reguladora de 14 de junio de 1933 (es 
de notar que el artículo 122 de la Constitución preveía que entre los 
miembros del Tribunal hubiera un representante de las regiones espa-
ñolas) y tiene algún interés la regulación que contenía sobre los conflic-
tos de competencias. La Ley citada regulaba las «cuestiones de compe-
tencia legislativa» (artículos 54 y siguientes), los «conflictos de 
atribuciones entre autoridades administrativas» (artículos 60 y siguien-
tes) y dedicaba el Capítulo III del Título V a «los demás conflictos» en 
donde se atendía a los no comprendidos en las dos rúbricas anteriores. 
Junto a las «cuestiones de competencia legislativa» podían producirse 
también, con independencia, impugnaciones por inconstitucionalidad 
de leyes regionales. Cuando el Estado o la región usurpaban compe-
tencias ajenas, el procedimiento a emplear para exigir el acatamiento 
a los principios constitucionales era el conflicto de competencias (por 
ejemplo, la famosa Sentencia del Tribunal de Garantías de 8 de junio 
de 1934 sobre ley catalana de contratos de cultivo, de 11 de abril del 
mismo año, se dio como resolución de una cuestión de competencia); 
en los demás casos, en los que sin haber usurpación de competencias 
se lesionaban por una ley regional las disposiciones constitucionales o 
estatutarias, el sistema de impugnación a utilizar era el recurso de 
inconstitucionalidad (por ejemplo, Sentencia del Tribunal de Garantías 
de 5 de marzo de 1936).

La jurisdiccionalización absoluta de los controles sobre la actividad 
de las regiones permitió excluir del texto constitucional previsiones 
que permitieran una intervención estatal en el caso de que actuacio-
nes regionales lesionaran gravemente el interés general (tal vez a esta 
circunstancia y al recuerdo de los acontecimientos extremos a que nos 
referiremos, debe su existencia el artículo 155 de la Constitución 
de  1978 que, como en su momento veremos, permite al Gobierno 
adoptar medidas extraordinarias en defensa del interés general). De 
aquí que con ocasión de los acontecimientos de octubre de 1934 (el 
día 6 Companys declaró el «Estado catalán de la República Federal 
Española»), la reacción estatal fue tan rotunda como ajurídica, en 
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cuanto que, por lo menos, como luego diría el Tribunal Constitucional, 
carecía del imprescindible respaldo constitucional. En efecto, a conse-
cuencia de los referidos acontecimientos, se dictó la Ley de 2 de enero 
de 1935, en virtud de la cual quedaban suspendidas las facultades 
conferidas por el Estatuto al Parlamento de Cataluña, atribuyéndose 
también las funciones del presidente y del Consejo a un gobernador 
general, que nombraría el Gobierno. La misma ley creaba una comi-
sión que debería proceder a revisar los acuerdos sobre transferencias 
de servicios, señalando cuáles debían continuar y qué otros deberían 
revertir al Estado. La medida suponía, pura y simplemente, la negación 
de la autonomía que, en base a la Constitución, el Estatuto de 1932 
había conferido a Cataluña. Sencillamente se suspendía la autonomía 
y el Gobierno quedaría encargado de irla restaurando progresiva-
mente. Las medidas que siguieron a la Ley de 1935 suponían un retro-
ceso respecto de la autonomía alcanzada: una serie de Decretos apro-
bados el mismo año dispondrían el retorno al Estado de servicios que 
habían pasado a la Generalitat (Decretos de 17 y 24 de enero; 6, 7 y 
21 de febrero, etc.). La valoración de la justificación constitucional de 
estas medidas pudo ser hecha, tras la impugnación de la citada Ley 
de  1935, por el Tribunal de Garantías en su Sentencia de 5 de marzo 
de 1936; su criterio puede resumirse en el siguiente párrafo de la Sen-
tencia: «La suspensión del régimen autonómico, establecido en la Ley, 
podría convertirse en medio de derogar prácticamente el Estatuto. Y 
si, por otra parte, se atribuye a la iniciativa del Gobierno el restableci-
miento gradual de la autonomía que se suspende, es evidente que al 
poder discrecional que se le confiere en materia de tan especial signi-
ficación se añade esta anomalía; el régimen autonómico deja de signi-
ficar la estructura de núcleos integrantes del Estado español, a tenor 
de los artículos 8.º, apartado 1, y 11, apartado último, de la Constitu-
ción, para diluirse en una serie de competencias fraccionadas y revoca-
bles, cuya sustitución queda subordinada a estimaciones subjetivas, 
tanto en cuanto a la materia de las mismas competencias y el ritmo con 
que han de ser reintegrados, como en cuanto a la oportunidad del 
restablecimiento. Los modos y las pautas, es decir, toda la sustancia de 
la autonomía, se encomiendan al poder central. Y cualquiera que fuese 
la situación creada por los hechos, ha de reputarse inconstitucional 
este desglose en leyes particulares y seriadas del contenido de las 
autonomías regionales que la Constitución ha concebido con un crite-
rio orgánico y a las que ha dotado de personalidad».

El fallo, en consecuencia, declaraba la inconstitucionalidad de la 
Ley de 2 de enero de 1935.
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La Constitución de 1931 y la inmediata aprobación del Estatuto 
catalán de 1932 impusieron un giro copernicano en la ideología unifor-
mista y centralizadora que había inspirado la organización del Estado-
nación desde la llegada de la monarquía borbónica a España.

El mismo concepto de nación, básico en el pensamiento político 
del liberalismo decimonónico, quedó entonces desplazado porque 
dejó de utilizarse para identificar al titular de la soberanía. Se prefiere, 
a cambio, el concepto de pueblo. La sustitución se funda, sin duda, en 
el desarrollo de las ideas nacionalistas de los territorios catalán y vasco, 
que también reclaman para sí la condición de nación, que es un presu-
puesto del ejercicio del derecho de autodeterminación.

El proceso de cambio de conceptos fue, en apariencia, más nominal 
que sustantivo porque la aprobación del Estatuto, de la que dependía la 
determinación del poder que, en definitiva, correspondería a la región 
autónoma, era una decisión encomendada a las Cortes y que no consistía 
en una simple ratificación de un texto aprobado, sino que incluía la 
enmienda y acomodación, en su caso, a la Constitución, cuya superiori-
dad (en modo alguno pariordenación) con el Estatuto quedó clara en los 
debates y en la articulación técnica de las relaciones entre ambas normas.

Pero aunque estos principios estuvieran claros, las concesiones 
pactistas del nuevo modelo de autonomías territoriales no eran menos 
evidentes. No era el poder constituyente, soberano y único, el que 
decidía directamente el número de regiones que habrían de consti-
tuirse, ni las provincias que las integrarían, ni las atribuciones de las 
que serían titulares, ni el contenido y características de su organización 
interna, sino que todo ello se remitía a la libre disposición (dentro de 
los amplios márgenes establecidos en la Constitución) de los territo-
rios interesados.

Estas circunstancias, entre otras, como la configuración de los Esta-
tutos como normas rígidas, que requerían para ser modificados el con-
curso de los órganos institucionales del territorio interesado, presta-
ban a la organización del Estado un visible carácter paccionado. 
Aunque la decisión final siempre quedara reservada a las Cortes, 
donde radicaba la soberanía del pueblo, era también evidente que la 
organización del Estado no se construía de arriba abajo, aplicando 
siempre decisiones unilaterales del poder central, sino que dependía 
en gran medida de los territorios interesados en disponer de institu-
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ciones de autogobierno, a los que correspondía, al menos, el inicio del 
procedimiento necesario y la selección de las opciones fundamentales 
respecto de su organización interna y al contenido de sus poderes.

La autodeterminación, con alcance puramente interno o autoorga-
nizativo (no externo y con proyección separatista), solo se ejercitó, ver-
daderamente, por Cataluña, ya que para formar su Estatuto, que fue 
finalmente aprobado, no precisó ni esperar a la Constitución ni seguir 
el procedimiento en ella establecido.

Aunque en los documentos políticos que precedieron a la procla-
mación de la II República aparece reiteradamente expresada la idea de 
que la organización del Estado debía tener una orientación federalista, 
los constituyentes de 1931 se esforzaron en declarar que se habían 
apartado conscientemente de este modelo, por las razones que ya se 
han intentado explicar. Se aprecia con claridad en los debates que, 
entre otras connotaciones, el federalismo hubiera supuesto, en el sen-
tir de los constituyentes, dividir España en compartimentos territoria-
les, con la denominación o no de Estados (no era esto lo decisivo), que 
tendrían competencias iguales, un régimen jurídico asimilable y se 
relacionarían en términos equiparables con la federación o poder cen-
tral. No se quiso esta generalización porque, como dijo la Comisión 
Jurídica Asesora, nadie lo había pedido. Por el contrario, en su opi-
nión, muchas provincias españolas estaban conformes con su situación 
y aceptaban de grado la anterior disciplina de sus relaciones con el 
poder central.

No es tan explícito, sin embargo, a lo largo de los debates, el aná-
lisis de las consecuencias a que conducía la inaplicación del modelo 
federal, único conocido entonces en el mundo para organizar un 
Estado descentralizado sobre bases técnicas ensayadas y estables. 
Ortega y Gasset se asomó por encima a este problema, como ya hemos 
visto, pero desde una perspectiva casi exclusivamente política: temía 
que el reconocimiento de autonomía solamente a las ariscas provincias 
del norte dificultara el funcionamiento del Estado; pero no explicó más 
el fundamento de sus temores.

Los constituyentes de 1931 prefirieron desconstitucionalizar el pro-
blema. Es decir, no tomar ellos la decisión final, sino remitirle a la ini-
ciativa de los territorios interesados. Al actuar así estaban evitando la 
construcción total del nuevo sistema por decisión unilateral del consti-
tuyente, lo que era, sin duda, prudente, considerando que las reclama-
ciones de autonomía no se habían generalizado ni en la España de la 
Restauración ni en la republicana. Pero aquella remisión suponía técni-
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camente la no aplicación de la soberanía, en plenitud, a la formulación 
de la Constitución. Por el contrario, configuraron esta como una norma 
abierta en punto a la organización territorial del Estado, que habría de 
completarse con las iniciativas de las provincias de constituirse en 
regiones autónomas. El efecto jurídico de tal esquema dispositivo fue 
que, siendo la soberanía única e indivisible, se aceptaba, sin embargo, 
una cesión parcial de su ejercicio.

Las elaboraciones de la teoría del federalismo han llegado, desde 
hace ya muchos años, a conclusiones semejantes. La doctrina suele 
repetir que en las federaciones la titularidad de la soberanía corres-
ponde a la Federación. Sin embargo, esta acepta la cesión parcial de 
su ejercicio para entregarla a los Estados. A partir de este reconoci-
miento se formulan las normas constitucionales de estos, sometidas a 
la Constitución federal.

Las explicaciones dadas por los constituyentes, y por la doctrina de 
la época, sobre las características del modelo de Estado implantado, 
se resistieron a utilizar una arquitectura técnica como la indicada. Pre-
firieron, en cambio, inventar el término de «Estado integral» para bau-
tizar una criatura que no tenía, según aquellos comentaristas, antece-
dentes parangonables. El Estado integral era de la especie de los 
unitarios, pero con características que lo situaban en un camino inter-
medio entre aquella categoría y la de los Estados federales.

Este peligrosísimo invento suponía arrostrar las consecuencias de 
elegir, para vertebrar España, una forma de organización que nadie 
había visto antes en el mundo y que era imposible saber ni a qué prin-
cipios respondía ni con qué recursos contaba para resolver los conflic-
tos que pudieran plantearse a medida en que se pusiera en funciona-
miento.

Este tipo de soluciones ambiguas han favorecido, a lo largo de la 
historia política, siempre, a los inventores de tradiciones, que son ali-
mentadores esenciales de cualquier movimiento nacionalista. A un 
modelo de Estado de genética desconocida es bastante fácil crearle 
una mitología adecuada que explique su origen y los fundamentos en 
que se basa.

A la postre, tal Estado integral, que era unitario, centralista y des-
centralizado al tiempo, presentaba dos caras sin ninguna semejanza 
entre sí. La descentralizada no podía llamarse federal, porque, además 
de que no se había constituido Federación alguna, ni se había genera-
lizado el reconocimiento de los Estados que habían de integrarla, tal 
denominación había sido expresamente rechazada. Siendo así, y con-
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siderando que Cataluña había llegado a su autogobierno ejerciendo su 
derecho de autodeterminación interno y previo a la Constitución, esta-
ban bien sentadas las bases para poder concluir que la República había 
roto amarras con el Estado nacional, centralista y uniforme, que era el 
que acabó desde 1714 con las libertades e instituciones particulares 
de Cataluña, optando por un nuevo modelo de organización estatal 
que recuperaba, si no todas, algunas de las esencias del Estado nacio-
nal paccionado que había sido la forma de organización de España 
desde, al menos, los Reyes Católicos.

La demolición del Estado-nacional centralizado no llegó a ser una 
realidad total durante la II República porque esta no duró tanto como 
para verlo. Esta sería ya una tarea ejecutada en aplicación de la Cons-
titución de 1978. Pero los materiales para conseguirlo quedaron dis-
puestos en aquella ocasión republicana.

La invención del concepto de nación, para depositar en ella la sobe-
ranía del pueblo, no limita sus consecuencias al establecimiento de 
una determinada organización del Estado, sino también, esencial-
mente, a la forma en que ejercita sus potestades esenciales y se rela-
ciona con los ciudadanos.

A la nación se atribuye, ciertamente, el poder constituyente origi-
nario, que no se consume con su primer ejercicio, pero que una vez 
utilizado queda latente y no está continuamente presente en la vida 
política del Estado. La continuidad del poder soberano la mantienen 
los representantes de la nación en la Asamblea legislativa, que decide 
mediante leyes generales que se aplican uniformemente en todo el 
territorio del Estado. El ejercicio unitario del poder legislativo fue, jus-
tamente, el antídoto que el constitucionalismo aplicó al particularismo 
y al sistema de privilegios característico del Antiguo Régimen. Las 
leyes generales son, por una parte, expresión de la reacción del cons-
titucionalismo contra las leyes particulares y de caso concreto, también 
contra el ejercicio disperso de la potestad legislativa, y, en fin, contra 
la avocación y la derogación singulares y arbitrarias de lo legislado con 
carácter general. Por otro lado, son la manifestación más rotunda de 
que las leyes se aplican por igual a todos los ciudadanos, sin privilegios 
de ninguna clase, y que a ellas están sometidas también los poderes 
públicos.

Esta construcción teórica del primer constitucionalismo, vinculada a 
la idea de uniformidad legislativa y de centralización, se pierde nece-
sariamente en el modelo del Estado integral implantado en la II Repú-
blica. La explicación es sencilla: la potestad legislativa, aunque rete-
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nida por el Estado para la regulación de algunos asuntos esenciales, se 
reparte entre aquel y las regiones autónomas. Las leyes de estas pue-
den expresar opciones políticas propias y, por tanto, incorporar regu-
laciones que contemplen los asuntos a los que se refieran desde dife-
rentes perspectivas que las consideradas en otras leyes territoriales. 
Se rompe, pues, el principio de unidad de la ley y, en cierta medida, al 
arrastre de dicha quiebra, el de la uniformidad de la legislación.

Vinculado a este cambio principal aparecen otros inmediatos que 
conciernen a la dificultad de formular políticas públicas únicas, en 
materias atribuidas a la competencia de las regiones autónomas, de 
modo que la acción del Estado deja de ser también un elemento esen-
cial para el fortalecimiento de la nacionalización, como lo había podido 
ser, sin duda posible, en el centralismo uniformista.

En fin, la facilidad de penetración territorial existente en el Estado 
centralista, que permite una ejecución fácil de las políticas y decisiones 
adoptadas por los poderes estatales, se sustituye por una organización 
administrativa mucho más compleja y resistente a la penetración, que 
apela a la cooperación y la coordinación, en lugar de a las fórmulas 
típicas de la jerarquía, para el desarrollo conjunto de políticas estatales 
o de interés común.

Todas estas quiebras y alternativas al sistema centralizado, vigente 
en España durante casi dos siglos, se elevaron a definitivas, después 
del frágil paréntesis republicano, con la aprobación de la Constitución 
de 1978.

III.  �LA CONSAGRACIÓN Y RÉGIMEN, EN LA CONSTITUCIÓN 
DE 1978, DE LAS AUTONOMÍAS TERRITORIALES

1.  PLANTEAMIENTO

Aunque puedan identificarse, en el Título VIII de la Constitución 
de 1978, instituciones y técnicas procedentes de otros federalismos y 
regionalismos europeos (el alemán, en algunos aspectos, el italiano en 
otros), su articulado es, esencialmente, una puesta al día de la regula-
ción autonómica establecida en la Constitución de 1931, a la que sigue 
en los aspectos más principales. Esta advertencia es, en la actualidad, 
un lugar común en la doctrina.

Sin embargo, no podrá encontrarse, a lo largo del debate constitu-
yente, una sola explicación razonada de por qué se eligió tal solución 
organizativa. Hubiera sido preciso porque, desde luego, la situación 
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había cambiado mucho y no era completamente obvio que lo inten-
tado en 1931 fuera útil en 1978, ni siquiera para los movimientos 
nacionalistas que fueron los principales impulsores del modelo organi-
zativo adoptado durante la II República, como hemos tenido oportuni-
dad de examinar.

La regulación de las regiones se hizo, en la Constitución de 1931, 
teniendo a la vista el texto de un proyecto de Estatuto catalán, ya 
plebiscitado, que la había precedido; texto que, además, pretendía 
ser el resultado de un proceso de autodeterminación organizativa. 
Pero, a la altura de 1978, y en los años inmediatamente precedentes, 
el reconocimiento de autonomía a los territorios que integran España 
había dejado de ser una operación singular para convertirse en una 
idea vinculada de un modo inescindible a la recuperación de la demo-
cracia. Si autocratismo había sido igual a centralización, democracia 
había de serlo a descentralización política y administrativa.

Una serie de Reales Decretos fueron estableciendo, antes de apro-
barse la Constitución, regímenes provisionales de autonomía en cada 
una de las regiones, delimitando su territorio, y reconociéndoles un 
compendio de facultades igualitarias. Esta preparación anticipada de 
un sistema autonómico de carácter uniformista permitía avizorar un 
horizonte en el que la totalidad de las provincias españolas, solas o 
agrupadas con otras, podrían transformarse en entidades dotadas de 
autonomía política. La igualdad de todos los territorios era una alter-
nativa evidente al particularismo que, en el período republicano, dejó 
abierta la posibilidad de que la transformación autonómica del Estado 
fuera solo parcial y beneficiara únicamente a las regiones que más 
fuertemente reclamaron un estatuto político propio.

También había dejado de tener sentido que la ordenación territorial 
del Estado se hiciese, como en 1931, mediante una livianísima capa de 
regulación constitucional. Es decir, incorporando a la Constitución 
algunos principios esenciales y desconstitucionalizando todo lo demás: 
si habría de generalizarse, o no, el mapa autonómico español, el esta-
blecimiento de Comunidades Autónomas, su organización interna y 
competencias. Todo ello quedaba, como en la ocasión republicana 
que sirvió de modelo, remitido a la autodeterminación interna de cada 
uno de los territorios interesados, que se haría efectiva en un proceso 
inspirado en lo que inmediatamente empezó a denominarse el princi-
pio dispositivo en materia de autonomías.

El seguidismo en relación con el modelo de 1931 traería consigo 
muy diversas consecuencias: no hubo, como en aquella ocasión histó-
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rica, un debate a fondo sobre la titularidad de la soberanía, ni sobre la 
forma federal o regional del Estado, ni sobre los límites al poder de 
decisión de las Comunidades Autónomas que, aun respetando las 
reglas establecidas en la Constitución, afectaban, al disponer sobre su 
propia organización y competencias, a la propia posición institucional 
del Estado en el conjunto del sistema. Esta debilidad de la regulación 
constitucional se hizo visible a partir de 1979, cuando se elaboraron los 
primeros Estatutos de Autonomía (la autodisposición, singular y uni-
versalizada, generó una especie de pánico a la diversidad, que pro-
vocó que el Gobierno y el principal partido político de la oposición 
celebraran, ya en 1981, unos pactos destinados a corregir la supuesta 
ingobernabilidad del Estado a que podría conducir la utilización del 
principio dispositivo. Se aludirá más adelante a este proceso), pero se 
manifestó de un modo mucho más rotundo con ocasión de las prime-
ras reformas importantes de los Estatutos vasco (fracasada en 2004) y 
catalán (ejecutada en 2006), porque, entonces, el uso del principio 
dispositivo puso en crisis el propio texto de la Constitución y su capa-
cidad reguladora del conjunto del sistema. Estos Estatutos, por lo que 
ahora interesa, afectaban esencialmente a muchas instituciones y com-
petencias del Estado, de modo directo o indirecto, al disponer las 
Comunidades Autónomas, reformando sus Estatutos, sobre la organi-
zación y competencias propias. Lo cual, perpetrado diecisiete veces, 
tantas como Comunidades Autónomas se habían constituido, daba al 
compendio de poderes del Estado mucha inestabilidad, y a los ciuda-
danos una inseguridad jurídica inquietante.

Estudiaremos en las páginas siguientes algunos de los problemas 
clásicos que es necesario abordar inesquivablemente en un estudio 
sobre la organización territorial de un Estado: en primer lugar, si la 
soberanía se ha mantenido unificada y atribuida al Estado o se ha frag-
mentado o dividido en cualquier medida; vincularemos a este análisis 
la cuestión de calificar la forma de Estado que ha diseñado la Consti-
tución de 1978. En segundo lugar, estudiaremos cuál es el alcance de 
la desconstitucionalización del mapa autonómico español y otros ras-
gos esenciales de la regulación contenida en el Título VIII de la Consti-
tución; nos referiremos especialmente al equilibrio entre los principios 
de unidad y autonomía, y las garantías dispensadas en la Constitución 
para la preservación de uno y otro.

En apartados sucesivos desarrollaremos paulatinamente estos aná-
lisis a partir de la consideración de si el uniformismo, que ha caracte-
rizado la primera etapa de desarrollo del modelo autonómico español 
(que puede enmarcarse en los años transcurridos desde la aproba-
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ción, en 1979, del Estatuto de Cataluña, y su reforma en 2006), puede 
matizarse para reconocer los hechos diferenciales, o derechos privati-
vos, de algunos territorios españoles, cuando sean compatibles con la 
Constitución.

2.  LA CUESTIÓN DE LA FORMA DE ESTADO

La Constitución de 1931, a la vista del manifiesto desacuerdo entre 
los constituyentes sobre la inconveniencia de utilizar el calificativo 
«federal» para determinar la forma de Estado, inventó un concepto 
nuevo, «Estado integral», que acogió su artículo 1: «La República cons-
tituye un Estado integral, compatible con la autonomía de los munici-
pios y regiones».

La Constitución de 1978 ni emplea el concepto «federal», ni el de 
«Estado unitario descentralizado», ni el de «Estado regional» ni el de 
«Estado integral». Simplemente guarda silencio sobre dicho extremo. 
El mismo pesado e inconveniente silencio que planea sobre el articu-
lado de la Constitución en punto a la concreción del nombre y delimi-
tación de las Comunidades Autónomas que integran el Estado.

La utilización de un concepto concreto, entre los indicados, para 
designar la forma de Estado, no nos parece, sin embargo, una cuestión 
decisiva. Realmente, muchas Constituciones emplean cualquiera de 
dichas denominaciones que, cuando se encuentran repetidas en otras, 
se ve que no tienen igual significado jurídico, dependiendo del régi-
men con que funcionen las instituciones y, sobre todo, las relaciones 
de los territorios con el poder central. Ni son iguales todos los regio-
nalismos del mundo, ni lo son tampoco las federaciones, que siguen 
constituyendo la forma de agrupación política de organizaciones terri-
toriales autónomas con más prestigio. Incluso un mismo sistema fede-
ral, como ha probado A. la Pérgola, se transforma y evoluciona a lo 
largo del tiempo de manera que, al cabo de los años, adopta caracte-
rísticas que no reconocerían sus fundadores. La polémica histórica 
entre los propios padres fundadores de la Federación norteamericana, 
entre los defensores de las corrientes confederales (proestatalistas), y 
los federalistas (centralistas), son un ejemplo que aún se mantiene 
vivo. La evolución desde las concepciones del federalismo dual hasta 
el federalismo cooperativo, federalismo procedimental, federalismo 
competitivo, y otras inclinaciones que los modernos Estados comple-
jos manifiestan a lo largo del tiempo, son también algunas evidencias 
de lo que decimos.
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A los efectos de nuestro análisis, quizá lo más importante sea cons-
tatar que la evolución de las concepciones sobre el modelo de Estado 
ha seguido un curioso periplo: hubo un tiempo en el que el federa-
lismo fue una solución rechazada por los partidos nacionalistas y por 
los autonomistas más destacados de los territorios periféricos del 
Estado, precisamente, por su componente igualitaria. Para no caer en 
la trampa de la igualdad, se entró en el terreno de la ambigüedad, 
eligiendo un modelo de Estado de características constitucionales 
indefinidas. Más tarde, con el tiempo y la experiencia, incluso los más 
reacios a la aplicación de modelos federales han advertido que, en la 
práctica, la Constitución de 1978 ha llevado a una densa y evidente 
uniformidad de poder de todos los territorios que integran el Estado. 
Hecha esta observación, la fase siguiente (subrayada por la traducción 
de Pernthaler, los estudios coordinados por M. A. Aparicio, y por 
E.  Fossas y F. Requejo) ha consistido en verificar que, aun siendo la 
igualdad una característica dominante en los federalismos, se conocen 
aplicaciones del modelo que incluyen el reconocimiento de hechos 
diferenciales (E. Aja, F. López Aguilar, J. García Roca). Aunque su apli-
cación al Estado español haya planteado enseguida el problema de la 
identificación de los hechos diferenciales que han sido, o pueden ser 
en el futuro, respetados por la Constitución.

La posibilidad de, aun partiendo del silencio de la Constitución, cali-
ficar al Estado compuesto español de «federal», tendría que hacerse 
depender, según la doctrina clásica del federalismo que suele invo-
carse, de que las Comunidades pudieran considerarse entidades esta-
tales o fragmentos de tales (G. Jellinek y, bajo su influencia, M. Herrero 
de Miñón), a las que reconocer alguna parcela de soberanía. La sobera-
nía radica en la Federación, según la posición más clásica, pero los Esta-
dos miembros ejercen también algún fragmento de ella al dotarse de 
sus propias Constituciones cuya validez depende de una última con-
frontación con la Constitución federal. En esto se diferenciarían las 
federaciones de las confederaciones, en las que la organización super-
puesta a los Estados no implica la pérdida de la soberanía, que sigue 
residenciada en estos. Todas estas formulaciones teóricas resisten muy 
poco, sin embargo, su comparación con modelos federales concretos. 
Esta observación ha sido hecha de muchas maneras. Por Jellinek, por 
ejemplo, cuando advirtió que «la soberanía no es una categoría abso-
luta, sino una categoría histórica». Por Kelsen cuando se expresó contra 
el abuso de la noción de «soberanía», y también cuando explicó, afron-
tando algunas nociones clásicas de la teoría inicial del federalismo, que 
no hay una diferencia esencial entre la posición de los miembros de las 
federaciones y de otras colectividades territoriales que forman parte 
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del Estado. En todos los casos se está en presencia de variantes de un 
fenómeno organizativo que tiene una explicación unívoca: la organiza-
ción descentralizada del Estado. Dependiendo de la mayor o menor 
intensidad de la descentralización, estaremos ante un supuesto federal 
o no; el Estado federal no es, por consiguiente, sino una expresión his-
tórica concreta de uno de los grados posibles que la descentralización 
puede tener. Este nivel de descentralización supone el reconocimiento 
de una dualidad de ordenamientos que, en todo caso, tiene su origen 
y única fundamentación en la Constitución del Estado.

García Pelayo hizo, en su día, un recorrido por las corrientes doctri-
nales que han tratado de la adjudicación o compartimentación de la 
soberanía en el caso de los Estados federales, para ilustrar de la diver-
sidad de opiniones: corresponde exclusivamente a la Federación 
(Jorn); existe una participación de los Estados en la soberanía (Laband); 
concurren tres entidades soberanas (Nawiasky). Variedad de criterio 
que ha dado lugar a reducir el empleo del concepto de soberanía para 
calificar, o no, un sistema como federal. Lo común es atenerse a las 
calificaciones formales que aparecen en los textos constitucionales.

En los complejos sistemas políticos europeos, a los que se ha super-
puesto una estructura supranacional (la Unión Europea) a la que se ha 
desplazado, inequívocamente, una parte de la soberanía de los Esta-
dos, es evidente que el concepto de soberanía no puede utilizarse en 
el sentido unitario e irresistible que sirvió para formar el concepto en 
los albores filosóficos del Estado absoluto. Pretender que hoy la sobe-
ranía sigue siendo, como la definió J. Bodin, un poder unitario e indivi-
sible, no sometido a leyes, tiene poca utilidad y no se corresponde con 
el régimen real de ejercicio del poder en Europa, ni en el ámbito supra-
nacional ni en el interno de los Estados. El poder soberano e irresisti-
ble del Estado, si es que subsiste, no podría ejercerse para adoptar 
decisiones, incluso de rango constitucional, que se opusieran a lo esta-
blecido en los Tratados fundacionales europeos (sin perjuicio, desde 
luego, del derecho final de secesión que corresponde a los Estados en 
los sistemas confederales), ni para modificar unilateralmente, abando-
nando el pacto constitucional establecido, el modelo organizativo 
interno.

3.  NACIONALIDADES Y SOBERANÍA

La cuestión de la soberanía ha resurgido en nuestro sistema político 
por otra vía más insospechada y diferente del clásico debate sobre el 
modelo de Estado. Ha venido, en concreto, del reconocimiento de un 
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concepto nuevo en nuestra historia constitucional como es el de 
«nacionalidad». Si bien el artículo 1.2 de la Constitución afirma que «La 
soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los 
poderes del Estado», el artículo 2 indica que «La Constitución se fun-
damenta en la indisoluble unidad de la nación española, patria común 
e indivisible de todos los españoles, y reconoce y garantiza el derecho 
a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la integran y la 
solidaridad entre todas ellas».

Aunque el párrafo 2 del artículo 1 no es ambiguo, la aplicación de 
un concepto derivado del de nación, a territorios integrados en el 
Estado, ha permitido que se suscite la cuestión de si los poderes que 
ostentan derivan estrictamente de la Constitución o son un legado de 
su propia historia como naciones diferenciadas, a las que correspon-
den poderes soberanos.

Con ocasión de las reformas estatutarias desarrolladas a partir 
de 2006, el problema se ha elevado de tono al incluir el Estatuto cata-
lán, en el preámbulo, la atribución directa a Cataluña de la condición de 
«nación», superando el más antiguo y polivalente de «nacionalidad».

La cuestión de saber si los poderes que ostentan las Comunidades 
Autónomas, o algunas de ellas, las calificables como nacionalidades 
(no están explicadas en parte alguna cuáles son las características que 
tiene que reunir un territorio para alcanzar dicha categoría, pero en los 
Estatutos de Autonomía, incluso de regiones integradas tradicional-
mente en Castilla, ha empezado a aparecer también el concepto de 
«nacionalidad»), es, naturalmente, muy importante, para determinar el 
contenido y los límites de la autonomía: si se constriñe a lo habilitado 
en el marco constitucional, o existe alguna posibilidad de extensión a 
derechos, privilegios o particularismos actualizados al margen de lo 
que la Constitución permita.

En el constitucionalismo decimonónico la soberanía se atribuye a la 
nación, un concepto nuevo, que desarrolla el racionalismo iusnatura-
lista y los filósofos ilustrados (estudiamos la evolución de estas ideas 
en el volumen II de esta obra).

La concepción francesa de la soberanía nacional es la que se asume 
en España y se utiliza en el primer proceso constituyente que conclui-
ría en Cádiz en 1812. Antes de ese año era visible que se estaba entro-
nizando un nuevo soberano, revestido de las mismas dignidades y 
dotado de los mismos atributos que tuvo el monarca absoluto en el 
período histórico inmediatamente anterior. El poder dispositivo 
máximo, el de hacer las leyes, lo asumen las Cortes mediante el 
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Decreto I de 24 de septiembre de 1810. Se reservaban «el ejercicio del 
poder legislativo en toda su extensión». La consideración de que dicho 
poder era equiparable en dignidad a la que se había reconocido histó-
ricamente al monarca, tendrá una expresión simbólica en un Decreto 
del día siguiente, que decidió que las Cortes de la Nación deberían 
recibir en lo sucesivo el tratamiento de «Majestad»; de este modo, 
cuando se sancionaran las leyes por las Cortes, quedaría entendido 
que lo habían sido por «Su Majestad», el poder titular de la soberanía 
nacional, las Cortes Generales y Extraordinarias.

La concentración del poder constituyente y soberano en la nación 
quedará explicada con la adecuada dedicación en el Discurso Preli-
minar de la Constitución de 1812, que, en este punto, decía: «La 
soberanía de la nación está reconocida y proclamada del modo más 
auténtico y solemne en las leyes fundamentales de este Código... 
Mandan expresamente que las leyes se hagan por los representantes 
de la Nación juntamente con el rey; que el monarca y todos los súb-
ditos sin distinción de clase y dignidad guarden las leyes; que el rey 
no tome por fuerza de nadie cosa alguna y si lo hiciera que se la res-
tituya. ¿Quién a la vista de tan solemnes, tan claras, tan terminantes 
disposiciones podrá resistirse todavía a reconocer como principio 
innegable que la autoridad soberana está originaria y esencialmente 
radicada en la Nación?». En correspondencia con el énfasis del Dis-
curso Preliminar, el artículo 3.º del texto constitucional establecía 
que «La soberanía reside esencialmente en la Nación y por lo mismo 
pertenece a esta exclusivamente el derecho a establecer sus leyes 
fundamentales».

Las Constituciones democráticas ulteriores también depositan, en 
España, la soberanía en la nación. El Dictamen de la Comisión que 
interviene en la elaboración de la Constitución de 1837 es muy expre-
sivo respecto de la significación de tal principio: «El poder absoluto, 
cualquiera que sea la máscara con la que se encuentre, puede oprimir 
más o menos tiempo a las naciones, pero jamás despojarlas de aquel 
derecho inherente a su existencia, indispensable a su conservación, el 
de constituirse del modo que mejor les convenga. El que este princi-
pio haya sido desconocido en tantas épocas y regiones no le quita 
nada de su verdad y de su importancia pero hace doblemente necesa-
rio el que se consagre con toda solemnidad y se ponga en contraposi-
ción con cualquier otro que establezca fuera de la Nación el origen de 
todos los poderes».

Sin embargo, tanto en Francia como en España la radicación de la 
soberanía en la nación flaqueará durante largos períodos de tiempo en 
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el siglo xix. La fundamental rectificación consistirá, bien en un retorno 
de la soberanía al monarca absoluto, bien en su atribución simultánea 
al monarca y a la sociedad civil en quienes se depositan las decisiones 
constituyentes fundamentales, que han de acordarse mediante pac-
tos. La revisión más radical de la doctrina de la soberanía nacional es 
la que se hace efectiva, en Francia, al término de las guerras napoleó-
nicas. La Carta Constitucional de 1814 recupera para el monarca el 
poder constituyente. La propia Carta citada expresa el cambio con 
claridad: «Nosotros, voluntariamente y por el libre ejercicio de nuestra 
autoridad real, hemos acordado y acordamos hacer concesión y otor-
gamiento a nuestros súbditos, tanto por nosotros como por nuestros 
sucesores y para siempre la Carta Constitucional que sigue...».

En España las Constituciones decimonónicas que gozarán de un 
mayor período de vigencia, la de 1845 y la de 1876, se instrumentaron 
también como documentos pactados entre el monarca y las Cortes (el 
Dictamen elaborado sobre la reforma de la Constitución de 1837, en 
vísperas de la aprobación de la de 1845, expresaba dicha idea pactista 
del siguiente modo: «Las Cortes con el Rey son la fuente de todas las 
cosas legítimas; su potestad alcanza a todo...»). La Constitución dejará 
de ser, en el marco de esta nueva concepción doctrinaria, el simple 
fruto de la autodisposición del pueblo sobre la organización del 
Estado, para transformarse en un documento pactado entre el monarca 
y los representantes del pueblo. Pero la primera ideología, que sitúa la 
soberanía plena en la nación, dominará en todos los períodos demo-
cráticos, y será la única a la que se le reconozca prestigio suficiente 
para perdurar y consolidarse en el constitucionalismo actual. Reapare-
cerá con fuerza en todos los períodos de vigencia de la Constitución 
de 1812, y también con las Constituciones de 1837 y 1869 y, ya en el 
siglo xx, en la de 1931.

La línea de continuidad seguida por las Constituciones decimonóni-
cas quebró en la Constitución de la II República. Aunque el Antepro-
yecto que elaboró la Comisión Jurídica Asesora utilizó la expresión 
indicada, el concepto fue objeto de un serio debate que concluyó con 
la redacción final del artículo 1.º que atribuía la soberanía al «pueblo». 
Jiménez de Asúa advirtió que habían evitado específicamente el con-
cepto «nación» porque resultaba bastante más ambiguo y discutible 
que el de «pueblo».

La verdad es que durante el período republicano indicado se evitó 
abiertamente utilizar el concepto «nación española». Se prefirió el 
empleo de la palabra «España» indicando que era «una república 
democrática cuyos poderes emanan del pueblo». La evitación de la 
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expresión «nación española» sustituyéndola por la de «España», fue 
criticada por quienes vieron entonces una elusión favorable al catala-
nismo. Se trataba de reflejar en este cambio que la nación española no 
era la única entidad capaz de agrupar los sentimientos nacionales que 
existían en los pueblos de España.

Los partidos de izquierdas y los nacionalistas mantuvieron estas 
mismas posturas, procedentes en directo de la II República, durante la 
«Transición». Por ejemplo, el Manifiesto Programa del Partido Comu-
nista de 1975 propugnó «la libre unión de todos los pueblos de España 
en una república federal», declarando «el carácter multinacional del 
Estado español y el derecho de autodeterminación para Cataluña, 
Euskadi y Galicia garantizando el ejercicio efectivo de este derecho». 
Por su parte, en los congresos del PSOE de 1974 y 1976 se aprobaron 
resoluciones sobre nacionalidades, en las que se pueden encontrar 
declaraciones como las siguientes: «El PSOE se pronuncia por la Cons-
titución de una República Federal de las nacionalidades que integran 
el Estado español... La definitiva solución del problema de las naciona-
lidades que integran el Estado español parte indefectiblemente del 
pleno reconocimiento del derecho de autodeterminación de las mis-
mas, que comporta la facultad de que cada nacionalidad pueda deter-
minar libremente las relaciones que va a mantener con el resto de los 
pueblos que integran el Estado español» (Resolución de 1974). En 1976 
insistiría el PSOE: «España es una realidad configurada por una plura-
lidad de nacionalidades y regiones que hoy integran el Estado espa-
ñol... En esta línea, el Partido Socialista propugnará el ejercicio libre 
del derecho de autodeterminación por la totalidad de las nacionalida-
des y regionalidades (sic) que compondrán en pie de igualdad el 
Estado Federal que preconizamos».

En ninguna parte hablaban estos textos de «nación española», 
empleando, en cambio, los términos «Estado español» o «España», 
con lo que se trató de evitar el tenor exclusivista y unitario del con-
cepto de «nación española», lo cual posibilitaría apelar a las nacionali-
dades para fundamentar sobre ellas la Constitución. Al mismo tiempo 
se estableció, en dichos textos, una equiparación o sinonimia entre 
nacionalidad y nación.

La influencia de estas ideas sobre el texto constitucional está refle-
jada en su artículo 2.º La primera versión conocida del precepto se 
produjo con ocasión de la filtración a la prensa del Anteproyecto que 
estaba elaborando la Ponencia Constitucional. Decía el indicado 
artículo que «La Constitución reconoce y la Monarquía garantiza el 
derecho a la autonomía de las diferentes nacionalidades y regiones 
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que integran España, la unidad del Estado y la solidaridad entre sus 
pueblos». La aparición de la expresión «nacionalidades» fue objeto de 
gran oposición y alboroto, tanto entre los ponentes constitucionales y 
la clase política (M. Fraga habló entonces de que la noción recordaba 
el «principio de las nacionalidades», suponía el reconocimiento de la 
autodeterminación e implicaba discriminación respecto de las demás 
regiones), como de algunos intelectuales, como J. Marías, que se 
empeñó mucho en desautorizar la «caprichosa e inaceptable inclusión 
de tal concepto». El Anteproyecto de Constitución que se publicó el 
5 de enero de 1978 modificó la redacción del precepto de referencia, 
haciendo desaparecer la mención a la monarquía como garante. La 
Constitución también deja de ser el soporte de la unidad del Estado y 
se concibe como una norma fundamentada en tal unidad. Decía el 
precepto: «La Constitución se fundamenta en la unidad de España y la 
solidaridad entre sus pueblos y reconoce el derecho a la autonomía de 
las nacionalidades y regiones que la integran». Por tanto, persiste la 
utilización del concepto «nacionalidad», que, como ya hemos indi-
cado, coincide con las pretensiones que los partidos políticos de 
izquierdas y los nacionalistas habían expresado ya durante la Transi-
ción. Incluso el órgano unitario de oposición, Coordinación Democrá-
tica, que se encargó de negociar con el Gobierno Suárez las bases del 
tránsito a la democracia, también había exigido el reconocimiento de 
varias nacionalidades en España.

Contra la idea de «nacionalidad» se mantuvo un voto particular de 
M. Fraga, que proponía la supresión de la expresión y su sustitución 
por la de «región autónoma» que, decía, era el único que había figu-
rado en la Constitución de 1931, y que le parecía al enmendante sufi-
ciente para describir la base geográfica e histórica de las autonomías. 
La palabra «nacionalidades» era considerada equívoca. «No puede 
aceptarse más que una nación, España, ni más que una nacionalidad, 
la española». Pero toda la izquierda en general, y la derecha naciona-
lista, insistieron en la inclusión del término, oponiéndose a las enmien-
das que sucesivamente propusieron su sustitución, provenientes o de 
diputados de Alianza Popular o de algunos regionalistas independien-
tes. En UCD, partido que podía haber opinado decisivamente sobre 
esta cuestión, había posiciones diversas como era propio de un par-
tido formado rápidamente y en aluvión y que carecía de una disciplina 
interna verdadera. Como ha resumido Bastida, los argumentos que se 
esgrimen contra la inclusión de la voz «nacionalidad» fueron tres: pri-
mero, era un elemento distorsionante en las relaciones internas con el 
resto de las Comunidades que no adquirieran tal estatus, creándose 
discriminación entre ellas; segundo, no existían precedentes en nues-
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tra tradición, por lo que no podía contarse con una definición clara de 
su significado; tercero, tenía turbulentas resonancias históricas.

En las enmiendas presentadas al proyecto por parte del Partido 
Socialista y de la Minoría Catalana, se pretendió, como diría G. Peces-
Barba, colocar «en el mismo plano las ideas de unidad, solidaridad y 
autonomía». La enmienda de Minoría Catalana insistió en que «La tri-
logía de la unidad de España, la solidaridad entre sus pueblos y el 
derecho de autonomía, constituyen una auténtica fundamentación de 
la Constitución y de toda la estructura del ordenamiento jurídico insti-
tucional del Estado». Se trataba de compaginar la unidad de España 
con la existencia de otras entidades nacionales. Esta era la posición 
más general, con la excepción de Alianza Popular y el sector fran-
quista. Las pretensiones que conllevaba la utilización del término 
«nacionalidad» conducían al reconocimiento del carácter nacional de 
aquellas partes del territorio donde existían demandas nacionalistas. 
No era el simple reflejo de una especificidad cultural, sino que tenía 
una evidente connotación política. De nuevo la elusión del concepto 
«nación española», utilizando a cambio la palabra «España», se enca-
mina a la identificación del concepto «España» con el de «Estado», de 
modo que los pueblos y nacionalidades serían los elementos propia-
mente nacionales que confluyen en una formación jurídica común.

Las disputas entre grupos políticos estaban estancadas, conside-
rando la ambigüedad con que se había manifestado hasta entonces la 
decisiva UCD. Cuando ya parecía que no se llegaría a ningún arreglo, el 
presidente de la Comisión recibió un papel escrito a mano, procedente 
de la Moncloa, en el que se proponía una nueva redacción del artículo 2. 
Decía tal propuesta lo siguiente: «La Constitución se fundamenta en la 
unidad de España como patria común e indivisible de todos los españo-
les y reconoce el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regio-
nes que integran la indisoluble unidad de la nación española». Parece 
que el texto hubiera sido consensuado con los altos mandos militares, lo 
que tiene reflejo en el ritmo marcial de la redacción del precepto. A 
partir de este texto cambia radicalmente la orientación del fundamental 
artículo 2.º, porque el derecho de autonomía pasa a ser algo que se 
reconoce por la Constitución, aparece el concepto «nación española» 
como fundante del orden constitucional, y se procura que el concepto 
de «nacionalidad», originariamente identificado con el de «nación», se 
haga equivalente a la noción de «pueblo» y, desde luego, se le priva de 
todo carácter fundamentador del derecho a la autonomía.

Las versiones sucesivas del texto ya se atienen, más o menos, a la 
redacción sostenida en la nota extraparlamentaria y tanto la izquierda 
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como los nacionalistas abandonaron las propuestas que hasta enton-
ces habían defendido con empeño.

La redacción final, conseguida en ese ambiente de consenso y 
oscuridad que caracterizó la elaboración de algunos pasajes esencia-
les de la Constitución, fue la que aprobó la Comisión y se publicó en el 
Boletín Oficial de las Cortes el 1 de julio de 1978, que decía «La Cons-
titución se fundamenta en la indisoluble unidad de la nación española, 
patria común e indivisible de todos los españoles, y reconoce y garan-
tiza el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la 
integran y la solidaridad entre ellas». El texto, sin variaciones, es el que 
figura finalmente en la Constitución.

El cambio esencial fue la incorporación de un elemento conceptual 
que se había evitado en el debate, como también en las Constituyen-
tes de la II República: la nación española. Aunque el reconocimiento 
del carácter multinacional de España figuraba entre los argumentos 
consensuados por los grupos políticos durante la transición, al final 
terminó acogiéndose también el concepto de nación española para 
que quedara claro que España en su conjunto es una nación, como, 
por otra parte, había propuesto que se dijera expresamente algún teó-
rico de prestigio, como M. García Pelayo, en una entrevista publicada 
el 1 de febrero de 1978.

Cuando la Constitución alude al sujeto constituyente, se refiere en 
el preámbulo a la «nación española», a la que imputa el deseo de esta-
blecer, «en uso de su soberanía», los valores y garantías que la Consti-
tución impone. Esta formulación es la más concordante con la utilizada 
en otras Constituciones históricas: la nación española como soberana. 
En el artículo 1, sin embargo, se usa el concepto de España como 
sujeto constituyente, y también, en el párrafo 2.º, se hace residir la 
soberanía nacional en el pueblo español. Con lo cual se completa el 
empleo de una trilogía de sujetos fundantes: «nación española», 
«España», «pueblo español». La posición, en este marco constitucio-
nal, de las nacionalidades y regiones es la mencionada en el artículo 2, 
ya comentado: son reconocidas y garantizadas a partir de la Constitu-
ción, pero ni esta se apoya en aquellas ni se considera que las naciona-
lidades tengan ningún residuo de poder constituyente. La nación 
española es única y la soberanía nacional también es indivisible, como 
han dicho con énfasis las SSTC de 12 de diciembre de 2007 y de 8 de 
septiembre de 2008.

Ninguna de estas referencias normativas ha cambiado desde 1978. 
Sin embargo, el Estatuto catalán de 2006 ha incorporado algunos con-



104	 viii.  la organización territorial del estado i

199.
La nación catalana 

en el Estatuto  
de 2006.

200.
Nacionalidades no 

soberanas.

ceptos que han alarmado mucho al plantearse su encaje en la Consti-
tución. El que más, entre todos ellos, la afirmación de que Cataluña es 
una nación.

El texto aprobado por el Parlamento de Cataluña el 30 de septiem-
bre de 2005 manejaba aquel concepto dos veces al principio: en el 
artículo 1.1 («Cataluña es una nación») y en el artículo 5 («El autogo-
bierno de Cataluña como nación se fundamenta en los derechos histó-
ricos del pueblo catalán...»). En el texto finalmente aprobado estas 
indicaciones han desaparecido, sustituyéndose por las siguiente refe-
rencia en el Preámbulo: «El Parlamento de Cataluña, recogiendo el 
sentimiento y la voluntad de la ciudadanía de Cataluña, ha definido de 
forma ampliamente mayoritaria a Cataluña como nación. La Constitu-
ción Española, en su artículo segundo, reconoce la realidad nacional 
de Cataluña como nacionalidad».

La traslación de la afirmación nacional de Cataluña del cuerpo dis-
positivo del Estatuto al Preámbulo, generó en su momento un debate, 
sustentado en los medios de comunicación, aunque con participación 
de juristas reconocidos, acerca de si dicha afirmación tiene sustancia 
normativa o era, por su ubicación, trascendente y suponía un recono-
cimiento de la naturaleza nacional de Cataluña.

La cuestión principal a resolver es si la utilización del concepto 
nación aplicada a Cataluña, acompañada de la apelación a sus dere-
chos históricos, o de la referencia a que el poder de la Generalitat pro-
cede del pueblo, indican el reconocimiento de un poder soberano que 
es el que se ejercita al formular y aprobar el Estatuto de Autonomía.

El empleo de la palabra nación en el Estatuto de Cataluña no signi-
fica nada de esto. Realmente, nadie ha pretendido tampoco que la 
expresión nacionalidad que, como ya se ha visto, en las primeras ver-
siones del artículo 2 de la Constitución, era equivalente al de nación, 
suponga el reconocimiento de soberanía a ningún territorio.

La significación de los conceptos constitucionales no debe hacerse 
partiendo de criterios extraconstitucionales, sino de su interpretación 
conforme a los principios de la propia Constitución y del contexto nor-
mativo en el que son utilizados. En este sentido, aunque sea cierto que 
muchas naciones han devenido soberanas y también que histórica-
mente se han convertido en Estados, la Constitución actual ni permite 
esta transformación (mientras el Estado español, al menos, tenga la 
configuración territorial que actualmente tiene) ni permite deducir que 
el concepto nación lleve incluido el reconocimiento de poder origina-
rio y soberano, ni siquiera limitado. El concepto se utiliza, por tanto, en 
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el sentido de afirmar la identidad histórica, lingüística y cultural de los 
pueblos a los que se aplica, que es indiscutible en el caso de Cataluña.

Siendo este el régimen constitucional, el poder estatuyente solo 
puede ser considerado como un poder derivado, limitado y sometido 
a la Constitución.

El Tribunal Constitucional ha tenido oportunidades especiales de 
establecer una interpretación definitiva de la Constitución, con oca-
sión de resolver la impugnación de determinados preceptos del Esta-
tuto de Cataluña de 2006 y también de pronunciarse sobre «el dere-
cho a decidir» de Cataluña como Nación.

El Preámbulo del Estatuto mencionado incluye párrafos con el 
siguiente tenor literal: «El autogobierno de Cataluña se fundamenta 
en la Constitución así como en los derechos del pueblo catalán que, en 
el marco de aquella, dan origen en este Estatuto al reconocimiento de 
una posición singular de la Generalitat». Y también: «El Parlamento 
de Cataluña, recogiendo el sentimiento y la voluntad de la ciudadanía de 
Cataluña, han definido de forma ampliamente mayoritaria a Cataluña 
como Nación. La Constitución española en su artículo 2, reconoce la 
realidad nacional de Cataluña como nacionalidad».

El recurso de inconstitucionalidad planteado contra el Estatuto 
comprendía  estos párrafos del Estatuto por considerarlo incompati-
bles con la Constitución, ya que consideraron los recurrentes que 
categorías como «derechos históricos», «nación» o «ciudadanía», no 
tienen en Cataluña una singularidad específica que permitan diferen-
ciarlas de manera que al usarlas se pretende reconocer o declarar 
derechos de carácter soberano a unidades territoriales distintas del 
Estado. El Tribunal Constitucional, aun considerando que el Estatuto 
tiene como único fundamento jurídico la Constitución española, con-
cluyó en su Sentencia 31/2010 que dichos párrafos del Preámbulo no 
contienen una prescripción normativa específica y tampoco subvierten 
los principios concernientes a la soberanía del Estado y ciudadanía 
española única, sobre los que la Constitución se afirma. El Tribunal 
llevó a cabo una interpretación conforme a la Constitución del Esta-
tuto de Autonomía para salvar la utilización estatutaria de los concep-
tos indicados y otros conexos recogidos en los artículos 2.4, 3.1, 5, 6, 
7, 8 y 11 del Estatuto.

Más decidida y tajante fue la oposición del Tribunal Constitucional 
cuando tuvo que opinar sobre la legitimidad constitucional de la con-
vocatoria por la Generalitat de Cataluña de un referéndum sobre el 
mantenimiento de Cataluña en el Estado o su constitución en Estado 
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independiente. El referéndum se convocó solemnemente para el 9 de 
noviembre de 2014; la convocatoria fue impugnada por el Gobierno 
ante el Tribunal Constitucional y quedó suspendida. Posteriormente el 
Tribunal declaró nulas tanto la consulta convocada como la regulación 
legal catalana que pretendía dar cobertura a consultas populares de 
ese tipo convocadas por la Generalitat (SSTC 25 de febrero de 2015).

Establecido todo lo cual, es preciso, sin embargo, reconocer que el 
poder estatutario, una vez ejercido, completa, en el sentido que veni-
mos indicando, las determinaciones de la Constitución. Esto significa 
que el poder constituyente originario acepta una fragmentación, al 
entregar parte de las regulaciones que le competen a un poder subor-
dinado. Bien es cierto que como el poder soberano es irresistible, 
siempre podría recuperar esa fragmentación y reintegrarla a la plena 
unidad e indivisibilidad. Sin embargo, aunque pudiera hacerlo en 
buena teoría, resulta difícil que lo haga, ya que la desarticulación del 
sistema de autonomías, mediante decisiones constituyentes revocato-
rias de lo establecido en los Estatutos, supone una revolución política 
y jurídica de enorme envergadura. Por esta razón, los procesos estatu-
yentes no solo suponen una fragmentación voluntaria del poder cons-
tituyente, sino que implican también una autolimitación del mismo.

Este tipo de restricciones al poder constituyente no son, desde 
luego, desconocidas en la teoría constitucional. Su planteamiento más 
clásico es el relativo a la justificación de las limitaciones que se impo-
nen al poder de reforma constitucional. Algunos preceptos de Consti-
tuciones vigentes, como el artículo 79.3 de la Ley Fundamental de 
Bonn o el artículo 139 de la Constitución italiana, establecen cláusulas 
de irreformabilidad o intangibilidad que protegen de la reforma algu-
nos contenidos normativos de la Constitución. Las cláusulas de irrefor-
mabilidad suscitan el problema que certeramente resumió Burckhardt 
en la siguiente proposición: «¿Puede una Constitución prescribir, obli-
gando en Derecho, cómo puede ser cambiada?». La respuesta bien 
conocida es que así como no puede oponerse ningún freno al poder 
constituyente, que actúa como poder político, sí pueden establecerse 
limitaciones al poder de reforma, que opera en el marco jurídico esta-
blecido por la propia Constitución y, por tanto, sometido al Derecho.

Pero incluso esta configuración del poder constituyente como irre-
sistible e ilimitado, se pone en cuestión cuando han de ejercerse en el 
marco de organizaciones políticas complejas, como son los Estados 
federales o también en organizaciones supranacionales como la Unión 
Europea. En el sentido de que aunque el poder soberano siga radi-
cando en el pueblo, y pueda imponerse eliminando cualquier situación 
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establecida y sustituyéndola, la propia pervivencia de aquellas organi-
zaciones complejas supone una cierta fragmentación y autolimitación 
del poder constituyente.

Una referencia a las consecuencias de la integración europea per-
mitirá explicar mejor el alcance del problema.

El proceso de integración europea ha exigido a los Estados aceptar, 
en algún grado, la compartición de la propia soberanía, y con ella tam-
bién la limitación y fragmentación del poder constituyente. La limita-
ción se constata en el hecho de que si el poder constituyente se ejer-
ciera actualmente, el contenido de sus decisiones tendría que ajustarse 
a las exigencias que impone la condición de Estado miembro. Tendría 
que observar el poder constituyente los principios del Derecho de la 
Unión y sus regulaciones fundamentales que no pueden ser afectadas 
por uno solo de los Estados miembros. Por otro lado, la fragmentación 
del poder constituyente se observa también si se considera que el 
contenido de la Constitución no es ya solamente el que se consigna 
dentro de las paredes del texto constitucional formal elaborado por el 
Estado, sino que resulta de la suma de los contenidos de la «Constitu-
ción europea» y sus desarrollos, y de la Constitución interna. Del con-
junto de estos poderes constituyentes resulta la Constitución general.

Aunque no se haya producido una sustitución ni tampoco haya 
cambiado el sujeto titular del poder constituyente original, que sigue 
siendo el pueblo, se ha producido una revolucionaria apertura en el 
modo de ejercerlo. Solo para la redacción originaria de la Constitución 
del Estado se emplea el poder constituyente en los términos políticos 
y jurídicos descritos por la doctrina clásica. Una vez aprobada la Cons-
titución, cuando se da plena eficacia a un ordenamiento externo como 
el europeo, el poder constituyente originario queda condicionado por 
las obligaciones contraídas en relación con aquel sistema jurídico 
comunitario. Además, se acepta la compartición con otros Estados del 
poder de transformar el orden constitucional establecido, bien produ-
ciendo nuevas normas de valor constitucional, que transforman la 
Constitución interna, bien reformando las normas superiores del orde-
namiento europeo que complementan la Constitución del Estado. De 
aquí que vayan formándose normas constitucionales siguiendo proce-
dimientos nuevos. Además, la legitimación última de estos procesos 
radica en el consentimiento expresado por el Estado en los términos 
previstos en la Constitución. Pero una vez aceptado el sistema jurídico 
europeo, las transformaciones constitucionales se producen con arre-
glo a una lógica nueva caracterizada por una menor participación en 
su impulso y ratificación de los representantes internos.
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4. � INDETERMINACIÓN DEL MAPA AUTONÓMICO Y 
AUTODISPOSICIÓN DE LAS INSTANCIAS TERRITORIALES 
SOBRE EL CONTENIDO DE LA AUTONOMÍA

En dos aspectos se ha hecho notar, de un modo particularmente 
decisivo, la influencia del consenso que dominó el proceso constitu-
yente de 1978. Los grupos políticos que intervinieron en él aceptaron 
renunciar a sus posiciones más extremas y convenir con los demás un 
texto constitucional de mínimos, suficientemente satisfactorio para 
todas las corrientes políticas, aunque tuvieran que renunciar a algunas 
aspiraciones ideológicas. En relación con la ordenación territorial del 
Estado, aquella política de consenso tuvo el efecto de que el constitu-
yente renunció a regular algunos aspectos esenciales del régimen auto-
nómico, remitiendo su concreción a decisiones ulteriores que habrían 
de contenerse en los Estatutos de Autonomía que, sucesivamente, se 
aprobaran. De las iniciativas territoriales, concluidas con la aprobación 
de los Estatutos de Autonomía, dependerían dos cuestiones esenciales 
para la definición de la estructura del Estado: primero, la determina-
ción de cuántas Comunidades Autónomas habrían de constituirse y 
cuál habría de ser la delimitación de su territorio; segunda, la determi-
nación concreta de la organización y competencias que asumirían cada 
una de las Comunidades Autónomas. En relación con ambos elemen-
tos esenciales, la Constitución de 1978 aceptó lo siguiente:

—  No imponer directamente el mapa territorial de España, de 
manera que las Comunidades Autónomas a constituir, y su delimita-
ción, dependiesen de iniciativas territoriales, que, objetivamente, 
podrían dar lugar a que todos los territorios del Estado, mediante 
agrupaciones de las provincias existentes, o incluso comunidades pro-
vinciales aisladas, pudieran acceder a la autonomía política que la 
Constitución ampara. Por tanto, la Constitución renunció a la defini-
ción del mapa de las Comunidades Autónomas.

—  Que la organización interna y las competencias de las Comuni-
dades Autónomas fuera decidida dentro del marco establecido en la 
propia Constitución, por las propias instancias territoriales. De acuerdo 
con el artículo 147 de la norma fundamental, correspondería a los 
Estatutos de Autonomía tanto establecer la organización interna de 
cada una de aquellas entidades como concretar las competencias que 
ejercerían, sin más límite que el de no usurpar las atribuciones asigna-
das directamente al Estado por la Constitución.

En esta opción, remisoria y desregulatoria, fue considerada por 
alguna doctrina como una verdadera «desconstitucionalización» de la 
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organización territorial del Estado (F. Rubio, P. Cruz Villalón, entre 
otros). La afirmación era tal vez exagerada ya que en la Constitución 
siguen estando los principios esenciales de ordenación del sistema 
autonómico, pero es expresiva de las importantes omisiones en que 
incurrió la Constitución de 1978 si se la compara con el pormenor que es 
normal en otras Constituciones contemporáneas.

Estas flagrantes y serias omisiones son las consecuencias lógicas de 
la aceptación, como hemos indicado en apartados anteriores, del 
modelo republicano de autonomías territoriales. Se asumió en aquel 
período histórico el principio de autodeterminación de las nacionalida-
des, abanderadas por la reivindicación de Cataluña (el Estatuto de 
Sau, que sería aprobado en 1932, fue plebiscitado, antes de que se 
aprobase la Constitución de 1931), expresado no como un derecho de 
secesión, sino como la potestad de decidir, en el seno del Estado, 
sobre la forma de integración en el mismo, la organización interna de 
la región y las competencias o poderes que asumía. Tal autodetermi-
nación se configuraría como un poder de autodisposición sobre los 
esenciales extremos indicados. En su caso, la suma de las decisiones 
de cada provincia o agrupación provincial sobre su propio destino 
político, sería la que terminaría configurando el mapa territorial espa-
ñol y la organización y competencias autonómicas. Para dejar un mar-
gen importante a la eficacia de tal poder o principio dispositivo, la 
Constitución tendría que limitarse a establecer las reglas esenciales de 
ordenación del conjunto, el procedimiento a seguir para acceder a la 
autonomía, y las atribuciones e instituciones indisponibles con que 
contaría el Estado. Esta es la razón a que responde la consciente des-
constitucionalización de la organización territorial asumida en 1978.

La libertad de disposición territorial solo quedó restringida por dos 
previsiones constitucionales que la delimitaban. La primera, aplicada 
luego en la práctica con escaso rigor, está en el artículo 143, que exige 
que las provincias que decidían acceder conjuntamente a la autonomía 
tengan «características históricas, culturales y económicas comunes» y 
si la iniciativa autonómica se emprende por una provincia en solitario, 
que no sea insular, se le exige que tenga «entidad regional histórica». 
La segunda limitación viene dada por la posible aplicación de las pre-
visiones del artículo 144 que, por motivos de interés nacional, permite 
que las Cortes complementen o sustituyan la iniciativa autonómica de 
algunos territorios para posibilitar su transformación en Comunidades 
Autónomas. En cualquier caso, en el ámbito delimitado por los pre-
ceptos constitucionales citados, las opciones posibles respecto de la 
conformación del mapa territorial eran aún muy variadas; de aquí que 
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uno de los elementos de perturbación en el desarrollo del Título VIII 
de la Constitución fuese, en la primera época de su vigencia, las difi-
cultades que presentaba componer el paisaje autonómico del país; 
operación entorpecida por intereses políticos contradictorios, por el 
apresuramiento con que se adoptaron algunas soluciones, por los con-
dicionamientos derivados de la etapa preautonómica o, en fin, por el 
retraso de algunas iniciativas locales.

La configuración del mapa autonómico, desde abajo hacia arriba en 
lugar de en el sentido más lógico e inverso —su definición en la Cons-
titución e implantación ulterior—, ha sido considerada como un pro-
blema organizativo serio. La primera denuncia importante procede del 
Informe de la Comisión de Expertos sobre Autonomías a la que el 
Gobierno y el principal grupo de la oposición confiaron la elaboración 
de un informe sobre el desarrollo del Título VIII, que libraría el 19 de 
mayo de 1981. Se dijo en tal Informe, sobre la problemática cuestión 
indicada, lo siguiente: «Precisamente en el influjo predominante que 
las iniciativas territoriales están teniendo en la construcción del Estado 
de las autonomías puede reconocerse buena parte de las dificultades 
que el proceso está representando en la actualidad, pues, ciertamente, 
la fuerza innovadora que la Constitución otorga a aquellas iniciativas 
es muy amplia y, por consiguiente, los resultados de su actualización 
pueden ser muy heterogéneos. Estos resultados, que pudieran no 
haber sido objetables si hubiera sido una pequeña parte de los territo-
rios españoles los que accedieran a la autonomía, son notablemente 
inconvenientes para un proceso autonómico como el nuestro que, 
impulsado por una dinámica política bien conocida, está llegando a 
una generalización hoy ya irreversible».

Merece la pena subrayar la afirmación de fondo que se contiene en 
este párrafo por su trascendencia. Resulta que, a juicio de los autores 
del informe, la excesiva flexibilidad del principio dispositivo planteaba 
problemas sustanciales para la construcción del Estado de las Autono-
mías. También que el juego propio de ese principio podría hacerlo de 
utilidad poco discutible cuando es una pequeña parte de los territorios 
que integran el Estado, pero no cuando las iniciativas autonómicas se 
generalizan, porque entonces puede conducir a una diversidad inma-
nejable en términos organizativos, es decir, a impedir, lisa y llanamente, 
el eficaz funcionamiento del aparato público.

Muchos años después, el Consejo de Ministros acordó, el 4 de 
marzo de 2005, solicitar un informe del Consejo de Estado en Pleno 
sobre la reforma de la Constitución. En la petición de informe se con-
cretaban los extremos a que se refería la consulta, entre los cuales 
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justamente algunos aspectos del Título VIII concernientes a las conse-
cuencias del principio dispositivo en materia de autonomías. La con-
sulta del Gobierno se refiere a estas cuestiones en un apartado en 
relación con la «inclusión de la denominación de las Comunidades 
Autónomas» en la Constitución. En el texto de la consulta se hace 
explícita referencia a la flexibilidad de la concepción constitucional ori-
ginal sobre la estructura del Estado de las Autonomías, cedida, en 
cuanto a su configuración final, a la libre disposición de los territorios 
interesados. La consulta hace un recorrido de lo que ha resultado de la 
libre disposición, de los embridamientos de la misma que impusieron 
los Pactos Autonómicos de 1981 y 1992, para concluir que el tiempo 
transcurrido ha determinado que la situación del mapa autonómico se 
haya consolidado. De aquí que la consulta concluya que «Hoy no solo 
sabemos cuántas Comunidades Autónomas vertebran España y cómo 
se denomina cada una de ellas, sino que, además, todos tenemos la 
sólida convicción de que las Comunidades Autónomas han llegado 
para quedarse y que ya son un elemento irrenunciable de la estructura 
territorial del Estado». Considerando que «las Comunidades Autóno-
mas ya no serán una posibilidad constitucional, sino sujetos pertene-
cientes a la Constitución misma», el Gobierno consultó al Consejo de 
Estado sobre qué artículo o artículos de la Constitución podrían refor-
marse para incorporar una «referencia expresa a todas y cada una de 
las diecisiete Comunidades Autónomas» así como un análisis de las 
consecuencias que de tal reforma se derivarían.

El Consejo de Estado en Pleno aprobó el Informe el 16 de febrero 
de 2006. Se analizan en él las ubicaciones posibles en el texto de la 
Constitución de una mención pormenorizada de las Comunidades y 
Ciudades Autónomas (la alternativa era o el Título Preliminar o el 
Título VIII y, dentro de este, los artículos 137 o 143). Como comple-
mento, el Consejo de Estado advirtió sobre la necesidad de reformar 
o de declarar la derogación de otros preceptos (artículos 133, 146, 
148, 151 y 152), y también se inclinó por que se tomaran en conside-
ración, a efectos de la reforma, para completarla y perfeccionarla, 
otras cuestiones, especialmente las concernientes a los principios 
generales de relación de las Comunidades Autónomas entre sí y con el 
Estado (se refiere, en particular, a los principios de solidaridad, igual-
dad, cooperación y colaboración), a la regulación constitucional de la 
provincia, y, en fin, a la importante cuestión que el Informe denomina 
«apertura del sistema». En este apartado se incluyen consideraciones 
sobre los procedimientos de reforma estatutaria y la participación de 
las Cortes Generales en la determinación del contenido del texto final 
del Estatuto. El Consejo postula también una reducción de la inestabi-
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lidad del reparto de competencias, estableciendo límites a la «aper-
tura» que, entre otras cosas, habría de llevar consigo una limitación a 
las ampliaciones de competencias, aclarando las ambiguas restriccio-
nes a las transferencias y delegaciones establecidas en el artículo 150.2 
de la Constitución.

La doctrina celebró las propuestas de reforma constitucional para 
incorporar a su texto la denominación de las Comunidades Autóno-
mas como una «limitación de efectos del principio dispositivo», o un 
«cierre constitucional del nuevo mapa autonómico» (E. Fossas); tam-
bién como una «reconstitucionalización formal» del Estado Autonó-
mico (M. Guerrero), o, simplemente, una «constitucionalización del 
Estado de las autonomías» (F. de Carreras).

Otras consecuencias complementarias de la indeterminación del 
mapa autonómico, y la remisión de la configuración final del Estado a 
las decisiones de los territorios a los que se confería la iniciativa para 
su transformación en Comunidades Autónomas, es que tal autodispo-
sición no tenía ningún plazo fijo, de modo que amenazaba con prolon-
gar en el tiempo el período constituyente, ya que una cuestión tan 
capital como la estructura del Estado y la redistribución territorial del 
poder no quedaría cerrada.

Para mayor inseguridad en el tránsito, la Constitución optó por perio-
dificar el acceso a la autonomía de los diferentes territorios españoles de 
modo que algunos de ellos tuvieran que esperar cinco años, desde que 
se constituyeran en Comunidades Autónomas, para acceder a la auto-
nomía plena o máxima permitida por la Constitución (artículo 148.2). Esa 
decisión pudo, sin duda, ser prudente en tanto que impusiera un período 
de rodaje para que las autonomías neófitas ganaran experiencia, pero el 
coste constitucional fue grande porque se incrustó en el cuerpo de la 
Constitución un precepto, el artículo 148, que es por su factura una dis-
posición transitoria. Transcurridos los cinco años de carencia, dicho pre-
cepto devino insólitamente inaplicable y quedó sin vigencia práctica 
dentro de una Constitución viva.

Todas estas inconveniencias afectaron también a la necesaria 
reforma de las instituciones estatales, que no podría hacerse respon-
diendo a una planificación única sino, como dijo el Informe de la Comi-
sión de Expertos que antes se ha citado, asumiendo que «el Estado, 
como totalidad organizativa, tendría que ajustarse simultáneamente a 
dos patrones distintos, ordenarse sobre la base de dos modelos 
opuestos, producir normas de estructura y alcance diferentes para 
cada parte del territorio, desarrollar políticas distintas en cada espacio 
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concreto, funcionar, en fin, con arreglo a dos mentalidades. En estas 
condiciones —concluía el Informe— sería muy difícil, si no imposible, 
que la máquina administrativa, quien quiera que sea el que la maneje, 
consiga asegurar un mínimo de operatividad social».

En el citado Informe se propuso la celebración de un acuerdo, entre 
las fuerzas políticas dominantes, que sirviera para ordenar la transfor-
mación del Estado centralizado en otro inspirado en la fuerte descen-
tralización política que la Constitución había impulsado. El propósito 
de este Informe se centró, sobre todo, en tratar de uniformar al máximo 
los aspectos organizativos y competenciales que el principio disposi-
tivo había dejado a la decisión de los territorios interesados en acce-
der a la autonomía. De las propuestas del Informe surgieron los Pactos 
Autonómicos de 31 de julio de 1981, a los que haremos referencia en 
un apartado ulterior.

Cabe añadir, no obstante, que, pese a los intentos que se han suce-
dido (hubo otros Pactos en 1992 con el mismo propósito) de evitar las 
peores consecuencias del principio dispositivo, las grandes reformas 
de los Estatutos de Autonomía, que empezaron a proponerse a partir 
de 2004 y que tienen su representación simbólica más destacada en el 
nuevo Estatuto catalán de 2006, han retomado con toda su fuerza 
explosiva el principio dispositivo. Considerando que las reformas esta-
tutarias pretenden redefinir el poder autonómico y sus relaciones con 
el Estado, afectan siempre, por su propia naturaleza, a la organización 
y atribuciones del Estado mismo, lo que supone, en cierta medida, una 
manera indirecta de reformar la propia Constitución. Aunque ninguna 
Constitución es irreformable, todas ellas establecen procedimientos a 
seguir, más o menos rígidos, para hacerlo. Sin embargo, si una materia 
tan importante como la organización y poderes del Estado no está 
definida en la Constitución, ha sido desconstitucionalizada, depen-
diendo su determinación última de lo que establezcan los Estatutos 
de Autonomía, es claro que por más rígidos que sean los procedi-
mientos establecidos para la reforma de los Estatutos, cada vez que 
se reforme cualquiera de ellos quedará afectada la Constitución 
misma (cfr. STC de 12 de diciembre de 2007). Lo cual somete al texto 
constitucional a tensiones inacabables: cada territorio puede incoar los 
procedimientos correspondientes cuando le parezca oportuno, y nada 
puede impedir que el proceso se reinicie cada vez que las fuerzas polí-
ticas sientan las aspiraciones de incrementar su poder. Se trata de una 
especie de autodeterminación de ciclo continuo.

Por otra parte el poder de autodisposición de las Comunidades 
Autónomas sobre sus propios Estatutos plantea dos problemas de 
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límites no menos trascendentes. En especial, si el poder de reforma 
puede utilizarse para desplazar y hacer inaplicable la jurisprudencia 
constitucional recaída para interpretar algunas instituciones constitu-
cionales, o, especialmente, el régimen de reparto de competencias en 
algunas materias. Con ocasión de la reforma estatutaria catalana, 
diversos autores (quizá puedan citarse las aportaciones de C. Viver i 
Pi-Sunyer, como las que han abanderado con más convicción esta tesis) 
han sostenido que la jurisprudencia constitucional no vincula al poder 
estatuyente. Las razones más poderosas que se han esgrimido para 
defenderlo son que si el poder de reforma estatutaria estuviera limi-
tado por la jurisprudencia, tendría que contar con una restricción que 
no figura en la Constitución y que afectaría directamente a la creativi-
dad propia de dicho poder. Por otro lado, se aduce que los Estatutos 
forman parte del bloque de la constitucionalidad (artículo 28 LOTC) 
que constituye el parámetro normativo a que tiene que atenerse el 
Tribunal Constitucional para fundar sus decisiones. Malamente, se con-
cluye, puede la jurisprudencia que interpreta una norma impedir que 
esta sea cambiada.

Se puede compartir que el poder de reforma estatutaria no está 
vinculado por la interpretación que el Tribunal Constitucional haya 
establecido de preceptos concretos del Estatuto o, conjuntamente, de 
las normas que lo hayan desarrollado; es decir, no vincula respecto de 
cuestiones cuya regulación corresponde al poder estatutario. Pero 
aquella doctrina resulta inaceptable, desde un punto de vista constitu-
cional, si lo que se pretende es contradecir, al reformar el Estatuto, 
interpretaciones establecidas por el Tribunal Constitucional en rela-
ción con conceptos constitucionales que, desde luego, no puedan ser 
afectados por un Estatuto de Autonomía.

5. � GARANTÍAS QUE LA CONSTITUCIÓN DISPENSA 
A LAS AUTONOMÍAS TERRITORIALES

A) � La justificación del poder autonómico en la Constitución: 
principios generales

El contenido y alcance de la autonomía viene determinado por lo 
que la Constitución ha establecido aunque sea utilizando principios y 
reglas más generales. El principio de autodisposición, a que nos hemos 
referido en el apartado anterior, no ha supuesto ningún obstáculo para 
la implantación plena de esta regla de orden, que la jurisprudencia 
acogió desde el principio insistiendo después en ella de forma reite-
rada. La doctrina esencial fue establecida tempranamente en la Sen-
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tencia de 2 de febrero de 1981, sobre cuya argumentación volvieron 
enseguida, aquel mismo año, las de 14 y 28 de julio y 5, 12 y 16 de 
noviembre y 18 y 22 de diciembre de 1981, etc.

El objeto de la Sentencia de 2 de febrero de 1981 fue el examen 
de la constitucionalidad de diversas normas relativas a la Administra-
ción local (principalmente algunos preceptos de la Ley de 24 de junio 
de 1955), análisis que obligaba al Tribunal a fijar, como parámetro de 
su tarea, el contenido mínimo de la autonomía local consagrado en el 
artículo 137 de la Constitución. No obstante, la ocasión dio oportuni-
dad al Tribunal para incluir en su Sentencia otros pronunciamientos 
más generales que merecen ser destacados. La valoración jurídica del 
sentido de la autonomía que la Sentencia hace, toma el siguiente pri-
mer punto de referencia: «La Constitución (artículos 1 y 2) parte de la 
unidad de la nación española, que se constituye en Estado social y 
democrático de derecho, cuyos poderes emanan del pueblo español, 
en el que reside la soberanía nacional. Esta unidad se traduce así en 
una organización —el Estado— para todo el territorio nacional. Pero 
los órganos generales del Estado no ejercen la totalidad del poder 
público, porque la Constitución prevé, con arreglo a una distribución 
vertical de poderes, la participación en el ejercicio del poder de enti-
dades territoriales de distinto rango, tal como se expresa en el 
artículo 137 de la Constitución». Según el Tribunal, el precepto trans-
crito refleja una concepción amplia y compleja del Estado, compuesto 
por una pluralidad de organizaciones de carácter territorial, dotadas 
de autonomía, por lo que para tener idea exacta de los caracteres de 
nuestro sistema deba intentarse la determinación del ámbito del prin-
cipio de autonomía, lo que la Sentencia citada lleva a efecto en los 
siguientes términos: «Ante todo, resulta claro que la autonomía hace 
referencia a un poder limitado. En efecto, autonomía no es soberanía 
—y aun este poder tiene sus límites—, y dado que cada organización 
territorial dotada de autonomía es una parte del todo, en ningún caso 
el principio de autonomía puede oponerse al de unidad, sino que es 
precisamente dentro de este donde alcanza su verdadero sentido, 
como expresa el artículo 2 de la Constitución. De aquí que el artículo 137 
de la Constitución delimite el ámbito de estos poderes autónomos, 
circunscribiéndolos a la “gestión de sus respectivos intereses”, lo que 
exige que se dote a cada ente de todas las competencias propias y 
exclusivas que sean necesarias para satisfacer el interés respectivo. 
De acuerdo, pues, con la Constitución, la autonomía que garantiza 
para cada entidad lo es en función del criterio del respectivo interés: 
interés del municipio, de la provincia, de la Comunidad Autónoma. 
Ahora bien, concretar este interés en relación a cada materia no es 
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fácil y, en ocasiones, solo puede llegarse a distribuir la competencia 
sobre la misma en función del interés predominante, pero sin que 
ello signifique un interés exclusivo que justifique una competencia 
exclusiva en el orden decisorio. Al enjuiciar la conformidad de las 
leyes con la Constitución habrá que determinar, por tanto, si se está 
ante un supuesto de competencia exclusiva —o que debería serlo 
conforme a la Constitución— o de competencias compartidas entre 
diversos entes. Este poder “para la gestión de sus respectivos intere-
ses” se ejerce —por lo demás— en el marco del ordenamiento. Es la 
ley, en definitiva, la que concreta el principio de autonomía de cada 
tipo de ente, de acuerdo con la Constitución. Y debe hacerse notar 
que la misma contempla la necesidad —como una consecuencia del 
principio de unidad y de la supremacía del interés de la nación— de 
que el Estado quede colocado en una posición de superioridad, 
tal y como establecen diversos preceptos de la Constitución, tanto 
en relación a las Comunidades Autónomas, concebidas como entes 
dotados de autonomía cualitativamente superior a la administra
tiva (artículos 150.3 y 155, entre otros), como a los entes locales 
(artículo 148.1.1.ª y 2.ª)».

El Tribunal Constitucional, como hemos indicado, ha reiterado en 
innumerables ocasiones que los Estatutos de Autonomía, y todas las 
consignaciones que en ellos se contengan respecto de las potestades 
de las Comunidades Autónomas, están subordinados siempre a la 
Constitución y deben interpretarse conforme a lo establecido en la 
misma (SSTC 18/1982, 26/1982, 25/1983, 32/1983, 71/1983, 77/1985, 
20/1988, 56/1990).

Algunos de los elementos que aparecen solo apuntados en la refe-
rida Sentencia de 2 de febrero de 1981 han sido desarrollados luego 
en otras sentencias. Merece ser destacado de esta jurisprudencia lo 
siguiente:

1.º  En la Sentencia citada se alude a la necesidad de que se dote 
a los entes autónomos «de todas las competencias propias y exclusivas 
que sean necesarias para satisfacer el interés respectivo», idea en la 
que insistirá la Sentencia de 14 de julio de 1981. La vinculación entre la 
idea de exclusividad y la garantía constitucional de la autonomía, se 
rompió inmediatamente en la jurisprudencia y la doctrina ante la cons-
tatación de que ni la Constitución ni la buena lógica imponen necesa-
riamente que la preservación del poder autonómico se base en la asig-
nación de competencias exclusivas. En algunas ocasiones la Constitución 
utiliza la fórmula de reservar totalmente una materia al Estado y, en 
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otras muchas hipótesis, establece su compartición con las Comunida-
des Autónomas (SSTC 35/1982, 56/1990, 164/1994).

2.º  Desde la Sentencia de 28 de julio de 1981, el Tribunal Consti-
tucional se refirió a la anterior circunstancia de que la exclusividad de 
una competencia tenga que ser un rasgo inherente a la posición autó-
noma de un ente. Aunque refiriéndose solamente a las administracio-
nes locales, es bien expresiva la siguiente afirmación: «La Constitución 
no intenta resucitar la teoría de los intereses naturales que, en razón a 
la creciente complejidad de la vida social, que ha difuminado la línea 
delimitadora de los intereses exclusivamente locales, abocaría a un 
extremado centralismo. Pero precisamente por ello la autonomía local 
debe ser entendida como un derecho de la comunidad local a partici-
par a través de órganos propios, en el gobierno y administración de 
cuantos asuntos le atañen, graduándose la intensidad de esta partici-
pación en función de la relación entre intereses locales y supralocales 
dentro de tales asuntos o materias. Para el ejercicio de esa participa-
ción en el gobierno y administración en cuanto las atañe, los órganos 
representativos de la Comunidad local han de estar dotados de potes-
tades sin las que ninguna acción autónoma es posible».

3.º  La autonomía de las Comunidades Autónomas es «cualitativa-
mente superior a la administrativa» (Sentencia de 2 de febrero 
de 1981), ya que se añaden «potestades legislativas y gubernamenta-
les que la configuran como autonomía de naturaleza política, cual-
quiera que sea el ámbito autonómico, este queda fijado por el Esta-
tuto, en el que se articulan las competencias asumidas por la 
Comunidad Autónoma dentro del marco establecido en la Constitu-
ción» (Sentencia de 14 de julio de 1981).

4.º  Con la aclaración anterior, el Tribunal Constitucional deja por 
primera vez, parcialmente establecido, cuál es el contenido de la 
autonomía «cualitativamente superior» de que disfrutan las nacionali-
dades y regiones. Sus notas diferenciales resultan de su carácter de 
«autonomía política» a la que corresponden poderes legislativos y 
gubernamentales. Y también de dirección política que implican la 
posibilidad de buscar y seguir alternativas que, eventualmente, pue-
den ser distintas a las del propio Estado. Esta nota ha sido aportada a 
la noción de autonomía que resulta de la jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional por la Sentencia de 28 de julio de 1981; aunque de 
forma poco marginal, pero clara y rotunda, el Tribunal, al enfrentarse 
en dicha Sentencia con la necesidad de precisar el alcance de las leyes 
básicas que puede dictar el Estado en los supuestos de potestades 
legislativas concurrentes, afirma que «la fijación de estas condiciones 
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básicas no puede implicar en ningún caso el establecimiento de un 
régimen uniforme para todas las entidades locales de todo el Estado 
—se está refiriendo a la legislación básica del régimen local—, sino 
que debe permitir opciones diversas, ya que la potestad normativa de 
las Comunidades Autónomas no es en estos supuestos de carácter 
reglamentario».

5.º  De entre las notas que caracterizan la autonomía regional, 
según resulta descrita en la jurisprudencia del Tribunal Constitucio-
nal, debe subrayarse también la referencia al principio de competen-
cia como elemento básico para disciplinar las relaciones entre el 
ordenamiento autónomo y el estatal. La aplicación del mismo a las 
relaciones internormativas está hecha primeramente en la Sentencia 
de 13 de febrero de 1981. Se afirma en ella que los conflictos entre 
normas habrán de resolverse «en virtud del principio de competencia 
para determinar qué materias han quedado constitucional y estatuta-
riamente conferidas a los órganos legislativos de las Comunidades 
Autónomas y cuáles corresponden a las Cortes Generales del 
Estado». El principio de competencia sirve, pues, para ordenar el 
ejercicio de los poderes en el Estado autonómico y pluralista para 
permitir el ensamblaje en el ordenamiento general de los contenidos 
normativos de los ordenamientos menores sin que se produzca 
rechazo o contradicción.

6.º  Por último, el Tribunal Constitucional, sobre todo a partir de su 
Sentencia de 28 de julio de 1981, ha destacado un rasgo importante 
de las autonomías territoriales: son autonomías constitucionalizadas, 
en el sentido de contar con un respaldo o garantía efectiva dispensado 
por la propia Constitución. La doctrina del Tribunal Constitucional está 
más desarrollada en este punto en relación con las autonomías locales 
que con las Comunidades Autónomas y, ciertamente, no son aplica-
bles enteramente las mismas ideas utilizadas en relación con las prime-
ras para explicar la posición constitucional de las segundas. A diferen-
cia de lo que acontece con las autonomías locales, la regulación de las 
Comunidades Autónomas no está remitida al legislador ordinario (los 
Estatutos tienen una funcionalidad y una justificación distinta), sino 
regulada en lo sustancial por la propia Constitución (en cuanto a los 
poderes y competencias reconocidos, que es lo que la garantía institu-
cional tiende a proteger en el caso de las autonomías locales), por lo 
que puede decirse que la Constitución para garantizar la posición jurí-
dica de las Comunidades Autónomas emplea la misma técnica que usa 
en relación con las grandes instituciones del Estado: su regulación 
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directa y no la remisión a la disponibilidad del legislador ordinario a 
quien se condiciona con la técnica de la garantía institucional.

B)  La garantía constitucional de la autonomía

Acabamos de afirmar que las Comunidades Autónomas son institu-
ciones básicas del Estado directamente garantizadas o protegidas por 
la propia Constitución que, además, frente a lo que ocurre con las 
autonomías locales, contiene una regulación bastante pormenorizada 
de las mismas; tan extensa, por lo menos, como la que dedica a las 
grandes instituciones estatales (Corona, Gobierno, Parlamento, Justi-
cia). Resumiremos ahora cómo se sustancia la garantía general que la 
Constitución dispensa a la creación y sostenimiento de las Comunida-
des Autónomas:

1.º  El reconocimiento de una Comunidad Autónoma no depende, 
como regla, de una decisión del legislador estatal (las escasas excep-
ciones a este principio están en el artículo 144), sino de la iniciativa de 
los términos interesados (artículos 143 y 151 y disposición transitoria 
segunda principalmente). En este sentido, puede afirmarse que la pri-
mera garantía que la Constitución dispensa a los territorios españoles 
es previa a la propia situación autonómica, y consiste en configurar la 
autonomía como un derecho que solo aquellos están facultados para 
hacer efectivo. Si la iniciativa se adopta en sentido positivo tampoco es 
el legislador estatal quien fija libremente el contenido de los Estatutos 
correspondientes; estos se elaboran por los representantes (locales y 
parlamentarios) de los territorios interesados (artículos 146 y 151.2).

2.º  El contenido de la autonomía se fija, pues, precisamente en el 
Estatuto, que es una norma que requiere la iniciativa territorial, y no en 
leyes dictadas por exclusiva iniciativa de las Cortes.

3.º  Aunque las Cortes tienen posibilidad de modificar el proyecto 
de Estatuto en su tramitación parlamentaria (artículos 146 y 151.2, 2.º 
y 5.º), hay algunos contenidos del mismo que están fijados constitucio-
nalmente y que no pueden ser rebajados o modificados por decisión del 
legislador estatal. En cuanto a las competencias, las listas de materias 
contenidas en los artículos 148 y 149 operan (según el procedimiento 
utilizado para acceder a la autonomía) como puntos de referencia inex-
cusables (así resulta de los párrafos inicial y final del artículo 148).

4.º  Lo mismo puede decirse de las instituciones autonómicas bási-
cas; el Estatuto es la norma que debe regularlas [artículo 147.2.c)] en 
el marco de lo dispuesto en la Constitución, que impone que sean 
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precisamente las referidas en el artículo 152, es decir, cuando menos, 
una Asamblea legislativa y un Consejo ejecutivo. El contenido del pro-
yecto de Estatuto elaborado por los representantes del territorio inte-
resado no podría ser rebajado en este punto en la tramitación parla-
mentaria.

5.º  Lo anterior se confirma aún más si se tiene en cuenta que, 
como hemos visto afirmado en la jurisprudencia del Tribunal Constitu-
cional, la Constitución regula las Comunidades Autónomas dotándolas 
de autonomía política efectiva, lo que supone el reconocimiento de su 
potestad de dictar leyes y, en consecuencia, su derecho a contar con 
una Asamblea legislativa entre sus instituciones de Gobierno.

6.º  En relación con las potestades de que debe disfrutar la Comu-
nidad Autónoma la Constitución garantiza, pues, si el territorio intere-
sado así lo decide al redactar su Estatuto (es disponible para el territo-
rio interesado algún contenido de la norma estatutaria que no lo es, en 
cambio, para las Cortes), el disfrute de potestades legislativas. Ade-
más de estas, están también constitucionalmente garantizadas y bási-
camente reguladas (artículos 156 y 157) las potestades financieras, y, 
desde luego, las administrativas y de gestión ordinarias para atender 
las materias de su competencia [artículos 137, 147.1.d), 148, 149, etc.].

7.º  El Estatuto, una vez aprobado, queda revestido, por disposi-
ción constitucional (artículos 147.2 y 152.2) de una particular protec-
ción que le hace insusceptible de modificaciones que pueda pretender 
el legislador estatal (salvo en algunos puntos concretos en que, como 
veremos después, el propio Estatuto admite concreciones). Se articula 
esta protección mediante la técnica de la rigidez: el procedimiento 
para la reforma del Estatuto de Autonomía debe establecerlo el Esta-
tuto mismo que, como resulta de las regulaciones de los ya aproba-
dos, exige siempre la participación en la reforma de la Comunidad 
Autónoma interesada, añadiendo o no a la misma un referéndum pre-
vio (artículo 152.2). En cualquier caso, la modificación del Estatuto 
queda al margen de la disponibilidad del legislativo estatal. Salvo, 
claro es, utilizando la vía de la reforma constitucional, ya que, en defi-
nitiva, es el Parlamento estatal el titular de la llamada «competencia de 
la competencia».

8.º  Sin perjuicio de los abundantes mecanismos que la Constitu-
ción habilita para reintegrar a la unidad el ordenamiento jurídico gene-
ral (leyes básicas, leyes marco, programas, planes, coordinación, etc.), 
una vez aprobados los Estatutos, las Comunidades Autónomas se 
sitúan en posición de separación (que apoya el principio de competen-
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cia) para el ejercicio de sus atribuciones en régimen de exclusividad o 
en concurrencia con el Estado, pero sin admitir interferencias una vez 
delimitadas aquellas, sino por vía de excepción (artículos 150.3 y 155). 
Ello no obsta a la importante función que, como veremos luego, han 
de tener en el funcionamiento de nuestras autonomías las técnicas 
participativas que, en todo caso, no impiden la definición de los pape-
les relativos del Estado y de las Comunidades Autónomas respecto de 
cada problema o materia.

9.º  Por último, el funcionamiento de las instituciones autonómi-
cas está sometida a controles predeterminados constitucionalmente 
(artículo 153) ejercitados, en relación con las competencias estatuta-
rias, por los mismos órganos (Tribunal Constitucional, Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa y Tribunal de Cuentas) responsables de 
verificar el acatamiento a la Constitución y a las leyes de las decisiones 
que adoptan las propias instituciones estatales.

Es manifiesto, por tanto, que la garantía constitucional de la auto-
nomía de las nacionalidades y regiones se concreta en una regulación 
amplia en el propio texto de la Constitución del contenido de aquella 
(no, pues, en lo básico, mediante una remisión a regulaciones ulterio-
res limitadas por la técnica de la garantía institucional), que se hace 
efectiva cada vez que por iniciativa de cada uno de los territorios inte-
resados se aprueba un Estatuto de Autonomía que concreta, porme-
noriza y (donde la remisión es en blanco) completa la regulación cons-
titucional.

En las Sentencias del Tribunal Constitucional 247/2007 y 31/2010, 
está pormenorizadamente expuesta la doctrina jurisprudencial soste-
nida sin fisuras por el Alto Tribunal, en relación con la autonomía y sus 
garantías constitucionales, en todo coincidente con la expuesta en los 
apartados anteriores.

IV.  UNIFORMIDAD Y PARTICULARISMOS

1. � INTRODUCCIÓN A LOS RECONOCIMIENTOS 
CONSTITUCIONALES DE LA DIVERSIDAD

Desarrollaremos, dentro de este apartado general, el estudio del 
siguiente problema: los territorios que integran el Estado español no 
tienen todos una historia política idéntica, ni han reclamado con la 
misma insistencia el reconocimiento de un Estatuto de Autonomía en 
el marco del Estado. Cuando hemos expuesto, en el primer apartado 
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de este volumen, las quiebras históricas del Estado unitario y centra-
lista, ha quedado evidenciada la mencionada realidad. Incluso hemos 
puesto especial énfasis en la descripción de la significación que tuvie-
ron aquellos elementos de discontinuidad en el régimen uniforme-
mente centralista porque, aunque no llegaran a estabilizarse durante 
mucho tiempo, han constituido, sin ninguna duda, el germen de una 
reclamación que, generalizada en los albores de la Constitución 
de  1978, determinó que esta acogiera la descentralización política 
como una alternativa inesquivable.

El Estado de las Autonomías constituido a partir de 1978 se ha lle-
vado a la práctica utilizando tendencialmente soluciones uniformistas. 
Todas las Comunidades Autónomas tienen una organización idéntica y 
han asumido, en sus respectivos Estatutos, competencias similares.

La cuestión a plantear es si la Constitución quiso impulsar o per-
mite, cuando menos, en reconocimiento a la diversidad (histórica, polí-
tica, económica o cultural, etc.) de los diferentes territorios que inte-
gran el Estado, una diversificación que permitiera singularizar a algunos 
territorios en relación con otros proyectándose sobre su organización, 
competencias o relaciones con el Estado.

Algunas prescripciones claras existen en la Constitución que 
podrían amparar tal diversificación:

—  El mismo Preámbulo de la Constitución proclama la voluntad de 
la nación española de «promover a todos los españoles y pueblos de 
España en el ejercicio de los derechos humanos, sus culturas y tradicio-
nes, lenguas e instituciones».

—  El artículo 2, cuando establece la indisoluble unidad de la nación 
española, «reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las 
nacionalidades y regiones que la integran y la solidaridad entre todas 
ellas», lo que, por lo menos, tiene la consecuencia de que la propia 
Constitución utiliza dos denominaciones distintas para clasificar la 
tipología de territorios que integran el Estado.

—  El artículo 3, al prescribir que el castellano es la lengua española 
oficial del Estado, que todos los españoles deben conocer y usar, 
añade, en el párrafo 2, lo siguiente: «Las demás lenguas españolas 
serán también oficiales en las respectivas Comunidades Autónomas de 
acuerdo con los Estatutos». Y concluye en el párrafo 3: «La riqueza de 
las distintas modalidades lingüísticas de España es un patrimonio cul-
tural que será objeto de especial respeto y protección».
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—  El artículo 149.1.8.ª proclama la competencia exclusiva del 
Estado sobre la legislación civil, pero lo hace «sin perjuicio de la con-
servación, modificación y desarrollo por las Comunidades Autónomas 
de los derechos civiles, forales o especiales, allí donde existan». 
Declara que las reglas relativas a la aplicación y eficacia de las normas 
jurídicas, las relaciones jurídico-civiles relativas a las formas de matri-
monio, ordenación de los registros e instrumentos públicos, bases de 
las relaciones contractuales, normas para resolver los conflictos de 
leyes y determinación de las fuentes del Derecho, son de competencia 
exclusiva del Estado, pero, específicamente en punto a la determina-
ción de las fuentes del Derecho, han de respetarse «las normas de 
Derecho foral o especial».

—  La disposición adicional 1.ª establece: «La Constitución ampara 
y respeta los derechos históricos de los territorios forales». Y el párrafo 
segundo añade: «La actualización general de dicho régimen foral se 
llevará a cabo, en su caso, en el marco de la Constitución y de los Esta-
tutos de Autonomía».

—  La disposición transitoria 2.ª reconoció, en fin, un régimen privi-
legiado a «los territorios que en el pasado hubiesen plebiscitado afir-
mativamente proyectos de Estatuto de Autonomía», al facultarles 
para organizarse y asumir competencias estatutarias sin tener que 
atenerse al período transitorio de autonomía templada que estable-
ció el artículo 148.2 de la Constitución.

—  La actualización de los derechos históricos a que se refiere la 
disposición adicional primera CE, antes transcrita, ha dado lugar a 
que algunas competencias, recogidas en el Estatuto vasco y en la Ley 
Orgánica de reintegración y amejoramiento del régimen foral de 
Navarra de 10 de agosto de 1982, se justifiquen en tales derechos 
históricos. El más relevante de estos reconocimientos de institucio-
nes históricas es, respecto del País Vasco, la consagración estatutaria 
del régimen del concierto económico entre el Estado y el País Vasco 
(artículo 41), o del convenio económico entre Navarra y el Estado 
mencionado en el artículo 45 de la Ley Orgánica antes referida.

El soporte constitucional para la diferenciación organizativa y com-
petencial entre Comunidades Autónomas existe inequívocamente.

Junto a esas menciones particulares, otro principio constitucional, 
el de autodisposición o principio dispositivo en materia de autono-
mías, permitiría que cada Comunidad Autónoma, en el marco de su 
respectivo Estatuto, pudiera, respetando las reglas constitucionales, 
establecer las particularidades que su historia o su singularidad cultu-
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ral, geográfica o económica, demandasen. Y, por tanto, dicha regla de 
la autodisposición es, también, una técnica al servicio de una posible 
diversidad. Sin embargo, el principio dispositivo ha producido, al ser 
utilizado por todas las Comunidades Autónomas, un efecto de unifor-
mación y no de diversificación, como se temió en los primeros momen-
tos de aplicación de la Constitución (de aquí los Pactos Autonómicos 
de 31 de julio de 1981, que trataron de reducir los efectos diversifica-
dores del principio dispositivo). Todas las Comunidades Autónomas 
han tendido a organizarse como las demás y a asumir las máximas 
competencias que la Constitución permite. Tal tendencia igualitaria no 
permitiría, sin embargo, regular lenguas o tradiciones donde no exis-
ten, recrear derechos forales donde no los ha habido, o autoatribuirse 
un régimen de conciertos invocando tradiciones asimismo inexisten-
tes. Por tanto, las reglas constitucionales del particularismo son resis-
tentes a las pretensiones de igualación de todas las Comunidades o a 
la eliminación total de los hechos diferenciales.

2. � FUNDAMENTOS DEL DISEÑO ESENCIALMENTE IGUALITARIO 
DE LA ORGANIZACIÓN Y COMPETENCIAS DE LAS 
COMUNIDADES AUTÓNOMAS

Como hemos indicado con anterioridad, la cuestión del trazado 
igualitario del mapa autonómico español fue ampliamente tratada 
durante los debates constituyentes de la II República, y fue materia 
directa de la acción política de los grupos nacionalistas catalanes. Para 
estos el diseño igualitario, que es el que se corresponde con la tradi-
ción federalista, impediría el reconocimiento de las singularidades de 
Cataluña como entidad política con raigambre histórica. De aquí que 
persiguieran, y obtuvieran finalmente, el reconocimiento de un poder 
de disposición propio para establecer el régimen de su autogobierno. 
La reclamada autodeterminación interna, de carácter organizativo y 
competencial, quedó transformada en el principio dispositivo a partir 
de la Constitución de 1931.

Frente a esta posición se manifestó otra, muy vivamente defendida 
por Ortega y Gasset, totalmente opuesta a «una división en dos Espa-
ñas diferentes: una compuesta por dos o tres regiones ariscas; otra, 
integrada por el resto más dócil al poder central». Lo que Ortega 
temía en su discurso, defendiendo la enmienda a la totalidad del pro-
yecto de Constitución, es que de la aplicación de la Constitución sur-
gieran, en virtud de la regla de la autodisposición, regímenes autonó-
micos particulares solamente para Cataluña, País Vasco y, como 
mucho, Galicia, quedando las demás provincias españolas sometidas 
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al mismo régimen centralizado que ya era tradicional en España. Real-
mente, al menos en una cosa tenía razón Ortega: el diferente ritmo 
con que se produciría la reconversión autonómica del Estado; la 
prueba es que el Segundo Estatuto de Autonomía aprobado en la 
época, el vasco, lo fue después de declarada la guerra Civil, cuando 
ya la Constitución republicana estaba a punto de ser apartada, des-
plazada por la fuerza.

Los primeros movimientos de reconstrucción autonómica del 
Estado, ya en el período de la «Transición» inmediatamente anterior a 
la Constitución de 1978, fueron aparentemente indicativos de que se 
había aceptado reconocer las diferencias de Cataluña y otros territo-
rios históricos. En efecto, antes de aprobarse la Constitución, el Real 
Decreto-ley de 29 de septiembre de 1977 restableció la Generalitat 
de Cataluña. La norma se concibió como una «devolución» a Cataluña 
de la autonomía arrebatada a partir de 1936. Toda la simbología de la 
operación, en la que se incluyó el retorno del presidente de la Gene-
ralitat en el exilio, permitió construir tal apariencia. Pero no fue solo la 
imaginería, sino también la técnica empleada para ejecutar la opera-
ción. Para devolver poderes a la Generalitat, se creó una Comisión 
Mixta entre representantes del Estado y de la Generalitat, que se 
encargaría de definir las funciones a transferir así como los medios de 
toda clase que debían ponerse a disposición de la institución resta-
blecida. Pero de esta provisional reconstrucción de la autonomía cata-
lana derivaron pocas singularidades en cuanto a la organización y 
competencias. Los fulgores de la peculiaridad catalana dejarían de 
brillar, casi inmediatamente, ya que el reconocimiento de un régimen 
provisional de autonomía no se limitó al caso de la Generalitat, sino 
que se extendió, también antes de que la Constitución fuera apro-
bada, a otras diversas provincias o agrupaciones de provincias espa-
ñolas. Estos regímenes, llamados entonces de «preautonomía», cons-
tituyeron la preparación para la transformación del Estado, de 
centralista en autonómico, que la Constitución iba a imponer, sir-
viendo también de campo de prácticas para la determinación del 
mapa territorial más razonable, el ensayo del reparto de competen-
cias, de los procedimientos para transferir servicios estatales, con sus 
medios materiales, personales y financieros, a las instancias preauto-
nómicas, así como para iniciar modestos ensayos de reforma de la 
Administración estatal (en S. Muñoz Machado, Derecho Público de las 
Comunidades Autónomas, I, 1.ª edición, 1982, páginas 114 y siguien-
tes, se hizo un estudio muy a pie de obra de los problemas de aquel 
ensayo general).
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Las preautonomías produjeron, por tanto, el primer impulso hacia 
la uniformización de un sistema político que pareció iniciarse subra-
yando la singularidad del autogobierno catalán.

El siguiente paso en el proceso uniformador tuvo más alcance y 
menos provisionalidad. Se produjo al poco de ser aprobada la Consti-
tución. En un marco de evidente desorientación respecto de las conse-
cuencias de la aplicación del Título VIII y la significación y alcance de 
sus conceptos, el Gobierno (entonces de UCD) y el principal partido 
de la oposición (en la fecha PSOE) designaron una Comisión de Exper-
tos sobre Autonomías que se ocupó de analizar, durante unos pocos 
meses, los problemas aplicativos que la Constitución planteaba y las 
soluciones que podrían adoptarse para remediar los peores efectos 
del principio dispositivo. La Comisión emitió su informe el 19 de mayo 
de 1981 que abordaba cuestiones como el tiempo de transición desde 
el centralismo hacia el sistema autonómico, cómo agrupar y ordenar 
los traspasos de competencias y qué sentido darle a los principales 
conceptos constitucionales comprometidos en la operación. Incluyó el 
Informe una propuesta de regulación mediante una ley estatal general 
que sería tramitada como Ley Orgánica de Armonización del Proceso 
Autonómico, que ulteriormente resultó declarada parcialmente incons-
titucional por la Sentencia del Tribunal Constitucional de 5 de agosto 
de 1983.

No obstante, tanto las propuestas del Informe como los contenidos, 
incluso los anulados (la anulación no se debió tanto a la constatación 
por la Sentencia citada de que el texto de la norma incurriera en con-
tradicción material con la Constitución, sino a que incluía interpretacio-
nes de su texto que, según el Tribunal Constitucional, le corresponde-
ría, en su caso, efectuar a él mismo y no al legislador) fueron 
paulatinamente asumidos por la jurisprudencia constitucional y por la 
práctica política. Muy especialmente, la influencia de aquel Informe se 
dejó sentir en los Pactos Autonómicos que Gobierno y PSOE suscribie-
ron el 31 de julio de 1981, de los que resultó un compromiso de elabo-
rar todos los Estatutos de Autonomía (armonizándose así las discrepan-
cias que pudieran surgir de utilización individual por cada territorio del 
principio dispositivo) ateniéndose a las siguientes pautas esenciales:

a)  España quedaría integrada por diecisiete Comunidades Autó-
nomas (Andalucía, Aragón, Asturias, Baleares, Canarias, Cantabria, 
Castilla-La Mancha, Castilla-León, Cataluña, Extremadura, Galicia, La 
Rioja, Madrid, Murcia, País Valenciano, País Vasco y Navarra), cuya 
constitución quedó prevista para antes del día 1 de febrero de 1983, 
fecha en la que todos los Estatutos de Autonomía deberían estar en 
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vigor. Con la precisión de que «en Navarra se procederá por la vía de 
Amejoramiento del Fuero y se respetarán las previsiones de la Consti-
tución»; y para el caso de Ceuta y Melilla se previeron una de estas dos 
soluciones: «que se constituyan en Comunidad Autónoma según lo 
previsto en la disposición transitoria quinta de la Constitución, o que 
permanezcan como Corporación local, con régimen especial de 
Carta».

b)  Para dotar al anterior mapa regional de la necesaria flexibilidad 
quedó prevista la posible integración de algunas Comunidades Autó-
nomas uniprovinciales, si así lo decidían expresamente, en otras pluri-
provinciales más amplias (es el caso concreto de Cantabria y Rioja).

c)  Con la excepción de Cataluña, País Vasco, Galicia y Andalucía, 
las restantes Comunidades mencionadas se constituirían en Comuni-
dades Autónomas por la vía del artículo 143 de la Constitución.

d)  Implicaba constitucionalmente este procedimiento, que durante 
un período de cinco años, las Comunidades Autónomas solo ostenta-
rían competencias en relación con una serie de materias que enuncia el 
artículo 148 de la Constitución y que, al concluir dicho período, pudie-
ran reformar los Estatutos respectivos y accedieran a la máxima autono-
mía permitida en el texto constitucional.

e)  Lo anterior solo se excepciona para permitir que se pudieran 
efectuar transferencias, por la vía del artículo 150.2 de la Constitución, 
«de un conjunto competencial homogéneo». Estas transferencias no 
habrían de ser, en todo caso, generales, sino referidas a asuntos con-
cretos y, además, ejecutadas después de un período mínimo de vigen-
cia de los Estatutos (los pactos indican que los proyectos correspon-
dientes pueden iniciarse a los tres años de la entrada en vigor del 
Estatuto) tan solo se excepciona de este supuesto general Canarias, 
«por la peculiaridad geográfica y su tradicional sistema de régimen 
económico y fiscal», que exige el tratamiento singular de su proceso 
autonómico.

f)  Se generalizó la misma organización interna de todas las Comu-
nidades Autónomas, basada en las Asambleas legislativas y el Consejo 
de Gobierno. Ello suponía, para destacar los efectos homogeneizado-
res de los pactos, que es lo que aquí nos está interesando, que no solo 
todas las Comunidades constituidas por la vía del artículo 143 conta-
rían con un bloque competencial común, sino que además se les reco-
nocerían idénticas facultades sobre las materias de su competencia, lo 
que facilitaría la aplicación general y uniforme de las normas estatales 
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g)  Se revisó, en fin, el procedimiento y las técnicas utilizadas para 
transferir servicios estatales a las Comunidades Autónomas, aplicán-
dose, con algún matiz —principalmente la consideración de la situa-
ción organizativa de la Comunidad receptora—, los criterios de «homo-
geneidad» y «simultaneidad» de la transferencia, lo que debe permitir 
sincronizar y uniformar la operación de sustitución de los servicios 
estatales por los autonómicos y la reforma de las estructuras de la 
Administración estatal. A estos efectos, unas nuevas Comisiones sec-
toriales de transferencias, con competencias delimitadas por materias 
e integradas por representantes del Estado y de todas las Comunida-
des Autónomas, quedaron encargadas de elaborar acuerdos básicos y 
de general aplicación.

Los anteriores puntos (aparentemente de una extraordinaria simpli-
cidad, pero capitales para la ordenación del proceso autonómico, ya 
que actuaron precisamente sobre cada una de las principales disfun-
ciones que resultaban del principio dispositivo) son los que ahora nos 
interesaba destacar del contenido de los Pactos Autonómicos. Inclu-
yen estos otras variadas referencias organizativas y acuerdos en mate-
rias económico-financieras. Igualmente se preveía la formulación de 
diversos proyectos de ley y se llegó a acordar el contenido concreto 
de dos normas fundamentales: la Ley Orgánica de Armonización del 
Proceso autonómico y la Ley Orgánica del Fondo de Compensación 
Interterritorial.

Para resumir la significación de estos pactos, puede decirse que, 
respetando las determinaciones constitucionales, generalizaron en 
todo el territorio español las Comunidades Autónomas y uniformaron 
u homogeneizaron el contenido de la autonomía, lo cual fue una orien-
tación permanente, desde entonces, del sistema autonómico español.

El efecto de estos pactos fue, por una parte, la de una efectiva uni-
formización en lo concerniente a la organización y competencias de 
todas las Comunidades Autónomas. Pero, sin embargo, los propios 
pactos preveían un régimen particular para Navarra, y excluían de lo 
establecido en ellos a las Comunidades que, para la fecha de celebra-
ción de aquellos pactos ya tenían Estatuto de Autonomía aprobado, 
excepción pensada sobre todo para Cataluña y el País Vasco.

Los procesos de reforma administrativa, y de transferencias a las 
Comunidades Autónomas, funcionaron adecuadamente en la primera 
época de desarrollo de aquellas, y una parte del mérito, indudable-
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mente, hay que reconocérselo a la racionalización del complejo pro-
ceso de transformación del Estado que aportaron el informe y los pac-
tos de 1981.

Transcurrido el período de cinco años desde la aprobación de los 
Estatutos de Autonomía, a que se refiere el artículo 148.2 de la Cons-
titución, empezó a desarrollarse un movimiento reformista de los Esta-
tutos que, de nuevo, podría traer consigo la diversificación que los 
pactos de 1981 habían querido evitar. Se trató, por tanto, de nuevo, 
de poner freno a las consecuencias del principio dispositivo, prepa-
rando unos nuevos Pactos Autonómicos. Estos nuevos «Acuerdos 
Autonómicos» se suscribieron, entre los principales partidos políticos 
y el Gobierno de la nación, el 28 de febrero de 1992. Trataban de que 
las reformas estatutarias, cuando decidieran la ampliación de compe-
tencias de las Comunidades Autónomas, tuvieran todas el mismo con-
tenido, de modo que las nuevas atribuciones no difirieran esencial-
mente. La técnica utilizada para llevar a cabo tal operación uniformadora 
fue acordar que las reformas estatutarias no tuvieran otro contenido 
que el de acoger o recibir en el texto del Estatuto lo establecido en 
una Ley Orgánica previamente aprobada por las Cortes Generales. 
Esta ley llegó a aprobarse efectivamente. Fue la Ley Orgánica 9/1992, 
de 23 de diciembre. En ella se determinaban las competencias que 
habrían de atribuirse a las Comunidades Autónomas, así como se 
especificaba si el régimen de cada competencia sería exclusivo o com-
partido, matizando también los criterios pertinentes que debían afec-
tar a su ejercicio. La operación fue tan curiosa e incorrecta desde el 
punto de vista técnico, como infructuosa porque no alcanzó los fines 
que pretendía. La ley en cuestión, denominada de transferencias, hacía 
alusión a competencias materiales que las Comunidades Autónomas 
podrían asumir en sus Estatutos sin necesidad de la intermediación de 
ley del Estado de ninguna clase. Mucho menos correcto fue la invoca-
ción del artículo 150.2 de la Constitución, porque no está concebido, 
con toda evidencia, para operaciones como la que dicha ley preten-
dió. En todo caso, es claro que una Ley Orgánica del Estado no tiene 
ninguna posibilidad de poner condiciones a la reforma de los Estatu-
tos. En la práctica, se produjo la paradoja de que los Estatutos de 
Autonomía se reformaron, como era bastante previsible, sin atenerse 
al criterio técnico ofrecido por la Ley Orgánica 9/1992. Ni se siguió la 
pauta de absorber el contenido de la ley a través de una escueta dis-
posición única del Estatuto, que era la mecánica que la propia norma 
citada previó, ni las nuevas competencias incorporadas a los Estatutos 
se sometieron al régimen de prevenciones, matizaciones y especialida-
des que aquella ley infructuosa pretendió imponer.
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Con aquellos Acuerdos de 1992 quedó cerrada definitivamente la 
práctica de someter la elaboración y reforma de los Estatutos de Auto-
nomía a fórmulas comunes, establecidas mediante pactos previos 
celebrados entre las principales fuerzas políticas estatales. En lo suce-
sivo, todos los Estatutos se han reformado siguiendo los particulares 
criterios de cada Comunidad Autónoma. Lo cual no ha determinado 
una variación sustancial ni respecto de la organización ni en cuanto a 
las competencias de dichos establecimientos. Por una parte, porque 
las variaciones posibles sobre la organización de las instituciones auto-
nómicas son muy pocas (la Constitución establece directamente en su 
artículo 152 las instituciones inevitables); por otra, porque el margen 
que la Constitución deja para la diversidad en materia de competen-
cias es escaso. Pero también, y no precisamente en último lugar, por-
que en materia de reformas todas las Comunidades Autónomas se han 
fijado en los progresos de las más adelantadas para imitarlos sin nin-
guna contemplación.

El ejemplo último y más característico de este ideal igualitario está 
actualmente en la disposición adicional segunda, apartados 2 y 3, del 
Estatuto de la Comunidad Valenciana reformado mediante Ley Orgá-
nica 1/2006, de 10 de abril. Expresan dichos apartados lo siguiente: 
«2.  La Comunidad Valenciana velará por que el nivel de autogobierno 
establecido en el presente Estatuto sea actualizado en términos de 
igualdad con las demás Comunidades Autónomas». «3.  A este efecto, 
cualquier ampliación de las competencias de las Comunidades Autó-
nomas que no estén asumidas en el presente Estatuto o no le hayan 
sido atribuidas, transferidas o delegadas a la Comunidad Valenciana 
con anterioridad obligará, en su caso, a las instituciones de autogo-
bierno legitimadas a promover las correspondientes iniciativas para su 
actualización».

3. � HECHOS DIFERENCIALES: RECONOCIMIENTO 
CONSTITUCIONAL Y ESTATUTARIO

A) � La tensión entre uniformismo y la diversidad. La recepción  
de la idea de que la asimetría no es ajena al federalismo

Cumplidos casi veinte años desde la aprobación de los primeros 
Estatutos, el uniformismo, que, como hemos estudiado, había sido 
característico del desarrollo del Estado de las Autonomías pese a la 
potencial fuerza diversificadora del principio dispositivo, empezó a 
hacer crisis. De nuevo la disconformidad con el modelo partió de las 
Comunidades periféricas con partidos nacionalistas en posiciones de 
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gobierno. La paradoja de estas reclamaciones es que, para sustentar-
las, se volvió de nuevo la vista al paradigma de los Estados federales, 
modelo que había sido rechazado por los nacionalistas españoles pre-
cisamente por la uniformidad y unitarismo a que conducía, como ya 
nos consta (así ocurrió en 1931 y, con el influjo de las ideas de aquella 
época, también en 1978). Lo que se descubrió de nuevo en los siste-
mas federales es que el dogma del igualitarismo tenía sus excepciones 
en algunas federaciones en las que, para atender las características 
políticas, culturales, históricas, lingüísticas u otras, de algunos territo-
rios, habían previsto un régimen de organización, competencias y de 
relaciones intergubernamentales peculiar para los mismos en relación 
con el establecido para los demás Estados miembros o territorios 
federados.

El supuesto ejemplo de los federalismos asimétricos se convierte en 
una moda insistente a final de los años noventa en España. Diversos 
autores dedican estudios a la materia o promueven la difusión de expli-
caciones sobre la significación del federalismo asimétrico (E. Fossas y 
F. Requejo, E. Aja, J. F. López Aguilar, etc.). Se advierten las grandes 
posibilidades que el principio dispositivo tiene para asegurar la asime-
tría, más incluso que cualquier sistema federal clásico. Para destacarlo, 
E. Aja llegó incluso a establecer que el Estado autonómico es un «sis-
tema federal con hechos diferenciales». Aun sin una base teórica cons-
truida definitivamente, también la reclamación política sobre la implan-
tación de un nuevo modelo de organización territorial del Estado 
asimétrico, que reconociese las singularidades de algunas Comunida-
des Autónomas frente al uniformismo imperante, empezó a tener 
expresiones políticas más rotundas en 1998. Primero fue la Declaración 
de Barcelona de 16 de julio de aquel año, en la que los partidos nacio-
nalistas reunidos, catalanes, vascos y gallegos, manifestaron que la 
articulación del Estado español como un Estado plurinacional estaba 
por resolver; reclamaban, para superar este déficit, una nueva cultura 
política que reconociese precisamente la plurinacionalidad del Estado, 
permitiendo una mayor diversificación de su organización territorial 
que, a juicio de los firmantes de la Declaración, tendría que apoyarse en 
los siguientes elementos esenciales: la lengua y la cultura, la fiscalidad y 
la financiación, los símbolos, la presencia en la Unión Europea, y otros 
aspectos complementarios que no llegaron a definirse con precisión.

Pocos meses después se adoptó el Acuerdo de Gasteiz de 16 de 
septiembre de 1998, también suscrito por los partidos nacionalistas 
catalanes, vascos y gallego. Vuelve a identificarse en este Acuerdo, 
como objetivo común, la necesidad de que el Estado asuma su condi-
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ción de Estado plurinacional, orientándose la acción a seguir hacia la 
remoción de todos los obstáculos que impidieran el reconocimiento 
del carácter plurinacional, pluricultural y plurilingüe del Estado espa-
ñol. La recepción de estos valores ha de repercutir inmediatamente en 
la redistribución de la soberanía y el poder. Las propuestas concretas 
que contiene el Acuerdo de Gasteiz insistían en las mismas fórmulas 
de la Declaración de Barcelona sobre la «nueva cultura política». El 
método de acción habría de conducir a la formulación, primero, de un 
plan de trabajo y, luego, a una actuación conjunta que debe llevar a la 
identificación de los elementos esenciales en que basar la reforma del 
modelo. Las rectificaciones que se pretenden han de afectar, según los 
pactantes, a la Constitución y al Tribunal Constitucional, al Parlamento 
y a los órganos estatales, a la participación en la Unión Europea, len-
gua y cultura, y fiscalidad.

El ritmo inicial de estas proclamas fue muy intenso porque a finales 
de octubre de 1998 se celebraría el Acuerdo de Santiago de Compos-
tela en el que la «nueva cultura política» se proyecta especialmente 
sobre la construcción europea, que los firmantes conciben como fun-
damental en la Europa de los pueblos. En cuanto a lo demás insistió 
aquel Acuerdo en la necesidad de establecer una nueva estructura 
competencial que superase el conjunto de conceptos e interpretacio-
nes sostenidas, en algunas cuestiones esenciales para el reparto terri-
torial del poder, por el Tribunal Constitucional. También se recoge, 
naturalmente, la necesidad de reformar el Senado para convertirlo en 
una verdadera cámara de representación territorial en la que también 
sea visible la asimetría que los Acuerdos políticos referidos venían 
reclamando.

Las reclamaciones de diferenciación fueron entendidas por no 
pocos (casi por el resto de la España territorial) como una aspiración al 
privilegio, a la obtención de un régimen político peculiar más benefi-
cioso desde el punto de vista financiero y competencial. Suelen ser 
frecuentes entre nosotros este tipo de reacciones. En lugar de estudiar 
si la Constitución contiene algún principio o elemento regulatorio en 
que fundar la diferenciación reclamada, y concretar en qué puede con-
sistir, lo más normal es que se niegue totalmente cualquier derecho a 
la diferencia. Es muy expresivo, en este sentido, que, como contra-
punto a los acuerdos citados, algunas Comunidades Autónomas de 
ideología no nacionalista formularon la Declaración de Mérida de 6 de 
octubre de 1998, en la que se expresaban contra quienes niegan «la 
soberanía de los españoles en su conjunto», manifestaban su oposi-
ción a los «nacionalismos excluyentes», reiteraban su respeto a la 
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Constitución y a sus principios y, especialmente, a la cohesión social y 
solidaridad territorial. Frente a la especialidad y asimetría reclamada 
por las tres Comunidades periféricas con partidos nacionalistas sólida-
mente implantados, la Declaración de Mérida concluye que todas las 
Comunidades Autónomas tienen el derecho a los niveles de gobierno 
y competencias a que aspiran dentro de la Constitución.

B) � El comparatismo como método para justificar la asimetría

La tensión entre uniformismo y diversidad hubo de ser alimentada 
con la demostración de que ni siquiera el dogma del igualitarismo 
federal es absoluto, sino que es más frecuente, en los federalismos 
modernos, que se reconozcan circunstancias diferenciales a algunos 
territorios. La excursión política y jurídica a la búsqueda de ejemplos 
ha discurrido, principalmente, por Bélgica, Canadá y el Reino Unido.

a)  Comunidades políticas y comunidades culturales en Bélgica

El movimiento de reforma del Estado unitario y centralizado en Bél-
gica tiene una fecha de arranque reconocida con la Declaración del 
Primer Ministro G. Eyskens de 18 de febrero de 1970. De aquella fecha 
parte también el reconocimiento constitucional de las comunidades 
culturales. Luego siguen deliberaciones, debates y pactos, entre los 
que destacan el relevante Informe del ministro Pevin de 15 de marzo 
de 1976, el Pacto de Egmont de 4 de mayo de 1977, y los Acuerdos de 
Stuyvenberg de 22 de febrero de 1978, que concluyeron en la reforma 
constitucional de 1980. Realmente, como lo ha descrito Y. Lejeune, las 
reformas institucionales belgas han sido objeto de «cuatro oleadas», a 
partir de 1970, que concluyen el 8 de mayo de 1993, fecha en la que 
se publica en el Moniteur Belge la revisión constitucional de 5 de mayo 
de aquel año, que convierte a Bélgica en un Estado federal compuesto 
de Comunidades y Regiones. La reforma constitucional de 1980 había 
sido desarrollada por leyes que transferían un paquete importante de 
competencias a las dos grandes Comunidades y a dos de las tres 
Regiones. También se instauró entonces el Tribunal de Arbitraje, encar-
gado de resolver los conflictos. En los años 1988 y 1989 se confió la 
responsabilidad en materia de enseñanza a las Comunidades, se crea-
ron las instituciones de Bruselas, y se perfeccionó el sistema de finan-
ciación de las Comunidades y Regiones; también se desarrollaron en la 
época diversas técnicas de cooperación. En 1993, como se ha dicho, 
es cuando se concluye de establecer la estructura federal del Estado 
mediante la reforma de las instituciones centrales, el establecimiento 
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de la elección directa de las Asambleas de las Comunidades y Regio-
nes, y la atribución a las mismas de un poder de autoorganización, así 
como la atribución de importantes facultades nuevas.

Por tanto, desde 1970, existen en Bélgica reconocidas tres Comu-
nidades, la francesa, que agrupa a 3,9 millones de belgas francófonos 
de Valonia y de Bruselas, la Comunidad flamenca, que comprende 5,9 
millones de belgas de habla neerlandesa, de Flandes y de Bruselas, y 
la Comunidad germanófona, que agrupa a 67.000 belgas de lengua 
alemana. Desde 1980 el Estado belga comprende también tres Regio-
nes: la Valona, que se superpone también con el territorio de la Comu-
nidad germanófona, la flamenca, y la Región de Bruselas capital. Las 
Regiones y Comunidades tienen órganos legislativos, ejecutivos y 
administrativos, propios. El Consejo ejerce las funciones legislativas 
produciendo decretos equiparados en rango a la ley federal, y es ele-
gido por sufragio universal directo. El Gobierno es elegido en el seno 
del Consejo. Con la excepción de la Región de Bruselas capital, las 
Comunidades y Regiones tienen reconocido un poder de autoorgani-
zación limitado, al que se denomina «autonomía constitutiva».

Las relaciones entre Regiones y Comunidades no coinciden porque 
las competencias de la Región flamenca y las de la Comunidad fla-
menca las ejercen una Asamblea y un Gobierno únicos, mientras que 
la Región Valona y la Comunidad francesa tienen cada una su propio 
Gobierno, sin perjuicio de que se ha producido una transferencia prác-
ticamente general de competencias de la Comunidad a la Región, con 
la excepción de la cultura, radio, televisión, enseñanza y empleo de las 
lenguas. El caso de la Región de Bruselas capital es distinto. Al convivir 
en ella francófonos y flamencos (85 y 15 por 100 respectivamente), 
está dotada de un estatuto bilingüe y su Consejo Regional lo compo-
nen un grupo lingüístico francés y otro neerlandés. También el 
Gobierno se designa en forma paritaria.

En cuanto a las competencias, las de las Comunidades son, esen-
cialmente, en materia educativa, cultural y lingüística, así como en 
materia sanitaria y asistencial. Las Regiones tienen competencias en 
urbanismo y ordenación del territorio, protección del medio ambiente, 
política económica, agrícola, infraestructuras, comunicaciones y trans-
portes, etc. En principio, todas ellas se configuran como exclusivas, en 
un sentido rígidamente excluyente de la intervención de cualquier 
otro poder público. No obstante, hay algunos tipos de competencias 
compartidas y concurrentes. Los conflictos competenciales, incluyendo 
el control de las leyes, decretos y reglamentos, los resuelve el Tribunal 
de Arbitraje. Si el conflicto viene generado por actos administrativos, 
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el control se ejerce por la jurisdicción ordinaria o por el Consejo de 
Estado.

Como consecuencia de esta estructura singular, Bélgica se integra 
de seis colectividades federales, pero el Estado, sin embargo, solo 
comprende cinco entidades: Flandes (Comunidad y Región); Región 
valona; Comunidad germanófona; Región de Bruselas capital; y Comi-
sión comunitaria francesa de Bruselas capital.

Los órganos federales están organizados de manera que concurran 
en el procedimiento de adopción de decisiones los representantes de 
las dos comunidades lingüísticas principales, flamencos y valones. 
Cada Cámara federal integra representantes de los dos grupos lingüís-
ticos. El sistema de representación proporcional permite que los repre-
sentantes flamencos tengan mayoría de los escaños en las dos Cáma-
ras, pero no el Consejo de Ministros federal.

Para la producción de decisiones, la fórmula es el consenso y la 
cooperación. Una institución esencial para conseguirlo es el denomi-
nado Comité de Concertación, en el que se integran el Estado, las 
Regiones y las Comunidades, adoptando decisiones por consenso. La 
forma que revisten las decisiones consensuadas son los «Acuerdos de 
cooperación». El funcionamiento entero del sistema se somete al 
principio de lealtad federal, elevado a rango constitucional en el 
artículo 143 de la Constitución.

b) � Los derechos culturales y el Derecho Privado peculiar de Québec. 
El ejercicio del derecho a la autodeterminación

La evolución del federalismo canadiense es expresiva, como nin-
guna otra de los Estados federales, de las tensiones entre la uniformi-
dad y la especialidad, entre la organización asimétrica y la igualitaria 
del Estado. El régimen constitucional canadiense ha venido estando 
regido, durante más de una centuria, por la British North America Act, 
que aprobó el Parlamento británico en 1847. Se inicia entonces un 
proceso federativo que abarca a las cuatro provincias fundadoras, que 
llega a culminar una fase esencial de su historia en 1949, mediante otra 
Ley del Parlamento británico, que incorpora Terranova al proceso. Las 
otras cinco provincias que formaron la Federación canadiense fueron 
admitidas a esta organización, en unos casos mediante ley del Parla-
mento canadiense, y en otros a través de una Imperial Order in Coun-
cil. El final, al menos en la etapa más dependiente del Parlamento de 
Westminster se produce cuando en 1982 renuncia este a legislar para 
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Canadá y se aprueba la Canada Act de aquel año. En el Derecho Cons-
titucional de Canadá han convivido hasta la aprobación de la Constitu-
ción a la que al final nos referiremos, Imperial Statutes del Parlamento 
británico, leyes votadas en el Parlamento canadiense (Canadian Statu-
tes), Prerrogative Instruments emanados de la Corona, un riquísimo 
Case Law producido por los tribunales, y Convenciones constituciona-
les con el más variado contenido.

El artículo 52 de la Canada Act de 1982 establecía que estaba esta 
integrada por la propia Ley de Canadá de 1982, por una serie de tex-
tos legislativos y decretos que se incorporaban a sus anexos, y por 
diversos textos legislativos y decretos que expresamente se señala-
ban. La Ley de Canadá citada produjo la Patriation de la Constitución, 
eliminando los residuos de soberanía británica sobre aquel territorio. 
Pero entre los anexos enumerativos de las normas que continuaban 
vigentes, seguía figurando la British North America Act.

Una cierta alimentación doctrinal del concepto de asimetría puede 
encontrarse tempranamente en el libro de Tarlton, Simmetry and 
asimmetry as elements of federalism: a theoretical speculation. Criti-
caba que el funcionamiento de los sistemas federales se había basado 
en criterios de Derecho Constitucional que olvidaban factores esencia-
les de carácter cultural, económico, social y político, que hubieran 
debido servir de fundamento para establecer variables en las relacio-
nes de los Estados entre sí y de estos con los poderes centrales. El 
argumento de la asimetría sirvió mucho a la «revolución tranquila» que 
pretendió Québec a partir de los años sesenta.

Respecto de la singularidad de Québec, su integración en Canadá 
procede del Tratado de París de 1763, que puso término a la guerra de 
los Siete Años que, entre otras consecuencias, supuso para Francia la 
pérdida de su imperio americano en favor de Inglaterra. De aquel Tra-
tado (artículo 4) se derivó la regla de tolerar a los habitantes de las 
posesiones que pasaban al dominio de Su Majestad británica, el mante-
nimiento de «la libertad de la religión católica». A esta primera permi-
sión de las peculiaridades de Québec se añadiría, como contrapartida, 
poco después del Tratado de París, la imposición del Derecho británico 
en lugar del francés, lo que suponía la pérdida del Derecho Privado 
quebequés. La reclamación de su reintegración sería, a partir de enton-
ces, una constante.

La Ley Constitucional de 1867 creó el Dominion of Canada en el 
que se unían tres Colonias de la Norteamérica británica. Esta fórmula 
permitió a Québec dotarse de un Parlamento propio con poderes 



	 iv.  uniformidad y particularismos
� 137

281.
La distribución  

de competencias.

282.
Posición de 

Québec ante la 
repatriación de la 

Constitución: 
condicionada al 

reconocimiento de 
su singularidad.

283.
El referéndum 
secesionista 

de 1980.

legislativos en el ámbito de la cultura, la educación y la mayor parte 
del Derecho Privado. El Dominion siguió siendo una colonia británica, 
sin embargo.

El reparto del poder político estaba basado en una distribución de 
competencias establecido sobre una doble lista: la primera se refería 
a la competencia legislativa exclusiva del Parlamento de Canadá, y la 
segunda a las Asambleas provinciales. En algunos casos, el régimen 
de las competencias es concurrente, resolviéndose la concurrencia 
normativa sobre la base de la prevalencia de la norma federal. El régi-
men de la concurrencia en el marco de la antigua Constitución cana-
diense contaba también con una técnica de interés como es el deno-
minado poder declarativo federal, establecido en el artículo 92.10, 
que permitía a la Federación retener para su competencia todas las 
obras y empresas que declarara de interés general. También se ha 
mantenido el poder de disallow o de invalidate del Parlamento britá-
nico respecto de leyes del Parlamento canadiense, y del Gobierno 
federal respecto de las leyes provinciales, entre otros poderes de con-
trol del ejercicio de las competencias.

Con ocasión de la aprobación de la Ley de 1982, de Repatriación 
de la Constitución, Québec mantuvo una postura contraria. Pese a 
ello, el Gobierno federal puso en marcha unilateralmente la nueva 
Constitución. El proyecto de repatriación suponía algunas ventajas 
pero también, para la provincia francófona, algunos retrocesos: no res-
petaba su derecho de revisión constitucional, ni tenía en cuenta sus 
reclamaciones de nuevas competencias; además, algunos derechos 
que se incorporaban con la Constitución entraban en conflicto con la 
Charte de la Langue Française, en especial con los derechos lingüísti-
cos en la enseñanza. Estas tensiones condujeron a que el 1 de diciem-
bre de 1981 la Asamblea Nacional de Québec declaró que solo acep-
taría la Repatriación constitucional si se reconocía la igualdad de los 
dos pueblos fundadores de Canadá, y, en especial, del carácter de 
Québec como una «comunidad nacional distinta, con su lengua, cul-
tura e instituciones». Se reclamaba además el mantenimiento del veto 
de Québec en la reforma, o, en otro caso, una compensación finan-
ciera federal respecto de las modificaciones que disminuyeran sus 
poderes o derechos; asimismo, la salvaguarda de los derechos especí-
ficos de Québec.

Las aspiraciones soberanistas del partido quebequés tuvieron un 
momento álgido con el referéndum que se celebró el 20 de mayo 
de 1980 y fue rechazado por el 60 por 100 de los electores. El Primer 
Ministro Trudeau negoció una tercera vía que se mantuviera entre el 
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mantenimiento del statu quo y lo que se dio en denominar un federa-
lismo renovado. Las negociaciones concluyeron en la aprobación de la 
Constitution Act de 1982. Pero el rechazo de Québec a la reforma 
constitucional quería decir sin duda que los problemas fundamentales 
seguían sin resolver. Se iniciaron negociaciones posteriormente facili-
tadas por la llegada al poder de un partido progresista conservador 
en 1984 y por el retorno del Partido Liberal de Québec al gobierno de 
esta provincia. El resultado de estas negociaciones fue el Acuerdo del 
lago Meech consensuado por el Primer Ministro Federal y los diez Pre-
miers de las provincias. En este acuerdo había dos aspectos funda-
mentales: Por un lado, el reconocimiento de una posición asimétrica 
de Québec dentro de Canadá que se materializó en que Québec se 
describía como una sociedad diferenciada. Pero al mismo tiempo que 
se aceptaba esta singularidad también se acordó que se reconocieran 
a las demás provincias aspectos que en principio solo eran singulares 
de Québec, en particular se extendió el veto provincial a cualquier 
propuesta de reforma constitucional. El Acuerdo tenía que ser ratifi-
cado en el plazo de tres años y sin embargo se llegó a 1990 sin que las 
provincias de Terranova y Manitoba lo hubieran hecho. Con lo cual, los 
acuerdos del lago Meech fracasaron. Esta circunstancia dio lugar a que 
se hicieran nuevas propuestas que el Gobierno federal formularía en 
un «Comité para la Constitución y las negociaciones constitucionales». 
Estas propuestas hicieron que volviera a plantearse cuál habría de ser 
la relación entre Québec y el resto de Canadá. Hay un largo período 
de negociaciones que concluye en una serie de compromisos que se 
firman el 28 de agosto de 1992 en Charlotte Town. El planteamiento 
de estos acuerdos era básicamente simétrico pero se establecían algu-
nas singularidades para Québec. No obstante, la insatisfacción de 
algunos partidos sobre todo los independentistas quebequeses se 
mantuvo, como prueba que volviera a convocarse un nuevo referén-
dum sobre la independencia de Québec el 30 de octubre de 1995. 
Fracasó en esta ocasión por un margen mínimo, el 50,6 por 100 votó 
en contra y el 49,4 por 100 a favor. O sea, por 53.000 votos solamente 
Québec continuó siendo una provincia de Canadá.

El problema jurídico planteado por las pretensiones secesionistas 
de Québec dio lugar a una importante y difundida opinión del Tribunal 
Supremo de Canadá de 20 de agosto de 1998. Se sometieron al Tribu-
nal tres preguntas esenciales: primera, si el poder legislativo o el 
Gobierno de Québec pueden, en virtud de la Constitución de Canadá, 
proceder unilateralmente a la secesión de Québec; segunda, si dichos 
órganos poseen, en virtud del Derecho internacional, el derecho a pro-
ceder unilateralmente a la secesión de Québec y si existe un derecho 
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de autodeterminación que justificaría tal decisión; y tercera, entre el 
Derecho interno y el Derecho internacional, cuál tendría preferencia 
en caso de conflicto respecto de una decisión de secesión de Québec 
de Canadá.

Después de una extensa consideración preliminar sobre la compe-
tencia del Tribunal para pronunciarse sobre estos asuntos, estudió pri-
mero el contexto histórico en el que se ha producido la emergencia de 
la Federación canadiense. La Confederación, según el Tribunal, resultó 
de la iniciativa de los representantes elegidos por los habitantes de las 
colonias establecidos en una parte de Canadá. De las resoluciones y 
acuerdos fundacionales de la Confederación derivó una intensa inter-
dependencia entre las Colonias, caracterizada por las «amplias obliga-
ciones políticas y comerciales» contraídas entonces que han aumen-
tado «de manera inconmensurable a lo largo de los ciento treinta años 
últimos». Por otro lado, se estableció en aquel momento fundacional 
una división de poderes entre la Federación y las Provincias, que supo-
nía un reconocimiento jurídico a la diversidad de los miembros de la 
Federación, aunque dentro de una única y misma nación. La Federa-
ción era una manera de conciliar la unidad y la diversidad. La nueva 
organización estaría dotada de «una Constitución basada en los mis-
mos principios que la del Reino Unido», según decía la Ley Constitu-
cional de 1867 en su Preámbulo, principios entre los que destacaba la 
implantación de instituciones democráticas y la primacía del Derecho.

Desde este origen, Canadá evolucionó de Colonia a Estado inde-
pendiente, hasta la repatriación constitucional producida mediante la 
Ley de 1982, que no ha afectado esencialmente a los principios funda-
cionales antes referidos. Los principios que se mantienen son, a juicio 
del Tribunal, los siguientes:

—  Federalismo, democracia, constitucionalidad y primacía del 
Derecho, y respeto al principio de los derechos de las minorías. «Nin-
guno de estos principios puede definirse haciendo abstracción de los 
demás, ni ninguno de estos principios puede impedir o excluir la apli-
cación de ningún otro».

—  Primacía de la Constitución escrita para favorecer «la certeza y 
la previsibilidad jurídica» que proporciona las bases del control judicial 
en materia constitucional.

—  El federalismo como «principio dominante del Derecho Consti-
tucional canadiense», que consagra la diversidad de los componentes 
de la Federación y la autonomía de los Gobiernos provinciales. El fede-
ralismo «facilita la búsqueda de objetivos colectivos por parte de 
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minorías culturales o lingüísticas que constituyen la mayoría de una 
provincia dada. Es el caso de Québec, donde la mayoría de la pobla-
ción es francófona y posee una cultura distinta (...). Québec (...) fue una 
de las razones esenciales de la creación de una estructura federal para 
la Unión canadiense en 1837».

—  La democracia como valor fundamental «de nuestra cultura jurí-
dica y política», inspirador de la cultura constitucional, respetuosa con 
las identidades culturales y colectivas. «El buen funcionamiento de una 
democracia exige un proceso de discusión permanente». Las relacio-
nes entre democracia y federalismo deben permitir la existencia de 
mayorías diferentes e igualmente legítimas en las diversas provincias y 
en el ámbito federal.

—  La constitucionalidad y la primacía del Derecho. Esta última es 
«uno de los postulados fundamentales de nuestra estructura constitu-
cional». «El principio de constitucionalidad se parece mucho al princi-
pio de la primacía del Derecho pero no son idénticos (...) exige que los 
actos del Gobierno sean conformes a la Constitución. El principio de la 
primacía del Derecho exige que los actos del Gobierno sean confor-
mes al Derecho y, por tanto, a la Constitución (...) Una Constitución 
está situada fuera del alcance de la regla de la simple mayoría». «Una 
Constitución puede intentar garantizar que grupos minoritarios vulne-
rables se beneficien de las instituciones y derechos necesarios para 
preservar y promover su identidad propia frente a las tendencias asimi-
ladoras de la mayoría (...) una Constitución puede establecer una divi-
sión de poderes que reparta el poder político entre diferentes niveles 
de gobierno. Este objetivo no se podría alcanzar si uno de estos nive-
les de gobierno democráticamente elegidos pudiera usurpar los pode-
res de otro ejerciendo simplemente su poder legislativo (...) esas mis-
mas reglas constitucionales son susceptibles de modificación pero solo 
por medio de un proceso de negociación que permita garantizar a 
todas las partes el respeto y la conciliación de los derechos garantiza-
dos por la Constitución».

—  Protección de las minorías, de acuerdo con una larga tradición, 
tan antigua como el propio Canadá.

La aplicación de estos principios constitucionales a una pretensión 
de secesión de un grupo o parte de un Estado que pretende separarse 
de la autoridad política y constitucional de ese Estado para formar 
otro Estado dotado de un territorio y reconocido en el ámbito interna-
cional, exige una modificación de la Constitución que solo puede esta-
blecerse en el marco de una negociación. La Constitución canadiense 
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no dice nada que autorice ni que prohíba la secesión, pero una sece-
sión unilateral sería una modificación también unilateral de la Constitu-
ción. Los resultados de un referéndum podrían proporcionar un medio 
democrático de conocer la opinión del electorado acerca de cuestio-
nes políticas importantes, pero, según advierte el Tribunal Supremo, 
«nuestras instituciones políticas están basadas en el principio demo-
crático y, por consiguiente, la expresión de la voluntad democrática de 
la población de una provincia tendría peso en el sentido de que con-
cedería legitimidad a los esfuerzos que hiciera el Gobierno de Québec 
para entablar un proceso de modificación de la Constitución con el 
objeto de proceder a la secesión por vía constitucional. Pero el deseo 
de realizar la secesión genera inmediatamente la obligación recíproca 
de todas las partes que forman la Federación de negociar modi
ficaciones constitucionales con vistas a responder al deseo expre-
sado». Aunque el rechazo al orden constitucional confiere legitimidad 
a las reivindicaciones secesionistas, solo abre un proceso de negocia-
ción que ha de estar inspirado en los principios ya referidos de federa-
lismo, democracia, constitucionalidad y primacía del Derecho, y pro-
tección de las minorías. Existe obligación de negociar, pero no de 
consentir necesariamente las condiciones que la parte que desea la 
secesión quiere imponer a los demás. Debe considerarse, además, 
que en un país unificado como Canadá existen muchos intereses eco-
nómicos contraídos entre las diferentes partes que podrían resultar 
dañados.

En fin, respecto de la existencia de un derecho de autodetermina-
ción fundado en el Derecho internacional, considera que el concepto 
de «pueblo» al que atribuyen las normas internacionales aquel dere-
cho, es gobernado como parte de un imperio colonial, sometido a 
subyugación, dominio y explotación de extranjeros. Quizá pudiera 
incluirse en el concepto a aquellos pueblos a los que se impide ejercer 
con normalidad sus derechos, incluida la autodeterminación, dentro 
del Estado del que forman parte. Pero no puede referirse aquel con-
cepto a los pueblos que residen en el territorio de Estados que los 
gobiernan en régimen de igualdad y sin discriminación, y les recono-
cen sus derechos esenciales. Québec no es, en este sentido, un pueblo 
colonizado; el Derecho internacional no le otorga ningún derecho a la 
secesión unilateral.

Como consecuencia del equilibrado Dictamen del Tribunal Supremo 
inmediatamente se aprobaron dos leyes en cierta medida beligerantes 
y contradictorias. Por parte del Gobierno Federal se aprobó el 13 de 
diciembre de 1999 un proyecto de ley que sería conocido como Ley de 
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la Claridad (Clarity Act). Lo que pretendía esta ley es establecer en 
muy pocos preceptos (la ley tiene 3 artículos precedidos de un preám-
bulo) cómo tiene que ser de clara la pregunta que se formule en el 
referéndum secesionista, cómo tiene que baremarse la claridad de la 
pregunta, hasta qué punto se pueden introducir en la pregunta ele-
mentos que no permitan expresar con absoluta claridad la voluntad 
secesionista del pueblo. Por ejemplo, cuándo en lugar de pedir una 
respuesta clara lo que se solicita es un mandato de negociación. O, 
cuándo además de la pregunta sobre la voluntad independentista se 
solicita una respuesta sobre cuestiones complementarias distintas, por 
ejemplo, la celebración de acuerdos políticos o económicos con 
Canadá. Una vez establecida la claridad de la pregunta, el artículo 2.º 
de la ley establece una serie de criterios para poder identificar que 
realmente existe una clara voluntad separatista por parte de la pobla-
ción de una provincia. Y la regulación se remata con el artículo 3.º que 
tiene dos apartados que se dedican el primero a regular con carácter 
preceptivo la reforma constitucional para que cualquier provincia 
pueda separarse de Canadá y especificar los límites que debe respetar 
cualquier negociación impulsada desde el ejecutivo federal. Por ejem-
plo, está prohibido que los ministros de la Corona hagan una proposi-
ción de reforma de la Constitución para afrontar la separación de una 
provincia de Canadá a menos, dice textualmente, «que el Gobierno de 
Canadá, haya fijado en las negociaciones previas los aspectos más 
relevantes a considerar en este proceso de segregación, en particular 
la delimitación entre los ingresos y los gastos que corresponderían a 
los nuevos sujetos, cualquier cambio en las fronteras de una provincia, 
los derechos, intereses y peticiones territoriales de los pueblos aborí-
genes, y la protección de los derechos de las minorías».

El texto de la Ley de Claridad se aprobó el 15 de marzo de 2000, 
siendo sancionada por la Reina Isabel II, el 29 de junio siguiente.

El contrapunto de la Ley de Claridad fue la presentación por el 
Gobierno de Québec de un proyecto de ley relativo al ejercicio de los 
derechos fundamentales y prerrogativas del pueblo de Québec y del 
Estado de Québec. Parte de que el pueblo quebequés tiene por sí 
solo derecho a determinar su régimen político y su estatus legal. Es 
una ley enfática y muy hiperbólica en la que se declaran las singulari-
dades históricas y culturales de Québec, la reafirmación de sus logros 
colectivos. Los capítulos de la ley son bastante expresivos del énfasis 
con que se exponen las ideas. El primero se refiere al pueblo de Qué-
bec. El segundo al Estado de Québec. El tercero al territorio de 
Québec. Cuarto las naciones aborígenes de Québec y, en fin, el quinto 
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recoge algunas disposiciones finales. Una de las cosas de las que se 
ocupa la ley es de establecer cuándo puede considerarse que un refe-
réndum ha obtenido el apoyo mayoritario de la población. Considera 
la ley que la opción vencedora es la que obtiene el 50 por 100 más uno 
de los votos válidos emitidos. Es una contestación a la idea del Preám-
bulo de la Ley de Claridad, que sigue aquí lo que estableció el Dicta-
men del Tribunal Supremo, en el sentido de que para una secesión 
hace falta algo más que una simple mayoría, la que exigiría hacer una 
evaluación también cualitativa de la voluntad del pueblo.

Los últimos episodios del estado de la cuestión de la reorganización 
del federalismo canadiense están en el cambio producido tras las elec-
ciones del 23 de enero de 2006 en el que el nuevo Gobierno conser-
vador ha orientado el debate sobre la reorganización del federalismo 
hacia los que llama sistema federal flexible y federalismo de apertura. 
Los primeros discursos no concretan mucho en qué puedan consistir 
estas fórmulas salvo lo que se deduce de debatir y atender las pro-
puestas con la mayor flexibilidad posible.

c) � Las peculiaridades de la devolution a Escocia: el referéndum 
de 2014 sobre la independencia

El proceso de devolución de poderes a Escocia y Gales en los años 
setenta que culminó con la elaboración de la Scotland Act de 1978 fra-
casó como consecuencia del resultado negativo del referéndum cele-
brado en 1979 que debía ratificar su promulgación. Aunque el 52 
por 100 de los participantes en el referéndum se manifestaron a favor de 
la implantación de las instituciones de autogobierno el número de 
votantes no llegó al 40 por 100 que era el mínimo que exigía la propia 
Ley que se estaba ratificando para poder entrar en vigor definitivamente.

Se abre a partir de entonces un largo período de inactividad política 
por lo que concierne a retomar la reestructuración territorial del Reino 
Unido hasta que en 1997 gana las elecciones Tony Blair con un pro-
grama en el que, entre otras cosas, se comprometía a llevar a término 
el proceso de Devolution a Escocia. En el programa se incluían muchas 
medidas que fueron inmediatamente aplicadas a partir de 1998 tales 
como el restablecimiento de las instituciones autonómicas de Irlanda 
del Norte, la Devolution de poderes ejecutivos y administrativos a 
Gales, la ratificación de la Convención Europea de Derechos Humanos, 
la incorporación de las enmiendas al Tratado de la Unión Europea, etc. 
Lo que concierne al desarrollo de la autonomía de la vida política de 
Escocia fue también la respuesta a las reclamaciones de este singular 
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territorio que se habían mantenido bien explícitas durante los veinte 
años que habían transcurrido desde el fracaso del primer intento de 
1978-1979. Escocia está unida políticamente al Reino Unido desde que 
en 1707 acordó con Inglaterra la creación del Reino Unido. Se aproba-
ron entonces las Leyes de la Unión (Acts of Union) que abolieron los 
Parlamentos inglés y escocés sustituyéndolos por un Parlamento de la 
Gran Bretaña con sede en Londres. No se fusionaron sin embargo los 
Estados que mantuvieron estructuras políticas y jurídicas particulares. 
Tampoco se constituyó una federación propiamente dicha. Las cuestio-
nes de Escocia las llevó primero el Gobierno directamente y luego pau-
latinamente se fue independizando un órgano especializado que a par-
tir de 1925 sería la Secretaría de Estado para Escocia (The Scottish 
Office).

Durante este tiempo se produjo también un fenómeno de sobrerre-
presentación de la población escocesa en el Parlamento británico que 
dio lugar a una famosa e importante polémica denominada la Lothian 
Question, Lothian es la región en la que está la capital de Escocia, 
Edimburgo, y la polémica se refería a que para compensar la margina-
ción de Escocia en cuanto a su autogobierno se habían reconocido un 
número de escaños superior en la proporción al número de habitantes 
atribuido a las restantes circunscripciones del país. De esta manera, se 
pudo plantear en la Lothian Question, cómo era posible que los esco-
ceses tuvieran una capacidad de decidir sobre asuntos del resto de los 
británicos superior a la que tenían los demás y, por otra parte, el resto 
de la población del territorio no podía participar en los asuntos esco-
ceses.

El proceso de reforma hasta llegar a la nueva Scotland Act de 1998 
es resumidamente el siguiente.

—  Escocia mantuvo su reclamación de autonomía expresada fun-
damentalmente a través de la Scottish Constitucional Convention que 
era una instancia en la que estaban integradas fuerzas políticas laboris-
tas y liberales. A partir de 1987 estas fuerzas iniciaron una Campaign 
for a Scottish Assembly. También formularon reclamaciones puestas 
por escrito en un informe de 1988 sobre un derecho de Escocia 
(A Claim of Rigth for Scotland). En este Informe se proponía la creación 
de una Convención constitucional. En 1993 la Convención designó una 
comisión independiente para que elaborara un proyecto. Efectiva-
mente se trabajó en este asunto de modo que las peticiones fueron 
planteadas en 1994 y en 1995. El documento en cuestión consensuado 
en el seno de la Comisión se denominó Scotland’s Parliament. 
Scotland’s Right, y se aprobó en 1995. Las actividades de la Conven-
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ción fueron ligeramente apagadas al menos por los gobiernos conser-
vadores y firmemente apoyadas por los gobiernos laboristas que pro-
movieron con mucha convicción el proceso de Devolution para superar 
el fracaso de 1979. Fue Tony Blair, como ya se ha indicado, el que nada 
más tomar posesión de su cargo de primer ministro confirmó el com-
promiso laborista de llevar adelante el proceso de Devolution Act a 
Escocia y publicar inmediatamente un White Paper, lo que en efecto 
llevaría a cabo de 1997. En el White Paper se incluirían las bases de la 
Ley para Escocia que llegaría a aprobarse en 1998. Inmediatamente 
después se celebrarían las elecciones para el Parlamento escocés y a 
partir del año 2000 empezarían a ejercerse, efectivamente, las compe-
tencias.

El documento de la Scottish Constitutional Convention al que se ha 
hecho referencia es Scotland’s Parliament. Scotland’s Right que reco-
gía a las reclamaciones continuas del pueblo escocés para tener insti-
tuciones de autogobierno y partía por tanto del derecho de autono-
mía política del Reino de Escocia. Respecto de cómo instrumentar el 
traspaso de poderes se remitía a una Ley del Parlamento británico que 
ya entonces se denominó Scotland Act. La propuesta de reparto de 
competencias se hacía, sobre todo, aplicando el principio de subsidia-
riedad e indicando en el Anexo I cuáles eran las competencias que 
debían ser atribuidas de forma expresa al Parlamento escocés. Sin 
embargo, el informe, se preocupaba también de establecer que la Ley 
futura debía prever que las competencias del Parlamento escocés no 
podían modificarse sin su consentimiento y luego establecía una serie 
de mecanismos para la resolución de los conflictos de competencias.

La elaboración de la propuesta más concreta de Devolution sería 
sin embargo por una institución especializada que se denominaría 
Constitution Unit que estaba integrada por expertos independientes, 
aún más independientes de los que figuran en las clásicas Royal Com-
missions o los Comitees of Enquiry. Realmente estaba vinculado a la 
sociedad civil y adscrito a la School of Public Policy del University 
College London. Trabajó la Comisión a lo largo de dos años en cuyo 
transcurso publicó algunos informes hasta llegar al definitivo en el que 
se incluían las recomendaciones sobre cómo llevar a término el pro-
ceso de devolución. Por lo que concierne a la concreta fórmula pro-
pugnada para Escocia, la Constitution Unit se separó del modelo esta-
blecido en la Scotland Act de 1978 donde aparecían de forma muy 
pormenorizada las competencias legislativas del Parlamento escocés, 
tomadas esas competencias de las regulaciones contenidas en la legis-
lación entonces vigente. La Constitution Unit entendió que este 
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modelo histórico era equivocado. Propuso a cambio que la futura 
Scotland Act estableciese cuáles eran las materias reservadas al Parla-
mento británico sin preocuparse tanto de las atribuidas al Parlamento 
escocés. La Scotland Act incluiría las materias que corresponden al 
Parlamento británico, pero, además, contendría previsiones que auto-
rizaran al mismo Parlamento para legislar en áreas distintas de las que 
estaban reservadas cuando concurrieran circunstancias justificativas, 
como, por ejemplo, la ejecución de obligaciones internacionales; en 
contraste con esta previsión también se preveía que el Parlamento 
escocés pudiera ser habilitado para regular materias reservadas al Par-
lamento británico. La distribución de competencias se complemen-
taba con la propuesta de una serie de mecanismos para evitar que los 
conflictos y, sobre todo, las usurpaciones o abusos de competencias 
(ultra vires) en que pudieran incurrir las autoridades escocesas (no así 
las autoridades británicas; la Devolution parte de la soberanía del Par-
lamento británico, de modo que no hay oposición que pueda estable-
cerse a lo que una ley británica diga, incluso si la ley supone una modi-
ficación de lo establecido en la Scotland Act y en el régimen de 
competencias atribuidas a Escocia). Fórmulas para evitar este tipo de 
extralimitaciones serían, por ejemplo, que las leyes escocesas fueran 
analizadas por la Scottish Office y por el presidente del Parlamento 
británico y también que se regulara un recurso directo contra las leyes 
escocesas basado en incompetencia. Este recurso se interpondría una 
vez obtenida la sanción real de la ley en cuestión. Además del recurso 
directo también se proponía un recurso indirecto que podía elevarse a 
un Tribunal de apelación cuando con ocasión de un litigio concreto 
apareciese una ley escocesa posiblemente dictada con incompetencia. 
También se preocupaba la Constitution Unit de establecer las reglas 
generales de relación entre las instituciones europeas y las institucio-
nes británicas y las escocesas y se refería a que la Scotland Act tam-
bién debería incluir previsiones para que se mantuviese un poder local 
fuerte y con capacidad de gestión en el ámbito interior de Escocia. Sin 
necesidad de aplicar el principio de subsidiariedad a favor del gobierno 
local, sí se indicaba que las entidades locales deberían tener un peso 
efectivo en la administración del territorio y también participar y ser 
oídas en los procesos de formación de decisiones que les afectasen a 
sus intereses.

Las propuestas de la Constitution Unit tuvieron un impulso subsi-
guiente con el libro blanco, que presentó la Scottish Office (Scotland’s 
Parliament, HNSO. Cmnd.3658). El Libro Blanco se publicó en julio 
de 1997. El 11 de septiembre se celebró el referéndum en Escocia. En 



	 iv.  uniformidad y particularismos
� 147

313.
Supremacía  

del Parlamento 
británico.

314
La victoria de 2011 

del SNP

noviembre se debatió el proyecto de ley en el Parlamento. Y el 7 de 
diciembre de 1998 se aprobó la Scotland Act.

La Scotland Act de 1998 es relativamente breve. Lo primero de 
todo, como justo tributo a la tradición parlamentaria británica, que la 
ley establece es que «habrá un Parlamento escocés» (artículo 1.1). Un 
poco más adelante para dejar claro cuál es la posición del Parlamento 
escocés en el marco de un sistema constitucional basado en la supre-
macía del Parlamento británico, se dice que, por un lado, «el Parla-
mento escocés está capacitado para dictar normas con rango de ley 
que serán conocidas como leyes del Parlamento escocés» (Acts of the 
Scottish Parliament) (artículo 28.1 de la Scotland Act). Pero, estable-
cido esto, se indica que la potestad legislativa del Parlamento escocés 
«no afecta a la capacidad del Parlamento del Reino Unido para dictar 
leyes aplicables en Escocia» (artículo 28.7).

Aunque las elecciones de 2001 implicaron otra pérdida de escaños, 
y en 2003 y 2005 siguieron los retrocesos electorales, el 3 de mayo 
de 2007 el SNP consiguió la mayor victoria de su historia. Poco des-
pués, en agosto de 2007, Salmond, primer ministro escocés, presentó 
«A National Conversation» (www.anationalconversation.com) un 
importante blog en el que los ciudadanos podrían opinar sobre la 
declaración del primer ministro Choose Scootland’s Future. En la 
página aparecieron comentarios pintorescos, pero también muchos 
útiles para el debate.

En las elecciones de mayo de 2011 el partido nacionalista obtuvo, 
por primera vez en su historia, mayoría absoluta en el Parlamento esco-
cés. Aunque gobernaba desde la anterior legislatura de 2007-2011, lo 
hacía en minoría, con el apoyo de los verdes. En el programa electoral 
para las elecciones de 2011 se incluyó el compromiso de celebrar un 
referéndum sobre la independencia de Escocia a lo largo de la legisla-
tura si se obtenía en las elecciones una mayoría suficiente. El programa 
electoral también se refería a la reforma de la autonomía escocesa, 
regulada en la Scotland Act de 1998, para mejorar sus competencias 
financieras con el objeto de que Escocia ingresara la totalidad de los 
impuestos recaudados en el territorio. 

El Parlamento Británico aprobó una Scotland Act en 2012 que 
reformaba la Ley del mismo nombre de 1998, modificando aspectos 
importantes de la economía escocesa. La reforma es el resultado de 
los trabajos de una comisión (Commission on Scottish Devolution, 
también llamada Calman Commission por el nombre de su presidente) 
que fue creada en 2007 para evaluar la primera Scotland Act de 1998, 

http://www.anationalconversation.com
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después de 10 años de vigencia. El informe de la Comisión Calman se 
aprobó en junio de 2009 y proponía ampliar los poderes tributarios y 
de gastos del Parlamento Escocés, de manera que se ampliara su 
autonomía financiera dentro de límites infranqueables. La reforma de 
2012 se aproximaba a las pretensiones de los soberanistas fiscales. El 
camino hacia el referéndum independista presentaba inicialmente 
muchos problemas de orden constitucional, político y práctico, que 
han tenido que despejarse sucesivamente. 

Después de las elecciones de 2011, el primer ministro escocés Alex 
Salmond orientó rápidamente su actividad política hacia la de un refe-
réndum de en el otoño de 2014 (el séptimo centenario de Bannock-
burns sería un referente estimulante).

Concretada la idea, se acometieron los problemas jurídicos a que 
se enfrentaba su aplicación: el primero, que la Scotland Act de 1998 
no reconoce al Parlamento Escocés competencias sobre materias 
reservadas al Reino Unido. Entre ellas hay que entender incluida, 
anexo 5, «la unión de los reinos de Escocia y de Inglaterra, que se con-
sidera materia constitucional». El debate sobre la incompetencia del 
Parlamento Escocés, abordada con carácter general por todos los 
especialistas, llegó a que el Gobierno escocés manejara como subter-
fugio la idea de que no era un referéndum de independencia sino una 
consulta para conocer la opinión de los ciudadanos de Escocia, que no 
tendría carácter vinculante. Nadie entendió muy bien la diferencia de 
esta propuesta con un referéndum vinculante: un referéndum es siem-
pre una consulta que afecta al principio de soberanía parlamentaria y, 
a partir de ahí, las posiciones sobre su carácter vinculante o no, son 
bastante poco importantes. Pero el premier británico David Cameron 
estuvo de acuerdo en que se celebrase un referéndum vinculante. No 
obstante, la opinión del Gobierno británico sobre la incompetencia del 
Gobierno escocés para convocar un referéndum era firme. La vía para 
convalidar esa irregularidad fue utilizar un artículo (sección 30) de la 
Scottland Act de 1998, que preveía que el Gobierno británico pudiera 
aprobar una Order in Council que atribuyera a Escocia la potestad de 
convocarlo dentro de  los límites que la Order estableciese. Esta posi-
bilidad se convirtió en el argumento utilizado en lo sucesivo por el 
Gobierno escocés que presionó al británico hasta alcanzar el Acuerdo 
de Edimburgo, entre ambos Gobiernos, de 15 de octubre de 2012, en 
el que el Prime Minister británico y el First Minister escocés se compro-
metieron a trabajar en la celebración del referéndum de independen-
cia, que deberían atenerse a determinadas  exigencias. Concernían 
estas a su regulación y celebración en un marco de confianza de los 
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Parlamentos, los Gobiernos y el pueblo y que puede llevar a conocer 
de manera concluyente la manera del pueblo de Escocia y llegar al 
resultado que todos esperan.

La pregunta fue sometida al informe de la Electoral Commission 
antes de su aprobación por el Parlamento de Escocia. La primera pro-
puesta que hizo el Gobierno escocés decía: ¿Está de acuerdo en que 
Escocia sea un país independiente? SI/NO (Do you agree that Scotland 
should be an independent country? YES/NO). La Electoral Commis-
sion consideró que la pregunta era inadecuada porque la expresión 
«está de acuerdo» tiende a provocar una respuesta positiva. Por ello la 
Comisión Electoral propuso una formulación diferente, que fue la final-
mente aprobada: ¿Debe ser Escocia un país independiente? SI/NO 
(Should Scotland be an independent country? YES/NO). Se negocia-
ron también otros condicionamientos como el gasto en la campaña, y 
la significación que habría de darse al voto positivo o negativo en el 
referéndum. La cuestión de la claridad de la pregunta siguió muy de 
cerca la experiencia de Québec. También fue muy importante la recon-
ducción de todo el proceso al principio de legalidad. Si bien el princi-
pio democrático, es decir, las pretensiones del pueblo escocés, mani-
festado en unas elecciones parlamentarias, obligó a adaptar la 
legalidad, una vez establecidas las reglas del juego a que había de 
acomodarse el referéndum, estas se aplicaron de un modo estricto. 

El Gobierno escocés puso en circulación muchas explicaciones 
sobre las consecuencias de la independencia y los beneficios que se 
seguirán de la misma, así como la suerte que correrán las relaciones de 
Escocia con la Unión Europea y otros organismos internacionales. Una 
exposición sistemática, resumida y dirigida a todos los votantes, está 
recogida en el libro Scotland’s Future. Your guide to an independent 
Scotland, Scottish Government, Edinburgh, 2013. 

El Gobierno británico preparó hasta cuatro informes sobre la cues-
tión. El primero lo publicó en febrero de 2013 con el título Scotland 
Analysis: Devolution and the implications of Scottish Independent 
(Cm.8554) contempla un resultado favorable a la independencia. Ello 
no supondría, según los análisis del informe, una separación inmediata, 
sino la apertura de negociaciones entre los dos Gobiernos, el británico 
y el escocés.  Se refiere luego a la permanencia de Escocia a la Unión 
Europea. Es de reseñar en este punto que se remite al dictamen emi-
tido por dos profesores británicos, Crawford y Boyle, de las Universi-
dades de Cambridge y Edimburgo, respectivamente, según el cual la 
Escocia independiente sería un nuevo Estado, que tendría que solicitar 
formar parte de las organizaciones internacionales que le permitan 
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incorporarse a las mismas. Las opiniones de los profesores dictaminan-
tes evalúan la dificultad de incorporarse a una u otras organizaciones, 
y mientras creen que no sería difícil la integración en la ONU, sería más 
compleja la integración en la Unión Europea, debido, sobre todo, a la 
necesidad de negociaciones previas y a que la decisión final de los 
actuales miembros de la Unión debe ser unánime, suponen, en este 
sentido, que es bastante probable que haya Estados que se opongan, 
sin que el Gobierno británico pueda hacer nada por evitarlo. Este es 
un argumento importante porque el electorado escocés es más euro-
peista que el inglés, y realmente de esto se vale Salmond que pro-
clama que la Unión Europea tendría un socio más leal en Escocia que 
lo que ha venido siendo Gran Bretaña.

Un segundo informe del Gobierno, presentado en abril de 2013, 
fue Scotland Analysis: currency and monetary policy (Cm.8594). El 
Gobierno escocés ha sostenido que la Escocia independiente seguiría 
utilizando la libra esterlina como moneda, a cuyo efecto Escocia cele-
braría los acuerdos correspondientes con el Reino Unido. Al informe 
mencionado no le parece tan segura esta forma de resolver la cuestión 
monetaria y plantea la necesidad de que Escocia elija entre dicha 
opción o la de crear su propia moneda o adherirse al euro. El uso de la 
libra plantea el problema de las reticencias del Reino Unido, la adhe-
rencia al euro no es una solución deseada en ninguna parte de las islas 
británicas, la creación de una moneda propia se estima por todos los 
técnicos inviable. En el caso de la opción libra, el gobierno de la 
moneda correspondería al Banco de Inglaterra que no se sometería en 
ningún caso a condicionamientos provenientes de Escocia. 

Los escoceses rechazaron finalmente, en el referéndum, independi-
zarse de Inglaterra por una mayoría clara y superior a lo esperado. 

C)  La constitucionalidad de la asimetría

Los modelos comparados que acaban de exponerse, así como las 
reclamaciones políticas que resultan de los manifiestos, acuerdos y 
pactos referidos en un apartado anterior, postulando diferenciación 
y singularidad, carecen de todo valor jurídico constitucional entre 
nosotros. Los primeros porque son modelos externos, que responden 
a las peculiaridades históricas y jurídicas de cada uno de los Estados 
referidos, que sería completamente absurdo incorporar sin crítica ya 
que la posición y las razones de existir de la diversidad territorial espa-
ñola no tienen por qué tener ningún parangón. Nos sirven los ejem-
plos, eso sí, para poder tener la seguridad de que es posible organizar 
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una federación, incluso potente y económicamente próspera, recono-
ciendo un régimen competencial y una posición distinta dentro del 
sistema general a determinados territorios. Por su parte, los acuerdos 
y pactos políticos expresan la posición subjetiva de quienes los suscri-
ben, que, por más respetable que sea, no tiene otra significación que 
la de dejar constancia de un desiderátum político que carece de toda 
virtualidad jurídico constitucional.

El único planteamiento posible respecto de si el Estado español 
puede organizarse matizando el uniformismo y reconociendo hechos 
diferenciales, es sobre la base de constatar si la Constitución reconoce 
tales hechos diferenciales. Esta búsqueda tiene que concretarse del 
modo siguiente: conocemos que el principio dispositivo, de cuyas con-
secuencias aplicativas no daremos ya más explicaciones, puede produ-
cir el efecto de que algunos Estatutos de Autonomía contengan pres-
cripciones que no están presentes en otros. Siempre que no se 
extralimiten de lo que la Constitución permite, esta diferenciación 
estatutaria es correcta desde un punto de vista jurídico. Pero descarta-
remos que estas posibles diferencias entre Estatutos sean realmente 
los hechos diferenciales que buscamos para asentar sobre ellos una 
organización diversificada. Lo que interesa determinar, en concreto, es 
si la Constitución ha reconocido, de forma directa y expresa o por 
remisión a los Estatutos u otras normas, determinadas peculiaridades 
organizativas o competenciales a algunos territorios, que son singula-
res de estos y a las que no pueden acceder los demás. Estamos de 
acuerdo en considerar, por tanto, que los únicos hechos diferenciales 
que importan para fundamentar en ellos rupturas del uniformismo son 
los «constitucionalmente relevantes» (Balaguer, López Aguilar, Taja
dura). Incluso también conviene aceptar que lo son cuando concurre 
una «consignación constitucional razonable de la que quepa colegir un 
mandato de tutela» (López Aguilar). Discrepamos, sin embargo, de que 
el hecho diferencial siempre tenga que tener una consignación consti-
tucional expresa. Hay supuestos en que así ocurre, como desarrollare-
mos enseguida. Pero la apertura a los hechos diferenciales más impor-
tante que la Constitución permite no es la consignada directamente en 
ella sino la remitida a lo que los Estatutos u otras normas dispongan. 
Valga, por el momento, un solo ejemplo: los derechos históricos, que 
la Constitución respeta y reconoce en su disposición adicional primera, 
no aparecen enunciados como tales en ninguna parte de la misma sino 
que tienen que actualizarse a través de los Estatutos. De este modo, 
por no citar nada más que un ejemplo importante, se han actualizado 
el Concierto y el Convenio económico en los casos vasco y navarro.
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También resulta necesario precisar la denominada, quizá con un 
énfasis excesivo, «teoría de los hechos diferenciales», considerando 
que cuando se constata su amparo constitucional, que es la única 
manera de reconocerlos jurídicamente, su contenido y régimen no 
puede construirse de un modo autónomo y separado del conjunto de 
reglas sobre el reparto del poder territorial que la Constitución esta-
blece. Por ejemplo: un hecho diferencial es la lengua, directamente 
reconocido en la Constitución (artículo 3). Pero las posibilidades de 
diversificación que resultan de las competencias sobre la lengua pro-
pia se matizan por las atribuciones que el Estado tiene también en 
materia lingüística. Otro ejemplo: los Conciertos económicos signifi-
can un régimen de financiación que incluye variaciones en la tributa-
ción y recaudación, pero también existe un marco general regulatorio 
que el Estado, sin perjuicio del Concierto, puede mantener porque la 
Constitución le otorga competencias para ello.

Es innegable, y también puede compartirse, que el excesivo estira-
miento o expansión de los hechos diferenciales, el exceso de asimetría 
(Balaguer, García Roca) puede conducir a situaciones de difícil organi-
zación y conducentes a una verdadera «desintegración» política. Por 
ello hay que suponer que la Constitución se ha situado en un plano 
razonable al reconocer los hechos diferenciales y establecer sus lími-
tes. De ser, por el contrario, la diferenciación tan excesiva que condu-
jera a la «desintegración» y a la ingobernabilidad, sería urgente la 
reforma constitucional para evitarlo. Lo que debe seguir a la reflexión 
general es un estudio del compendio de los hechos diferenciales que 
pueden tener amparo en la Constitución para concretar su contenido, 
sus límites, y sus proyecciones en la organización general del Estado.

Esto es lo que nos disponemos a hacer en los apartados sucesivos. 
Empezando por establecer las diferencias debidas entre los derechos 
históricos a los que se refiere la disposición adicional primera de la Cons-
titución y los hechos diferenciales que también la Constitución ampara. 
Esta distinción debe remarcarse porque la mayor parte de los derechos 
históricos a que se refiere la disposición adicional primera son hechos 
diferenciales, o pueden serlo, pero existen otros varios hechos diferen-
ciales que no tienen, en absoluto, la condición de derechos históricos.

D)  Los derechos históricos

La polémica y compleja disposición adicional primera de la Consti-
tución establece que «La Constitución ampara y respeta los derechos 
históricos de los territorios forales». El párrafo segundo añade «La 
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actualización general de dicho régimen foral se llevará a cabo, en su 
caso, en el marco de la Constitución y de los Estatutos de Autonomía».

Las cuestiones de principio más decisivas que este precepto consti-
tucional suscita son las siguientes: en primer lugar, comprender qué 
significa la apelación a los derechos históricos, especialmente si supone 
el reconocimiento de una realidad previa a la Constitución, consentida 
por el constituyente y fruto de un pacto de conservación con los terri-
torios titulares de los mismos. En segundo lugar, quiénes son los titula-
res de los derechos históricos. Tercero, qué significa el marco de la 
Constitución y los Estatutos, al que subordina la disposición adicional la 
actualización de los referidos derechos. Y, por último, el cauce norma-
tivo específico para el reconocimiento y actualización de los mismos.

a) � La compatibilidad entre los derechos históricos  
y la Constitución normativa

Procede del pleno período constituyente una opinión, emitida por 
M. García Pelayo, acerca de la pertinencia de incorporar el concepto 
de «derechos históricos» a la Constitución. Se pronunció terminante-
mente contra dicha posibilidad que ya apuntaba el proyecto de Cons-
titución. Dijo en su contra que «Se emplea la denominación, extrava-
gante en nuestra época, de los derechos históricos. Se trata, en efecto, 
de una expresión anticuada, aparentemente en el espíritu de la Escuela 
Histórica del Derecho, cuyas tesis constituyeron una de las bases ideo-
lógicas de los movimientos tradicionalistas y reaccionarios del siglo 
pasado, frente a las tendencias racionalistas y progresistas». Añadía el 
ilustre constitucionalista que «Esta idea de los derechos históricos 
representa, en cualquiera de sus formas, la transferencia a entidades 
territoriales de los principios legitimistas formulados originariamente 
para las monarquías; representa la extensión a épocas completamente 
distintas del principio típico de la Edad Media de la superior validez 
del “buen derecho viejo” frente al derecho nuevo, es decir, exacta-
mente la inversión de los términos sobre los que se construyen los 
ordenamientos jurídicos modernos, en los que el derecho nuevo prima, 
normalmente, sobre el viejo; representa, en fin, la pretensión de susti-
tuir la legitimidad racional por la legitimidad tradicional, pretensión 
que no tiene sentido cuando la tradición se ha interrumpido durante 
largo tiempo». Esta exposición que coetáneamente E. García de Ente-
rría consideró acertada, es, sin duda posible, bastante exagerada. La 
observación de García Pelayo sería exacta si la legitimidad constitucio-
nal pudiera quedar desplazada continuamente con la invocación de 
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derechos históricos indeterminados. Pero no es el caso: el sentido de 
la disposición adicional es que cualquier posición privilegiada proce-
dente de la historia se subordina a lo que la Constitución establece.

En el polo opuesto de la posición de García Pelayo se han situado 
otros muchos analistas y exégetas del texto constitucional, muy espe-
cialmente cuando han asumido posiciones foralistas o nacionalistas. 
Quizá sea justo destacar entre todos a M. Herrero de Miñón, reiterado 
defensor, en su obra, de la idea de que los derechos históricos son 
expresión de una soberanía originaria, propia de los territorios que 
tienen condición de fragmentos de Estado, pero que la Constitución 
ha respetado en el marco de un pacto con los territorios titulares de 
los mismos. Los derechos históricos son, en la construcción del ilustre 
ponente constitucional, anteriores a la Constitución. Explica, en este 
sentido, que «Los derechos históricos no remiten a instituciones ni a 
competencias sino a la dimensión existencial de un pueblo que no solo 
fue en el pasado sino que, esto es muy importante subrayarlo, vive en 
el presente. A un corpus politicum que la Constitución no crea, como 
el Tribunal de Cuentas, ni cuya existencia, forma y compentencias 
deriva de un Estatuto, como la Comunidad Autónoma de Madrid, sino 
que el constituyente encontró ya ahí, que incluso participó como tal en 
el proceso constituyente, y con el que acordó su respeto y amparo. Los 
derechos históricos son, en consecuencia, un ser y no un haber, aun-
que del primero —el corpus politicum— resulte necesariamente lo 
segundo —la autonomía— y, por ello, son originarios. Navarra es titu-
lar de derechos históricos originarios porque Navarra fue y es un cor-
pus politicum originario y no una creación constitucional. Ahora bien, 
lo originario no depende de la Constitución y, por lo tanto, es inmune 
no ya al legislador ordinario sino al mismo poder de revisión de la 
Constitución... una revisión constitucional, cualquiera que fuese su 
procedimiento, no puede derogar la personalidad de Navarra porque 
Navarra no es una creación del constituyente español».

A pesar de la importancia teórica de las exposiciones precedentes, 
resulta difícil aceptarlas en sus términos. García Pelayo descalifica la 
invocación de los derechos históricos por considerarlos un elemento 
de legitimación extraño al cuerpo normativo de la Constitución, lo que 
no es exacto ya que aquella los utiliza como un elemento regulatorio 
más, prestándoles la fuerza y eficacia normativa que pueden tener. 
Herrero de Miñón, al apreciar en los derechos históricos el rastro de la 
soberanía parcial reconocida a los territorios titulares de la misma, que 
les ha permitido, incluso, intervenir en el proceso constituyente a tra-
vés de pactos con las instituciones estatales, está utilizando un dato 
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que, como máximo, tiene un cierto valor empírico o histórico pero no 
jurídico constitucional. No cabe ninguna duda, en efecto, que si la 
Constitución ha reconocido los derechos históricos de los territorios 
vascos y de Navarra, es porque esos derechos preexistían a la Consti-
tución. Otra cosa no hubiera tenido ninguna razonabilidad ni sentido 
lógico. Lo mismo que se ha reconocido la institución monárquica por-
que existía con anterioridad, e incluso la figura del rey Juan Carlos I 
porque había sido designado con anterioridad a la Constitución. Pero 
nada impedía al poder constituyente que hubiera arrasado con todos 
estos condicionamientos históricos, se hubiera asentado en una orga-
nización administrativa de carácter centralista o incluso hubiera optado 
por la forma republicana de gobierno. Todo ello entra dentro de la 
disponibilidad absoluta del titular de la soberanía que, en el momento 
constituyente, es indivisible e irresistible. Se pueden poner, como 
explicó Burkhardt, límites al poder de reforma constitucional estable-
ciendo la irreformabilidad de algunos preceptos constitucionales (la 
forma federal y democrática del Estado en Alemania, por ejemplo), de 
modo que, podría haberse excluido, entre nosotros, el modelo auto-
nómico de Estado del poder de reforma constitucional (lo que no 
hicieron, por cierto, los artículos 167 y 168 de la Constitución), pero tal 
tipo de límites no pueden imponerse al poder constituyente.

Todo lo anterior no significa que el poder constituyente, e incluso el 
de reforma constitucional, no tengan que ejercerse en un contexto 
histórico, político y sociológico que les limita de hecho, excluyendo la 
posibilidad de que se adopten decisiones que puedan perjudicar o 
hacer inviable la convivencia, que es el objetivo primario que toda 
decisión constituyente tiene que procurar. Estas situaciones empíricas 
que se imponen al constituyente fragmentan o limitan de hecho su 
propia soberanía impidiéndole ejercerla en contra de determinados 
intereses políticos, económicos o sociales, ya arraigados. Por ejemplo, 
aunque sea evidente que el poder constituyente, o incluso el de 
reforma constitucional, puede usarse para tomar decisiones que nos 
separen de la Unión Europea o que vulneren el Derecho comunitario, 
nuestra condición de Estado miembro de dicha Unión limita y frag-
menta el poder soberano, que acepta quedar sometido a las normas 
producidas en aquella instancia supranacional y no producir decisiones 
que las contradigan. También la configuración del sistema de autono-
mías, más aún cuando se funda en formas históricas de relación con el 
Estado de algunos territorios que lo integran, implica una cierta frag-
mentación de la soberanía por escapar de su ámbito de disposición 
ordinaria decisiones que puedan ser radicalmente contrarias al equili-
brio y al reparto del poder establecido en el interior del Estado.
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Al margen de todo lo anterior, sobre la cuestión de si los derechos 
históricos son o no una fuente de legitimación de poderes y compe-
tencias separada y distinta de la Constitución, la jurisprudencia consti-
tucional ha ido asentando una doctrina que concluye con lo estable-
cido en la Sentencia 76/1988, de 26 de abril, a la que hay que atenerse. 
Dice, en lo que nos importa, lo siguiente: «De la consideración de la 
disposición adicional 1.ª de la Constitución española en su totalidad, 
en relación con los mandatos constitucionales y la nueva estructura 
territorial del Estado que la Constitución prevé, se deriva que la garan-
tía o, literalmente, el amparo y respeto por parte de la Constitución de 
los derechos históricos de los territorios forales no puede estimarse 
como una garantía de toda competencia que pueda calificarse de his-
tórica; como este Tribunal declaraba en su Sentencia 123/1984, de 18 
de diciembre, fundamento jurídico 3.º, la idea de los derechos históri-
cos no puede considerarse como un título autónomo del que puedan 
deducirse específicas competencias. Lo que la Constitución ha venido 
a amparar y respetar no es una suma o agregado de potestades, facul-
tades o privilegios, ejercidos históricamente, en forma de derechos 
subjetivos de corporaciones territoriales, susceptibles de ser traduci-
dos en otras tantas competencias de titularidad o ejercicio respalda-
das por la Historia. Como resulta de la misma dicción del párrafo 
segundo de la disposición adicional 1.ª CE, lo que se viene a garantizar 
es la existencia de un régimen foral, es decir, de un régimen propio de 
cada territorio histórico de autogobierno territorial, esto es, de su 
“foralidad”, pero no de todos y cada uno de los derechos que históri-
camente la hayan caracterizado. La garantía constitucional supone que 
el contenido de la foralidad debe preservar tanto en sus rasgos orga-
nizativos como en su propio ámbito de poder la imagen identificable 
de ese régimen foral tradicional».

No hay en esta jurisprudencia un rechazo total del valor de la histo-
ria como fuente interpretativa. En la Sentencia citada puede leerse 
que «La delimitación de las competencias de los territorios históricos 
podrá exigir una investigación histórica acerca de cuáles son tales 
derechos». Lo que no acepta el Tribunal Constitucional es que la histo-
ria se sobreponga a las normas concretas incorporadas a la Constitu-
ción y a los Estatutos y se utilice de un modo continuo como una fuente 
de legitimidad separada de las atribuciones autonómicas.

En definitiva, los territorios a los que alude la disposición adicional 
primera cuentan con una doble legitimidad a la hora de delimitar, en 
sus Estatutos, su autonomía. Una es la general que habilita a todas las 
Comunidades Autónomas, y que les permite asumir competencias en 
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El Tribunal Constitucional, como se verá en el apartado siguiente, 
ha aclarado en diversas ocasiones que los derechos históricos a los 
que alude la disposición adicional 1.ª CE no son invocables por otros 
territorios españoles, por más que sea innegable que disponen de tra-
diciones e historia propias. Por ejemplo, ha negado la aplicación a 
Cataluña de dicha cláusula en la STC 31/2010, de 28 de junio.

b)  Los territorios forales como titulares de los derechos históricos

La Constitución reconoce la titularidad de los derechos históricos a 
los territorios forales. En el caso de Navarra, el territorio foral y la 
Comunidad Autónoma coinciden. En el caso del País Vasco, los territo-
rios históricos y la Comunidad Autónoma en que se integran son reali-
dades jurídicas diferentes. El Tribunal Constitucional estableció en una de 
sus primeras sentencias relativas a esta cuestión (STC 11/1984, de 2 de 
febrero) que «Es obvio que cada uno de los territorios históricos y la 
Comunidad Autónoma del País Vasco son entes jurídicamente distin-
tos y autónomos entre sí, dotados cada uno de su correspondiente 
esfera de intereses y de competencias necesarias para su gestión». 
«Las fuentes de que nacen las competencias de los territorios históri-
cos, por un lado, y de las competencias de las Comunidades Autóno-
mas, por otro, son necesariamente distintas. Los territorios forales son 
titulares de “derechos históricos” respetados, amparados y sujetos a 
actualización en el marco de la Constitución y de los Estatutos de 
Autonomía en virtud de lo dispuesto por la disposición adicional 1.ª 
de  la Constitución; por lo que la delimitación de competencias de 
tales territorios podrá exigir una investigación histórica acerca de cuá-
les sean tales “derechos”. Mientras que las competencias de las 
Comunidades Autónomas son las que estas, dentro del marco estable-
cido por la Constitución, hayan asumido mediante sus respectivos 
Estatutos de Autonomía; habrá que acudir, en consecuencia, a la Cons-
titución, a los Estatutos de Autonomía y a otras posibles normas deli-
mitadoras de competencias dictadas en el marco de las anteriores 
para saber cuáles sean las correspondientes a cada Comunidad». En 
esta jurisprudencia constitucional inicial se separaban muy claramente 
las fuentes de los poderes de los territorios históricos, amparados en 
la disposición adicional, y de las Comunidades Autónomas. Como con-
secuencia de la Ley de Territorios Históricos aprobada por la Comuni-
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dad Vasca el 25 de noviembre de 1983, se desarrolló una iniciativa que 
ya estaba contenida en el Estatuto de Autonomía consistente en la 
reordenación interna de las atribuciones entre la propia Comunidad 
Autónoma y los territorios históricos. Tanto de lo dispuesto en el Esta-
tuto, como de lo desarrollado en la Ley mencionada, resulta que la 
Comunidad Autónoma vasca ha asumido, junto con los territorios his-
tóricos, la titularidad de derechos históricos conforme a lo permitido 
en la disposición adicional 1.ª

El Tribunal Constitucional no ha opuesto ninguna objeción a esta 
reordenación de atribuciones. La STC 76/1988, de 26 de abril, acepta 
que el Estatuto de Autonomía sea el cauce de tal reajuste competen-
cial. Lo que significa admitir también que las Comunidades Autóno-
mas en las que están integrados los territorios históricos pueden llegar 
a ser titulares derivadas del reconocimiento constitucional de dere-
chos históricos.

Una explicación técnica de este fenómeno, ofrecida por M. Herrero 
de Miñón, es que la Constitución no solo contiene un reconocimiento 
de los derechos históricos de los territorios forales, sino que incluye 
también una «novación subjetiva» respecto de la titularidad de dichos 
derechos, debida a que acepta simultáneamente la creación de una 
institución jurídica y política superior en la que aquellos territorios se 
enmarcan.

La cuestión deja algunos problemas pendientes que no ha sido 
necesario abordar hasta ahora en el proceso de aplicación de la Cons-
titución. Por ejemplo, ¿es posible que el Estatuto de Autonomía de una 
Comunidad que reúne territorios dotados de derechos históricos lleve 
a efecto una redistribución de poderes en la cual, sin ningún límite, se 
puedan atribuir a estos territorios competencias que en la Constitución 
están reservadas a las Comunidades Autónomas? Planteado más en 
directo: ¿es posible que Álava, Guipúzcoa y Vizcaya tengan la misma 
estructura organizativa y competencias que cualquier Comunidad 
Autónoma uniprovincial, aunque sigan integradas en la Comunidad del 
País Vasco, fundándose aquella posición en la actualización de su fora-
lidad? Aparentemente la respuesta no debe plantear muchas dificulta-
des porque Navarra ha llevado a cabo la actualización de su foralidad 
mediante la Ley Orgánica de Reintegración y Amejoramiento del Fuero 
de 10 de agosto de 1982, convirtiéndose, según todos los analistas, en 
una Comunidad Autónoma, aunque siga siendo un territorio histórico.

El reconocimiento a los territorios históricos, aunque se integren en 
el marco de la Comunidad Autónoma del País Vasco, de algunos pode-
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res propios de las Comunidades Autónomas, resolvería algunos pro-
blemas internos de relaciones entre instituciones, y reforzaría el carác-
ter diferencial de la organización interna del País Vasco en términos 
que todavía hemos de desarrollar en apartados ulteriores.

Por lo demás, otra cuestión esencial, que la redistribución de com-
petencias entre la Comunidad Autónoma y los territorios históricos 
plantea, es si puede producirse de modo que se vacíe de contenido la 
posición política y jurídica de estos últimos. El Tribunal Constitucional, 
asumiendo una tesis que sostuvo al respecto T. R. Fernández Rodríguez, 
ha aceptado que la disposición adicional 1.ª contiene una garantía ins-
titucional en favor de los territorios históricos que los protege, tanto 
frente a las inmisiones del legislador estatal, como de las regulaciones 
del autonómico, evitando que las leyes puedan desfigurar la imagen 
del régimen foral propio de los mismos [por ejemplo, STC 159/1993: 
«... la garantía institucional de los territorios forales, si bien no especi-
fica exhaustivamente las competencias históricas que protege (esto es, 
un haz determinado de competencias concretas) sí alcanza, como 
mínimo irreductible, a proteger un régimen de autogobierno territorial 
con el que quepa reconocer el régimen foral tradicional de los distin-
tos territorios históricos»].

Por último, respecto de la titularidad de los derechos, es impor-
tante dejar constancia de que, ateniéndose al inequívoco sentido que, 
a lo largo de su tramitación parlamentaria, tuvo la disposición adicional 
primera, incorporada a la Constitución para dar respuesta a las recla-
maciones del nacionalismo vasco, el Tribunal Constitucional tiene 
declarado que dicha disposición tiene que interpretarse como aplica-
ble exclusivamente al País Vasco y Navarra. No, por tanto, a otras 
Comunidades Autónomas aunque puedan estas ser titulares de dere-
chos históricos de otra clase (STC 76/1988). Habremos de volver sobre 
esta cuestión cuando tratemos, un poco más adelante, de la actuali
zación y desarrollo de los derechos civiles forales, según permite el 
artículo 149.1.8.ª

c) � El «marco de la Constitución y de los Estatutos de Autonomía» 
como límite a la actualización foral

Como ya se ha indicado, el Tribunal Constitucional tiene estable-
cido que la disposición adicional primera no puede usarse como un 
título autónomo sino, necesariamente, para incorporar a los Estatutos 
de Autonomía las competencias que correspondan o el reconoci-
miento que sea preciso de los derechos históricos contemplados en la 
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disposición adicional. El marco de la Constitución y de los Estatutos 
significa, por un lado, que las competencias o el reconocimiento de los 
derechos han de instrumentarse normativamente a través del Estatuto 
de Autonomía; y, por otro, que la Constitución es un límite que no 
puede franquearse, especialmente porque no sería aceptable la asun-
ción de competencias que vulneraran algunos principios, valores o 
reglas que la ley fundamental ha considerado esenciales. La cuestión 
siguiente es de resolución muy compleja porque se trata de precisar 
cuál es el límite constitucional que no pueden rebasar los Estatutos de 
Autonomía cuando incorporan derechos históricos.

Una primera concreción puede hacerse muy sencillamente con 
apoyo en la jurisprudencia constitucional, amparada, a su vez, en la 
intención «originalista», es decir, en lo que resulta de la interpreta-
ción de los debates parlamentarios sobre el texto de la disposición 
adicional primera. En concreto: los derechos forales a que se refiere 
no son los derechos civiles forales, sino los de carácter público o polí-
tico. La STC 159/1993, recogiendo una interpretación que procede 
de las SSTC  34/1985, 76/1988 y 88/1993, ha sentado la siguiente 
doctrina: «Lo que la disposición adicional 1.ª de la Constitución viene 
a garantizar es la existencia de un régimen foral, es decir, de un régi-
men propio de cada territorio histórico de autogobierno territorial, 
esto es, de su “interna foralidad”, pero no de todos y cada uno de 
los concretos derechos que históricamente le hayan caracterizado». 
Anteriormente, la importante Sentencia 76/1988 había sostenido 
que la disposición adicional  1.ª «Viene pues a referirse a aquellos 
territorios integrantes de la Monarquía española que, pese a la unifi-
cación del Derecho Público y de las instituciones políticas y adminis-
trativas del resto de los reinos y regiones de España, culminada en 
los Decretos de Nueva Planta de 1707, 1711, 1715 y 1716, mantuvie-
ron sus propios fueros (entendidos tanto en el sentido de peculiar 
forma de organización de sus poderes públicos como del régimen 
jurídico propio en otras materias) durante el siglo xviii y gran parte 
del xix, llegando incluso hasta nuestros días manifestaciones de esa 
peculiaridad foral. Tal fue el caso de cada una de las Provincias Vas-
congadas y de Navarra».

Establecido este límite material, es preciso afirmar que la disposi-
ción adicional, como ya hemos señalado, no es una declaración polí-
tica, la formulación de un desiderátum, sino una norma que tiene el 
valor propio de las demás normas constitucionales. Por tanto no cabe 
negarle toda virtualidad. Por el contrario, es evidente que el constitu-
yente, al recoger la disposición adicional, ha habilitado el reconoci-
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miento de atribuciones a las Comunidades Autónomas forales, funda-
das en títulos históricos imprecisos. Los derechos históricos que 
puedan invocar otras Comunidades distintas de las forales no tienen 
amparo en la disposición adicional (STC 31/2010, de 28 de junio).

La actualización, por tanto, ha de tener contenidos normativos con-
cretos que se traducirán en atribuciones o posiciones jurídicas singula-
res. El límite de esa actualización tiene que situarse necesariamente en 
el que resulte del necesario respeto a las competencias que la Consti-
tución atribuye al Estado. Ahora bien, si la actualización tiene que res-
petar necesariamente la totalidad de las competencias expresamente 
atribuidas en la Constitución al Estado, la habilitación específica de la 
disposición adicional 1.ª carecería de toda virtualidad normativa posi-
ble, ya que ese mismo límite es el que afecta a todos los Estatutos de 
Autonomía. Por tanto, el marco de las competencias constitucionales 
del Estado habría que manejarlo con cierta flexibilidad, de modo que 
la actualización foral no tuviera como freno cualquier tipo de compe-
tencia, sino que la vinculación específica consistiera en respetar el prin-
cipio de unidad (artículo 2 CE) y los poderes consignados en la Cons-
titución que son inherentes al mantenimiento de esa unidad del 
conjunto de los territorios que integran el Estado. La propuesta de 
interpretación que formulamos pretende la utilización de conceptos, a 
los efectos de los límites que buscamos a la actualización, similares a 
los que emplea el artículo 150.2. También este precepto parte de que 
la Constitución reserva al Estado competencias específicas, pero per-
mite su traslación a las Comunidades Autónomas. El límite de esta 
operación traslativa lo fija estableciendo que ha de tratarse de «facul-
tades correspondientes a materias de titularidad estatal que por su 
propia naturaleza sean susceptibles de transferencia o delegación». Es 
innegable que, a su vez, el artículo 150.2 CE plantea muchos proble-
mas de interpretación en los que no entraremos ahora (vid. sobre ello 
el volumen VI de este Tratado). Baste con dejar reseñado que la propia 
Constitución no impide que competencias inicialmente estatales sean 
reconocidas a las Comunidades Autónomas. Un procedimiento es el 
establecido en el artículo 150.2. Otro, en nuestro criterio, la disposi-
ción adicional 1.ª

La concreción de los derechos históricos que pueden establecerse 
o actualizarse tiene también un límite derivado de la aplicación de 
principios constitucionales como el de libre circulación de personas y 
bienes (artículo 139 CE), que forma parte también del acervo esencial 
del Derecho Comunitario europeo. En efecto, algunos de los conteni-
dos de los privilegios y particularismos de los territorios pertenecien-
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tes a la monarquía española, durante el Antiguo Régimen, eran de 
contenido económico (fronteras interiores, derechos de aduanas, limi-
taciones a la contribución a las cargas públicas, limitaciones al comer-
cio y la industria, organización de mercados, restricciones al libre ejer-
cicio de profesiones y oficios) que son, definitivamente, irrecuperables 
en el contexto del mercado único, la libre competencia y las libertades 
de circulación de personas, bienes y capitales, impuestos en todo el 
ámbito europeo por el Derecho comunitario. Además de irrecupera-
bles para el ejercicio particularista por los territorios que decidieron 
con relativa libertad sobre tales materias en el pasado, la uniformiza-
ción de su regulación y del contenido de las políticas correspondientes 
resulta directamente de la asunción por la Unión Europea de las com-
petencias fundamentales al respecto. No queda, en relación con las 
mismas, margen jurídico para que unas Comunidades se diferencien 
de otras. Ni los Estatutos de Autonomía ni la demás legislación del 
Estado tienen posibilidades de remarcar especialidad alguna.

d) � La instrumentación normativa de la actualización de los derechos 
históricos

La disposición adicional 1.ª CE es clara en el sentido de que la 
actualización de los derechos históricos tiene que hacerse en los Esta-
tutos de Autonomía. No deja resquicio aparente para otras aperturas.

Esta reserva de Estatuto no puede considerarse, como casi ninguna 
de las que la Constitución contiene en favor de otras normas, una 
reserva rígida (vid. sobre ello, volúmenes V y VI de este Tratado). Por 
tanto, ninguna duda cabe de que el Estatuto puede limitarse a esta-
blecer formulaciones normativas de principio, remitiéndose, para su 
complementación, a la legislación de desarrollo. No obstante, debe 
considerarse que la reserva de Estatuto es una opción constitucional, 
en favor de una norma rígida, que pretende evitar que, a través de la 
legislación ordinaria, pueda estarse manejando continuamente la his-
toria como fuente de legitimación paralela a la Constitución a efectos 
del reconocimiento de singularidades diferenciales de cualquier clase 
a los territorios forales.

El problema que se plantea es, por tanto, que, en principio, una ley 
que no tenga cobertura en el Estatuto no puede producir la actualiza-
ción de un derecho foral. El enunciado parece poco discutible pero 
plantea dos cuestiones de interés: primero, ¿y si la norma que actualiza 
un derecho foral es una ley del Estado? Es posible que leyes que regu-
lan determinadas instituciones esenciales den un tratamiento singular 
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a los territorios forales justificándolo en el necesario respeto a sus 
derechos históricos. Por ejemplo, la STC 214/1989, de 21 de diciem-
bre, examinó la constitucionalidad de determinados preceptos de la 
Ley básica de Régimen Local de 2 de abril de 1985 (disposición adicio-
nal 2.ª, párrafos 7 a 10) que excepcionaba la aplicación a las institucio-
nes forales de los territorios históricos de la Comunidad vasca de la 
aplicación de lo previsto en los artículos 98 y 99 de la misma Ley. El 
problema constitucional que se planteaba era que dichos artículos 
tenían la condición de básicos y, por tanto, aplicables al resto de las 
Comunidades Autónomas, lo cual era contradicho por la inaplicación 
al País Vasco y Navarra. La Sentencia desestima el argumento afir-
mando que la no aplicación a los territorios mencionados de determi-
nados preceptos de la LRBRL es una excepción fundada en la disposi-
ción adicional primera de la Constitución. La excepción aplicativa 
prevista en la Ley citada no hacía, según el Tribunal, «sino atender al 
propio mandato constitucional, preservando la singularidad misma de 
ese régimen foral en los aspectos organizativos, en unos términos y 
con un alcance perfectamente compatible con la CE».

Otras diversas leyes del Estado han reconocido (y esta es una tra-
dición que se mantuvo incluso durante el período preconstitucional 
más cerradamente centralista) regímenes particulares en relación con 
competencias, bienes y servicios, de los territorios forales vascos y 
navarro. J. M. Castells Arteche ha compilado una síntesis de ejemplos 
del reconocimiento de la especificidad vasca en la legislación general 
del Estado. Además del caso de la disposición adicional segunda de 
la Ley reguladora de las Bases del Régimen Local de 1985, a que nos 
acabamos de referir, que dicho autor califica como una «operación de 
actualización de un derecho histórico, realizada por primera vez desde 
el marco estatal, sin cita expresa en la letra estatutaria...», se recogen 
otros ejemplos como el de la disposición adicional 3.1 de la Ley de 
Carreteras de 29 de julio de 1988, que se refiere específicamente a la 
competencia en la materia «de los órganos de gobierno de los terri-
torios Forales con derechos históricos...»; la Ley Orgánica de 30 de 
julio de 1987, sobre delegación de facultades del Estado a las Comu-
nidades Autónomas en relación con los transportes por carretera y 
cable; la Ley de 28 de diciembre de 1988 (sustituida por el Real 
Decreto Legislativo 2/2004), reguladora de las Haciendas Locales, 
cuyo artículo 1.2 preserva «los regímenes financieros forales de los 
territorios históricos del País Vasco y Navarra»; la Ley de Policía del 
País Vasco, de 17 de julio de 1992, que se apoya directamente en la 
disposición adicional primera de la Constitución; etcétera.
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La segunda cuestión problemática respecto de la actualización de los 
derechos históricos de carácter foral utilizando normas extra-estatuta-
rias, se puede plantear considerando que si los derechos a que se refiere 
la disposición adicional son los de carácter político, concernientes al 
autogobierno, todos los demás derechos que sean de otro carácter 
podrían actualizarse a través de la legislación ordinaria. Nos parece posi-
ble que así sea siempre que la Comunidad Autónoma tenga competen-
cia en relación con la materia sobre la que va a legislar. No es preciso 
invocar siquiera la disposición adicional 1.ª para incorporar al ordena-
miento autonómico regulaciones que recuperen instituciones históricas 
o costumbres o peculiaridades culturales. Se tratará más ampliamente 
este tema al tratar del Derecho Civil como hecho diferencial.

4. � LOS HECHOS DIFERENCIALES, PRIVILEGIOS O DERECHOS 
PARTICULARES, EN CONCRETO

A)  Tipología

Solo incluiremos, por las razones explicitadas más atrás, en el catá-
logo de hechos diferenciales, aquellos que tienen un respaldo constitu-
cional expreso y que se concretan directamente en la Constitución o, 
indirectamente, en los Estatutos u otras disposiciones del ordenamiento 
jurídico que traen causa o han sido habilitadas por la Constitución.

La libre disposición de las Comunidades Autónomas, al elaborar sus 
Estatutos, puede generar diferenciación, como ya nos consta, en 
materia de organización o de competencias. Pero estas especialidades 
no son inaccesibles para las demás, de forma que la igualación sería 
constitucionalmente posible.

Existen otros elementos de diferenciación, que tampoco considera-
remos, aunque son evidentemente insusceptibles de igualación por-
que están basados en circunstancias geográficas no disponibles: el 
hecho, por ejemplo, de que Extremadura o La Rioja carezcan de costa, 
o de que Baleares y Canarias sean archipiélagos.

B)  La lengua propia del territorio

a)  La regulación constitucional y estatutaria del multilingüismo

Los territorios que tienen como patrimonio cultural propio una len-
gua diferente de la utilizada en el resto del Estado, pueden exhibir, sin 
ninguna duda, esta circunstancia como un argumento diferencial. La 
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lengua es una especialidad que puede diferenciar muy señaladamente 
a unas Comunidades Autónomas con respecto de otras. A partir del 
reconocimiento de derechos lingüísticos pueden establecerse conse-
cuencias muy notables respecto de la organización y funcionamiento 
de los poderes y servicios públicos así como de las formas de ejercicio 
de diversas competencias sectoriales.

El Estatuto de Cataluña, reformado por Ley Orgánica 6/2006, de 19 de 
julio, ha destacado de muchas maneras la lengua propia como hecho 
diferencial. El Preámbulo alude a la lengua como un elemento cultural 
diferenciador, en el artículo 5 menciona la lengua como uno de los 
derechos históricos de los que «deriva el reconocimiento de una posi-
ción singular de la Generalitat», y en otros preceptos establece el régi-
men de la promoción, utilización y de los derechos y deberes lingüísti-
cos derivados de la cooficialidad del castellano y el catalán que el 
propio Estatuto proclama (artículos 6 y 32 a 38). El catalán es «la len-
gua propia», la «lengua oficial» de Cataluña, según proclaman los 
párrafos 1 y 2 del artículo 6. Los artículos 32 y siguientes basan la 
regulación de los derechos y deberes lingüísticos en el fundamental 
derecho de opción lingüística que permite a cualquier ciudadano radi-
cado en Cataluña relacionarse con las instituciones, las organizaciones 
y las Administraciones Públicas en Cataluña, en la lengua oficial que 
elija, lo cual determina la generación de deberes que afectan a la orga-
nización y funcionamiento de todas las Administraciones Públicas radi-
cadas en aquel territorio.

La Constitución se refiere a la lengua en el artículo 3, en el 20.3 y en 
el 148.1.17.ª El primero de los tres es, sin duda, el más relevante. Esta-
blece, en su párrafo 1, que «El castellano es la lengua española oficial 
del Estado. Todos los españoles tienen el deber de conocerla y el 
derecho a usarla». El párrafo 2 prescribe que «Las demás lenguas 
españolas serán también oficiales en las respectivas Comunidades 
Autónomas de acuerdo con sus respectivos Estatutos». Y el párrafo 3 
del mismo precepto proclama que «La riqueza de las distintas modali-
dades lingüísticas de España es un patrimonio cultural que será objeto 
de especial respeto y protección».

El precepto establece algunas prescripciones de directa aplicación 
que se refieren al castellano, proclamado en el propio texto de la 
Constitución como lengua española oficial del Estado, e imponiendo a 
los ciudadanos el deber de conocerla y el derecho a usarla. El recono-
cimiento de este mismo derecho en relación con las demás lenguas 
depende de la declaración de su oficialidad que, en el artículo consti-
tucional referido, está remitida a lo que establezcan, en cada caso, los 
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Estatutos. El reconocimiento del castellano como lengua oficial implica 
de inmediato su consideración como «medio de comunicación normal 
de los poderes públicos y entre ellos en el conjunto del Estado espa-
ñol», entendiéndose «por Estado el conjunto de los poderes públicos 
españoles con inclusión de los autonómicos y locales», de lo que 
resulta «que el castellano es la lengua oficial de todos los poderes 
públicos y en todo el territorio español» (STC 82/1986, de 26 de junio). 
El derecho a usarlo implica, por tanto, que los ciudadanos pueden 
utilizar esta lengua en cualquier parte del territorio para dirigirse a 
toda clase de organismos públicos y, desde luego, en sus relaciones 
con otros sujetos privados. Por otra parte, la significación jurídica del 
deber de conocerlo que establece el artículo 3.1, tiene que ser inter-
pretada, como hizo S. Varela en un conocido estudio luego seguido 
generalmente por la doctrina, en el sentido de que se trata de una 
norma precisada de concreciones o desarrollos legislativos, en cuanto 
que el deber que proclama no está acompañado de ninguna clase de 
sanción en el supuesto de que un ciudadano lo incumpla. Sin embargo, 
como enseguida observaremos, de la proclamación de dicho deber 
resultan límites y obligaciones para la regulación de las lenguas y tam-
bién consecuencias organizativas respecto de las Administraciones 
Públicas que tienen que disponer de los medios necesarios para que 
el derecho al uso de la lengua tenga una realización práctica.

La delimitación del derecho a la utilización de las demás lenguas 
territoriales está remitida, como ya se ha dicho, a la declaración de su 
oficialidad y a la ulterior regulación por los Estatutos y normas autonó-
micas. Sin embargo, debe considerarse que la protección y fomento 
del uso de las lenguas minoritarias no depende, en nuestro sistema 
jurídico vigente, solamente de que se cumplan las previsiones estatu-
tarias a que remite el artículo 3.2 CE, ya que, al margen de las mismas, 
el Estado ha contraído compromisos internacionales que le obligan a 
establecer medidas regulatorias que faciliten la utilización de dichas 
lenguas. Se trata en concreto de la ratificación por España, el 2 de 
febrero de 2001, de la Carta Europea de las Lenguas Regionales o 
Minoritarias, acordada en Estrasburgo el 5 de noviembre de 1992. Las 
partes firmantes de esta Carta aceptan, con las reservas que puedan 
establecer al suscribirla, algunos principios relativos al reconocimiento 
y respeto de las lenguas regionales o minoritarias en la vida privada y 
pública que el preámbulo de dicha norma considera «un derecho 
imprescriptible».

La Carta establece en su artículo 7 una serie de objetivos o princi-
pios perseguidos con carácter general en los que las partes firmantes 
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deben basar «su política, su legislación y su práctica». De acuerdo con 
estos objetivos, los Estados firmantes deben reconocer las lenguas 
regionales minoritarias y emprender acciones de fomento del empleo 
oral y escrito de las lenguas en la vida privada y pública, eliminando 
cualquier restricción o preferencia injustificada con respecto a la utiliza-
ción de dichas lenguas regionales o minoritarias. Estos objetivos gene-
rales se concretan en políticas específicas de enseñanza (artículo 8), de 
utilización de las lenguas minoritarias ante la Justicia (artículo 9), de su 
empleo en las relaciones con las autoridades administrativas y servicios 
públicos (artículo 10), en los medios de comunicación (artículo 11), etc. 
La Carta Europea de las Lenguas Regionales o Minoritarias impone, en 
fin, deberes de protección y uso que son parangonables a los que se 
derivan de las declaraciones de oficialidad de las mismas que se con-
tengan en los Estatutos de Autonomía y, desde luego, como ha esta-
blecido la STC de 19 de abril de 2005, sirve para interpretar las deter-
minaciones de estos en materia lingüística.

La Constitución, pues, declara la oficialidad del castellano y los 
Estatutos de Autonomía pueden establecer la de los demás idiomas 
que se utilicen en todo o parte del territorio de la Comunidad Autó-
noma.

La oficialidad de una lengua siempre acarrea una consecuencia 
mínima consistente en que, a partir de tal consideración, los ciudada-
nos tienen derecho a usarla en su relación con los poderes públicos y 
estos deben emplearla «como medio normal de comunicación entre 
ellos y en su relación con los sujetos privados, con plena validez y efec-
tos jurídicos». Estos efectos derivan directamente de la Constitución 
en el caso del castellano; por lo que concierne a las demás lenguas, la 
declaración de su cooficialidad en el Estatuto determina que su uso 
tenga «plena validez jurídica en las relaciones que mantengan con 
cualquier poder público radicado en dicho territorio, siendo el derecho 
de las personas al uso de una lengua oficial un derecho fundado en la 
Constitución y el respectivo Estatuto de Autonomía» (STC 123/1988, 
de 23 de junio). La diferencia entre la oficialidad del castellano y la de 
las demás lenguas es, por lo pronto, la territorialidad estricta de estas 
últimas, ya que si bien obliga a su empleo por todos los organismos y 
Administraciones Públicas, tal vinculación se refiere a todas las depen-
dencias de la Administración autonómica y local, pero solo a las de la 
Administración territorializada o periférica cuando se trate de los 
poderes públicos estatales. La STC 82/1986 explicó estas diferencias 
de la eficacia territorial de la oficialidad de las lenguas, subrayando que 
la utilización de las lenguas territoriales cooficiales con el castellano 
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también vincula a los órganos dependientes de la Administración cen-
tral y de otras instituciones estatales en sentido estricto, pero que «el 
criterio delimitador de la oficialidad del castellano y de la cooficialidad 
de las otras lenguas es el territorio, independientemente del carácter 
estatal en sentido estricto, autonómico o local, de los distintos pode-
res públicos». Como excepción, en alguna ocasión se ha reconocido el 
posible carácter extraterritorial de una lengua de una Comunidad 
Autónoma al admitir que no es preciso traducir al castellano documen-
tos emitidos en una Comunidad Autónoma cuando van a ser usados en 
otra en la que también es cooficial la misma lengua (STC 50/1999, de 6 
de abril).

Las consecuencias de la cooficialidad como generadora del dere-
cho al uso de la lengua son inequívocas y reiteradamente reconocidas 
por la jurisprudencia constitucional. Más polémica y menos clara es la 
cuestión de saber si la cooficialidad genera también el deber de cono-
cer las dos lenguas cooficiales o si dicho deber es solo predicable del 
castellano. De los antecedentes de la Constitución se desprende que 
los constituyentes quisieron reservar exclusivamente a la lengua caste-
llana el deber de conocimiento, excluyendo la ampliación de tal deber 
a cualquier otra. Durante la tramitación de la Constitución, el diputado 
Trías Fargas presentó una enmienda al artículo 3, la número 106, que 
decía: «Las demás lenguas del Estado serán también oficiales en los 
territorios autónomos de acuerdo con sus respectivos Estatutos. Todos 
los residentes en dichos territorios tienen el deber de conocer y el 
derecho de usar aquellas lenguas». La enmienda tenía el sentido 
inequívoco de precisar que los Estatutos podrían extender el deber de 
conocimiento de las lenguas territoriales. Sin embargo, fue rechazada 
en Comisión, en la sesión de 16 de mayo de 1978, y en el Pleno de 5 de 
junio siguiente, por una mayoría abrumadora de votos (en el Con-
greso, 269 votos en contra, 22 a favor y 26 abstenciones). De los ante-
cedentes de la Constitución y del tenor literal del artículo 3.1 se deduce 
que su interpretación debe hacerse en el sentido de que el deber de 
conocimiento de las lenguas solo se refiere al castellano. Es de desta-
car que en alguna ocasión el Tribunal Constitucional ha aceptado que 
la legislación autonómica pueda establecer el deber de conocer la len-
gua territorial, pero tal declaración se ha producido en relación con la 
enseñanza y en un ámbito muy reducido. Fue la Sentencia de 23 de 
diciembre de 1994 la que reconoció el deber de conocimiento del 
catalán, pero «como área y materia de enseñanza obligatoria» sin otras 
proyecciones. Más clara y reiterada es la doctrina del alto Tribunal en 
la que se establece que no puede derivarse de la cooficialidad de una 
lengua el deber de conocerla. En este sentido, la STC 84/1986, de 26 de 
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julio, estableció la siguiente doctrina (recogida también en las 
SSTC 82/1986, 56/1990, 337/1994, etc.): «Tal deber no viene impuesto 
por la Constitución y no es inherente a la cooficialidad de la lengua... 
El artículo 3.1 de la Constitución establece un deber general de cono-
cimiento del castellano como lengua oficial del Estado; deber que 
resulta concordante con otras disposiciones constitucionales que reco-
nocen la existencia de un idioma común a todos los españoles, y cuyo 
conocimiento puede presumirse en cualquier caso, independiente-
mente de factores de residencia o vecindad. No ocurre, sin embargo, 
lo mismo con las otras lenguas españolas cooficiales en los ámbitos de 
las respectivas Comunidades Autónomas, pues el citado artículo no 
establece para ellas ese deber, sin que ello pueda considerarse discri-
minatorio, al no darse respecto de las lenguas cooficiales los supues-
tos antes señalados que dan su fundamento a la obligatoriedad del 
conocimiento del castellano».

El Tribunal Constitucional en su importante Sentencia de 28 de 
julio de 2010 abordó los problemas jurídicos del artículo 6.2 del Esta-
tuto de Cataluña, que establece el deber del conocimiento del cata-
lán. Para salvar la constitucionalidad de esta declaración, establece 
una interpretación del siguiente tenor: «El artículo 6.2 EAC sería 
inconstitucional y nulo en su pretensión de imponer un deber de 
conocimiento del catalán equivalente en su sentido al que se des-
prende del deber constitucional del conocimiento del castellano. Ello 
no obstante, el precepto admite con naturalidad una interpretación 
distinta y conforme con la Constitución, toda vez que, dirigiendo el 
precepto un mandato a los poderes públicos de Cataluña para que 
adopten “las medidas necesarias para facilitar … el cumplimiento de 
ese deber”, es evidente que solo puede tratarse de un deber “indivi-
dualizado y exigible” del conocimiento del catalán, es decir, de un 
deber de naturaleza distinta al que tiene por objeto al castellano de 
acuerdo con el artículo 3.1 CE (STC 82/1986 FJ2). No hay aquí, por 
tanto, contrapunto alguno a la facultad del poder público de la Gene-
ralitat de utilizar exclusivamente la lengua catalana en sus relaciones 
con los ciudadanos, que sería improcedente, sino que se trata, aquí sí, 
no de un deber generalizado para todos los ciudadanos de Cataluña, 
sino de la imposición de un deber individual y de obligado cumpli-
miento que tiene su lugar específico y propio en el ámbito de la edu-
cación, según resulta del artículo 35.2 EAC y en el de las relaciones de 
sujeción especial que vinculan a la Administración catalana con sus 
funcionarios, obligados a dar satisfacción al derecho de opción lin-
güística reconocido en el artículo 33.1 EAC».
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La falta de cobertura constitucional para imponer el deber a los 
ciudadanos del conocimiento de lenguas distintas del castellano, no se 
extiende también a la imposición del deber de utilización de la lengua 
por todos los poderes públicos situados en el territorio donde existen 
otras lenguas cooficiales. El empleo por las Administraciones Públicas 
de las lenguas minoritarias es condición sine qua non del derecho a 
usarlas que sí deriva inmediatamente de la cooficialidad, como ya 
hemos señalado. La cuestión problemática en este punto no radica en 
la segura existencia de tal efecto de la oficialidad de los idiomas regio-
nales, sino en determinar a quién corresponde, entre los poderes 
públicos radicados en el territorio, la competencia para regular la 
organización y funcionamiento del personal y los servicios públicos, a 
los efectos de que utilicen las lenguas cooficiales que los ciudadanos 
les reclamen en cada caso.

b)  La regulación de la cooficialidad

La reserva en favor del Estatuto que contiene el artículo 3.2 CE no 
permite establecer la conclusión de que cualquier cuestión relativa al 
fomento y uso de las lenguas cooficiales corresponda únicamente a los 
Estatutos de Autonomía y a la legislación territorial que los desarrolle. 
Invocando la competencia en materia lingüística no pueden los Estatu-
tos ni la legislación autonómica invadir o sustituir otras competencias 
del Estado.

Por su parte es claro que tampoco el Estado puede regular mate-
rias de su competencia con total desconsideración de las circunstan-
cias lingüísticas de cada territorio ni de las competencias autonómicas 
para determinar el régimen general de la cooficialidad.

La tensión latente entre las competencias lingüísticas de las Comu-
nidades Autónomas y las sectoriales del Estado ha dado lugar a un 
número importante de controversias, resueltas por el Tribunal Consti-
tucional tratando de establecer un equilibrio entre ambas, que se 
resume en la siguiente doctrina:

a’)  Los límites de las competencias concurrentes del Estado

El Estado no tiene ningún título competencial específico para regu-
lar con carácter general las lenguas territoriales ya que la Constitución, 
como venimos reiterando, confía tal función a los Estatutos de Auto-
nomía. Tampoco puede invocarse, para llevar a cabo tal regulación, el 
artículo 149.1.1.ª CE, argumentando para hacerlo que, a la postre, el 
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uso de las lenguas oficiales es básico para la igualación de los dere-
chos en todo el territorio del Estado. La negación de tales proyeccio-
nes del precepto mencionado ha sido hecha, por ejemplo, en las 
SSTC  82/1986 y 83/1986. Tampoco puede invocarse por el Estado 
para regular las lenguas territoriales la circunstancia de que su empleo 
produzca desigualdades entre los ciudadanos españoles. A esta cues-
tión se han referido diversas sentencias del Tribunal Constitucional 
(SSTC 37/1981, 17/1990, 150/1990, 46/1991, 337/1994) afirmando 
que «El establecimiento de un régimen de cooficialidad lingüística en 
una parte del territorio del Estado no contradice el principio de igual-
dad de los españoles en todo el territorio nacional recogido por el 
artículo 39.1 CE, ya que tal principio no puede ser entendido en modo 
alguno como una rigurosa y monolítica uniformidad del ordenamiento 
de la que resulte que en cualquier parte del territorio se tengan los 
mismos derechos y obligaciones» (SSTC 82 y 83/1986).

Sin embargo, cuando el Estado tiene una competencia sustantiva o 
le corresponde establecer garantías concretas de los derechos en todo 
el territorio, debe incluirse en tal competencia la regulación del uso de 
la lengua. De esta constatación ha derivado la jurisprudencia constitu-
cional la afirmación de que la competencia en materia lingüística es 
concurrente porque, como se verá enseguida, tanto el Estado como 
las Comunidades Autónomas pueden dictar disposiciones con inci-
dencia en el uso de las lenguas cooficiales. En algunos casos la compe-
tencia estatal es determinante y prioritaria respecto del ejercicio de las 
atribuciones autonómicas en materia lingüística. En otros, sin embargo, 
la concurrencia se manifiesta de modo inverso, de manera que es a la 
Comunidad Autónoma a la que corresponde fijar el marco general de 
la cooficialidad al que han de atenerse necesariamente las regulacio-
nes estatales.

Un ejemplo de lo primero está en la STC 83/1986, de 26 de junio, 
que declaró que no era acorde con la Constitución un precepto de 
la Ley catalana de normalización lingüística de 18 de abril de 1983 
(artículo 6.1) en el que se establecía la obligación de publicar las 
leyes del Parlamento catalán en las lenguas catalana y castellana, 
añadiendo que «en caso de interpretación dudosa, el texto catalán 
será el auténtico». El Tribunal Constitucional apreció que tal inciso 
podría afectar a la seguridad jurídica y a los derechos de tutela judi-
cial efectiva de los ciudadanos (artículos 9.3 y 24.1 CE), que, sin tener 
el deber de conocer la lengua cooficial, pueden alegar desconoci-
miento de aquella a la que se da prioridad en cuanto a la interpreta-
ción. Añadió el Tribunal que el Estado tiene competencia exclusiva 
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para establecer las reglas sobre la aplicación de las normas jurídicas, 
lo que incluye las concernientes a su interpretación. La falta de estas 
reglas no puede ser suplida por la legislación autonómica.

También es excluyente, por ejemplo, la competencia que corres-
ponde al Estado para imponer el uso de la lengua castellana en los 
asientos del Registro Mercantil. Al analizar un conflicto generado por 
una regulación en tal sentido establecida por un reglamento estatal, el 
TC dijo en su Sentencia 87/1997, de 24 de abril, que «el ente titular de 
una competencia sustantiva posee también la titularidad para regular 
la lengua en ese ámbito material y ello no solo en los aspectos organi-
zativos y de funcionamiento interno, sino también en las relaciones de 
la Administración con los ciudadanos». Una doctrina semejante había 
establecido también la STC 74/1989, en relación con el alcance de la 
competencia sectorial del Estado para la regulación de los instrumen-
tos registrales, derivada del artículo 149.1.8.ª CE.

También ha extendido dicha exclusividad de la competencia orga-
nizativa, como alcance en la regulación de la utilización de la lengua 
cooficial, en el caso de las Fuerzas Armadas (SSTC 123/1988, de 23 de 
junio, y 87/1997, de 24 de abril), afirmando que la competencia sobre 
dicha materia del Estado, de acuerdo con el artículo 149.1.4.ª, incluye 
la regulación del uso de la lengua en el seno de las Fuerzas Armadas 
para fines de su servicio interno y por los miembros de las mismas.

En otras ocasiones la disponibilidad del Estado para regular el uso 
de la lengua cooficial aparece limitada por el necesario respeto de 
otros derechos fundamentales, o también por la previa regulación 
autonómica del alcance de la cooficialidad, que tiene que ser necesa-
riamente atendido por la legislación sectorial del Estado.

La primera clase de límites se ha manifestado en reiteradas ocasio-
nes en relación con la legislación estatal reguladora de la Administra-
ción de Justicia. Corresponde al Estado esta competencia, según el 
artículo 149.1.5.ª CE, pero se ha planteado reiteradamente ante el Tri-
bunal Constitucional si los derechos procesales de las partes, especial-
mente en materia penal, imponen que la organización de los tribuna-
les y su funcionamiento se acomoden a la utilización en el proceso de 
la lengua cooficial que los interesados consideren adecuada. En este 
sentido, por ejemplo, se ha suscitado la cuestión de si puede impo-
nerse a los jueces y magistrados el deber de conocer la lengua auto-
nómica cooficial (STC 105/2000, de 13 de abril), o si puede admitirse 
que existe discriminación cuando la confesión de un acusado se hace 
en la lengua minoritaria y luego es objeto de traducción (Auto del 
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TC de 12 de abril de 1999), o si la inexistencia de un deber de conoci-
miento, por parte de los jueces y magistrados, de la lengua cooficial (el 
artículo 231 LOPJ no lo impone, en efecto) supone una vulneración de 
los artículos 3.2 y 24.2 CE; este último en cuanto establece una garan-
tía procesal de inmediación que sería vulnerada en cuanto que los ciu-
dadanos que se expresan en la lengua regional tendrían que dirigirse 
a sus juzgadores por medio de intérprete. La Audiencia Provincial de 
Vizcaya planteó este problema, por vía de cuestión de inconstituciona-
lidad, en un caso en el que el letrado del acusado había abandonado 
la Sala repetidas veces en protesta por la utilización de intérprete. La 
STC de 19 de abril de 2005 concluyó que no existía vulneración de los 
preceptos constitucionales antes citados, ni siquiera interpretados 
conforme a los principios del artículo 9 de la Carta Europea de las Len-
guas Regionales o Minoritarias de 5 de noviembre de 1992, ratificada 
por España el 2 de febrero de 2001, ya mencionada.

En otros supuestos, los límites a las regulaciones sectoriales del 
Estado con incidencia en la cooficialidad lingüística derivan de que, 
siendo dichas competencias concurrentes, como ha declarado reitera-
damente el Tribunal Constitucional, el Estado debe establecer en su 
legislación las normas precisas para que dicha cooficialidad pueda ser 
real y efectiva, y no para impedirla. Esta vinculación se manifiesta muy 
expresivamente en la regulación de la utilización de las lenguas oficia-
les por las Administraciones Públicas, y también en la selección del 
personal al servicio de las mismas:

a)  En cuanto a lo primero, la STC 82/1986, en términos que tam-
bién recoge la 50/1999, de 6 de abril, estableció que «el carácter ofi-
cial de una lengua conlleva que los poderes públicos la reconozcan 
como medio normal de comunicación en y entre ellos y en su relación 
con los sujetos privados, con plena validez y efectos jurídicos», de lo 
que se concluye, como dice la STC 134/1997, de 17 de julio, siguiendo 
lo ya establecido en la 82/1986, que «todos los poderes públicos radi-
cados en el territorio autonómico, sin exclusión de los órganos depen-
dientes de la Administración central y de otras instituciones estatales 
en sentido estricto...» tienen el deber de atender la cooficialidad 
vigente en dicho territorio.

La citada Sentencia 82/1986 fue la que estableció con toda claridad 
que el derecho de los ciudadanos a usar el euskera o el castellano, a su 
elección, en sus relaciones con la Administración Pública en el ámbito 
territorial de la Comunidad Autónoma no supone la imposición de un 
deber individualizado de conocimiento del euskera sino el deber de 
que lo conozcan las Administraciones Públicas que son las que han de 
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establecer los medios necesarios para la efectividad de tal derecho. 
Dice también la Sentencia que «el derecho a ser atendido en euskera, 
cuando en esta lengua se inicia e impulsa el procedimiento, es conse-
cuencia lógica de la cooficialidad y su negación supondría el manteni-
miento de un status inferior (que califica de diglósico) de la lengua a 
cuya utilización, en sus actuaciones, se negase la Administración, y que 
sería el euskera». Nada opone, por demás, esta Sentencia a que el 
derecho a ser respondido a la lengua oficial elegida sea objeto de una 
aplicación progresiva, en la medida en que se vayan adaptando las 
Administraciones Públicas.

La Sentencia 82/1986, de 26 de junio, relativa a la Ley vasca de 24 
de noviembre de 1982, de normalización del uso del euskera, se plan-
teó, entre otras cuestiones, si el artículo 149.1.18.ª, en cuanto que 
encomienda al Estado «las bases del régimen jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y el régimen estatutario de sus funcionarios», impe-
diría extender los efectos de la regulación autonómica de la cooficiali-
dad a las Administraciones Públicas situadas en el territorio bilingüe. El 
problema lo resuelve la Sentencia afirmando que la Comunidad Autó-
noma puede determinar el alcance de la cooficialidad, aunque corres-
ponde a la Administración estatal la ordenación concreta de la «puesta 
en práctica de aquella regulación legal en cuanto afecte a órganos 
propios». La Comunidad, al consagrar el derecho de los ciudadanos a 
usar cualquiera de las dos lenguas oficiales, puede enunciar «el consi-
guiente deber de todos los poderes públicos (estatales, autónomicos 
y locales) radicados en la Comunidad de adaptarse a la situación de 
bilingüismo constitucionalmente prevista y estatutariamente estable-
cida». Por tanto, puede la Comunidad Autónoma regular el alcance 
inherente al concepto de cooficialidad. Al mismo tiempo niega que 
pueda derivarse del artículo 149.1.18.ª una competencia normativa 
básica del Estado para la regulación de los idiomas cooficiales en todas 
las Administraciones Públicas.

Una concurrencia prácticamente perfecta es la que reconoció la 
STC 147/1996, de 19 de septiembre, entre los títulos competenciales 
en materia de lenguas oficiales y consumidores y protección de la 
salud. El conflicto que se trataba de resolver es la prescripción de un 
Real Decreto estatal de que los datos obligatorios del etiquetado, «se 
expresarán necesariamente al menos en castellano». El TC consideró 
legítima esta imposición sin perjuicio de reconocer que lo mismo podía 
hacer la Generalitat por lo que concierne a la lengua catalana usando 
su competencia lingüística del artículo 3 EAC.
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b)  Por lo que concierne al personal, la jurisprudencia constitucio-
nal ha fijado una doctrina bastante consolidada sobre si las regulacio-
nes en materia de acceso a la función pública pueden exigir el conoci-
miento de la lengua territorial cooficial, incluso si se trata de 
funcionarios estatales, o por el contrario tal determinación sería con-
traria a lo que establecen los artículos 23.2, 14 y 139.1 CE.

La Sentencia, la 82/1986, de 26 de junio, que examina la Ley vasca 
de normalización del uso del euskera, estableció consideraciones defi-
nitivas al respecto, afirmando que es acorde con la obligación de 
«garantizar el uso de las lenguas oficiales por los ciudadanos y con el 
deber de proteger y fomentar su conocimiento y utilización... que los 
poderes públicos prescriban, en el ámbito de sus respectivas compe-
tencias, el conocimiento de ambas lenguas para acceder a determina-
das plazas de funcionario o que, en general, se considere como un 
mérito entre otros (como expresamente se prevé) el nivel de conoci-
miento de las mismas: bien entendido que todo ello ha de hacerse 
dentro del necesario respeto a lo dispuesto en los artículos 14 y 23 CE 
y sin que en la aplicación del precepto legal en cuestión se produzca 
discriminación. En definitiva, el empleo del euskera implica la provisión 
de los medios necesarios, y entre ellos, la presencia de personal vasco-
parlante, tanto en la Administración de la Comunidad Autónoma del 
País Vasco como en la periférica del Estado, en los términos señalados 
por la Sentencia de este Tribunal 76/1983, de 5 de agosto, “como 
modo de garantizar el derecho a usarla por parte de los ciudadanos de 
la respectiva Comunidad”».

La STC 46/1991, de 28 de febrero, que resuelve el recurso de 
inconstitucionalidad contra el artículo 34 de la Ley catalana de la Fun-
ción Pública de 23 de julio de 1985, argumentó que establecer la exi-
gencia de conocimiento del catalán es acorde con el artículo 103.3 CE 
en cuanto que los principios de mérito y capacidad suponen una carga 
para quienes deseen acceder a una determinada función pública. En 
este sentido, el conocimiento del catalán puede ser, al igual que cual-
quier otro conocimiento o condición exigida para el acceso a la fun-
ción pública, una exigencia con cuya acreditación se da satisfacción a 
dichos principios constitucionales, en la medida en que se trata de una 
capacidad y un mérito que... ha de acreditarse y valorarse en relación 
con la función a desempeñar, y por tanto guarda la debida relación con 
el mérito y capacidad, tal y como impone el artículo 103 CE.

En general, el TC ha aceptado, como también lo hizo el artículo 19.3 
de la Ley de Medidas para la Reforma de la Función Pública de 2 de 
agosto de 1984, que el conocimiento de la lengua cooficial pueda 
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incluirse entre los méritos evaluables en las pruebas de acceso a la 
función pública. Pero si se trata de función pública estatal, ha de ser la 
ley del Estado la que establezca el valor y grado de exigencia de estos 
requisitos. En ello han insistido las SSTC 83/1986, 84/1986 y 105/2000, 
en relación con la Administración de Justicia; 123/1988, respecto de 
las Fuerzas Armadas; y 82/1986 y 31/2010, respecto de las Administra-
ciones Públicas en general.

b’) � Las competencias concurrentes dominantes de las Comunidades 
Autónomas en lo que concierne al «contenido inherente» de la 
cooficialidad

Por su parte las competencias autonómicas en materia lingüística 
no son sectoriales sino generales o básicas, ya que es a los Estatutos y 
a la legislación de desarrollo a quienes corresponde fijar el régimen de 
la cooficialidad. Esta circunstancia determina que cuando la regulación 
autonómica concurre con otra estatal de carácter sectorial, tenga la 
del Estado que acomodarse al marco normativo fijado por la legisla-
ción autonómica y no al revés.

El reconocimiento reiterado por parte del TC de que la competen-
cia en materia lingüística es concurrente le ha llevado a establecer que, 
por una parte, es el Estado quien debe regular el uso de la lengua en 
las materias que están reservadas a su competencia, pero que esto no 
significa que las Comunidades Autónomas queden al margen de la 
regulación. El mandato dirigido a las Comunidades Autónomas de 
adoptar medidas normalizadoras y de regular el régimen de la coofi-
cialidad de las lenguas les habilita para lo que el TC ha denominado 
«contenido inherente al concepto de cooficialidad» o «alcance de la 
cooficialidad» (SSTC 82/1986, 123/1988, 56/1990, 87/1997, etc.), lo 
que significa que corresponde a las Comunidades Autónomas estable-
cer «las consecuencias genéricas que derivan del carácter oficial de 
una lengua que deben ser respetadas como un prius por los entes 
competentes al precisar en los ámbitos materiales cuya titularidad les 
corresponde el uso de las lenguas y al establecer los medios concretos 
para dar cumplimiento a las consecuencias derivadas de la oficialidad 
y a las exigencias de la normalización o, como dice la STC 82/1986, al 
establecer «la ordenación concreta de la puesta en práctica» de la 
regulación legal de la cooficialidad» (STC 87/1997).

Esta articulación la ha aplicado el TC a ámbitos como la Adminis
tración de Justicia (STC 83/1986 y 84/1986), Defensa y Fuerzas Armadas 
(STC 123/1988), o Administraciones Públicas en general (STC 82/1986).
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La STC 74/1989, de 24 de abril, había establecido también con cla-
ridad que «en una situación de cooficialidad lingüística, como la deri-
vada del artículo 3 de la Constitución, y del artículo 3 EAC, el ejercicio 
de la competencia autonómica de normalización lingüística tiene por 
fuerza que incidir en materias tan bien acotadas por otros títulos com-
petenciales reservados al Estado». Es necesario compatibilizar una 
competencia con otra lo que, según la citada sentencia, ha de hacerse 
«de modo tal que ni la competencia autonómica de normalización lin-
güística pueda convertirse en un expediente que, enervando el orden 
constitucional de competencias, habilite a la Comunidad Autónoma 
para regular, so capa de actuaciones de política lingüística, materias 
reservadas al Estado ni, tampoco, como reverso de lo anterior, las 
competencias sectoriales del Estado puedan convertirse en un obstáculo 
que bloquee o vacíe la competencia que sobre normalización lingüís-
tica tiene la Comunidad Autónoma».

Tales proyecciones generales se reconocen, por tanto, a la legisla-
ción autonómica en materia lingüística. Las competencias autonómicas 
al respecto han sido interpretadas por el TC afirmando que la Comuni-
dad «resulta habilitada para determinar el alcance de la cooficialidad» 
así como para ejercer «acciones políticas» y «toda la actividad adminis-
trativa que crea conveniente en aras a la efectividad de los derechos 
de los ciudadanos relativos a las lenguas cooficiales» (SSTC 83/1986 
y 74/1989). Dentro de estas acciones políticas se incluyen las disposi-
ciones encaminadas a promover la normalización lingüística en su terri-
torio. El TC define en su importante Sentencia 337/1994, de 23 de 
diciembre, estas disposiciones diciendo que «su objetivo general no 
es otro que el de asegurar el respeto y fomentar el uso de la lengua 
propia de la Comunidad Autónoma y cooficial en esta y, a este fin, 
corregir positivamente una situación histórica de desigualdad respecto 
al castellano, permitiendo alcanzar, de forma progresiva y dentro de 
las exigencias que la Constitución impone, el más amplio conocimiento 
y utilización de dicha lengua en su territorio».

La STC 82/1986 había fijado la importancia de los títulos estatuta-
rios para que las Comunidades Autónomas regularan las lenguas al 
establecer que se desprende del artículo 3 CE y de los artículos corres-
pondientes de los Estatutos que constituyen «la base de la regulación 
del pluralismo lingüístico en cuanto a su incidencia en el plano de la 
oficialidad en el ordenamiento constitucional español, dentro de lo 
que (pueden denominarse)... “las líneas maestras del modelo lingüís-
tico” de la Constitución española».
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Es claro, no obstante, que la competencia autonómica delimitadora 
de la cooficialidad ni puede interferirse, como también ha advertido 
muchas veces el Tribunal Constitucional en sentencias ya reseñadas, 
en las competencias sectoriales del Estado, ni tampoco vulnerar otros 
derechos.

Una de las hipótesis regulatorias contestables en tal sentido sería, 
por ejemplo, la imposición del uso de la lengua en las relaciones entre 
particulares, que fue objetada en un severo voto particular del profesor 
F. De Carreras emitido en relación con el dictamen del Conseil Consultiú 
de 18 de diciembre de 1997 relativo al proyecto de ley de política lin-
güística. Argumentando sobre la imposición obligatoria del uso del cata-
lán en las relaciones entre particulares, precisó que en el Estado social y 
democrático de Derecho «los poderes públicos no pueden incidir en la 
esfera de los ciudadanos si no es con un título habilitante suficiente. Y 
ese título suficiente solo lo poseen los poderes públicos si tienen que 
proteger los derechos de los ciudadanos. Otra cosa sería utilizar el poder 
para servir al propio poder, lo cual es propio solamente de los Estados 
no democráticos. En una sociedad libre como la nuestra, el ciudadano 
ha de elegir libremente la lengua en la cual se expresa, sea o no la oficial 
del Estado, y sin ninguna coacción externa. La única circunstancia que 
puede legitimar una coacción externa es la protección del derecho de 
otro ciudadano y, además, ha de haber una proporción entre ambos 
derechos». Esta clase de consideraciones son extensibles a las regula-
ciones que puedan afectar a las empresas y su relación con los consumi-
dores, o que supongan obstáculos a la libre circulación de las personas 
y mercancías (por confrontación con los artículos 38 y 139.2 CE).

A otro límite más general se refirió, con razón, F. Rubio Llorente al 
advertir que la competencia para regular la cooficialidad no puede 
concluir en la imposición de medidas que supongan la utilización 
exclusiva de la lengua propia. «El sistema, según el autor citado, no 
puede evolucionar hacia un monopolio lingüístico». Afirma en este 
sentido que «un modelo de territorialidad pura de las lenguas no cas-
tellanas en lo que toca exclusivamente a la actividad de los poderes 
públicos y a la relación de los ciudadanos con ellos no resultaría impo-
sible, sin embargo, si la única limitación que la Constitución impone a 
la libertad de configuración del legislador ordinario fuese la que deriva 
del empleo del adverbio también. Ese modelo sí resulta compatible, 
por el contrario, con la atribución a todos los españoles del derecho a 
utilizar el castellano y el deber de conocerlo». El monopolio o la impo-
sición exclusivista de un idioma en un territorio determinado sería con-
trario al derecho a utilizar el otro cooficial.
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c)  El conocimiento de la lengua territorial

La cooficialidad del castellano y las lenguas territoriales determina, 
a partir de su declaración, la lógica necesidad de que ambas lenguas 
sean enseñadas en los centros escolares de la Comunidad Autónoma, 
ya que el conocimiento de las mismas es la consecuencia más elemen-
tal de la práctica ulterior y la utilización indistinta de los idiomas oficia-
les en las relaciones con los poderes públicos. El Tribunal Constitucio-
nal tiene establecido a partir de sus Sentencias 87 y 88/1983, que la 
proclamación de la cooficialidad supone el derecho de todos los habi-
tantes a conocer y usar las dos lenguas oficiales en la Comunidad, lo 
que «supone, naturalmente, que ambas lenguas han de ser enseñadas 
en los centros escolares de la Comunidad con la intensidad suficiente 
que permita alcanzar ese objetivo». Deber que «no deriva solo del 
Estatuto sino de la misma Constitución». Siguiendo lo establecido en 
la citada Sentencia 87/1983, la STC 337/1994, de 23 de diciembre, 
concluyó que «del reconocimiento de la cooficialidad del castellano y 
de la lengua propia de una Comunidad se deriva el mandato para 
todos los poderes públicos, estatal y autonómico, de incluir ambas 
lenguas cooficiales como materia de enseñanza obligatoria en los pla-
nes de estudio, a fin de asegurar el derecho, de raíz constitucional y 
estatutaria, a su utilización».

Los enunciados generales que recoge esta jurisprudencia son bas-
tante comprensibles y, aparentemente, fáciles de aplicar. Sin embargo, 
la enseñanza de las lenguas es uno de los problemas más serios y com-
plejos que se plantean los territorios multilingües, en los que está con-
sagrado el derecho a utilizar indiferentemente cualquiera de ellas.

La primera cuestión esencial es la de decidir si corresponde al 
Estado o a las Comunidades Autónomas la competencia para regular, 
en sus aspectos básicos, la enseñanza de la lengua, de modo que 
pueda imponer, por una parte, los criterios que deben usarse para 
implantar la lengua de enseñanza, y, por otro lado, los mínimos que 
deben aplicarse a la enseñanza de cada una de las lenguas oficiales.

La primera jurisprudencia del Tribunal Constitucional pareció dar 
a entender, si la interpretamos correctamente, que los órganos cen-
trales del Estado tienen, de acuerdo con la Constitución, competen-
cia exclusiva para regular «las condiciones básicas que garanticen la 
igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y en 
el cumplimiento de los deberes constitucionales entre los cuales se 
encuentra el de conocer la lengua del Estado (artículo 149.1.1.ª en 
relación con el artículo 3.1 de la CE» (STC 6/1982, de 22 de febrero). 
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De modo que el Tribunal entendió que podía utilizarse el artícu-
lo 149.1.1.ª para establecer no solo los mínimos que los programas 
de estudio deben dedicar a la enseñanza de las lenguas, sino incluso 
para imponer la enseñanza en castellano. En un sentido similar, la 
STC 82/1986, de 26 de junio, reiteró que «el Estado puede regular, si 
lo considera oportuno, las garantías básicas de la igualdad en el uso 
del castellano como lengua oficial ante los poderes públicos, así 
como las garantías del cumplimiento del deber de conocimiento del 
castellano, entre las que se halla la obligatoriedad de la enseñanza 
en ese idioma a que este Tribunal se refirió en su Sentencia 6/1982, 
de 22 de febrero».

Sin embargo, la posibilidad de que el Estado regulara con carácter 
general el deber de los centros escolares de enseñar en castellano 
resultó inmediatamente matizada por la jurisprudencia recaída en rela-
ción con la legislación autonómica que establecía también el derecho 
a elegir la lengua de enseñanza, entre las dos que eran cooficiales en 
el territorio. En la Sentencia 137/1986 reconoció «la legitimidad cons-
titucional de la coexistencia de enseñanza en euskera y enseñanza en 
castellano, siempre y cuando queden garantizados en igualdad de 
condiciones los derechos de los residentes en el País Vasco para elegir 
con libertad real uno u otro tipo de enseñanzas».

Finalmente, la jurisprudencia del Tribunal Constitucional terminó 
por reconocer que la regulación de la lengua de enseñanza era seña-
lada e inequívocamente competencia de las Comunidades Autóno-
mas, que podían decidir sobre dicha cuestión al regular las consecuen-
cias de la cooficialidad. Todo ello sin perjuicio de seguir aceptando, 
dicha jurisprudencia, que entre las competencias básicas del Estado 
(artículos 27 y 149.1.30.ª CE) está la de homologar el sistema educa-
tivo y regular las condiciones de obtención, expedición y homologa-
ción de títulos académicos y profesionales, y normas básicas para el 
desarrollo del artículo 27, conceptos que comprenden el estableci-
miento de objetivos por bloques temáticos y la de fijar las enseñanzas 
mínimas. De estas competencias genéricas extrajo el Tribunal Consti-
tucional la consecuencia de que el Estado «en su conjunto (incluidas 
las Comunidades Autónomas) tiene el deber constitucional de asegu-
rar el conocimiento tanto del castellano como de la lengua propia de 
la Comunidad... Una regulación de los horarios mínimos que no per-
mita una enseñanza eficaz de ambas lenguas incumpliría ese deber 
constitucional» (SSTC 87 y 88/1983, de 27 de octubre). De lo que el 
Tribunal Constitucional deriva como consecuencia que es adecuada a 
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la competencia estatal cualquier norma que establezca las segurida-
des adecuadas para que dichos bloques mínimos de enseñanza y hora-
rios se cumplan en todo el territorio.

Con estas matizaciones, no obstante, las Comunidades Autónomas 
han visto reconocida su competencia plena para decidir sobre la len-
gua de enseñanza. Las Sentencias 195/1989, de 27 de noviembre, 
y 19/1990, de 12 de febrero, establecieron que, frente a las decisiones 
de política lingüística de las Comunidades Autónomas sobre la lengua 
de enseñanza en los centros educativos dependientes de las mismas, 
no podía oponerse ningún supuesto derecho a elegir los centros edu-
cativos en los que la enseñanza obligatoria se impartiese en un deter-
minado idioma. La primera de las sentencias citadas estableció la 
doctrina que luego han reiterado otras varias hasta la destacada Sen-
tencia 337/1994, que hemos citado reiteradamente. El Tribunal Cons-
titucional responde a la supuesta violación del artículo 27 CE, alegada 
por padres de alumnos que invocaban su derecho a que sus hijos reci-
bieran la educación en la lengua de su preferencia, que «ninguno de 
los múltiples apartados del artículo 27 de la CE... incluye, como parte 
o elemento del derecho constitucionalmente garantizado, el derecho 
de los padres a que sus hijos reciban educación en la lengua de prefe-
rencia de sus progenitores en el centro docente público de su elec-
ción. Este derecho tampoco resulta, a diferencia de lo que puede 
apuntarse en la demanda, de su conjunción con el artículo 14 de la CE, 
pues, proyectada a esta área, la prohibición de trato injustificadamente 
desigual que en él se establece supone, sin duda, que no puede pre-
valecer en el disfrute del derecho a la educación discriminación alguna 
basada en la lengua, pero no implica ni puede implicar que la exigen-
cia constitucional de igualdad de los españoles ante la ley solo puede 
entenderse satisfecha, como el recurrente pretende, cuando los edu-
candos reciban la enseñanza —en este caso, general básica— íntegra-
mente en la lengua preferida por sus padres... en un centro docente 
público de su elección».

Esta jurisprudencia, sostenida desde la Sentencia citada de 1989, 
solo presenta dos tipos de matices: el primero, que la imposición de la 
lengua territorial como lengua de enseñanza podría resultar contraria 
a la Constitución si se aplica de un modo incondicionado a ciudadanos 
que no hayan llegado a dominarla, por lo que han de establecerse 
siempre previsiones que permitan la impartición de la educación en 
una lengua que sea comprensible, ya que otra cosa situaría a los ciuda-
danos que no dominan la lengua de enseñanza en una situación de 
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inferior condición que podría repercutir en su rendimiento educativo 
(STC 337/1994, de 23 de febrero, FJ 11.º).

La otra matización es que el Tribunal Constitucional ha aceptado 
las regulaciones que establecen una discriminación positiva en favor 
de la enseñanza en el idioma territorial. En el caso de la enseñanza en 
catalán, la citada Sentencia 337/1994 justifica, en sus fundamentos 7 
y 8, tal favorecimiento, argumentando que la normalización lingüís-
tica tiene, entre otros objetivos, el de «corregir y llegar a superar 
los desequilibrios existentes entre las dos lenguas cooficiales en la 
Comunidad Autónoma», lo que justificaría un mayor apoyo a la 
lengua territorial hasta conseguir progresivamente su plena implan-
tación.

Una vez reconocido que la competencia autonómica para regular 
las consecuencias educativas de la cooficialidad comprende la deter-
minación de cuál ha de ser la lengua vehicular a emplear por los 
centros docentes públicos, sin más límite que respetar los programas 
y horarios mínimos que hayan de dedicarse a la enseñanza del caste-
llano de acuerdo con lo que, en su caso, haya impuesto la legislación 
estatal, las Comunidades Autónomas pueden acogerse a diferentes 
políticas lingüísticas, todas indiferentes desde el punto de vista del 
reparto de competencias. Los modelos usados hasta ahora entre 
nosotros son el de separación y el de conjunción lingüística. La Sen-
tencia del Tribunal Supremo de 16 de diciembre de 1985 se refirió a 
ambos considerando que el de «separación lingüística en la ense-
ñanza, que supone el derecho a que la enseñanza de la lengua y en 
la lengua propia se haga diferenciadamente si son dos las oficiales 
pero logrando el conocimiento de ambas» es el que se ha implan-
tado entre nosotros en el País Vasco, mientras que el modelo de 
conjunción lingüística o bilingüismo total («bilingüismo integral» 
lo denomina la STC 337/1994) es el que se ha establecido en 
Cataluña; este supone que la lengua vehicular es única, sin perjuicio 
de que también se enseñe la otra lengua oficial en los centros edu
cativos.

Realmente estos dos sistemas se separan de otros modelos euro-
peos en los que se aplica con más determinación o el principio de 
territorialidad o el de personalidad. El primero supone que todos los 
habitantes de una región determinada son tratados de la misma 
manera, mientras que otras regiones o territorios del mismo Estado 
pueden tener modelos lingüísticos diferentes. El principio de persona-
lidad implica la aplicación de un régimen lingüístico diferenciado a las 
personas o grupos según cuál sea su lengua materna o habitual con 
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independencia del lugar donde se encuentren. Mientras que el princi-
pio de territorialidad impone un régimen determinado en todo un 
territorio, dentro del cual, por otra parte, se puede reconocer la libre 
elección de lengua docente o imponer una lengua vehicular determi-
nada, el de personalidad se inclina por el uso del idioma materno en la 
enseñanza aunque sea distinto del propio del lugar.

Aplicaciones de estos principios existen en el ámbito comparado 
muy variadas y singulares. Del estudio de algunos de estos modelos se 
ocupó hace unos años A. Milián i Massana. Hay que decir, no obstante, 
que son pocos los casos en que ambos modelos alternativos se aplican 
en su variante más pura. Existen regímenes de bi o plurilingüismo terri-
torial en los que las políticas lingüísticas van desde el reconocimiento 
de una libertad total de elección de la lengua de enseñanza (era el 
régimen tradicional de Trieste y Goritzia, o de la provincia de Bolzano; 
fórmula que siguieron también algunas de nuestras Comunidades 
Autónomas a partir de la Ley vasca de normalización del uso del eus-
kera de 24 de noviembre de 1982), a otros modelos mucho más com-
plejos en los que el derecho a recibir enseñanza en la lengua que se 
elija está condicionado, entre otras variantes, a que el número de hijos 
de ciudadanos que tienen ese derecho sea suficiente para justificar la 
organización de tal prestación a cargo de los presupuestos públicos (es 
el régimen que implantó en Québec la Carta de la Lengua Francesa, en 
la redacción de 18 de junio de 1993). Otros regímenes lingüísticos se 
caracterizan por imponer obligatoriamente el bilingüismo (la Ley de 
normalización lingüística gallega de 15 de junio de 1983 estableció, en 
su artículo 13.3 que «los alumnos no podrán ser separados en centros 
diferentes por razón de la lengua...»). Y, en fin, quizá el modelo euro-
peo más lleno de matices es el de los cantones suizos, en los que, a 
veces, se produce una acumulación de regímenes organizativos del 
plurilingüismo. El Cantón de Friburgo estableció una regulación singu-
larísima mediante Ley de 23 de mayo de 1985, que, partiendo de la 
existencia en el Cantón de cuatro distritos unilingües y tres bilingües, 
dividió el territorio en «círculos escolares» estableciendo, como princi-
pio general, que la enseñanza ha de ser dispensada en francés en 
aquellos círculos escolares donde la lengua oficial es el francés, y en 
alemán donde la lengua oficial es el alemán (artículo 7). Ahora bien, los 
alumnos cuya lengua materna no coincide con la del círculo escolar 
que les corresponda por razón de su residencia, pueden, previa auto-
rización de la Inspección escolar, acudir a la enseñanza en otro círculo 
(artículo 9).
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C) � Instituciones del territorio autónomo y relaciones 
con el Estado

a) � Pactismo y bilateralismo

Las posiciones diferenciadas, singulares o de privilegio, que espe-
cialmente dos Comunidades históricas, el País Vasco y Cataluña, han 
venido sosteniendo tradicionalmente, en lo que concierne a su organi-
zación interna y sus relaciones con el Estado, se han concretado seña-
ladamente en lo siguiente: en lo que concierne a las relaciones con el 
Estado, reclaman un retorno al pactismo que consideran que forma 
parte del Derecho histórico de ambos territorios en el sentido de que 
el pacto fue la manera de vincularse a la corona, y también el elemento 
determinante de una forma de relación con ella, caracterizada por el 
trato bilateral de los asuntos de interés común. La consecuencia de la 
recuperación del Derecho histórico pactista sería la singularización de 
estas Comunidades para que mantuvieran una gama de relaciones 
bilaterales con el Estado en los asuntos de interés de la Comunidad, 
sustrayendo, por tanto, su análisis y resolución de las instituciones u 
órganos multilaterales en los que también participan las demás Comu-
nidades Autónomas.

La segunda cuestión es la concerniente a la organización de las ins-
tituciones propias, sobre todo las de carácter territorial. En este punto, 
las posiciones de una y otra Comunidad no son idénticas: mientras en 
el caso de Cataluña lo que se pretende es una organización territorial 
interna basada en instituciones históricas, como la veguería, alternati-
vas a la provincia, en el caso del País Vasco no se duda de que los 
territorios históricos de Álava, Guipúzcoa y Vizcaya, sean instituciones 
de carácter provincial, pero se postula el reconocimiento de su singu-
laridad plena en relación con los demás organismos provinciales, lo 
que se refleja en su organización y, sobre todo, en la naturaleza de sus 
atribuciones.

El Estatuto de Cataluña de 2006 es el mejor ejemplo disponible, 
hasta el momento, del modo en que han pretendido actualizarse algu-
nos derechos históricos que afectan a las relaciones con el Estado a los 
efectos de subrayar la posición singular de aquella Comunidad en 
comparación con otras Comunidades Autónomas.

La aspiración de singularidad está expresamente proclamada en el 
Preámbulo del Estatuto: «El autogobierno de Cataluña se fundamenta 
en la Constitución, así como en los derechos históricos del pueblo 
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catalán que, en el marco de aquella, dan origen en este Estatuto al 
reconocimiento de una posición singular de la Generalitat...».

El correlato del dualismo es la «bilateralidad» en las relaciones del 
Estado. Este principio tiene muchas proyecciones: se aplica, desde 
luego, a la resolución de conflictos y al ejercicio acordado o coopera-
tivo de competencias cuando el modo en que están repartidas, o su 
naturaleza, lo imponga. Pero también se proyecta sobre el ejercicio 
por el Estado de sus propias competencias, ya que el dualismo, tal y 
como se entiende en el Estatuto, trata de evitar que el Estado condi-
cione el ejercicio de las competencias autonómicas, pero no se aplica 
al ejercicio por el Estado de las suyas, dominio en el que dicha norma 
prevé una amplia participación de la Comunidad Autónoma, que se 
instrumenta con formas muy variadas: participación en órganos e insti-
tuciones estatales, intervención en los procedimientos de decisión, 
autorizaciones e informes previos de la Generalitat, etc.

Lo esencial, para comprender la verdadera significación de este apa-
rente desequilibrio es que «la Generalidad es Estado» (artículo 3.1). 
Esta condición se proyecta en que la Administración estatal ha de uti-
lizar para la ejecución de sus políticas, preferentemente, la organiza-
ción administrativa autonómica; pero también en que los órganos 
principales de decisión tienen que permitir una participación de la 
Comunidad Autónoma.

Estas necesidades no son una invención del Estatuto de Cataluña. 
En todos los sistemas federales es ordinario que exista una segunda 
Cámara de representación territorial, donde se sientan los represen-
tantes de los Estados federados y participan activamente en la tarea 
legislativa.

Aquellas soluciones participativas de corte federal, se manifiesten 
en el Parlamento o en cualquier otro órgano, dan acogida a todos los 
Estados, provincias o comunidades federadas. Se comprende que es 
extremadamente difícil en un sistema federal compuesto por varios o 
muchos Estados miembros, resolver la participación de estos en los 
órganos y decisiones federales mediante acuerdos bilaterales. Es 
obvio que tanto la composición de los órganos como los procedimien-
tos de decisión se bloquearían.

He aquí, pues, uno de los principales retos que se pondrá en el 
camino de la aplicación del nuevo Estatuto catalán. Su invocación del 
bilateralismo, como principio inspirador de las relaciones de la Gene-
ralitat con el Estado, está formulada, en el artículo 3.1, al mismo tiempo 
que se invoca «también» el de «multilateralidad», que supone que la 



186	 viii.  la organización territorial del estado i

394.
Participación 
en órganos 

constitucionales y 
rectores de la 

economía.

395.
Comisión bilateral.

Generalitat no dejará de participar (la «lealtad institucional», otro de 
los principios generales acogidos en el citado precepto, se lo impone) 
con las demás Comunidades Autónomas en los órganos y procedi-
mientos establecidos o por crear. No obstante lo cual, el Estatuto hace 
reserva a favor de la Generalitat de que cualquier decisión, adoptada 
en organismos de colaboración voluntaria, no la vinculará cuando el 
acuerdo haya sido adoptado sin su aprobación (artículo 176.3).

Las manifestaciones esenciales de las relaciones bilaterales son las 
que regulan los artículos 179 y siguientes del Estatuto, cuyo sentido 
conviene destacar para concluir, en este punto, el análisis de tan impor-
tante cuestión:

—  Prevé el Estatuto una amplia participación de la Generalitat en 
la designación de miembros y representantes en instituciones estata-
les. Entre otras, en la designación de magistrados del Tribunal Consti-
tucional y miembros del Consejo del Poder Judicial, en la designación 
de miembros de dirección del Banco de España, la Comisión Nacional 
del Mercado de Valores y la Comisión del Mercado de las Telecomuni-
caciones y en los organismos que eventualmente les sustituyan, así 
como, en general, en los organismos reguladores estatales en mate-
rias relevantes de naturaleza económica o social. La participación se 
extiende también a los procesos de designación de los miembros de 
organismos económicos y energéticos, instituciones financieras y 
empresas públicas del Estado cuya competencia se extienda al territo-
rio de Cataluña. Asimismo a la designación de miembros del Tribunal 
de Cuentas, el Consejo Económico y Social, la Agencia Tributaria, la 
Comisión Nacional de la Energía, la Agencia Española de Protección 
de Datos y el Consejo de Radio y Televisión. También puede la Gene-
ralitat solicitar del Estado la creación de delegaciones territoriales de 
algunos de estos organismos (artículos 180 a 182).

—  El artículo 183 del Estatuto regula la «Comisión Bilateral Gene-
ralitat-Estado» que, según el párrafo primero del precepto, «consti-
tuye el marco general y permanente de relación entre los Gobiernos 
de la Generalitat y el Estado», a efectos de la participación y colabora-
ción de aquella en el ejercicio de competencias estatales que afecten 
a la autonomía de Cataluña, así como de intercambio de información y 
establecimiento de mecanismos de colaboración en las respectivas 
políticas públicas y asuntos de interés común.

Se atribuyen a la «Comisión Bilateral» las funciones de deliberación, 
propuesta y adopción de acuerdos en una amplia relación de materias 
entre las que destacan: proyectos de ley que inciden en la distribución 
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de competencias entre el Estado y la Generalitat; la programación de 
la política económica general del Estado, en lo que afecte a intereses 
y competencias de la Generalitat; impulso de medidas de colabora-
ción y evaluación de los mecanismos existentes, resolución acordada 
de conflictos competenciales; seguimiento de la política europea y de 
la acción exterior del Estado, etc.

Una de las expresiones más notables del dualismo y la calidad con 
la que se conciben las relaciones bilaterales se refleja en la designación 
y ejercicio de la presidencia de la Comisión Bilateral. Está compuesto 
este organismo por un número igual de representantes del Estado y la 
Generalitat y su presidencia es ejercida «de forma alternativa entre las 
dos partes en turnos de un año» (artículo 183.3).

El mayor problema que plantea el reconocimiento del bilateralismo 
como hecho diferencial es que no depende solo de la voluntad expre-
sada por la Comunidad Autónoma sino de su incorporación a la legis-
lación y a la praxis política de los órganos estatales. Por más que el 
pactismo se trate de actualizar como un derecho histórico, será difícil 
evitar que los demás territorios pretendan que la legislación del Estado 
dé el mismo tratamiento a las relaciones que mantiene con cada uno 
de ellos, lo cual puede conducir a resultados difícilmente operativos 
que hagan imposible la acumulación de diecisiete sistemas de relación 
bilateral funcionando simultáneamente. Es posible que tal bilatera-
lismo no plantee inconvenientes cuando se trata de estudiar algunos 
asuntos concretos (la experiencia de las Comisiones Mixtas de Transfe-
rencias revela que es posible sumar diecisiete instituciones de este 
tipo sin que el funcionamiento del Estado se bloquee), pero si el 
cúmulo de asuntos de resolución bilateral es grande, la complejidad 
que proyecta sobre el sistema general puede ser extraordinaria. Ade-
más, la recuperación total del viejo pactismo tiene algunos otros lími-
tes insalvables en el constitucionalismo actual. Sería inaceptable que 
las relaciones o acuerdos bilaterales pudieran afectar a los procedi-
mientos y competencias regulados en la Constitución bloqueándolos 
o impidiendo su correcto ejercicio, o modificándolos de cualquier 
manera, sin mediar reforma constitucional alguna. En este sentido, no 
es posible que la utilización de procesos bilaterales negociados, con 
participación de las instancias autonómicas, termine configurándose 
como un derecho de veto o de pase territorial a las leyes del Estado. 
Especialmente, no resulta encajable en la Constitución la participación 
singular de una Comunidad Autónoma en los procedimientos de ela-
boración de normas que se aplican en todo el territorio sin que pue-
dan hacer lo mismo todas las demás. La participación bilateral tiene 
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sentido si se concreta en las normas que afectan singularmente a la 
Comunidad que aspira a participar o intervenir en la formación de la 
norma (recuérdese la Lothian Question planteada en el Reino Unido 
para la sobre-representación de Escocia en las decisiones adoptadas 
en el Parlamento británico).

Puede sospecharse, como hemos indicado ya, que si la prolifera-
ción de comisiones y procedimientos multilaterales de decisión, 
característica del federalismo cooperativo, ha provocado en todos los 
sistemas federales problemas de eficacia y de falta de agilidad que 
han determinado incluso la necesidad de reformas constitucionales, 
mucho más carga negativa hará pesar sobre la eficiencia de los proce-
sos de decisión la acumulación de relaciones bilaterales.

Especialmente puede ser grave esta práctica en el caso de las rela-
ciones con la Unión Europea. No es posible que, a los efectos de 
adoptar decisiones legislativas o administrativas relevantes, o para 
definir las posiciones del reino de España en las instituciones euro-
peas, los órganos competentes del Estado tengan que ponerse de 
acuerdo, bilateralmente, separadamente, con cada una de las Comu-
nidades Autónomas.

Menos aún es posible que cada una de ellas, individualmente, tenga 
un derecho igual a participar en la designación de los miembros de los 
órganos constitucionales del Estado o de las agencias o comisiones 
reguladoras de la economía, porque ni siquiera los Consejos de tales 
órganos integran tantos miembros como para poder atender las pro-
puestas individuales de cada territorio.

b) � La organización institucional del territorio

Como se ha indicado al principio, la singularidad derivada de dere-
chos históricos que invocan las Comunidades Autónomas correspon-
dientes se cifra, en este punto, en la organización territorial interna.

a’)  La organización territorial de Cataluña

En relación con Cataluña, la cuestión es la de decidir si el hecho 
diferencial que invoca, consistente en la recuperación de una división 
territorial distinta de la provincial y basada en la veguería, se enfrenta 
con la limitación, derivada directamente de la Constitución, que ha 
consagrado la provincia como entidad local y demarcación para la 
prestación de los servicios del Estado.
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El dilema se presentó con ocasión de la Ley catalana de 17 de 
diciembre de 1980, sobre transferencia urgente y plena de las Diputa-
ciones catalanas a la Generalitat, cuyo contenido fue parcialmente 
desautorizado por la Sentencia del Tribunal Constitucional de 28 de 
julio de 1981.

La doctrina que sentó el Tribunal Constitucional en aquella Senten-
cia puede resumirse en las siguientes proposiciones: 1.º  Los artícu-
los 137, 140 y 141 de la Constitución han consagrado una garantía 
institucional de la autonomía local de la que también se beneficia la 
provincia; 2.º  Las Comunidades Autónomas, en la medida de sus 
poderes, pueden redistribuir competencias entre ellas mismas y las 
Administraciones locales, sean estas las tradicionales o las de nuevo 
establecimiento; 3.º  Esta redistribución puede implicar una pérdida 
de competencias para las Diputaciones, pero no puede suponer nunca 
un vaciamiento de las mismas porque atentaría contra la garantía insti-
tucional de la autonomía; y 4.º  Es posible, sin embargo, una alteración 
de los límites provinciales, pero esta tampoco es una operación dispo-
nible para las Comunidades Autónomas porque el artículo 141 de la 
Constitución exige que se instrumente mediante ley orgánica del 
Estado. En resolución, la máxima interpretativa que el Tribunal Consti-
tucional sostuvo es que los «procesos de cambio» que resulten del 
ejercicio por las Comunidades Autónomas de su potestad organizativa 
«no pueden llevar, sin embargo, a menos que la Constitución sea refor-
mada, a una desaparición de la provincia como entidad dotada de 
autonomía para la gestión de sus propios intereses». Hemos mante-
nido una opinión contraria a dicha Sentencia (cfr. Derecho Público de 
las Comunidades Autónomas, II, Madrid, 1984 y 2007) con base en la 
siguiente argumentación: primero, el Tribunal Constitucional utiliza 
el concepto de «garantía institucional» para hacer indisponible la 
desaparición o el vaciamiento de una institución provincial por deci-
sión del legislador. Pero el concepto de «garantía institucional», 
tomado directamente de la obra de C. Schmitt, que fue su creador, no 
tiene una significación tan rígida. El propio Schmitt se preocupó de 
advertir, incluso de modo concreto, que la garantía institucional no 
puede esgrimirse para evitar la supresión de municipios y provincias, 
argumentando al respecto que «Los municipios y las agrupaciones de 
municipios tienen el derecho de administración autónoma dentro de 
los límites de la ley. Este postulado contiene una garantía legal-consti-
tucional: el instituto de la autonomía queda garantizado por ley cons-
titucional del Reich, de manera que la institución de la administración 
municipal autónoma como tal no puede ser suprimida, y todas las 
leyes que por su contenido objetivo nieguen esa administración autó-
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noma del municipio, o le arrebaten su esencia, son inconstitucionales. 
Por el contrario, no se garantiza en esa prescripción un derecho a la 
existencia del municipio en particular, o de las asociaciones de munici-
pios en particular. Por eso son también posibles anexiones de munici-
pios, según el derecho del Land, y contra la voluntad del municipio. 
Tampoco se fija el status quo...». Estas ideas no son ajenas a la regula-
ción de la autonomía local en nuestra Constitución, que no es ningún 
obstáculo para las alteraciones de los términos municipales o de los 
límites provinciales (artículos 148.1.2.ª y 141.1, respectivamente). 
Debe distinguirse entre la demarcación provincial como división del 
territorio del Estado, y la Diputación Provincial, corporación local 
encargada de la gestión de los intereses provinciales. De que una 
Diputación Provincial se puede suprimir, o sustituir por un organismo 
distinto (esto último se ha producido en todas las Comunidades Autó-
nomas uniprovinciales) no cabe ninguna duda posible. Estas alteracio-
nes de la provincia-entidad local no tienen por qué afectar a la división 
territorial para la prestación de servicios del Estado. Por tanto, en 
nuestro criterio, una Diputación Provincial en concreto no está prote-
gida por la garantía institucional de la autonomía provincial.

Muchos años después de incoado el debate anterior y sin que haya 
sido resuelto, el Consejo de Estado, en su ya citado Informe sobre la 
reforma de la Constitución, formulado a instancia del Gobierno y apro-
bado por el Pleno el 16 de febrero de 2006, abordó el problema de la 
inadecuada regulación de la institución provincial, advirtiendo incluso 
que «la caracterización que de la provincia hace nuestra Constitución 
parece no haber tomado en cuenta el proceso de integración del terri-
torio nacional en Comunidades Autónomas que la misma Constitución 
instauraba»; entre otras razones, según el Consejo, porque no consi-
dera los problemas que engendra «la superposición de dos divisiones 
supraprovinciales ni la multiplicación de los niveles de gobierno terri-
torial».

Argumenta el Consejo que es evidente que el artículo 141 de la 
Constitución no está ajustado a la realidad actual, ya que afirma que la 
provincia es una «entidad local con personalidad jurídica propia, deter-
minada por la agrupación de municipios y división territorial para el 
cumplimiento de las actividades del Estado», lo que «no ha impedido 
que siete de estas hayan desaparecido subsumidas en otras tantas 
Comunidades Autónomas».

Además de aclarar estas cuestiones en una futura reforma de la 
Constitución, el Consejo de Estado también postula en su informe 
«una modificación más profunda que, manteniendo la universalidad de 
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la provincia como forma de división territorial para el funcionamiento 
de la Administración General del Estado, no le atribuyese necesaria-
mente la naturaleza de entidad local con personalidad y autonomía». 
Tesis que, reforma constitucional de por medio, coincide exactamente 
con la que antes hemos expuesto y que permitiría que, en los territo-
rios autonómicos (que son pocos y excepcionales) en los que la provin-
cia pretende ser sustituida, en honor de otras tradiciones organizativas, 
por entidades locales distintas, pueda hacerse sin los obstáculos que 
opuso el Tribunal Constitucional desde su citada Sentencia de 1981.

b’)  Los territorios históricos vascos

El caso del País Vasco es completamente distinto. Los territorios 
históricos que se integran en la Comunidad Autónoma, Álava, Guipúz-
coa y Vizcaya, coinciden exactamente con la demarcación provincial, y 
son ellos mismos provincias, sin duda, aunque la doctrina, dadas sus 
peculiaridades institucionales y sus potestades, haya tratado de bus-
carles un nombre parcialmente distinto (A. Zurita y J. L. Ibarra: «provin-
cias de régimen administrativo especial»; T. R. Fernández: «provincias, 
con un perfil institucional peculiar ciertamente, pero provincias al 
cabo»; K. Larumbe: «entidades públicas autónomas de carácter polí-
tico»; M. Herrero: «fragmentos de Estado»; M. Razquin: «territorios asi-
milables a las Comunidades Autónomas uniprovinciales»; etc.).

La peculiaridad de los territorios históricos deriva, por una parte, de 
que son ellos mismos los titulares de los derechos históricos a los que 
se refiere la disposición adicional primera de la Constitución. Y, en su 
virtud, disponen de potestades y competencias diferenciadas, en rela-
ción con las demás entidades provinciales, y un régimen de relaciones 
con la Comunidad Autónoma que también es distinto.

Estos hechos diferenciales son, todos ellos, peculiares y singulariza-
dores, por tanto, de los territorios históricos vascos.

La cuestión en la que mejor se expresa el hecho diferencial de estos 
territorios es en el carácter de los poderes normativos que tienen atri-
buidos. Se ha planteado abiertamente si los territorios históricos vas-
cos tienen potestades legislativas equiparables a las de la propia 
Comunidad Autónoma o, de no ser así, si sus disposiciones no son 
residenciables ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

La Ley de Territorios Históricos aprobada por la Comunidad vasca 
el 25 de noviembre de 1983 zanjó, aparentemente, la cuestión, que el 
Estatuto de Autonomía del País Vasco dejó abierta, de si los territorios 
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históricos tenían potestades legislativas. En efecto, el artículo 6.2 de la 
aludida Ley atribuye al legislativo vasco, en exclusiva, la facultad de 
dictar leyes («En todo caso, la facultad de dictar normas con rango de 
ley corresponde en exclusiva al Parlamento»). Subraya el precepto la 
primacía de las instituciones comunes del País Vasco sobre los territo-
rios que lo integran, y su dominio exclusivo sobre las normas con rango 
de ley.

El Estatuto de Autonomía vasco incluyó en el artículo 25.1 una refe-
rencia indirecta al problema que, aparentemente, dejaba abierta la 
posibilidad de que también los territorios históricos pudieran ostentar 
potestades legislativas. Decía el artículo 25.1 que «El Parlamento 
ejerce la potestad legislativa... sin perjuicio de la competencia de las 
instituciones a que se refiere el artículo 37 del presente Estatuto», es 
decir, de los territorios históricos. El artículo 37.3 del Estatuto, al refe-
rirse a las competencias exclusivas de los territorios históricos, utiliza el 
concepto «desarrollo legislativo» que, generalmente, se ha interpre-
tado como comprensivo de competencias de naturaleza legislativa. La 
Ley de Territorios Históricos, sin embargo, llevó a cabo la radical 
corrección ya referida, probablemente por una prevención hacia las 
consecuencias que podría tener, para la formación del ordenamiento 
jurídico vasco, la proliferación de legisladores (su coexistencia, sin 
embargo, no parece que esté impedida por la Constitución, porque la 
propia Navarra, territorio histórico también, ha asumido la potestades 
legislativas mediante un proceso de actualización de su régimen foral, 
lo mismo que podrían haber hecho, por razones idénticas, los Territo-
rios vascos).

J. Leguina Villa llevó a cabo una influyente exposición sobre las nor-
mas que dictan los Territorios Históricos como productos subordina-
dos a las leyes. En su criterio no hay fundamento histórico ni constitu-
cional para sostener otra cosa, además de parecerle inequívoco el 
deseo del Estatuto de atribuir dicha función solamente a la Asamblea 
legislativa.

La tesis presenta, sin embargo, debilidades importantes. La priva-
ción de potestades legislativas a los Territorios Históricos ha provo-
cado otra serie de problemas colaterales que convendrá exponer.

Las primeras lecturas de la Constitución negaron también que las 
Comunidades Autónomas ostentaran potestades legislativas porque 
no existía en la Constitución una atribución específica al respecto. Fue 
necesario advertir de otros indicios (los artículos 150.1, 152.1) y de la 
mecánica general de asunción de competencias a través de los Estatu-
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tos de Autonomía, para que se asentara la interpretación contraria 
(que nosotros mismos pusimos en circulación con el ensayo Las potes-
tades legislativas de las Comunidades Autónomas, Madrid, 1979), que 
es la que ha prevalecido. Utilizando el mismo modo de razonar, tam-
bién puede decirse que en el Estatuto de Autonomía vasco hay indi-
cios, alusiones indirectas que permitirían fundar la concurrencia de 
potestades legislativas de los Territorios Históricos (por ejemplo, artícu-
los 37.3, 37.5 y, sobre todo, la salvedad que contiene el artículo 25.1 
al atribuir la competencia legislativa al Parlamento «sin perjuicio de las 
competencias de los Territorios»).

Pero, en fin, el citado artículo 6.2 de la Ley de Territorios Históricos 
de 1983 zanjó la cuestión en sentido negatorio. Con lo cual quedó 
abierto un problema de calificación de las normas que aprueban los 
Territorios Históricos a efectos de reconocerles alguna singularidad 
que las distinga de las disposiciones puramente reglamentarias.

No cabe duda de que las normas dictadas en materia de su compe-
tencia exclusiva tendrían que prevalecer sobre cualquier otra regula-
ción, pero si esta se contiene en una norma con rango de ley, la prima-
cía de la ley impondría su aplicación inmediata sin perjuicio de los 
procedimientos impugnatorios que se siguieran contra ella.

Pero, al margen del juego del principio de competencia, los propios 
Territorios Históricos manejan la convicción de que sus normas son 
algo más que normas reglamentarias. Un ejemplo, que tomamos de J. 
M. Castells, es realmente significativo. La Norma foral 6/2005, de 12 de 
julio, sobre organización institucional, gobierno y administración del 
Territorio Histórico de Guipúzcoa, proclama, en su artículo 4.1, que 
«Las Juntas Generales que constituyen el órgano máximo de represen-
tación y participación popular del Territorio Histórico son el Parlamento 
de Guipúzcoa». Castells argumenta, en consecuencia, que si ante un 
Parlamento estamos, la norma foral pretende que dichas normas ten-
gan el valor material de una ley formal emanada por cualquier Parla-
mento territorial siempre que se dicte en materias de competencia 
exclusiva.

Nótese que una de las consecuencias serias que plantea el no reco-
nocimiento de potestades legislativas a los Territorios Históricos de 
potestades legislativas, es que sus normas se dejan más a la intempe-
rie, desde el punto de vista del control judicial, que las que dicta Nava-
rra, que siendo un Territorio Histórico también, ha ganado, al actuali-
zar su fuero recogiendo competencias propias de las Comunidades 
Autónomas, la posibilidad de dictar normas con rango de ley. Como 
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ha señalado F. de la Hucha, del diferente rango de las normas de los 
Territorios Históricos y de las de la Comunidad Foral de Navarra deriva 
que mientras las primeras son objeto de impugnación ordinaria ante la 
Jurisdicción Contencioso-Administrativa, las otras solo pueden cues-
tionarse ante el Tribunal Constitucional, lo que está determinando que 
normas con idénticos contenidos puedan ser anuladas en el caso de 
los Territorios Históricos, mientras que las de Navarra no sean siquiera 
impugnadas, lo cual produce, en los Territorios correspondientes, una 
desazón comprensible.

Al establecimiento de una cierta peculiaridad en el control jurisdic-
cional contencioso-administrativo de las normas forales, pareció aten-
der la disposición adicional primera de la Ley 29/1998 reguladora de la 
Jurisdicción Contencioso-Administrativa. Precisa esta disposición que 
la referencia del apartado 3, letra a), del artículo 1 incluye los actos y 
disposiciones en materia de personal y gestión patrimonial sujetos al 
Derecho Público adoptados por los órganos competentes de las Jun-
tas Generales de los Territorios Históricos. De la alusión solo a los actos 
de personal y gestión patrimonial dedujo alguna doctrina que se daba 
a las Juntas Generales el tratamiento propio de los Parlamentos (tesis 
que pareció ratificar la disposición adicional 16.ª de la Ley 4/1999, de 
modificación de la Ley 30/1992). Los actos de las Juntas Generales 
serían actos materialmente administrativos emanados de cámaras 
legislativas; por tanto, exentos del control jurisdiccional contencioso-
administrativo. Las exenciones de control contencioso-administrativo 
fueron inmediatamente objetadas (J. Leguina, I. Agirreazkuenaga, 
I. Lasagabaster, R. Jiménez Asensio) y no prosperaron ni en sede doctrinal 
ni en la práctica.

La insistencia de los Territorios Históricos en conseguir la exclusión 
del control de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de sus nor-
mas de naturaleza fiscal ha prosperado, sin embargo, en el marco de 
una operación legislativa que, a nuestro juicio, carece de cualquier fun-
damento constitucional serio. Los representantes de dichos Territorios 
justificaron su reclamación de inmunidad de las Normas fiscales forales 
en que la posibilidad de impugnación situaba en una posición jurídica 
distinta a dichas normas y a las leyes de contenido fiscal del Estado. 
Considerando que las normas vascas, en razón del Concierto econó-
mico que rige sus finanzas, tienen a veces un contenido similar al de las 
leyes estatales, se reclamó para ellas un mismo régimen impugnatorio. 
Esta operación, conocida como «blindaje» del régimen foral, fue lle-
vada a término mediante la Ley Orgánica 1/2010, de 19 de febrero, de 
modificación de las Leyes Orgánicas del Tribunal Constitucional y del 
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Poder Judicial. Su Exposición de Motivos asume que el fundamento 
de la reforma está en la disposición adicional 1.ª de la Constitución y 
en la reserva expresa a los órganos forales por el Estatuto de un núcleo 
competencial exclusivo al que pertenece destacadamente el sistema 
fiscal (artículos 37.2 y 3.f, 40 y 41). Como las normas que aprueban las 
Juntas Generales de cada Territorio en relación con los tributos tienen 
naturaleza reglamentaria, han venido siendo impugnables ante la Juris-
dicción Contencioso-Administrativa, lo cual, según la exposición de 
motivos de la ley citada, «contrasta abiertamente con las normas fisca-
les del Estado, que tienen rango de ley y, por lo tanto, solo pueden ser 
impugnadas ante el Tribunal Constitucional por la reducida lista de 
sujetos que el artículo 162 de la Constitución considera legitimados».

Por estas y otras razones no más sólidas se incluyó una nueva dis-
posición adicional 5.ª en la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional 
atribuyéndole el conocimiento de los recursos interpuestos contra las 
normas forales fiscales de los Territorios de Álava, Guipúzcoa y Viz-
caya. También se atribuye al Tribunal Constitucional las cuestiones pre-
judiciales que se susciten por los órganos jurisdiccionales sobre la vali-
dez de las referidas disposiciones. La interposición y sus efectos, la 
legitimación, tramitación, sentencia y demás cuestiones procesales se 
rigen por lo dispuesto para los recursos y cuestiones de inconstitucio-
nalidad respectivamente. 

Por otra parte, también se habilita a los Territorios Históricos para 
que puedan plantear conflictos contra las normas con rango de ley del 
Estado que afecten a la autonomía foral. Estos recursos se sustancian 
por el procedimiento establecido para los conflictos en defensa de la 
autonomía local. 

Simultáneamente se modificó la Ley Orgánica del Poder Judicial 
para redactar de nuevo el apartado 4 del artículo 9 en el sentido de 
excluir de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa el conocimiento 
de los «recursos directos o indirectos que se interpongan contra las 
Normas Forales fiscales de las Juntas Generales de los Territorios His-
tóricos de Álava, Guipúzcoa y Vizcaya, que corresponderán, en exclu-
siva, al Tribunal Constitucional». Y además, en fin, para cerrar el nuevo 
régimen, también se añadió una letra d) al artículo 3 de la LJCA para 
declarar excluidos de la competencia de dicha jurisdicción los recursos 
contra las indicadas Normas Forales fiscales. 

Y todo ello sin negar en ningún momento la naturaleza reglamenta-
ria de tales disposiciones. En un comentario nuestro titulado «Crítica 
de la exclusión de las Normas Forales fiscales del control jurisdiccional 
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contencioso-administrativo» podrá encontrarse un análisis más dete-
nido a la significación de esta reforma legislativa. 

La cuestión de la inimpugnabilidad de las decisiones de órganos 
peculiares del País Vasco se ha centrado, sobre todo, en la Comisión 
Arbitral que regula el artículo 39 del Estatuto vasco. Este precepto le 
atribuye la resolución de los conflictos que se puedan suscitar entre las 
instituciones de la Comunidad Autónoma y las de cada uno de sus 
Territorios Históricos. La Comisión Arbitral está formada por un número 
igual de representantes designados libremente por el Gobierno Vasco 
y por la Diputación Foral del Territorio interesado, y presidida por el 
presidente del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco. La Ley 
reguladora se promulgó el 30 de junio de 1994. Esta norma se 
preocupó de establecer, en su Exposición de Motivos, las diferencias 
existentes entre los conflictos de competencias cuya resolución se atri-
buía a la Comisión Arbitral, y los planteados en sede judicial. Estos 
últimos se corresponden con un control ordinario de legalidad, mien-
tras que la Comisión Arbitral también se ocupa de dirimir discrepan-
cias que surjan entre las instituciones con ocasión del reparto de com-
petencias. De lo que se sigue que Comisión Arbitral y Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa no deben confundirse ni superponerse. La 
conclusión es que el artículo 68.1 de la Ley declaraba la inimpugnabi-
lidad de las resoluciones que adoptase la Comisión Arbitral («La reso-
lución de la Sección territorial correspondiente declarará, con carácter 
definitivo y sin que contra ella quepa interponer recurso alguno, a qué 
institución corresponde la competencia controvertida en el conflicto 
de competencia»).

Esta inimpugnabilidad de las decisiones de la Comisión Arbitral, 
estudiada monográficamente por E. Cobreros, fue también ratificada 
por la disposición adicional 1.ª de la Ley de la Jurisdicción Conten-
cioso-Administrativa y por la disposición adicional 4.ª de la Ley Orgá-
nica del Tribunal Constitucional, que remite a la resolución de los con-
flictos entre la Comunidad Autónoma del País Vasco y sus Territorios 
Históricos a lo establecido en el artículo 39 del Estatuto.

La cuestión ha sido pacíficamente aceptada como atinente a la 
peculiaridad vasca, un rasgo o hecho diferencial propio de sus institu-
ciones, hasta que la Diputación Foral de Álava interpuso un recurso 
contencioso-administrativo contra una resolución dictada, en 2003, 
por la Comisión Arbitral. Frente a la posible inadmisibilidad de dicho 
recurso se solicitó, por la Diputación Foral de Álava ante el Tribunal 
Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma, que planteara una 
cuestión de inconstitucionalidad alegando que tanto el legislador 
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estatal como el autonómico habían infringido, al declarar la inimpug-
nabilidad de las decisiones de la Comisión, los artículos 24.1, 53.1, 
106.1, 117.3 y 117.5 de la Constitución. Pero ninguna de las cuestio-
nes de inconstitucionalidad llegó a resolverse porque la Diputación 
terminó desistiendo del recurso contencioso-administrativo en el que 
habían sido planteadas. Los Autos 179/2008, de 24 de junio, y 180/2008, 
de 24 de junio, acordaron la extinción de ambas cuestiones de incons-
titucionalidad.

D)  �El régimen de convenio o concierto económico

a) � Introducción sobre el origen de este sistema

La transición de los territorios vascos y de Navarra de la condición 
de territorios exentos de que habían disfrutado durante el Antiguo 
Régimen al sistema de concierto, según el cual se obligan a abonar 
una cantidad alzada para contribuir al sostenimiento de las cargas del 
Estado, tiene su origen contemporáneo en la Ley de 25 de octubre 
de 1839. Su artículo 2.º autorizaba al Gobierno a proponer a las Cor-
tes, previa audiencia de las cuatro Diputaciones Forales, la modifica-
ción de los Fueros conciliándolas con el interés de la Nación y la Cons-
titución de la monarquía.

Ese proceso de adaptación se hizo efectivo, en el caso de Navarra, 
con la Ley paccionada de 16 de agosto de 1841. En ella se reconocía 
a la Diputación Foral las mismas facultades que ejercía el Consejo de 
Navarra y la Diputación del Reino «en cuanto a la administración de 
productos propios, rentas, efectos vecinales, arbitrios y propiedades 
de los pueblos y las provincias» (artículo 109). Autonomía, pues, pre-
supuestaria y tributaria. Por otro lado, el artículo 25 establecía la com-
pensación a pagar al Estado: «Navarra pagará, además de los impues-
tos antes expresados (renta de tabacos, impuestos de la sal, estancos 
de la pólvora y el azufre y rentas provinciales) por única contribución 
directa, 1.800.000 reales anuales. Se abonarán a su Diputación pro-
vincial 300.000 reales, de los expresados 1.800.000, por gastos de 
recaudación y quiebras que queden a su cargo». En base a las previ-
siones de estos preceptos se instrumentan luego los convenios eco-
nómicos de 1876, 1927, 1951 y 1969. Este último es el convenio 
vigente en el momento de la aprobación de la Ley de Reintegración y 
Amejoramiento del Fuero de Navarra.

Las otras tres provincias, como hemos estudiado más atrás, se resis-
ten a un acuerdo concreto, hasta que la Ley de 21 de julio de 1879 
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decide la abolición de los fueros, estableciendo la obligación de que 
contribuyeran al sostenimiento de las cargas generales del Estado en la 
misma proporción que las demás de la Nación (artículo 3). La misma ley 
autorizaba al Gobierno para hacer las «modificaciones de forma» que la 
experiencia y las circunstancias locales aconsejasen. Adoptada esta 
decisión abolitoria, la articulación de la contribución impuesta a las tres 
provincias por la Ley de 1876 citada se va a producir a través del sis-
tema de concierto económico. De la filosofía que trataba de imponerse 
con el nuevo régimen de conciertos ilustra muy claramente un Real 
Decreto de 13 de noviembre de 1877, que sirve de precedente. La idea 
es que «dichas provincias, que disfrutan de los derechos y ventajas de 
las demás españolas, deben contribuir, como estas, a levantar las car-
gas comunes; pero teniendo al mismo tiempo en cuenta motivos de 
alta prudencia y justas consideraciones hacia los habitantes de las pro-
vincias, hasta aquí exentas, desea que la proporcionalidad del impuesto 
no se realice de golpe, sino paulatina y sucesivamente, y que la forma 
de establecerse esa proporcionalidad se atempere, en todo lo posible, 
a las circunstancias locales y a los antiguos usos y costumbres del país».

Sobre estas bases se ordena el régimen de conciertos económicos. 
En esencia, el sistema de concierto se basa en reconocer el derecho 
del territorio concertado a la recaudación generada en el ámbito de su 
propia jurisdicción sustituyendo en ella a la Hacienda del Estado. Los 
gastos propios se financian con la recaudación obtenida y, al tiempo, 
se establece el compromiso de transferir al Estado una aportación 
para financiar las cargas generales del mismo.

En torno al sistema de conciertos se han formulado muchas críticas 
antes y después de su confirmación por los Estatutos de Autonomía. 
Se ha dicho al respecto, por ejemplo, que su aplicación supone una 
quiebra del principio de solidaridad, que implica una ruptura del prin-
cipio de capacidad de pago (las regiones ricas han de pagar más que 
proporcionalmente y por encima de los servicios que reciben), que el 
sistema es primitivo y fuera de época, además de haberse probado 
como poco equitativo, dada la rigidez de los cupos y el retraso en su 
adaptación, que rompe la posibilidad de formular una política econó-
mica general, que gran parte de las sumas recaudadas en el régimen 
de impuestos concertados son pagados efectivamente por personas 
de otras provincias, etc.

Pero tampoco puede negarse que la solidez y el funcionamiento 
mismo de esas críticas tradicionales depende de la regulación concreta 
que se haga del sistema de conciertos o convenios, porque ciertamente 
pueden arbitrarse mecanismos capaces de superarlas y de lograr una 
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coordinación eficaz con el sistema general. Tanto es ello posible que en 
el Informe de julio de 1981 de la Comisión de Expertos sobre financia-
ción de las Autonomías, sus redactores llegan a advertir «que las dife-
rencias existentes —con el régimen general— son más jurídicas que 
económicas, como consecuencia de la distinta vía elegida para instru-
mentar la financiación autonómica: vía ingresos en el caso de los territo-
rios forales y vía gasto para las restantes Comunidades Autónomas».

b) � La regulación de este régimen especial en el Estatuto vasco  
y en la Ley de Reintegración y Amejoramiento  del Fuero  
de Navarra y sus desarrollos

A)  El artículo 41 del Estatuto del País Vasco precisa que las rela-
ciones de orden tributario entre el Estado y el País Vasco «vendrán 
reguladas mediante el sistema foral tradicional de concierto econó-
mico o convenio». Hecha esta declaración general, los restantes párra-
fos del mismo artículo se dedican a definir el contenido del concierto 
y a establecer sus condicionamientos y límites, tendentes a lograr que, 
no obstante la autonomía tributaria del País Vasco, su sistema imposi-
tivo se acomode a los principios generales establecidos con carácter 
general en la legislación estatal. Destacan en este sentido las siguien-
tes reglas:

—  Las instituciones competentes de los Territorios Históricos inte-
grados en la Comunidad Autónoma pueden mantener, establecer y 
regular, dentro de su territorio, el régimen tributario, pero deben tener 
en cuenta la estructura general impositiva del Estado y las normas que 
para la coordinación, armonización fiscal y colaboración con el Estado 
se contengan en el propio concierto, además de observar las reglas 
que, con idénticas finalidades, fije el Parlamento vasco.

—  La exacción, gestión, liquidación, recaudación e inspección de 
todos los impuestos, salvo los que se integran en la renta de Aduanas 
y los que actualmente se recaudan a través de monopolios fiscales, se 
efectuará, dentro de cada Territorio Histórico, por las respectivas Dipu-
taciones Forales, sin perjuicio de la colaboración con el Estado y su 
alta inspección.

—  Las instituciones competentes de los Territorios Históricos adop-
tarán los acuerdos pertinentes con objeto de aplicar en sus respectivos 
territorios las normas fiscales con carácter excepcional y coyuntural 
que el Estado decida aplicar al territorio común, estableciendo igual 
período de vigencia que el señalado para estas.
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El régimen de concierto permite no a la Comunidad Autónoma, 
sino a cada uno de los Territorios Históricos o provincias forales que lo 
integran, mantener, establecer y regular sus propios tributos. La auto-
nomía financiera de estos territorios pivota, pues, sobre los ingresos y 
no sobre los gastos, como es característico en el régimen general. Sin 
embargo, las potestades tributarias de los citados territorios no se 
ejercen en una situación de autonomía total, sino condicionada. Los 
condicionamientos y límites con que pueden establecer y exigir tribu-
tos están contemplados en el Estatuto, como hemos visto ya, y, en 
desarrollo de lo previsto en el mismo, en el concierto. El concierto o 
convenio es una norma de naturaleza paccionada (en cuanto que es 
preciso el concurso de dos voluntades —la estatal y la de la Comuni-
dad Autónoma— tanto para su elaboración como para su modifica-
ción), en la que se fijan las bases para el ejercicio de las potestades 
tributarias autónomas y sus límites. En vista de esta circunstancia 
puede afirmarse que el Estado participa, en cuanto a lo básico, en el 
ejercicio de potestades relativas a los tributos exigibles en el ámbito 
de la Comunidad Autónoma. De lo que se concluye, en fin, que el sis-
tema de concierto expresa el ejercicio compartido de las potestades 
tributarias básicas, de manera que, pese a que las declaraciones esta-
tutarias puedan aparentar otra cosa, dichas potestades no se ejercen 
en un régimen de plenitud y total separación por las provincias forales, 
sino de acuerdo con unos principios en cuya formulación participa el 
Estado de modo muy principal. A partir de estos presupuestos, el régi-
men de concierto supone reconocer a la Comunidad Autónoma —o a 
los territorios que la integran para mayor exactitud— el derecho sobre 
la recaudación tributaria generada en su propio territorio. Esta recau-
dación se aplica a la financiación de sus propios servicios. Pero, al 
tiempo, se obliga a la Comunidad Autónoma a aportar al Estado un 
cupo global —integrado por el correspondiente a cada uno de sus 
territorios— como contribución a todas las cargas del Estado que no 
asuma la Comunidad Autónoma.

El primer Concierto Económico con la Comunidad Autónoma del 
País Vasco fue aprobado por Ley de 12/1981, de 13 de mayo, que se 
mantuvo vigente hasta el 31 de diciembre de 2001 (prorrogada por la 
Ley 25/2001, de 27 de diciembre). La Ley 12/2002, de 23 de mayo, 
aprueba el nuevo Concierto Económico para el País Vasco, modificada 
por la Ley 28/2007, de 25 de octubre. La ley del concierto establece 
los pormenores, condicionamientos y límites relativos a los tributos 
que pueden exigirse en la Comunidad Autónoma, que serán los mis-
mos aplicados en el resto del Estado. Para asegurar esta mínima uni-
formidad, la Ley establece algunos principios generales a los que debe 
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adecuarse el sistema tributario que establezcan los Territorios Históri-
cos, y otros complementarios relativos a la armonización fiscal. Los 
primeros, contenidos en el artículo 2 de la citada Ley, son: «1.º  Res-
peto de la solidaridad en los términos prevenidos en la Constitución y 
en el Estatuto de Autonomía. 2.º  Atención a la estructura general 
impositiva del Estado. 3.º  Coordinación, armonización fiscal y colabo-
ración con el Estado, de acuerdo con las normas del presente Con-
cierto Económico. 4.º  Coordinación, armonización fiscal y colabora-
ción mutua entre las instituciones de los Territorios Históricos según las 
normas que, a tal efecto, dicte el Parlamento Vasco. 5.º  Sometimiento 
a los Tratados o Convenios internacionales firmados y ratificados por el 
Estado español o a los que este se adhiera. En particular deberá ate-
nerse a lo dispuesto en los Convenios internacionales suscritos por 
España para evitar la doble imposición y en las normas de armoniza-
ción fiscal de la Unión Europea, debiendo asumir las devoluciones que 
proceda practicar como consecuencia de la aplicación de tales Conve-
nios y normas». Los principios concernientes a la armonización fiscal 
están contenidos en el artículo 3 de la misma Ley y tienen los siguien-
tes enunciados: «a)  Se adecuarán a la Ley General Tributaria en cuanto 
a terminología y conceptos, sin perjuicio de las peculiaridades estable-
cidas en el presente Concierto Económico. b)  Mantendrán una pre-
sión fiscal efectiva global equivalente a la existente en el resto del 
Estado. c)  Respetarán y garantizarán la libertad de circulación y esta-
blecimiento de las personas y la libre circulación de bienes, capitales y 
servicios en todo el territorio español, sin que se produzcan efectos 
discriminatorios ni menoscabo de las posibilidades de competencia 
empresarial ni distorsión en la asignación de recursos. d)  Utilizarán la 
misma clasificación de actividades ganaderas, mineras, industriales, 
comerciales, de servicios, profesionales y artísticas que en territorio 
común, sin perjuicio del mayor desglose que de las mismas pueda lle-
varse a cabo».

El Estado se reserva la alta inspección para verificar el efectivo cum-
plimiento de estas reglas. La alta inspección en una manifestación 
especial de los poderes estatales de vigilancia a cuyo contenido nos 
referiremos más adelante.

La aportación del País Vasco al Estado consiste, como ya se ha 
dicho, en un cupo global, integrado por los correspondientes a cada 
uno de sus Territorios Históricos, como contribución a todas las cargas 
del Estado que no asuma la Comunidad Autónoma vasca.

La Ley 29/2007, de 25 de octubre, contiene las reglas generales de 
la metodología para la determinación del cupo. Es fundamental el con-
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cepto de «cargas del Estado no asumidas por la Comunidad Autó-
noma» que sirve para determinar el montante del cupo. El artículo 52 
del Concierto define las cargas del Estado no asumidas por la Comu-
nidad Autónoma las que «correspondan a competencias cuyo ejercicio 
no haya sido asumido efectivamente por aquella». Para la determina-
ción del importe total de dichas cargas se deducirá del total de gastos 
del Presupuesto del Estado la asignación íntegra que, a nivel estatal, 
corresponda a las competencias asumidas por la Comunidad Autó-
noma desde la fecha de efectividad de la transferencia fijada en los 
correspondientes Decretos. Se considera que, entre otras, tienen la 
consideración de cargas no asumidas por la Comunidad Autónoma: 
a)  la cantidades asignadas en los Presupuestos al Fondo de Compen-
sación Interterritorial; b)  las transferencias o subvenciones que haga el 
Estado a favor de entes públicos en la medida en que las competen-
cias desempeñadas por los mismos no estén asumidas por la Comuni-
dad Autónoma del País Vasco; c)  los intereses y cuotas de amortización 
de las deudas del Estado en la forma que determine la Ley del cupo.

B)  La Ley Orgánica de Reintegración y Amejoramiento del Régi-
men Foral de Navarra de 10 de agosto de 1982 contiene una regula-
ción menos extensa que la recogida en el Estatuto del País Vasco res-
pecto del régimen de convenio económico. Su artículo 45 se limita 
prácticamente a establecer la circunstancia de que «en virtud de su 
régimen foral, la actividad tributaria y financiera de Navarra se regulará 
por el sistema tradicional del convenio económico», precisando luego 
que en los convenios «se determinarán las aportaciones de Navarra a 
las cargas generales del Estado, señalando la cuantía de las mismas y 
el procedimiento para su actualización». El sistema pues, en lo básico, 
es idéntico al que ya se ha examinado para el País Vasco. Se reconoce 
a Navarra el derecho a mantener, establecer y regular su propio régi-
men tributario en el marco y con los límites de lo establecido en el 
convenio (que el artículo 45.4 califica expresamente de norma paccio-
nada, exigiendo no solo el concurso de las dos partes para su forma-
ción y reforma —como en el caso del País Vasco—, sino también la 
aprobación por las Cortes y el Parlamento navarro); la recaudación 
obtenida se aplica a la financiación de los propios servicios, y Navarra 
se compromete a aportar al Estado las cantidades precisas —cupo— 
para contribuir a la financiación de las cargas generales del Estado no 
asumidas por ella.

En lugar de fijar directamente los principios en que ha de inspirarse 
o que debe respetar el convenio económico, como hace el Estatuto 
del País Vasco, la Ley de Reintegración y Amejoramiento Foral, citada, 
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se remite a los principios contenidos en el título preliminar del conve-
nio económico vigente a la entrada en vigor de aquella, que fue apro-
bado por Decreto-ley de 24 de julio de 1969. El Convenio económico 
se reguló ulteriormente por Ley 28/1990, de 26 de diciembre, modifi-
cada parcialmente por la Ley 48/2007, de 19 de diciembre. Las dispo-
siciones que contiene dicho título preliminar son, desde luego, mucho 
menos detalladas y explícitas que las que más atrás hemos reprodu-
cido del vigente concierto con el País Vasco (prácticamente se limitan 
a declarar la necesaria armonización del régimen tributario de Navarra 
con el general, a reservar al Estado la alta inspección y a prever que la 
modificación del convenio tiene que ser adoptada por el mismo proce-
dimiento seguido para su aprobación). Los problemas generales rela-
tivos al ejercicio de las potestades, la metodología para la fijación del 
cupo y demás problemas relativos a la articulación de la Hacienda de 
Navarra con la general del Estado puede resolverse con arreglo a las 
mismas pautas que ya hemos establecido en relación con el concierto 
del País Vasco.

E) � El Derecho Civil foral

a) � El mantenimiento de regímenes particulares de Derecho Civil 
frente a la unificación intentada por la codificación

La idea de código servirá para realizar muchos ideales expresados 
durante la Revolución Francesa. Conocerá sus primeras aplicaciones 
años antes en los trabajos que impulsa Federico II en Prusia y María 
Teresa en Austria, pero el canon de la codificación lo establecerá el 
Código Civil de 1804, impulsado por Napoleón y redactado por Cam-
bacères, Bigot-Preameneu y Portalis. El Código es el lugar donde se 
expresa del modo más perfecto el ideal de que las leyes sean simples, 
claras, precisas y producto de la voluntad soberana del Parlamento, 
que monopoliza la creación del Derecho. El Código permite estable-
cer un Derecho del Estado cierto y estable, que apliquen los jueces de 
modo seguro a los procesos de que conocen.

En algunos Estados europeos, como Alemania, la idea de codifica-
ción es combatida por autores tan relevantes como Savigny, en prove-
cho de una concepción del Derecho apoyada en el espíritu popular 
que se manifiesta en la lengua, la religión, las creencias y las tradicio-
nes de todo tipo. No dominarán estas doctrinas mucho tiempo, pero 
fijarán una orientación jurídica que terminará influyendo en los movi-
mientos nacionalistas de final de siglo.
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En España la idea de codificación que se acoge es justamente la 
francesa expresada en el modélico Código Civil de 1804.

La necesidad de arreglar el estado de la legislación, igualmente 
caótica que en el país vecino, se pone de manifiesto en las respuestas 
a la «Consulta al país» que formula la Junta General. Figuraba en ella la 
cuestión relativa a «los medios de mejorar la legislación» y las respues-
tas a la misma fueron bastante coincidentes en apuntar la necesidad de 
un código. Aunque algunos, como el obispo de Orihuela, creían que 
España tenía leyes «muy justas, arregladas y santas», era más común la 
convicción de que se necesitaba un cuerpo jurídico, al que ya se pro-
ponía llamar «Constitución, Código o Instituciones de España e Indias». 
El ayuntamiento de Yecla sugirió, como otros establecimientos, la crea-
ción primero de una constitución política, después un código criminal 
y luego un código civil. Pero las respuestas más comunes de los ayun-
tamientos son las que apelan a la necesidad de leyes «breves, claras e 
inteligibles para todos». Este sentimiento es el mismo de los diputados 
(Espiga y Gadea, Argüelles) y también de los mejores especialistas en 
Derecho Público del momento (Dou y Bassols).

El importante artículo 258 de la Constitución de Cádiz, mandaba 
que se estableciera un código civil, otro criminal y otro de comercio, 
únicos para toda la monarquía. El propósito es comúnmente compar-
tido, sin perjuicio de que, en su realización, como el propio precepto 
mencionado advirtió, deberían tenerse en cuenta «las variaciones» 
que aconsejaren las particulares circunstancias de algunos territorios, 
apreciadas por las Cortes.

Sin embargo los trabajos de la codificación se complicaron enorme-
mente. Los códigos que llegaron a aprobarse en un tiempo relativa-
mente inmediato, fueron el Penal (1822), y el de Comercio (1829). El 
Código Civil, sin embargo, el más importante de todos, no llegaría a 
promulgarse hasta 1889, al final de un proceso, desarrollado en la Res-
tauración, que permitiría la aprobación junto a aquel de los dos gran-
des códigos procesales (Ley de Enjuiciamiento Civil, de 3 de febrero 
de 1881, y Ley de Enjuiciamiento Criminal, de 14 de septiembre 
de 1882), así como el Código de Comercio, de 22 de agosto de 1885.

Que el último Código aprobado fuera el Civil, no tenía ninguna 
razón de ser desde el punto de vista de la sistemática general del 
ordenamiento jurídico español, ni se correspondía con la función casi 
constitucional que en Francia se había atribuido a dicho texto legal, al 
asignarle la grave misión de establecer las reglas jurídicas de funciona-
miento del sistema jurídico entero, empezando por la ordenación de 
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las fuentes del Derecho. Además era en el Código Civil donde habrían 
de establecerse las reglas básicas para el ejercicio de los derechos de 
los ciudadanos y para delimitar el ámbito de la autonomía de la volun-
tad, todo lo cual era básico en un marco constitucional que primaba el 
espacio de la libertad del individuo frente al Estado. F. Tomás y Valiente 
observó, tomando nota del retraso en el establecimiento del Códi-
go  Civil, que «una sociedad burguesa con Constitución, pero sin 
Código Civil, era una sociedad incompleta, mal construida». Además, 
el Código Civil tendría que ser supletorio del Derecho Mercantil. Por 
otro lado, las normas procesales estaban inmediatamente vinculadas a 
la aplicación de las normas sustantivas que habrían de contenerse en 
aquel Código, por lo que, anticipar, como terminó por hacerse, la 
aprobación de aquellas a la redacción del Código constituía una polí-
tica legislativa notoriamente incoherente. Incluso las normas penales, 
al menos en algunos aspectos relativos a la capacidad de las personas 
o a la determinación de la responsabilidad civil, precisaban contar con 
la referencia del aplazado Código Civil.

Desde el punto de vista de la unificación del Derecho, la imposibili-
dad de aplicar un Código único resultaría gravemente perturbadora 
de la renovación del sistema jurídico recibido. Durante el siglo xix se 
siguieron aplicando las Partidas, el Ordenamiento de Alcalá, las Leyes 
de Toro, o algunas leyes incluidas en la Novísima de 1805. Lo cual pro-
longaba la vida jurídica del Antiguo Régimen en vivo contraste con los 
principios del nuevo ordenamiento constitucional.

Todo este peligroso retraso no se debía solamente a la indolencia 
de la clase política, sino a las dificultades opuestas por la existencia en 
algunos territorios españoles de derechos civiles forales que llegaron 
al constitucionalismo plenamente vigentes. Fue el caso de los de Cata-
luña, Aragón y Mallorca, que se conservaron a pesar de los Decretos 
de Nueva Planta, y los de Navarra y el País Vasco, nunca afectados por 
aquellos Decretos. También, en menor medida, el de Galicia. Al no 
emprenderse la redacción unificadora inmediatamente después de 
acordada por la Constitución de Cádiz, a medida que iban corriendo 
los años del siglo xix su realización se hizo progresivamente más difícil.

La compatibilidad de la unificación del Derecho Civil en un Código 
con el mantenimiento de derechos civiles forales en los territorios que 
los habían tenido, trató de resolverse en los primeros proyectos en un 
sentido claramente favorable a la supresión de estos últimos. Esta fue 
la orientación del primer proyecto de Código Civil, el de 1821.
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Las Cortes del Trienio liberal crearon una Comisión parlamentaria 
integrada solo por Diputados, sin participación de juristas externos, 
que llegaron a elaborar un proyecto concebido con gran amplitud. Se 
basaba en una idea muy amplia de Código, ya que pretendía incluir no 
solo el Derecho Privado, sino cuestiones relativas a los procedimientos 
civiles e incluso el Derecho Administrativo. No se atenía expresamente 
al mandato constitucional de constituir tres códigos, sino que aspiró a 
una unificación y codificación de todas las ramas vivas del Derecho. No 
seguía, por tanto, el modelo de Code francés, seguramente porque 
tampoco estaba bien delimitado el concepto de Derecho Civil enton-
ces. No obstante, en los contenidos puramente civiles la influencia del 
Código francés de 1804, así como los de Prusia y Austria, sería esen-
cial, como lo fue también nuestra tradición de las Partidas y la Noví-
sima y, entre los pensadores, por todos, J. Bentham, influyente como 
pocos en la obra codificadora.

El fracaso de este proyecto abrirá un largo paréntesis, solo relle-
nado por algunas propuestas de origen privado. El proceso codifica-
dor no se restablece hasta iniciada la década de los años cuarenta. 
En 1843 se había creado la Comisión General de Codificación con la 
función de hacer Códigos claros, precisos, completos y acomodados a 
los nuevos conocimientos. No estaba integrada por miembros de las 
Cortes, sino por juristas de prestigio. Una de las secciones de la Comi-
sión comenzaría sus tareas de elaboración del Código en el mismo año 
de 1843. Sus trabajos cobraron nuevo impulso con la Comisión nom-
brada en septiembre de 1846, cuya sección de lo civil presidía Bravo 
Murillo. Cinco años trabajó la Comisión hasta que el 5 de mayo 
de 1851 presentó el proyecto, que firmaban J. Bravo Murillo, F. García 
de Goyena, C. Antón de Luzuriaga y J. M. Sánchez Puig. La tarea de Gar-
cía de Goyena fue la más importante no solo por lo que hiciera en el 
proyecto, sino también, porque publicó su celebrada obra Concordan-
cias, motivos y comentarios del Código Civil español, donde se hizo un 
análisis comparado de cada uno de los artículos del proyecto, que F. de 
Castro calificó en su día como una obra fundamental de nuestra histo-
ria jurídica.

En cuanto a los derechos civiles forales, los Proyectos de 1821 y 1851 
se habían orientado hacia la supresión. Al principio esta propuesta no 
contó con gran resistencia; pero fue esta aumentando a lo largo del 
siglo. En el Proyecto de 1851 se incluyó un artículo, el 1992, que decía: 
«Quedan derogados todos los fueros, leyes, usos y costumbres anterio-
res a la promulgación de este Código, en todas las materias que son 
objeto del mismo, y no tendrán fuerza de ley, aunque no sean contra-
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rias a las disposiciones del presente Código». No solo se proponía tal 
derogación, sino que además en el Proyecto era visible la influencia del 
Derecho de Castilla más que la tradición jurídica de otros reinos, lo que, 
obviamente, determinaría la resistencia y el disgusto de algunos juristas 
no castellanos.

Seguramente esta circunstancia fue determinante de que, al recibir 
el Proyecto de 1851, el Gobierno dictara una Real Orden de 12 de junio 
de aquel año en la que, después de felicitar a los autores, decía «que la 
existencia de fueros y legislaciones especiales, usos y costumbres varias 
y complicadas, no solo en determinados territorios de la monarquía 
que en otro tiempo formaron Estados independientes, sino también 
hasta en no pocos pueblos pertenecientes a provincias en que por lo 
general se observan los Códigos de Castilla, aumenta considerable-
mente las dificultades y obstáculos que siempre ofrece la publicación y 
ejecución de todo Código general». Denota el texto la preocupación 
por las resistencias que podía ofrecer, por un lado, la Iglesia y, por otro, 
los territorios forales.

Acto seguido, el Gobierno solicitó informes de Tribunales, Faculta-
des de Derecho y otros organismos, que determinaron aplazamientos 
sucesivos a la tramitación, que no llegó a llevarse a cabo nunca. A falta 
de un Código Civil completo, se haría necesaria la aprobación de leyes 
civiles especiales, que resolvieran algunas cuestiones que requerían 
atención más perentoria o que podían resolverse con menor coste 
político. Realizaciones de este tipo llevarán a la aprobación de la Ley 
Hipotecaria, de 8 de febrero de 1861, y la Ley de Matrimonio Civil, 
de 16 de junio de 1870.

En el largo período de tiempo que se abre desde entonces hasta la 
formulación del nuevo Código, se preparan algunos otros, siempre sin 
fuerza para superar las dificultades que opone la que empieza a deno-
minarse cuestión civil foral.

Radica esta última en decidir si deben suprimirse o respetarse los 
derechos civiles forales. A favor de lo primero, las tesis que postulan 
que el Código debe ser único porque ello es un postulado de la uni-
dad del Estado e incluso de la igualdad. Un congreso de jurisconsultos 
celebrado en 1863 apoya esta opción, no obstante afirmar, como 
recoge la Conclusión 5.ª de su Acta final, «que esta unidad debe veri-
ficarse huyendo del extremo de hacer prevalecer una legislación de las 
diferentes que rigen en España sobre todas las otras, adoptando con 
racional criterio lo más aceptable de cada una».
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En la posición contraria están, naturalmente, los juristas catalanes 
(J. Rey, Ferrer Subirana, F. Permayer y especialmente F. Durán i Bas) influi-
dos por la Escuela Histórica, cuya doctrina utilizan: son las costumbres 
y la tradición lo que debe usarse para fundar el Derecho de cada pue-
blo. Una actitud conciliadora e intermedia es la que sostienen Allende 
Salazar y J. Costa.

En este ambiente se empieza a preparar desde 1880 el nuevo Código, 
para cuya elaboración será capital el trabajo de Alonso Martínez.

La Constitución de 1876 había dicho, en su artículo 75, lo mismo 
que la de 1869 en su artículo 91, es decir, que habría que establecer 
unos mismos Códigos en la monarquía «sin perjuicio de las variaciones 
que por particulares circunstancias determinen las leyes».

La fórmula era suficientemente vaga como para dejar entrada a las 
pretensiones foralistas.

Un Decreto de Álvarez Bugallall, ministro de Gracia y Justicia, de 2 
de febrero de 1880, expresó la conveniencia de que el futuro Código 
Civil respetase los derechos civiles forales en aquellas partes en que 
eran singulares y dignos de seguir rigiendo. La Comisión que creó 
dicho ministro incorporó por esta razón un jurista de cada una de las 
regiones de Derecho Civil foral, para que expresara el contenido de 
sus ordenamientos y seleccionara las instituciones que deberían conti-
nuar. Por Cataluña, Durán i Bas, por Aragón, L. Franco y López, por 
Navarra, A. Morales y Gómez, por Galicia, R. López del Lago, por las 
Vascongadas, L. Lecanda Mendieta y por Baleares, P. Ripoll Palau.

Cada uno de ellos hicieron Memorias, entre las que destacaron las 
de Durán i Bas y Franco López.

Para facilitar la redacción del Código se utilizó la técnica de la ley 
de bases. Era más fácil sacar adelante una norma con contenidos lo 
más genéricos posible. Siendo ministro de Gracia y Justicia Alonso 
Martínez, presentó en las Cortes su Proyecto de Ley de Bases para el 
Código Civil de 22 de octubre de 1881; pero el sistema de ley de 
bases en este primer planteamiento sería rechazado por las Cortes.

Otro congreso de jurisconsultos celebrado en 1886 se había mos-
trado muy favorable a la Codificación Civil, 341 congresistas sobre 400, 
así como sobre la unificación del Derecho Civil (244 congresistas con-
tra 90 y 31 abstenciones), aunque con el matiz de que dicha unificación 
era compatible con la vigencia de «algunas instituciones jurídicas fora-
les» (186 a favor de la compatibilidad, 158 en contra y 61 abstenciones).
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Al fin se aprobó con todas estas orientaciones (y las que se contu-
vieron en el proyecto que F. Silvela presentó a las Cortes el 7 de enero 
de 1885, siendo ministro de Gracia y Justicia) la Ley de Bases de 11 de 
mayo de 1888, que autorizaba al Gobierno para publicar un Código 
redactado por la Comisión de Codificación, que luego se llevaría a las 
Cortes para ratificación; el punto de partida sería el Código de 1851 y 
los derechos forales se mantendrían «en su integridad». El texto arti-
culado del Código se publicó en la Gaceta por Real Decreto de 6 de 
octubre de 1888. La Ley de 26 de mayo de 1889 ordenó una nueva 
redacción corregida y el 24 de julio de 1889 se publicó la nueva edi-
ción oficial.

El Código utilizaba respecto de los Derechos forales la fórmula de 
que se conservarían «por ahora» en su integridad. El artículo 6 de la 
Ley de Bases había ordenado que se redactaran Apéndices forales, 
donde se recogieran las instituciones que conviniese conservar, en el 
orden de ideas que había expresado el citado Decreto de 1880 de 
Álvarez Bugallal. Pero no se puso demasiado empeño en la redacción, 
de modo que no se avanzó mucho, aunque se formaron, por Decreto 
de 24 de abril de 1899, Comisiones especiales que integrarían juristas 
de las regiones forales. Se llegó, no obstante, solo a la formulación del 
Apéndice aragonés, que se publicó por Real Decreto de 7 de diciem-
bre de 1925.

De nuevo un congreso de Derecho Civil celebrado en Zaragoza 
en 1946 vuelve sobre la cuestión foral y concluye que lo pertinente 
sería redactar «compilaciones de las instituciones forales» en lugar de 
Apéndices. Sería un salto cualitativo porque la idea de compilación, 
aunque orientada en el caso a la selección de las instituciones que 
debían conservarse, habría de hacerse abarcando la totalidad del sis-
tema jurídico del Derecho foral. Empieza a partir de aquí una nueva 
época de alza del foralismo que triunfará con el Decreto de 23 de 
mayo de 1947 que, en efecto, ordena la formación de comisiones 
compiladoras. Harían su trabajo lentamente pero con resultados fina-
les ciertos. Las compilaciones se promulgaron en el siguiente orden: la 
del Derecho Civil Foral de Vizcaya y Álava, el 30 de julio de 1959; la de 
Derecho Civil Especial de Cataluña, el 21 julio de 1960; la de Derecho 
Civil Especial de Baleares, el 19 de abril de 1961; la de Derecho Civil 
Foral de Galicia, el 2 de diciembre de 1963; la de Derecho Civil Foral 
de Aragón, el 8 de abril de 1967, y la de Derecho Civil Foral de Nava-
rra, el 1 de marzo de 1973. Todos estos derechos civiles son aplicables 
en primer término, siendo derecho supletorio de primer grado el 
Código Civil.
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b) � El desarrollo y actualización de los Derechos Civiles forales 
y la completud de las compilaciones autonómicas

Con esta situación se encuentra el constituyente de 1978, que la 
asume y proyecta aún hacia una mayor potenciación de los derechos 
forales o especiales, al referirse no solo a la conservación, sino también 
a la modificación y desarrollo de los mismos, y confiar la tarea no al 
legislador estatal, sino al legislador de las Comunidades Autónomas. 
Aunque ello se mire con prevención por alguna doctrina civilista, y 
aunque la opción pueda discutirse, su sentido en la Constitución es 
meridianamente claro: ni los regímenes forales son transitorios ni 
extinguibles en tiempo inmediato, sino una realidad que aún se per-
mite impulsar y revitalizar a los órganos legislativos de las Comunida-
des Autónomas. La unificación del Derecho Civil no responde ya a nin-
guna directiva constitucional.

La consagración de la fragmentación del Derecho Civil en España 
tuvo su consagración constitucional en el artículo 149.1.8.ª Establece 
una reserva al Estado de las competencias que indica con las matiza-
ciones que también deja establecidas: «Legislación civil, sin perjuicio 
de la conservación, modificación y desarrollo por las Comunidades 
Autónomas de los derechos civiles, forales o especiales, allí donde 
existan. En todo caso, las reglas relativas a la aplicación y eficacia de 
las normas jurídicas, relaciones jurídico-civiles relativas a las formas de 
matrimonio, ordenación de los registros e instrumentos públicos, 
bases de las obligaciones contractuales, normas para resolver los con-
flictos de leyes y determinación de las fuentes del Derecho, con res-
peto, en este último caso, a las normas de derecho foral o especial».

Aunque el precepto no tenga una redacción muy afortunada, como 
pusieron de relieve sus primeros analistas (Delgado, Roca, Lasarte), su 
sentido general es claro: al Estado se le reserva como regla la legisla-
ción civil en todo el territorio español; esta regla se excepciona en el 
caso de los territorios que cuenten con derechos civiles forales o espe-
ciales; no obstante ello, en algunas materias concretas que se enun-
cian en el precepto transcrito, la competencia legislativa se retiene por 
el Estado de modo absoluto, y, por último, el ejercicio por el Estado de 
su competencia general para la determinación de las fuentes del dere-
cho tiene que hacerse con respecto a las normas de derecho foral o 
especial.

Otro congreso de juristas, celebrado en Zaragoza, en relación con 
los derechos civiles en la Constitución, entre el 29 de octubre y el 1 de 
noviembre de 1981, ha recogido en sus conclusiones la nueva situa-
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ción constitucional. Se constata que la Constitución garantiza la plura-
lidad de regímenes jurídicos civiles «entendiéndolo no ya como un 
problema, sino como un bien enriquecedor», afirmando también que 
«la Constitución de 1978, a diferencia de otras anteriores, no esta-
blece como desiderátum la unificación del Derecho Civil». Y respecto 
de dicha unificación aún se añade que «solo la libre voluntad de los 
pueblos de España con Derecho Civil propio, permitirá la unificación 
del Derecho Civil en cuanto sea oportuno en cada momento histó-
rico». Siendo competencia de los órganos legislativos de las Comuni-
dades Autónomas la «conservación, modificación y desarrollo» de los 
derechos civiles especiales, es claro que solo contando con su volun-
tad y en base a sus propias decisiones serían ya viables cualesquiera 
propuestas de unificación.

Considerando la inserción constitucional, en el artículo 149.1, del 
reconocimiento de los Derechos civiles forales, la mecánica del acceso 
a la autonomía máxima impuesta por el artículo 148.2 (cinco años de 
espera antes de acceder a la máxima autonomía por parte de las 
Comunidades no históricas) producía la paradoja de que pudieran 
existir Derechos civiles forales en Comunidades Autónomas que care-
cían de competencias para su «conservación, modificación y desarro-
llo», lo cual era congruente con el proceso de transformación autonó-
mica del Estado, pero nada consecuente con el mantenimiento de la 
foralidad civil. Por esta causa, el Congreso de Zaragoza de 1981 pos-
tuló la generalización de las potestades legislativas sobre el Derecho 
Civil propio.

Tampoco autoriza el artículo 149.1.8.ª que asuman competencias 
en la materia que nos ocupa todas las Comunidades Autónomas. Es 
preciso, además, que en el territorio de la Comunidad que pretende 
ostentar tal competencia existan Derechos civiles o forales. La compe-
tencia se refiere, según el precepto citado, a la legislación sobre los 
Derechos civiles, forales o especiales, «allí donde existan».

La expresión utilizada por la Constitución permite interpretaciones 
diversas. Delgado Echevarría se ha referido a los tres siguientes signifi-
cados posibles: 1.º  Existencia significaría vigencia actual y el adverbio 
«allí» estaría referido a la porción del territorio donde el derecho foral 
mantiene su vigencia. Con esta interpretación se excluiría a Comunida-
des como la valenciana, cuyo derecho foral dejó de estar vigente 
en 1707. Por otra parte, se aseguraría que en los casos en que la vigen-
cia actual del derecho foral estuviera limitada a una porción de territo-
rio dentro de la Comunidad Autónoma, ese territorio siguiera siendo 
el ámbito espacial máximo del derecho foral; la Comunidad Autónoma 
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no podría generalizar su vigencia; 2.º  El adverbio «allí» se refiere a la 
Comunidad Autónoma de manera que puede desarrollar en todo su 
territorio el derecho foral, aunque la situación de partida sea de vigen-
cia espacial más restringida; y 3.º  Existencia de un derecho foral no 
significa vigencia actual, sino que incluye también la vigencia histórica. 
Para asumir la competencia bastaría con que en algún momento histó-
rico determinado hubiera existido un derecho foral.

Los Estatutos de Autonomía siguieron, inmediatamente, la inter-
pretación más favorable al reconocimiento a las Comunidades Autó-
nomas de las competencias máximas. Es buen ejemplo la primera 
redacción del artículo 31.2 del Estatuto valenciano que reconocía a la 
Comunidad la competencia para «la conservación, modificación y 
desarrollo del Derecho Civil valenciano» a pesar de la falta de vigencia 
actual del mismo. La reforma de este Estatuto, aprobada por Ley 
Orgánica 1/2006, de 10 de abril, sigue siendo una formidable ratifica-
ción de que la referencia constitucional al reconocimiento de los Dere-
chos forales «allí donde existan» no tiene por qué tener en cuenta su 
continuidad histórica, ya que las competencias que se reconocen a la 
Generalitat valenciana son plenas (artículo 49.1.2.º). Incluso la reforma 
del Estatuto se funda entera, según explica el Preámbulo de la Ley 
Orgánica de reforma, en el reconocimiento de la Comunidad Autó-
noma caracterizada, entre otros rasgos, por su Derecho Civil Foral. 
Añade el Preámbulo que «pretende también esta reforma el impulso y 
desarrollo del Derecho Civil Foral Valenciano aplicable...» y, en gene-
ral, la recuperación del contenido de «los Fueros del Reino de Valencia 
abolidos con la promulgación del Decreto de 29 de junio de 1707». 
Por su parte, el artículo 10.5 del Estatuto del País Vasco reconoce a la 
Comunidad Autónoma vasca las mismas competencias especificando, 
además, que le corresponde decidir sobre «la fijación del ámbito terri-
torial de su vigencia» con lo cual se alude claramente a la posibilidad 
de alterar la vigencia espacial de algunos derechos forales que cuando 
se aprobó el Estatuto se aplicaron en muy concretos territorios del País 
Vasco (Infanzonado o tierra llana de Vizcaya y Llodio, Aramayona y 
Ayala: cfr. artículos 1.4, 60 y 61 de la Compilación de Derecho Civil de 
Vizcaya y Álava).

El énfasis en la importancia de contar con una codificación civil pro-
pia, como hecho diferencial respecto de otras Comunidades Autóno-
mas del Estado, se ha hecho especialmente visible en la reforma del 
Estatuto de Autonomía de Cataluña, aprobada por Ley Orgánica 6/2006, 
de 19 de julio. El artículo 5 de este nuevo texto cifra la «posición singu-
lar de la Generalitat» en el reconocimiento de su propio «Derecho 
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Civil». Sobre esta materia, el artículo 129 del Estatuto atribuye a la 
Generalitat la competencia exclusiva, con la excepción de las materias 
que el artículo 149.1.8.ª atribuye en todo caso al Estado, pero remar-
cando que la competencia autonómica incluye «la determinación del 
sistema de fuentes del Derecho Civil en Cataluña». En verdad, este 
énfasis en la importancia del Derecho Civil ya venía siendo puesto por 
la propia legislación de la Comunidad Autónoma catalana que ha ido, 
poco a poco, estableciendo un Código Civil propio para Cataluña. Para 
ello ha utilizado la fórmula de aprobar sucesivamente leyes que regu-
lan materias o instituciones concretas (Ley 6/1990, de 16 de marzo, 
sobre censos; Ley 13/1990, sobre acción negatoria, inmisiones, servi-
dumbres y relaciones de vecindad; Ley 13/2000, sobre derechos de 
usufructo, uso y habitación; Ley 22/2001, sobre derechos de superficie, 
de servidumbre y de adquisición voluntaria o preferente; Ley 25/2001, 
sobre la accesión y la ocupación; Ley 19/2002, sobre derechos reales de 
garantía) que luego se derogan y refunden en un texto único que cons-
tituya, a su vez, un libro completo del Código Civil de Cataluña. Esto es 
lo que ha ocurrido justamente con las leyes citadas, a raíz de la aproba-
ción por el Parlamento de Cataluña de la Ley 5/2006, de 10 de mayo, 
del Libro Quinto del Código Civil de Cataluña relativo a los derechos 
reales. De esta manera, se está superando una característica tradicional 
de la foralidad civil, que era su especialidad en relación con el carácter 
general y completo del Derecho Civil español. Un buen ejemplo en el 
mismo sentido es la Ley 29/2002, de 30 de diciembre, del Parlamento 
catalán, por la que se aprueba la Primera Ley del Código Civil de Cata-
luña, en cuyo Preámbulo se indica la intención del legislador catalán de 
regular, sin limitación alguna, todas las materias del Derecho Civil, sean 
objeto, o no, de sus peculiares instituciones jurídicas.

Se da el caso de que algunos de estos textos legales, para ser com-
pletos, se limitan a reproducir o repetir lo establecido en la propia 
legislación civil estatal, como ha observado C. Gómez de la Escalera; 
técnica legislativa que el Tribunal Constitucional ha reprobado en 
repetidas ocasiones (contra las leges repetitae, por ejemplo, 
SSTC 47/2004, de 25 de marzo, y 341/2005, de 21 de diciembre). Sin 
embargo, no se ha dado ocasión al Tribunal Constitucional de pronun-
ciarse, en este caso concreto, ni sobre eventuales extralimitaciones 
competenciales ni sobre la mala técnica legislativa, porque cuando 
alguna de estas leyes se ha impugnado ante el Tribunal Constitucional, 
se han cruzado en la tramitación del recurso designios políticos ines-
crutables que han hecho al Gobierno desistir ulteriormente del mismo. 
En concreto, la Ley catalana 29/2002 fue recurrida —recurso de incons-
titucionalidad 2099/2003—, el recurso se admitió a trámite y se acordó 
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la suspensión de la Ley por Auto del Pleno 349/2003, de 29 de octu-
bre. Sin embargo, el 3 de septiembre de 2004 el presidente del 
Gobierno interesó que se le tuviera por desistido del recurso, lo que 
acordó el Pleno del TC mediante Auto 421/2004, de 3 de noviembre.

Por lo que se refiere a la significación de las expresiones «derechos 
civiles, forales o especiales», como contenido material de las compe-
tencias legislativas autonómicas, la doctrina civilista discute si el objeto 
de la competencia autonómica son los derechos forales según su con-
tenido o configuración actual, si es posible la incorporación de nuevos 
principios, instituciones y reglas derivados de los que en algún 
momento histórico estuvieron vigentes, y si, en fin, es posible una 
expansión y desarrollo de los derechos forales como sistemas jurídicos, 
completándolos con nuevas reglas aunque no exista entre ellas y el 
contenido actual de tales derechos una vinculación institucional clara.

En realidad, de las cuestiones referidas, la primera, concerniente a 
saber si las competencias autonómicas se tienen que referir al conte-
nido actual de los derechos forales, se contesta con solo considerar 
que el artículo 148.1.8.ª de la Constitución se refiere a la «conserva-
ción, modificación y desarrollo» de los derechos civiles especiales. 
Basta con que existan potestades legislativas para que el cambio sea 
posible, pero, además, la referencia explícita al desarrollo es un reco-
nocimiento de que las leyes territoriales podrán innovar al derecho 
foral recibido. El problema es el de fijar los límites de ese desarrollo. 
C. Lasarte ha defendido vivamente la interpretación de que el desa-
rrollo de los derechos forales «ha de ceñirse a los supuestos institucio-
nales —esto es, realidades peculiares o reguladas con criterios pecu-
liares— tradicionalmente característicos de los respectivos territorios 
y divergentes —por su propia materia o por los criterios de regula-
ción— del sector del ordenamiento jurídico civil (el llamado Derecho 
común)». Se apoya para ello fundamentalmente en unos planteamien-
tos historicistas muy dignos de consideración, pero la verdad es que 
el artículo 149.1.8.ª no ofrece fácil cobertura para que prevalezcan 
interpretaciones restrictivas de la noción de desarrollo.

La conclusión del Congreso de Zaragoza de 1981, antes citado, 
respecto del referido problema fue la siguiente: «La competencia 
legislativa aludida no se restringe, en modo alguno, a la situación 
actual de las compilaciones vigentes, lo que sería ya contradictorio con 
la idea misma de legislación: legislar supone innovar. Los Derechos 
civiles forales o especiales constituyen cada uno un sistema del que la 
correspondiente legislación, e incluso la histórica, no es sino expresión 
parcial, informado por principios peculiares que le proporcionan posi-
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bilidades de autointegración. Hasta donde lleguen esos principios 
informadores, llega la competencia legislativa de las Comunidades 
Autónomas».

La jurisprudencia constitucional, interpretando los conceptos que 
maneja el artículo 149.1.8.ª, ha dado la razón, en general, a los defen-
sores del desarrollo por las Comunidades Autónomas de sus institucio-
nes jurídico-civiles, tanto si tenían Derechos civiles forales especiales 
vigentes como si los tuvieron en alguna época de su historia. Según 
resulta de las Sentencias del Tribunal Constitucional 121/1992, de 28 
de septiembre; 182/1992, de 16 de noviembre; 88/1993, de 12 de 
marzo; 156/1993, de 6 de marzo; 226/1993, de 8 de julio, entre muchas 
otras, la referencia constitucional a los «Derechos civiles forales o 
especiales» se extiende no solo a los Derechos civiles especiales que 
habían sido objeto de compilación al tiempo de la entrada en vigor de 
la Constitución, sino también a normas civiles de ámbito regional o 
local y de formación consuetudinaria preexistentes a la Constitución, 
por más que fueran aquellos derechos ya legislados los que se situaron 
como referencia principal para el constituyente. Por tanto, cabe reco-
nocer la vigencia de normas consuetudinarias al margen de las compi-
laciones, tanto a las Comunidades que cuentan con una Compilación 
como a las que no la tienen (la STC 121/1992 considera válida una 
regulación por Ley valenciana de los arrendamientos históricos, aun-
que esta Comunidad carece de Compilación. La STC 182/1992 declara 
la constitucionalidad de una Ley gallega que regula la misma materia, 
aunque no está incluida en la Compilación gallega).

El concepto de «conservación» se hace extensivo a cualquier forma 
de asunción o integración en el ordenamiento autonómico de las 
compilaciones y otras normas derivadas de las fuentes propias de su 
ordenamiento, y permite también la positivación en normas formales 
de costumbres vigentes en el propio ámbito territorial (SSTC 121/1992, 
y 88/1993). La modificación se refiere al cambio de reglas preexisten-
tes (STC 88/1993). Y en cuanto al «desarrollo», el TC ha aceptado que 
las competencias autonómicas les permitan regular materias que no 
han sido objeto históricamente del Derecho foral. Desarrollo, dice el 
Tribunal Constitucional, debe entenderse como algo distinto de modi-
ficación. Por eso, no puede vincularse al contenido actual de las com-
pilaciones u otras normas vigentes. Permite, por el contrario, regular 
instituciones conexas con las incorporadas a las compilaciones, o la 
innovación de contenidos y principios del Derecho foral. Esta habilita-
ción la completa el Tribunal Constitucional con una más de sus reitera-
das e inconcretas advertencias sobre que, no obstante lo dicho, dicha 
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competencia no puede entenderse como ilimitada, porque eso dejaría 
sin sentido lo dispuesto en el artículo 149.1.8.ª de la Constitución que 
atribuye la competencia sobre legislación civil al Estado.

Las materias concernientes a la legislación civil que, en todo caso, 
corresponden al Estado según el artículo 149.1.8.ª, han sido objeto de 
múltiples precisiones en la jurisprudencia. Por ejemplo, las reglas rela-
tivas a la aplicación y eficacia de las normas jurídicas comprenden la 
designación abstracta del fraude de ley (STC 37/1987, de 26 de marzo). 
La regulación de los Registros públicos impone que el Estatuto de 
Notarios y Registradores de la Propiedad sea unitario (STC 207/1999, 
de 11 de noviembre). La competencia sobre las normas para resolver 
conflictos de leyes, se extiende a disponer sobre la ley aplicable a las 
relaciones y actos jurídicos en que intervengan sujetos con vecindad 
civil diversa (SSTC 156/1993, de 6 de mayo; 226/1993, de 8 de julio).

Dada la flexibilidad con que la jurisprudencia ha aceptado la com-
petencia autonómica de conservación y desarrollo de las normas civi-
les consuetudinarias o de las contenidas en las compilaciones civiles 
forales, las Comunidades Autónomas emprendieron enseguida una 
singular carrera hacia recónditos rincones de la historia para descubrir 
en ella instituciones que debían actualizarse o recuperarse. Estas exhi-
biciones de instituciones históricas como justificantes de la nueva fora-
lidad civil se incluyen ahora en muchas leyes autonómicas que, como 
bien ha dicho M. Herrero de Miñón, «harían las delicias de Savigny». 
Siguiendo el propio compendio de este autor, gran animador de esta 
tendencia, se pueden citar algunos ejemplos singulares: la Ley arago-
nesa 10/1989, de 14 de diciembre, sobre protección de menores, hace 
referencia a la «Junta de Parientes... contemplada en la Compilación 
del Derecho Civil de Aragón y que puede ser de gran utilidad a la pro-
tección». La Ley catalana 24/1984, de 28 de noviembre, relativa a los 
contratos de integración, vincula esta figura a lo que la Compilación 
recoge con el nombre de sóccita. La Ley balear de 28 de junio de 1990 
modifica la Compilación e invoca el Estyl 11 de las ordinacions de 
Mosen Erill de 1344 para explicar el régimen de separación de bienes 
entre los cónyuges. El legislador gallego se refiere a las formas de pro-
piedad tradicional en mano común al regular los montes vecinales en 
la Ley 13/1989, de 10 de octubre. La Ley catalana 7/1991, de 27 de 
abril, relativa a la libre investigación de la paternidad por toda clase de 
pruebas, afirma que esta es un derecho «bien conocido y reconocido 
históricamente... desde la Edad Media hasta la propia Compilación 
de 1960». También la opción del adoptado respecto de sus apellidos 
se corresponde con «el principio de verdad biológica propio e histó-
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rico del Derecho Civil catalán» (Ley 37/1991, de 30 de diciembre). En 
definitiva, se trata del descubrimiento histórico de las raíces de institu-
ciones nuevas para llegar a una demostración de que nihil novum sub 
sole tampoco en materia de Derecho Civil. Pero también para justificar 
que no hay regulación alguna que pueda escaparse al legislador auto-
nómico.

El Consejo de Estado también ha contribuido, con una doctrina 
cuya compatibilidad con la jurisprudencia constitucional es difícil de 
sostener, al máximo impulso del desarrollo y actualización de los 
Derechos civiles forales sosteniendo, en diversos dictámenes, que 
para hacerlo las Comunidades Autónomas con derechos históricos 
pueden invocar la disposición adicional 1.ª de la Constitución, que 
permite su actualización. Al margen del no pequeño problema de 
que la actualización a que dicha disposición se refiere tenga que pro-
ducirse en el marco de los Estatutos de Autonomía, como expresa-
mente impone, la jurisprudencia constitucional que ya hemos comen-
tado (especialmente SSTC 76/1988 y 159/1993) ha establecido que 
los derechos forales actualizables conforme a aquella disposición son 
los de carácter público concernientes al autogobierno, no los de 
carácter civil. Además dicha disposición es aplicable solo a los Terri-
torios vascos y a Navarra. No obstante lo cual los dictámenes del 
Consejo de Estado de 7 de mayo de 1987, 7 de abril de 1988 y otros 
ulteriores, han aceptado la invocación de la disposición adicional pri-
mera para justificar el desarrollo y actualización del Derecho civil 
foral o especial. Un autorizado comentarista de estos dictámenes, 
como es M. Herrero de Miñón, aún ha perfilado más la interpretación 
de la disposición adicional de referencia señalando que es aplicable 
a la actualización del Derecho Civil de Cataluña, País Vasco y Galicia 
solamente, porque son las únicas Comunidades con Derechos histó-
ricos, según el autor; no a las demás.

La contradicción con la jurisprudencia constitucional es manifiesta.

V.  DUALISMO, COOPERACIÓN Y COMPETITIVIDAD

1. � DUALISMO VERSUS TENDENCIA A LA CENTRALIZACIÓN FEDERAL

Resultaría comprometido, y metodológicamente incorrecto, refe-
rirse a la evolución de los federalismos partiendo de considerar que se 
trata de un modelo de organización de los Estados complejos que 
responde a pautas o fórmulas repetitivas que se reproducen exacta-
mente en los diferentes sistemas políticos que lo han utilizado. Es más 
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cierto que el Estado federal es un formulario organizativo muy flexible 
que conoce aplicaciones muy diferenciadas en el mundo. No obstante 
todo ello, si se consideran los federalismos más antiguos y prestigiosos 
del mundo, a un lado y otro del Atlántico, el estadounidense, el suizo 
y el alemán, se encontrará en sus orígenes un esquema de relaciones 
entre los Estados y la Federación, o Confederación, que parece repe-
tirse. Se trata de que originalmente el poder decisorio irresistible e 
insusceptible de fragmentación, la soberanía original, pertenecía a las 
Colonias, en el caso norteamericano, a los Cantones en el caso Suizo, 
o a los Länder en el caso alemán. Durante los primeros años de funcio-
namiento de estas Confederaciones, los poderes unitarios o centrales, 
lo que con el tiempo sería la Federación, eran una instancia de atribu-
ciones limitadas, con las estrictas competencias delegated, en la 
expresión americana, cuyas decisiones incluso requerían la ratificación 
de los Estados, o la participación directa de los mismos, cuando con-
cernían a intereses comunes de gran relevancia.

Esta situación original va transformándose progresivamente (algo 
característico del federalismo es, indiscutiblemente, su continua muta-
ción hacia equilibrios nuevos entre los poderes, la transformación y el 
ajuste continuo; de aquí la indiscutible observación de C. Friedrich 
sobre el federalizing process, es decir, su demostración de que el fede-
ralismo está siempre sometido a un proceso evolutivo) en otra consis-
tente en una pérdida progresiva de protagonismo de los Estados, 
Colonias, Cantones o Länder, que es sustituido por el de la Federa-
ción. Esta sustitución se produce en el marco de una asunción, cada 
vez más firme, de los poderes decisorios soberanos por parte de aque-
lla última, hasta el punto de que se reduce a los soberanos originarios 
a una posición subordinada más o menos incondicionada.

El cambio, que es general en todos los federalismos, más visible en 
los más antiguos, llegó a superar no solo el momento histórico en que 
la soberanía se consideró residenciada en las entidades fundadoras de 
la Confederación originaria, sino que también dejó atrás la fase de 
evolución denominada «federalismo dual» caracterizado por la reserva 
de poderes exclusivos, a cada una de las instancias territoriales esen-
ciales, que habían de ser respetados, utilizando un delicado sistema de 
equilibrios y contrapesos, por los demás (sobre la soberanía dual, un 
texto clásico de J. Marshall, de 1819, es el más repetido para caracte-
rizarla: «Los Estados Unidos son una nación; pero una nación com-
puesta de Estados que en muchos aspectos, si no en todos, son sobe-
ranos. El pueblo de estos Estados es también el pueblo de los Estados 
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Unidos. Los dos elementos, lejos de ser incompatibles entre sí, se 
identifican. Este es el lenguaje de la Constitución»).

El peso de las Colonias o Estados miembros en la Confederación 
norteamericana original está expresamente declarado en los Articles 
of Confederation en los que los Estados establecían una levísima capa 
de organización común, de carácter marcadamente internacional, que 
no afectaba a su «soberanía, libertad e independencia» ya que se cui-
daban mucho de reservarse «todos los poderes, competencias y dere-
chos, que no hubieran sido delegated» en favor del Congreso. El régi-
men de las relaciones entre los Estados es característico del Derecho 
Internacional. Es la mera continuación de los acuerdos intercoloniales 
previos. Lo mismo que en la etapa colonial aquellos eran sancionados 
por la Corona, después de la independencia la sanción la otorgará el 
Congreso. Pero sin superponerse a los Estados miembros, mante-
niendo el derecho de veto de estos. Incluso muchas veces intervienen 
conjuntamente, en lugar, o al lado del Congreso para suscribir los 
grandes Tratados (en el Tratado de Alianza con Francia de 1788 y en el 
Tratado de Paz con Gran Bretaña de 1783, intervienen directamente 
los Estados miembros). Ni siquiera hay una personificación clara de la 
unión confederal. Esta se va convirtiendo en centro de imputación de 
relaciones jurídico-políticas de modo paulatino, incluso distinguiendo 
entre sus decisiones que se proyectan hacia el interior y las que lo 
hacen hacia el exterior. El Congreso es inicialmente un órgano de los 
Estados más que un órgano representativo general de los ciudadanos, 
al que, por tanto, se hubiera trasladado, mediante la técnica de la 
representación, el ejercicio efectivo de la soberanía radicada, en última 
instancia, en el pueblo.

En el federalismo suizo también se ha puesto de manifiesto una 
evolución semejante. En los primeros años del siglo xix el ordena-
miento confederal se construyó por medio de concordatos o acuerdos 
entre Cantones, a los que la doctrina llamó «eidgnössische konkor-
date», que también trae origen de prácticas muy anteriores en el 
tiempo. También estos concordatos, base esencial del Derecho confe-
deral suizo, se hacían al margen del órgano legislativo confederal. No 
eran decisiones de la Dieta sino garantizadas por ella.

De esta situación original se pasa a otra en la que la Dieta puede 
intervenir en la denuncia de los concordatos, iniciándose un proceso 
de transformación de la producción del Derecho esencial desde los 
órganos confederados a los confederales.
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En las Federaciones y ordenamientos complejos más modernos, los 
que se constitucionalizan desde mediados del siglo xx, la traslación de 
soberanía desde los Estados confederados a la Federación ulterior no 
resulta tan aparatosamente evidente, pero, si se sigue un modelo 
europeo de referencia como es el alemán, también se hace evidente 
en él que la posición constitucional inicial de los Länder se ha transfor-
mado en el sentido de perder peso político en el marco de una con-
centración de poderes que ha beneficiado a la Federación. En los años 
cincuenta pensó la doctrina alemana que la legislación que estaba pre-
cisada de intervención previa del Bundesrat y el recurso a fórmulas 
cooperativas, sería excepcional, un compendio de supuestos limitados 
que formarían un verdadero numerus clausus (K. Neunreither, H. Schäfer, 
Schneider). Pero esta clase de legislación aumentó exponencialmente y 
la doctrina pudo observar que la delimitación y condicionamientos de 
las competencias de los Länder que resultaban de tal transformación 
eran crecientes. La doctrina era consciente de la necesidad de explicar 
de otra manera el régimen federal, lo que hizo con enorme éxito un 
libro de K. Hesse, Der unitarischebundestaat, publicado en Karlsruhe 
en 1962. El Estado federal unitario que se había implantado en Alema-
nia a partir de la Ley Fundamental de Bonn, garantizaba, no solo la 
participación en la formación de la mayor parte de la legislación, sino 
también la homogeneidad de su ejecución. Una fase ulterior de esta 
evolución sería calificada como kooperativenbundestaat, al que nos 
referiremos más adelante.

Esta evolución común de los sistemas federales, conducente al 
abandono del federalismo fundamental originario y también del fede-
ralismo dual, basado en contrapesos y equilibrios pensados precisa-
mente para evitar el abuso del poder (en los Estados Unidos la separa-
ción de poderes es una de las técnicas empleadas para reducir el 
abuso del poder; la otra es su distribución territorial, instrumentada 
mediante el sistema federal. En esto último se distinguió radicalmente 
del modelo revolucionario francés), no solo ha supuesto la margina-
ción de los derechos iniciales de interposition, nullification y secession, 
que tuvieron originariamente los Estados, sino una abierta acumula-
ción del poder por parte de la Federación, sin consideración al signifi-
cado garantizador que tuvo el reparto territorial del poder.

Este avance de las instancias centrales se ha notado en todos los 
ámbitos de ejercicio del poder: incremento de las potestades legislati-
vas de la Federación, no solo porque se han multiplicado las normas 
sino, sobre todo, porque han ampliado su extensión material. Lo cual 
ha supuesto una reducción de la capacidad de disposición por la vía 
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legislativa, derivada no solo de la ocupación federal de mayores terri-
torios normados, sino del hecho de que los contenidos de la legisla-
ción federal condicionan la de los Estados miembros y se sobreponen 
a ella. No se trata solo de un fenómeno de regulación, sino de direc-
ción a través de la legislación del conjunto del sistema. De modo que 
la Federación impone sus decisiones tanto al legislador como al ejecu-
tivo estatal que ha de aplicarlas en último término. El Congreso, o los 
Parlamentos federales, asumen el comandeering general.

Al lado de estas prácticas, visibles también en España a través de la 
legislación básica del Estado, utilizada dentro de márgenes de discre-
cionalidad muy amplios que el Tribunal Constitucional se ha negado 
siempre a revisar, también ha militado en favor de la centralización del 
poder en manos de la Federación el manejo de interpretaciones 
expansivas del mismo (la técnica de los implied powers y la necessary 
and proper clause en los Estados Unidos; de las competencias por 
naturaleza —Natur der sache— y wesenstheorie en el caso alemán; la 
doctrina de la petrificación en Austria; la cláusula peace, orden and 
good government en Canadá, etc.), o el manejo de recursos financie-
ros mayores para condicionar las políticas de los Estados miembros 
(spending power de la Federación), etc.

2. � REFORMAS PARA VOLVER AL EQUILIBRIO: EEUU Y ALEMANIA

El retorno a los principios de la soberanía dual en Estados Unidos 
se ha debido al trabajo incisivo desarrollado por diversas sentencias 
del Tribunal Supremo que han marcado, desde principios de los años 
noventa, un cambio de orientación para poner freno al crecimiento de 
los poderes legislativos federales y a su influencia sobre los legislativos 
y ejecutivos de los Estados miembros. Esta jurisprudencia y sus resul-
tados han sido oportunamente resumidos entre nosotros por M. Ballbé 
y R. Martínez. Consistiría, según los autores citados, en las siguientes 
correcciones:

Primera, frenar la absorción de competencias legislativas de los 
Estados por parte de Washington, corrigiendo una tendencia prolon-
gada durante más de cincuenta años que había afectado, sobre todo, 
a la regulación económica bajo el argumento de que quedaba afec-
tado el comercio interestatal. La competencia del comercio interesta-
tal es del Congreso, pero en diferentes sentencias (especialmente a 
partir de US v. López, de 1995, City of Boerne v. Flores, de 1997, y US v. 
Morrison, de 2000) se ha exigido que la regulación federal cuente, para 
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desplazar las competencias de los Estados, un fundamento constitu-
cional sólido.

Segundo, el poder legislativo federal, aun cuando se utilice ejer-
ciendo competencias propias, debe contener normas claras y propor-
cionadas, evitando que la ambigüedad o las cláusulas vacías puedan 
ser interpretadas en perjuicio de la competencia de los Estados (Sen-
tencias del TS Gregory v. Ashcroft, de 1991, y City of Boerne v. Flores, 
de 1997).

Tercero, el Congreso no puede usar su poder legislativo para ejer-
cer un comandeering efectivo sobre los Parlamentos estatales (STS 
New York v. United States, de 1992: «Al establecer un poder central 
fuerte, los padres fundadores explícitamente escogieron una Constitu-
ción que confiriera al Congreso el poder de regular a los individuos, no 
a los Estados. Como hemos visto, el Tribunal en todo momento ha 
respetado esta elección. Siempre hemos entendido que incluso cuando 
el Congreso tiene la autoridad de aprobar leyes requiriendo o prohi-
biendo determinadas actuaciones, no tiene, en cambio, la autoridad 
para obligar a los Estados a requerir o prohibir dichas actuaciones»).

Cuarto, el Congreso tampoco puede mandar a los Gobiernos esta-
tales, a su Administración o funcionarios, ejerciendo un commandee-
ring de naturaleza ejecutiva. En este punto, la Sentencia Printz v. Uni-
ted States, de 1997, recuerda el principio de soberanía dual del que 
deriva que «aunque los Estados transfirieron muchos de sus poderes al 
Gobierno federal, retuvieron una soberanía residual e inviolable que se 
refleja a lo largo del texto de la Constitución. Los padres fundadores 
rechazaron el concepto de un Gobierno central que pudiera actuar 
sobre y a través de los Estados; por el contrario, diseñaron un sistema 
en el que el Estado y la Federación ejercían una autoridad concurrente 
sobre el pueblo...».

Quinto, la doctrina de la soberanía dual tiene diversas proyecciones 
sobre la cláusula constitucional (incluida en la Enmienda XI) de la 
inmunidad soberana de los Estados. De ello resulta que el legislativo 
federal no puede establecer, sin consentimiento de los Estados, un 
derecho de reclamación de los ciudadanos contra un Estado, cual-
quiera que sea el Tribunal ante el que vaya a ejercerse (SSTS Seminole 
Tribe v. Florida, de 1996; Alden v. Maine, de 1999; Federal Maritime 
Commission v. State Ports, de 2002).

Sexto, tampoco puede el Congreso establecer normas o tomar 
decisiones que afecten a las competencias de los Estados derivadas 
del Derecho Internacional (STS Breard v. Greene, de 1998).
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Por lo que concierne a la revisión alemana de las alteraciones del 
federalismo original, el cauce ha sido, después de la elaboración de 
bastantes informes y estudios, y de una continuada crítica doctrinal, la 
reforma constitucional. En este caso el objetivo de la reforma ha sido 
no solo reubicar al Bund y los Länder en ámbitos de poder más prote-
gidos contra la interferencia y, sobre todo, de la continua penetración 
del primero en el terreno competencial de los segundos por la vía de 
una legislación marco de influencia y contenidos materiales crecientes, 
sino también mejorar los procedimientos comunes de actuación para 
agilizar el funcionamiento del sistema federal como conjunto, bastante 
agarrotado en los últimos tiempos por la utilización de formas de deci-
sión excesivamente procedimentalizadas que, normalmente, reque-
rían la participación, cuando no el consenso, del Bund y las instancias 
territoriales.

El 7 de julio de 2006 el Bundesrat alemán aprobó quizá la mayor 
reforma de la Ley Fundamental de Bonn de 1949, en lo que afecta a 
la estructura del modelo federal. Entró en vigor el 1 de septiembre 
de 2006 junto con una Ley de acompañamiento de la reforma del 
federalismo, de 5 de septiembre de 2006, que modifica veintiuna 
leyes federales para ajustarlas a la reforma. El proceso empezó en 
octubre de 2003, cuando se constituyó una Comisión conjunta del 
Bundestag y el Bundesrat para la modernización del orden federal, 
que presidieron E. Stoiber, ministro presidente de Baviera, y F. Mün-
tefering. La Comisión habría de estudiar la distribución de compe-
tencias legislativas entre el Bund y los Länder, la participación de los 
Länder en la legislación federal, y las relaciones financieras entre las 
dos instancias territoriales con especial consideración de las denomi-
nadas tareas comunes que regulan los artículos 91 a) y 91 b) de la Ley 
Fundamental.

Un objetivo fundamental de la reforma ha sido la de conseguir la 
mayor eficacia posible en el funcionamiento del sistema federal, supe-
rando la ominosa interdependencia entre las distintas instancias de 
gobierno, que han impuesto un sistema de adopción de decisiones 
basado, esencialmente, en la cooperación y el consenso. Se trata de 
corregir, por tanto, en lo posible, las peores consecuencias del modelo 
cooperativo de federalismo para sustituirlo por formas de actuación 
menos dependientes de las instancias territoriales entre sí, de forma 
que puedan adoptar decisiones propias con mayor separación y deli-
mitación de las responsabilidades que corresponden a cada parte; es 
decir, recuperando al máximo los ámbitos propios de decisión. De 
modo expreso, como se ha dicho en el marco de los debates, el obje-
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tivo de la reforma ha sido «desliar la maraña que obstaculiza la demo-
cracia y la eficiencia de las relaciones entre la Federación y los Länder, 
delimitar responsabilidad de manera más clara, y reequilibrar los ele-
mentos federales de la solidaridad y la cooperación, de un lado, y la 
competencia de otro, con el fin de lograr un reforzamiento duradero 
de la capacidad de decisión y de actuación tanto de la Federación 
como de los Länder, así como de los entes locales».

La reforma ha afectado a las competencias legislativas en varios 
sentidos, justamente con la pretensión de evitar los bloqueos que se 
producían en el sistema de elaboración de las normas. En algunos 
casos era debido al poder que los Länder tienen para conferir o no su 
consentimiento a determinados tipos de leyes a través del Bundesrat. 
Otras, a los condicionamientos que impone la Federación al aprobar 
leyes marco en los ámbitos de competencias concurrentes, lo que le 
ha permitido también a aquella extender mucho sus regulaciones 
estrechando, al mismo tiempo, el ámbito dispositivo de los Länder.

En el sistema constitucional alemán habían tenido una importan-
cia decisiva las denominadas Zustimmungsgesetze. Se trata de leyes 
federales que no pueden ser aprobadas sin el consentimiento del 
Bundesrat; la ley no entra en vigor sin el voto favorable del Bundes-
rat; este no puede enmendarla sino, como máximo, apelar a un pro-
cedimiento de mediación en el marco de una Comisión mixta, a la 
que también pueden recurrir el Bundestag y el Gobierno federal. La 
proliferación de las Zustimmungsgesetze en el procedimiento legis-
lativo ha dado ocasión a innumerables controversias y a retrasos en 
la elaboración de las normas. Frente al modelo de las Zustimmungs-
gesetze, las Einsprunchsgesetze también permiten al Bundesrat opo-
nerse pero el Bundestag puede superar mediante una nueva vota-
ción, por mayoría absoluta, la oposición de aquel, lo que permite que 
la ley entre en vigor. Naturalmente, son las primeras leyes citadas las 
que afectan de manera más directa a la autonomía de los Länder o 
tienen contenidos más relevantes desde el punto de vista del orde-
namiento jurídico general.

La reforma constitucional se ha encaminado a la modificación de las 
competencias legislativas del Bund que estaban reconocidas en los 
artículos 72, 73, 74, 74 a) y 75 de la Ley Fundamental, cambiando muy 
esencialmente las reglas para evitar las interferencias indicadas. La pri-
mera de las pretensiones es reducir el número de las Zustimmungsge-
setze, a cuyo efecto se modifica el artículo 74.1 de la Ley Fundamental. 
Hasta ahora el Bundesrat intervenía en la aprobación de leyes federales 
relativas al establecimiento de la organización administrativa de los 
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Länder, el procedimiento administrativo, incluida la notificación de 
actos, la aprobación de tasas; tal intervención del Bundesrat se justifi-
caba en que los Länder tienen atribuida, con carácter general, la ejecu-
ción de las leyes federales; como compensación a esta competencia, la 
Federación regula el procedimiento de actuación para ejecutar sus 
leyes por los Länder. Estas regulaciones federales daban lugar a las 
Zustimmungsgesetze más abundantes. La reforma elimina la interven-
ción de los Länder pero, a cambio, lo que les permite es que puedan 
adoptar leyes que se aparten de lo establecido en la ley federal. Solo se 
establecen excepciones muy contadas a dicha posibilidad de exclusión.

También en el marco de estos intentos de evitar el ejercicio partici-
pado de competencias legislativas a través del Bundesrat, se incluyen 
otras modificaciones esencialísimas que afectan a las competencias 
legislativas del Bund:

1.º  Se reestructura la competencia legislativa concurrente en las 
materias relacionadas en el artículo 74.1. En la regulación original, los 
Länder tenían competencia para regular las materias comprendidas en 
dicho precepto siempre que la Federación no lo hubiera hecho. Para 
que la Federación legislase, era, sin embargo, necesario que la regula-
ción a escala federal fuera imprescindible. Este requisito de la impres-
cindibilidad, añadido al artículo 72.2 desde la reforma de 1994, se 
refería a la garantía del establecimiento de la unidad económica y jurí-
dica en el conjunto de la Federación. Este régimen general de la com-
petencia concurrente se mantiene pero la denominada «cláusula de 
imprescindibilidad» solo se aplica a algunas competencias concretas 
(derecho de residencia y establecimiento de extranjeros en territorio 
alemán, asistencia social, tráfico rodado, responsabilidad del Estado, 
reproducción asistida, etc.). El resto de las materias del artículo 74 
pueden ser reguladas por la Federación sin que concurra aquella exi-
gencia, pero lo que la reforma introduce es la posibilidad de los Länder 
de apartarse de la legislación federal, con la salvedad de que tengan 
que respetar, desde luego, el derecho constitucional y comunitario y 
los compromisos alemanes en el exterior. Curiosamente, el artículo 72.3 
mantiene el principio de que, en estos ámbitos de competencia concu-
rrente, se aplica siempre la ley, del Bund o de los Länder, posterior. 
Esta circunstancia da lugar a que los Länder puedan separarse de una 
ley federal anterior, cuando no está basada en la cláusula de imprescin-
dibilidad, y que ulteriormente pueda dictarse otra ley federal que des-
place la ley del Land, y así sucesivamente.

2.º  Se suprime la legislación marco federal (Rahmengesetzge-
bund) contemplada en el artículo 75 de la Ley Fundamental. De 
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acuerdo con esta técnica, corresponde a la Federación la regulación 
de los principios básicos de las materias relacionadas en el artículo 75, 
correspondiendo a los Länder el desarrollo o complementación o 
regulación de los aspectos no comprendidos, en las mismas materias, 
en las leyes federales. La legislación marco había planteado el pro-
blema principalísimo de que la Federación había ampliado sucesiva-
mente los contenidos de sus leyes marco con la consecuencia de que 
se había reducido de modo muy esencial la competencia legislativa de 
los Länder. El problema había sido aún más grave en el caso de la apli-
cación o transposición del Derecho Comunitario en los supuestos en 
que se tenía que aplicar dicha técnica de reparto concurrente de com-
petencias legislativas. La reforma constitucional elimina la competen-
cia legislativa marco, quedando las materias correspondientes someti-
das al régimen de las competencias legislativas concurrentes. 
Normalmente se les aplicará el régimen de la legislación federal con-
currente, con derecho de los Länder a modificarla o a apartarse de la 
misma, a que hemos hecho referencia en el párrafo anterior. En Alema-
nia, como en España, ha existido una dificultad esencial para explicar 
qué sean los «principios generales» que delimitan el ámbito legítimo 
de la legislación marco.

3.º  Se reordenan algunas competencias relativas a materias que 
habían dado lugar a muchos conflictos como el derecho de funciona-
rios, en el que se da una mayor participación a los Länder (lo que ha 
requerido también una modificación del artículo 33.5 de la Ley Funda-
mental), la protección del patrimonio cultural (artículo 75.1.6 GG), se 
configura como competencia exclusiva de los Länder la regulación del 
derecho de información, se amplía el ámbito de la legislación concu-
rrente no sujeta a la cláusula de imprescindibilidad, se incluyen en 
dicha ampliación competencias transversales como el medio ambiente. 
Se atribuye a los Länder competencias que antes formaban parte de 
la legislación concurrente. Para precisar más el ámbito material que 
sirve para delimitar las competencias de unas y otras instancias terri-
toriales, se ha utilizado el criterio (seguido también en las reformas 
estatutarias españolas a partir de la del Estatuto catalán de 2006) de 
precisar o pormenorizar o subdividir las materias incorporando sub-
materias o especificaciones de la materia principal.

Se reducen las tareas comunes previstas en el artículo 91 a) de la 
Ley Fundamental, financiadas en común por la Federación y los 
Länder, con el efecto de eliminar también el complicado régimen de la 
Administración mixta (Michverwaltung) que había dado lugar a la crea-
ción de un tercer nivel institucional adherido a las Administraciones 
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propias del Bund y de los Länder. Las tareas comunes se habían esta-
blecido en la reforma de 1969, y afectaban a determinadas materias. 
Se sustituye su obligatoriedad por la colaboración voluntaria, sin per-
juicio de que, mediante ley federal, con intervención del Bundesrat, se 
puedan regular aspectos de la coordinación. Las tareas comunes 
voluntarias previstas en el artículo 91 b) GG se mantienen, pero se 
reduce su ámbito.

4.º  Por último, también afecta la reforma a los asuntos concer-
nientes a la Unión Europea y a la ejecución y responsabilidad derivada 
del cumplimiento de obligaciones comunitarias e internacionales. 
Frente a las aperturas a la representación asumida por los Länder ante 
instancias comunitarias europeas, producidas en los años anteriores, 
se modifica el artículo 23.6 GG para reducir los casos en que se utilice 
tal método de representación. Se delimitan más estrechamente los 
casos en que ha de ser un representante de los Länder, designado por 
el Bundesrat, quien asuma la representación alemana ante la Unión 
Europea. Tal designación es obligatoria cuando resulten afectadas 
competencias legislativas, ejecutivas, de los Länder en relación con 
aspectos esenciales de la enseñanza, la cultura o la radiodifusión. Pero 
se limita a esos supuestos y no, como venía pretendiéndose antes, 
siempre que afecte a la competencia legislativa exclusiva de aquellos. 
Para primar la restricción, las funciones representativas que asumen los 
Länder deben ser plenas y decisorias, no voluntarias como ocurría 
antes de la reforma.

Por lo que concierne a las responsabilidades por incumplimiento de 
obligaciones concernientes a la Unión Europea, u otras de carácter 
supranacional o internacional, la reforma se dirige a determinar la res-
ponsabilidad derivada del incumplimiento según la distribución de 
competencias, de forma que lo sean los Länder en los supuestos en 
que el incumplimiento se ha producido en una materia de su compe-
tencia. Se establece un criterio en el artículo 104 a.6 GG de las conse-
cuencias económicas de la responsabilidad que pueda exigirse, cuyo 
montante se reparte del siguiente modo: 15 por 100 al Bund, y 85 
por 100 a los Länder, del cual el 35 por 100 se repartirá solidariamente 
entre todos ellos, y el 50 por 100 al Land que hubiera dado lugar a la 
situación de responsabilidad. También se establecen criterios especia-
les para los casos de incumplimiento de los compromisos derivados de 
los pactos de estabilidad y crecimiento establecidos por la Unión Europea 
(artículo 109.5 GG) y, asimismo, para responder de las sanciones que 
la Unión Europea pueda imponer a Alemania.
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3. � ALGUNAS RECONSIDERACIONES EN EL ESTADO 
AUTONÓMICO ESPAÑOL

Quizá no sea desmesurado afirmar que las preocupaciones que se 
han consignado en los apartados anteriores apenas si han tenido 
reflejo en el Estado autonómico español. La concepción autonómica 
dominante durante los años transcurridos de desarrollo de la Constitu-
ción no siempre ha tenido el cuidado preciso por el mantenimiento del 
equilibrio, las garantías, frenos y contrapesos, que son propios de un 
Estado complejo. Más bien, por el contrario, la tendencia más seguida 
por los legisladores y los Gobiernos sucesivos ha sido la de apurar al 
máximo, tanto desde la instancia central como desde las autonómicas, 
los poderes conferidos, aun a riesgo de extralimitación o de hacer 
imposible el ejercicio de sus competencias por las demás partes con-
cernidas. En buena medida, ha faltado cultura federal en el sistema, lo 
que es bastante lógico considerando que los gobernantes y, sobre 
todo, los cuerpos funcionariales y sus servidores, sobre todo los prime-
ros años de desarrollo constitucional, estaban imbuidos de las técnicas 
y los principios de la centralización. Para ellos las autonomías han 
supuesto una cesión parcial de atribuciones y poderes, lo cual no tenía 
por qué implicar, necesariamente, un cambio de métodos de actua-
ción. Sin embargo, el Estado autonómico no solo supone una redistri-
bución territorial del poder, sino también, y no en segundo grado, un 
método distinto de ejercerlo.

La falta de asunción de la ideología propia de la descentralización 
política se ha hecho notar muy especialmente en la manifiesta falta de 
integración institucional de los poderes territoriales en la organización 
constitucional del Estado. Dedicaremos específicamente un apartado, 
un poco más adelante, a esta cuestión. Pero apuntaremos, tan solo, 
que el federalismo se nutrió, desde sus orígenes, de una técnica esen-
cial para asegurar la participación de los entes territoriales en las deci-
siones que afectaban al conjunto. En concreto, su participación en los 
órganos decisorios mediante la designación de representantes que 
pudieran intervenir en la formación de la legislación general o incluso 
en las tareas ejecutivas. La Alta Cámara de representación territorial, el 
Senado, ha sido el instrumento parlamentario único para hacer factible 
tal participación en el plano legislativo. Además, de diferentes mane-
ras, casi siempre a través del Senado, se ha logrado la incorporación 
de representantes territoriales en otros órganos constitucionales uni-
tarios, lo que ha permitido que sus decisiones, en atención a los inte-
reses generales, tengan también presentes las peculiaridades del 
Estado complejo.
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La carencia de disciplina, por un lado, y la falta de dotación de una 
organización ajustada al cambio, por otro, han conducido a la genera-
lización de prácticas poco adecuadas en el desarrollo del Estado de las 
Autonomías, que no solo los Gobiernos territoriales sino también la 
doctrina mejor informada llevan años criticando. Señalaremos algunos 
extremos evidentes: primero, la competencia estatal para aprobación 
de leyes básicas, bases o principios reguladores generales de determi-
nadas materias, en los casos en que el artículo 149.1 de la Constitución 
le habilita para hacerlo, ha conducido a una doble clase de abusos 
denunciados reiteradamente por la doctrina; por una parte, la utiliza-
ción de toda clase de instrumentos normativos, y no siempre normas 
con rango de ley, para la determinación de las bases, lo cual, aunque 
es admisible constitucionalmente en casos excepcionales, no puede 
convertirse en regla general; por otro lado, la enorme discrecionalidad 
utilizada para la definición de las bases de cada materia en concreto, 
de manera que en el concepto «bases» se han incluido no solo normas 
de principio o regulaciones esenciales (en este punto, la reforma ale-
mana que acabamos de referir aporta un ejemplo fundamental) sino 
también pormenores o detalles. Todos estos abusos de la potestad 
legislativa no han podido ser contrarrestados por la jurisprudencia 
constitucional, enrocada sin salida en la pertinaz afirmación de que 
corresponde a las Cortes Generales definir lo que sea básico en cada 
materia sin que sea posible al Tribunal Constitucional corregir otra cosa 
que las extralimitaciones, siempre inencontrables para el alto Tribunal.

Segundo, la utilización del concepto de «interés general» para 
matizar el contenido de las competencias autonómicas o, dicho al con-
trario, para expandir el alcance de las competencias estatales. Todo lo 
que concierne al interés general es de competencia del Estado o per-
mite una intervención de sus órganos. Normalmente, así es. Pero las 
actuaciones de los poderes públicos solo se justifican cuando los inte-
reses que, con carácter general, han sido llamados a tutelar, se trans-
forman en competencias concretas. Las competencias son, en efecto, 
la concreción de las atribuciones que corresponden a cada instancia 
legislativa o gubernativa. En el caso del Estado y las Comunidades 
Autónomas, están básicamente establecidas en la Constitución y los 
Estatutos, y no resulta disponible para ninguna de las partes proceder 
a redefinirlas con ocasión de cada actuación que desarrollen.

Tercero, el carácter extraterritorial de las competencias ha servido 
a los poderes del Estado para atraer hacia sí todas las actuaciones que, 
de un modo u otro, tienen efectos fuera del territorio de las Comuni-
dades Autónomas. Las hipótesis en que esto puede ocurrir son infini-
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tas, el Estado ha encontrado en la apreciación del carácter supracomu-
nitario de una materia, o de los efectos de una decisión, una 
extraordinaria fuente de expansión de sus atribuciones.

Cuarto, el Estado ha utilizado competencias de trazado horizontal, 
que implican o afectan a otras diversas materias, para interferirse 
igualmente en ámbitos materiales de decisión autonómica. La formu-
lación de la legislación medioambiental, o en materia de consumo, o 
las medidas que requieren una ejecución sobre el territorio, se han 
constituido también en un semillero de conflictos y de habilitaciones 
de intervenciones del poder del Estado en sectores que, en la Consti-
tución y en los Estatutos, aparecen consignados en favor de las Comu-
nidades Autónomas.

Quinto, el poder de gasto del Estado, que le permite formar políti-
cas que requieren inversiones directas o el fomento de la actividad 
privada, también ha sido utilizado como una manera de habilitar inter-
venciones de la organización estatal fuera del marco específico que le 
está atribuido; etc.

No agotaremos ahora este catálogo, que puede ser bastante más 
extenso (remitimos a la exposición de los difíciles problemas de inter-
pretación del contenido de las competencias, que se estudia en un 
volumen posterior). Tan solo pretendemos, en este momento, ilustrar 
de que los mismos problemas que se han detectado en otros sistemas 
federales, de los que hemos dado cuenta en los apartados anteriores, 
son también visibles en el funcionamiento de nuestro Estado de las 
Autonomías. Si cabe, con dos agravantes: primero, que todavía no se 
ha incorporado ese método de funcionamiento institucional de los 
Estados complejos, sino que seguimos imbuidos de prácticas ideológi-
cas que proceden de sistemas añejos y abandonados por la Constitu-
ción; y segundo, que no parece que los responsables de las institucio-
nes hayan apreciado con exactitud el alcance y dimensiones de este 
problema ni intentado corregirlo. He aquí la prueba: examínese con 
atención el sentido de la reforma constitucional establecida en Alema-
nia en 2006, que acabamos de resumir; se refiere, casi del todo, al 
arreglo de los métodos de relación entre los poderes del Bund y de los 
Länder, reajustando en lo necesario el dualismo y el cooperativismo en 
que se apoya el funcionamiento del sistema. Compruébese, a conti-
nuación, el informe solicitado por el Gobierno al Consejo de Estado 
en 2005, y la respuesta contenida en el Informe del Consejo de 2006, 
que venimos citando. No hay rastro de estas cuestiones, seguramente 
condicionado el Consejo por la delimitación estrecha del objeto de la 
consulta que hizo el Gobierno.
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Pese a todo, algunas reconsideraciones del mal funcionamiento, que 
ha sido objeto de una crítica universal y no solo entre nosotros, como 
hemos constatado, puede verse en la jurisprudencia constitucional:

Primero, el Tribunal Constitucional ha mantenido firmemente su 
doctrina (que procede de las SSTC 37 y 42/1981) donde afirma que el 
interés general no puede esgrimirse al margen del sistema de distribu-
ción de competencias. Salvo casos de emergencia o grave riesgo 
(SSTC 48 y 152/1988, 75/1989, 65/1998, etc.), el interés general es 
«una norma de cierre del sistema, aplicable solo a aquellos supuestos 
en que el legislador estatal no disponga de otros cauces constitucio-
nales para el ejercicio de su potestad legislativa o estos no sean sufi-
cientes para garantizar la armonía exigida por el interés general que ya 
fue tenido en cuenta por el poder constituyente al fijar el sistema de 
distribución de competencias entre el Estado y las Comunidades 
Autónomas».

En segundo lugar, la práctica de recuperar, por parte del Estado, 
competencias en cuanto que las decisiones autonómicas puedan tener 
efectos fuera del territorio de la respectiva Comunidad, o se refieran a 
materias (por ejemplo, parques naturales, medio ambiente) que supe-
ran dicho territorio, también ha sido revisada por la jurisprudencia 
constitucional que ha desarrollado una interpretación de estas hipóte-
sis aceptando que la circunstancia de que, por ejemplo, un parque o 
espacio natural extralimite el territorio de una Comunidad Autónoma 
no determina la traslación de la competencia al Estado sino, preferen-
temente, el establecimiento de fórmulas de cooperación entre las 
Comunidades vecinas a los efectos de la gestión en común de dicho 
parque (STC 102/1995, de 26 de junio).

El poder general de gasto del Estado también ha sido excluido, por 
la jurisprudencia constitucional, como título competencial específico. 
Aunque el Estado pueda, en ejercicio de su soberanía financiera, asig-
nar fondos públicos a unas finalidades o a otras, no puede usurpar, al 
hacerlo, competencias de las Comunidades Autónomas ya que «las 
subvenciones no son más que simples actos de ejecución de compe-
tencias» (SSTC, entre muchas, 95/1987, 152/1988, 13/1992, etc.).

En cuarto lugar, las denominadas «materias horizontales» de las 
cuales son ejemplos esenciales el artículo 149.1.1.ª y 13.ª de la Consti-
tución, también han sido objeto de precisión en la jurisprudencia cons-
titucional. En el primer caso indicado, para negar que la expresión 
«condiciones básicas» pueda utilizarse para establecer un cerrado uni-
formismo en materia de ejercicio de los derechos fundamentales. «El 
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principio de igualdad no puede interpretarse de una manera uniforma-
dora que cercene las competencias de las Comunidades Autónomas» 
(STC 61/1997). En el segundo supuesto, la competencia estatal en 
materia de «ordenación general de la economía» tampoco puede 
emplearse «de forma que vacíe toda competencia comunitaria dotada 
de una cierta dimensión económica» (SSTC 125/1984, 112/1995, 
128/1999, 45 y 95/2001, etc.).

4. � LA COOPERACIÓN: EL CARÁCTER ESENCIAL  DE UN PRINCIPIO 
NO ESCRITO EN LA CONSTITUCIÓN

La Constitución utiliza en algunos apartados el concepto de «coor-
dinación» pero no menciona el de «cooperación» que tiene una signi-
ficación distinta y más decisiva para el funcionamiento del Estado de 
las Autonomías. También en esto la Constitución incurrió en una omi-
sión incomprensible porque, al ser aprobada, el cooperativismo en los 
Estados federales y regionales de cualquier clase se había convertido 
en el elemento más característico de su organización y funcionamiento. 
En Estados Unidos el progreso del federalismo cooperativo viene de 
primeros del siglo xx y, sobre todo, de la época del New Deal. Tanto 
era lo que modificaba la cultura federal la nueva práctica de las «rela-
ciones intergubernamentales», que algunos pensaron que se había lle-
gado a un momento de refundación del federalismo. De 1938 es la 
obra de J. Perry Clark The Rise of a New Federalism. Federal State 
Cooperation in the United States. Los estudios sobre las consecuencias 
de la nueva práctica han seguido, desde entonces, sin pausa, tomando 
incluso unos derroteros contrarios a la idea de distribución de compe-
tencias y al análisis jurídico del federalismo (es el caso de la obra de M. 
Reagan y J. Sanzone, The new Federalism, publicada poco antes de que 
se promulgara nuestra Constitución: el primer capítulo comienza con la 
afirmación de que «Federalism —old style— is dead»; el nuevo se 
define por las intergovernmental relations). En el caso de Alemania 
Federal, tan influyente sobre la organización territorial diseñada en la 
Constitución española, también se mantenían en la época de su apro-
bación los debates sobre el abandono del antiguo «federalismo de 
la separación» (Trennföederalismus) en beneficio del «federalismo de la 
participación» (Beteilungsföederalismus). El modelo de Kooperative 
Bundesstaat alemán era, en la época, una maquinaria política admira-
ble, altamente idónea para asegurar la estabilidad y el crecimiento de 
un país, estudiado con admiración y atención por toda la doctrina.

La doctrina suplió, desde 1978, la omisión constitucional poniendo 
en valor la idea de cooperación y explicitando las técnicas orgánicas y 
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funcionales de que podía valerse. Por su parte, el Tribunal Constitucio-
nal declaró desde sus primeras sentencias que el «deber de colabora-
ción» se encuentra implícito en la propia esencia de la organización 
territorial del Estado (SSTC 18/1982, de 4 de mayo; 80/1985, de 4 de 
julio; 11 y 96/1986, de 28 de enero y 10 de julio, respectivamente; 
133/1990, de 16 de julio; etc.). La importancia del principio quedó 
ratificada también en la Ley de Régimen Jurídico de las Administracio-
nes Públicas y del Procedimiento Administrativo Común de 26 de 
noviembre de 1992. Su artículo 4.4 dice que «la Administración Gene-
ral del Estado, las de las Comunidades Autónomas y las entidades que 
integran la Administración local deberán colaborar y auxiliarse para 
aquellas ejecuciones de sus actos que hayan de realizarse fuera de sus 
respectivos ámbitos territoriales». El deber de colaboración ha de 
desarrollarse, según el mismo precepto de la Ley, en su párrafo 5.º, 
utilizando los instrumentos y procedimientos que de manera común y 
voluntaria establezcan tales Administraciones.

Un resumen, casi treinta años después, de la importancia que el 
principio tiene y la entera regulación que la Constitución le dispensa, es 
el que se contiene en el Informe del Consejo de Estado de 16 de 
febrero de 2006 sobre modificaciones de la Constitución española. 
Observa el Consejo que el único precepto de la Constitución que se 
ocupa de la relación entre Comunidades Autónomas es el artículo 145 
que, por una parte, prohíbe la federación de Comunidades Autónomas 
y, seguidamente, se refiere a los convenios entre Comunidades Autó-
nomas como herramienta cooperativa fundamental. El Consejo afirma 
que «el tratamiento que en el precepto se hace de las relaciones de 
colaboración y cooperación entre las Comunidades es... manifiesta-
mente insuficiente, más orientado a encorsetar la iniciativa de las 
Comunidades para cooperar o colaborar entre sí y con el Estado que a 
imponerles la necesidad de actuar conforme a esos principios indispen-
sables, como enseña la experiencia ya adquirida, para asegurar la efica-
cia de los poderes públicos». Sigue diciendo más adelante que «en su 
redacción actual, la Constitución no ofrece base alguna para (las) rela-
ciones de colaboración vertical y se ocupa solo de las de colaboración 
o cooperación horizontal, que pretende encuadrar en dos categorías 
poco nítidas: los “convenios” previstos en los Estatutos para la gestión 
y prestación de servicios propios de las Comunidades Autónomas y los 
“acuerdos” entre estas, cuyo objeto no precisa...». Y concluye la crítica: 
«La oscuridad y rigidez de esta regulación constitucional han hecho 
que el número de convenios y acuerdos suscritos formalmente entre 
Comunidades Autónomas desde 1978 haya sido muy reducido, y han 
obligado a estas a recurrir a otras vías para cumplir con el “deber de 
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colaboración”». Considera el Consejo de Estado que el retraimiento de 
la cooperación horizontal a través de los convenios se debe segura-
mente a la regulación tan estrecha de los mismos, que obliga a poner-
los en conocimiento de las Cortes Generales o incluso a obtener auto-
rización de las mismas. Lo cual es notoriamente excesivo porque el 
control que podrían ejercer aquellas tendría que ser de legalidad y «en 
nuestro Estado de Derecho no son los órganos políticos, sino los juris-
diccionales, los encargados de impedir lo jurídicamente ilícito».

La necesidad de cooperación, sin embargo, ha sido constatada en 
el Estado de las Autonomías español, nada más fundarse. Las razones 
esenciales de la apelación reiterada a la colaboración y cooperación 
son las siguientes:

—  Las oscuridades, vacíos e imprecisiones que suelen contener las 
listas constitucionales de distribución de competencias. Es normal la 
interconexión, el entrecruzamiento y la implicación de las competen-
cias que corresponden a los distintos poderes territoriales. La imposi-
bilidad de ejercerlas en régimen de separación total reclama el enten-
dimiento y la cooperación.

—  Como ya se ha indicado en apartados anteriores, la tendencia a 
la asunción de nuevas responsabilidades por parte de los poderes cen-
trales requiere ser contrarrestada utilizando otras formas de frenar ese 
crecimiento y de asegurar la participación en las decisiones de las ins-
tancias centrales.

—  Alguna doctrina ha formulado críticas contra las técnicas coope-
rativas aduciendo que vacían el contenido de la autonomía en la 
medida en que no permiten ejercer unilateralmente las competencias. 
Pero, como observó Greywe-Leymarie, dichas protestas se refieren más 
a las formas de «cooperación espontánea» no constitucionalizadas 
sino surgidas pragmáticamente en algunos federalismos clásicos para 
permitir armonizar los intereses de los diferentes poderes públicos. 
Nada hay que objetar contra el cooperativismo que resulta directa-
mente necesario porque está implícito en las fórmulas de articulación 
del poder usadas por la Constitución. Aunque se vea en la coopera-
ción una manifestación expansiva del poder federativo, también son 
visibles las connotaciones defensivas de las autonomías: las técnicas 
cooperativas impiden el monopolio y las decisiones unilaterales, recla-
mando la participación autonómica en ámbitos materiales que, sin la 
cooperación, serían asumidos en exclusiva por las instancias centrales. 
Es pertinente aquí la observación de Hesse en el sentido de que el pro-
ceso de Unitarisierung que afecta a los sistemas federales no es equi-
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valente a la centralización, ya que los intereses unitarios no se salva-
guardan desde instancias de poder únicas sino con el recurso a la 
coordinación, convenios, acuerdos administrativos, deliberaciones en 
común, consorcios, entes comunes, etc.

—  La parte de beneficio que hay en la idea cooperativa para las 
instancias autonómicas es visible en todos los supuestos en que, por 
ejemplo, se invoca por el Estado el interés general, el carácter horizon-
tal de una competencia, la extralimitación del territorio autonómico de 
una materia o problema, para pretender asumir en exclusiva la regula-
ción o la gestión del mismo. La cooperación se convierte, en estos 
casos, en una alternativa al ejercicio exclusivo de la competencia, que 
marginaría a las Comunidades Autónomas.

—  La jurisprudencia constitucional, como hemos indicado, se ha 
referido en innumerables ocasiones a la cooperación y colaboración 
en el Estado de las Autonomías. En primer lugar para distinguirla de 
otro concepto próximo: la coordinación. La diferencia entre la coor-
dinación y la colaboración, la STC 214/1989 ha establecido que «si 
bien tanto una como otras técnicas se orientan a flexibilidad y prever 
disfunciones derivadas del propio sistema de distribución de compe-
tencias, aunque sin alterar, en ninguno de los casos la titularidad y 
ejercicio de las competencias propias de los entes en relación, lo 
cierto es que las consecuencias y efectos dimanantes de unas y otras 
no son equiparables. La voluntariedad en el caso de la cooperación 
frente a la imposición en la coordinación —ya que toda coordinación 
conlleva un cierto poder de dirección, consecuencia de la posición 
de superioridad en que se encuentra el que coordina respecto del 
coordinado— es, por sí mismo, un elemento diferenciador de primer 
orden, lo que explica y justifica que, desde la perspectiva competen-
cial, distintas hayan de ser las posibilidades de poner en práctica 
unas y otras fórmulas» (un resumen de la jurisprudencia constitucio-
nal en STC 45/1991).

—  Refiriéndose a las características del principio de colaboración, 
el Tribunal Constitucional ha destacado que alude a una caracterís-
tica esencial del Estado de las Autonomías. Ha advertido desde el 
principio en su jurisprudencia que es una regla «que no es menester 
justificar en preceptos concretos» se trata por tanto de un principio 
que «se encuentra implícito en la propia esencia de la forma de orga-
nización territorial del Estado que se implanta en la Constitución» 
(esta jurisprudencia está ya establecida en la STC 18/1982, pero sus 
desarrollos pueden verse en otras muchas como las SSTC 152/1988, 
96/1996, 118/1996). Siguiendo esta pauta el Tribunal Constitucional 
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ha declarado en innumerables ocasiones que el principio de colabo-
ración entre la Administración del Estado y las de las Comunidades 
Autónomas resulta imprescindible para el buen funcionamiento de 
un Estado de autonomías (a partir de la STC 76/1983). En la jurispru-
dencia pueden encontrarse muchas aplicaciones de la apelación a la 
cooperación, bien para solucionar, utilizando dicha fórmula de com-
portamiento, los problemas de concurrencia de competencias que 
han de ejercerse necesariamente sobre un territorio y pertenecen 
separadamente al Estado y a las Comunidades Autónomas (por 
ejemplo, SSTC 77/1984, 227/1988, 149/1991); también el ejercicio 
de competencias exclusivas relativas a un mismo ámbito competen-
cial tienen una tendencia a producir conflictos que solo pueden resol-
verse con recurso a la técnica de la cooperación (STC 118/1996). Ha 
apelado el Tribunal Constitucional al uso de la cooperación, cuando 
se trata de desarrollar por parte del Estado y de las Comunidades 
Autónomas medidas de fomento de una determinada actividad pri-
vada (STC 13/1992). También en lo que concierne a la relación del 
Estado y las Comunidades Autónomas en las políticas comunitarias y 
su ejecución (STC 252/1988).

—  El Tribunal Constitucional ha considerado especialmente preciso 
que se recurra a fórmulas de cooperación cuando se ejercitan compe-
tencias de naturaleza concurrente que incidan materialmente sobre el 
mismo espacio territorial. En estos casos la jurisprudencia ha reiterado 
que «la consideración del correcto funcionamiento del Estado de las 
Autonomías dependen en buena medida de la estricta sujeción de uno 
y otro a las fórmulas racionales de cooperación, consulta, participa-
ción, coordinación, concertación o acuerdos previstos en la Constitu-
ción y en los Estatutos de Autonomía» (STC 181/1988). Dice por ello 
que estas fórmulas «son especialmente necesarias en los supuestos de 
concurrencia de títulos competenciales en los que deben dictarse 
aquellas soluciones con las que se consiga optimizar el ejercicio de 
ambas competencias (SSTC 32/1983, 77/1984, 227/1987 y 36/1994) 
pudiendo elegirse, en cada caso, las técnicas que resulten más ade-
cuadas: el mutuo intercambio de información, la emisión de informes 
previos en los ámbitos de la propia competencia, la dirección de órga-
nos de composición mixta, etc.» (STC 40/1998).

5.  LAS FORMAS DE LA COOPERACIÓN

Clasificaremos ahora y expondremos el contenido esencial de las 
formas de cooperación y colaboración utilizadas en el Estado de las 
Autonomías. Es imposible hacerlo exhaustivamente dada la variedad 
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de las formas de acciones e instrumentos manejados, aunque la mayor 
parte de ellos son subsumibles en la tipología que a continuación 
se indica.

A) � Cooperación bilateral y multilateral, horizontal y vertical, 
orgánica y procedimental, espontánea y obligatoria

Es probable que todas las formas posibles de cooperación intergu-
bernamental puedan incluirse en alguno de los criterios de clasifica-
ción indicados, aunque todos ellos, en la práctica, se corresponden 
con técnicas e instrumentos cooperativos en los que suelen darse acu-
muladamente algunos de los elementos de tal clasificación (por ejem-
plo, la bilateralidad, el carácter vertical y su instrumentación a través 
de un órgano, son condiciones que reúne la Comisión Bilateral entre el 
Estado y la Generalitat que regula el artículo 183 del Estatuto de 2006). 
La denominación «bilateral» suele reservarse para las relaciones que se 
traban entre el Estado y una Comunidad Autónoma concreta. Aunque, 
naturalmente, también son de esta clase las relaciones entre dos 
Comunidades Autónomas. Esas relaciones bilaterales pueden consistir 
en el establecimiento de un órgano donde se reúnan representantes 
de las dos instancias cooperadoras, pero también pueden radicar en el 
establecimiento de procedimientos comunes de actuación o la formu-
lación de planes conjuntos.

La multilateralidad se predica de los órganos o actuaciones que 
reúnen a diversos representantes del Estado y de las Comunidades 
Autónomas, o solamente de estas. En el primer caso se trata de una 
multilateralidad vertical. En el segundo, horizontal. La cooperación 
multilateral puede trabarse mediante órganos o expresarse única-
mente mediante convenios. Los del artículo 145 de la Constitución, a 
los que ya hemos aludido, son de carácter horizontal, ya que se refie-
ren a la colaboración de las Comunidades Autónomas entre sí.

Las formas orgánicas de cooperación agrupan todos los supuestos, 
cualesquiera que sean sus intervinientes, en los que la cooperación 
supone la creación de un órgano con participación de las entidades 
colaboradoras, o bien la utilización en común o participada de estable-
cimientos o instituciones ya existentes. Las formas posibles son muy 
diversas, como recogeremos inmediatamente.

Las formas procedimentales de colaboración son, seguramente, las 
más importantes porque suponen diversas manifestaciones del ejerci-
cio en común de competencias. Se sustancian de muy diversas mane-
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ras: intervención de las instancias territoriales en los procedimientos 
de decisión estatal, intercambio de información, convenios, planes 
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La cooperación es obligatoria cuando viene impuesta por la Consti-
tución (considerando que no contiene esta ninguna mención específica 
a la colaboración, salvo en el caso de los convenios del artículo 145, 
cuya celebración es voluntaria, podría estimarse que no existe colabo-
ración constitucionalmente obligatoria; sin embargo, el Tribunal Cons-
titucional ha establecido que en algunos casos de concurrencia de 
competencias —por ejemplo, en materia de espacios naturales prote-
gidos— es obligatorio recurrir a la cooperación), los Estatutos (la parti-
cipación de las Comunidades Autónomas en comisiones bilaterales o 
mixtas, por ejemplo), o la ley (el cumplimiento de trámites procedi-
mentales establecidos en la legislación ordinaria). Es espontánea la 
colaboración cuando no existe una norma específica que la imponga 
(suele ser el caso de los convenios).

En el sumario recorrido que seguirá a continuación, de las formas 
básicas de cooperación, dejaremos aparte las que suponen la integra-
ción de las Comunidades Autónomas en instituciones constitucionales 
del Estado a los efectos de participar en las decisiones legislativas o en 
las consultivas, judiciales o en los organismos reguladores de la Econo-
mía. Esta integración es una pieza esencial de los Estados complejos 
que, hasta la fecha, ha tenido muy poco desarrollo entre nosotros. 
Pero nos referiremos a todos estos supuestos de integración institu-
cional en un apartado ulterior.

La más importante de estas formas de integración es la participa-
ción de los territorios autónomos en una segunda Cámara legisla-
tiva. Esta exigencia cuenta entre los principios estructurales básicos 
del federalismo. Sin embargo, al margen del problema de la deca-
dencia de las segundas Cámaras, no es en estas instancias legislati-
vas donde ha eclosionado el fenómeno cooperativo, recluido, sobre 
todo, en instancias gubernativas y administrativas, respondiendo en 
alguna medida a la transformación de las Altas Cámaras, dominadas 
por el sistema de partidos y rebajadas en su función de órganos de 
representación territorial [Loewenstein ha podido escribir sobre el 
Senado norteamericano y en relación con la participación de los 
Estados a través del mismo que «había caído bajo la influencia de los 
partidos mucho antes de que la Enmienda XVII (1913) estableciese la 
elección popular de los senadores. Desde entonces está dominado 
absolutamente por los partidos. La protección de los derechos de 
los Estados miembros ha quedado relegada a la media luz de un 



	 v.  dualismo, cooperación y competitividad
� 239

patronaje y de un funcionamiento entre bastidores. En el Senado no 
se oyó jamás la voz de los Estados miembros, sino la voz de los par-
tidos organizados a nivel nacional»]. En todo caso, alguna de estas 
altas Cámaras empezó funcionando como un organismo guberna-
mental de carácter multilateral. El Bundesrat, en concreto, que creó 
la Constitución alemana de 1871, se configuró como una «Cámara 
de Ministros» o Ministerrat, al modo en que funcionan ordinaria-
mente los organismos gubernamentales en las instituciones interna-
cionales, incluida, actualmente, la Unión Europea. Bismark esperaba 
establecer con esta Cámara un contrapeso del Reichstag. Se integra-
rían en el Bundesrat los ejecutivos de los Länder con funciones deci-
sivas para la formación de la legislación. Este modelo contrasta con 
el que ofrece el Senado de los Estados Unidos o el Ständerat suizo, 
que no está montado sobre la participación de los Gobiernos, sino 
basado en la representación directa de los ciudadanos de los Esta-
dos. En el proceso constituyente alemán se debatió sobre cuál de los 
dos modelos, histórico o comparado, se asumiría, concluyendo con 
la fórmula que asumió la Constitución de 1871 ya indicada, aunque 
matizándola en el sentido de que no participaría en toda la actividad 
legislativa en los mismos términos que la Cámara Baja, sino en deter-
minadas materias específicas. Partiendo de estas restricciones inicia-
les, el papel y la influencia del Bundesrat no dejó de crecer desde 
entonces.

También forman parte de esta integración institucional las previ-
siones que, tras las reformas estatutarias iniciadas en 2006, ha plas-
mado el Estatuto de Autonomía de Cataluña aprobado por Ley 
Orgánica 6/2006, de 19 de julio, seguido en esto por todos los 
demás. El artículo 180 contempla la participación de la Generalitat 
en los procesos de designación de magistrados del Tribunal Consti-
tucional y de miembros del Consejo General del Poder Judicial, o la 
participación en órganos de dirección económica o reguladores 
como el Banco de España, la Comisión Nacional del Mercado de 
Valores o la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones 
(artículo 182.1). Igualmente en los procesos de designación de miem-
bros del Tribunal de Cuentas, el Consejo Económico Social, la Agen-
cia Tributaria, la Comisión Nacional de la Energía, la Agencia Espa-
ñola de Protección de Datos, y el Consejo de Radio y Televisión 
(artículo 182.3). Este modelo participativo en instituciones y organis-
mos estatales ha sido secundado luego por los demás Estatutos de 
Autonomía con carácter general.
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B) � Conferencias intergubernamentales

En el campo de las acciones gubernamentales y administrativas, 
que es donde recientemente, a partir de los años sesenta, se ha pro-
ducido una gran expansión del fenómeno cooperativo, ha tenido un 
gran predicamento la fórmula de las conferencias de responsables 
políticos y administrativos. En Alemania Federal funcionan conferen-
cias sectoriales que integran al ministro del ramo y a los ministros res-
ponsables de la misma materia en cada uno de los Länder. Estas con-
ferencias se reúnen dos o más veces al año en períodos fijos o sobre la 
base de la convocatoria del ministro federal. En el seno de las mismas 
se discuten problemas comunes, se trazan planes de acción conjunta, 
se marcan prioridades y se establecen, en definitiva, las fórmulas más 
útiles de coordinación de las políticas a adoptar. La fórmula (generali-
zada también en Austria, Suiza e Italia, por ejemplo) es importante 
porque consigue combinar adecuadamente el necesario respeto a la 
separación de competencias y responsabilidades con la coordinación 
y cooperación en pro de acciones comunes. En este sentido, las con-
ferencias ni sustituyen las decisiones de los órganos propios de cada 
esfera, central y territorial, ni adoptan resoluciones, por lo común, 
directamente aplicables. La técnica que se suele utilizar es más simple, 
aunque sutil; en el seno de las conferencias se alcanzan acuerdos que 
luego se comprometen a ejecutar cada una de las partes en el territo-
rio a que alcanza su responsabilidad. A estos efectos, al concluir las 
reuniones del ministro federal o el representante del poder central 
asistente a las mismas expide una directiva que se remite a los respon-
sables territoriales, directiva que refleja el contenido de los acuerdos 
que ulteriormente estos plasman o recogen en disposiciones o resolu-
ciones internas. Se salvan, pues, las facultades decisorias sin perjuicio 
de que se coordinen. Los actos de ejecución de lo acordado son impu-
tables íntegramente a los territorios responsables. Estas conferencias 
suelen funcionar de manera más o menos institucionalizada y también 
a niveles distintos. No es infrecuente que junto a las conferencias for-
malizadas que atienden ramos concretos de la acción pública, se dé 
otra forma no institucionalizada de relación consistente en contactos 
informales entre los responsables de cada sector que tienden a con-
cretar acuerdos respecto de sus actuaciones futuras. Es frecuente que 
junto a la conferencias de ministros existan también reuniones periódi-
cas de funcionarios o directores de servicios administrativos de inferior 
nivel, con objeto frecuentemente de preparar planes y programas 
comunes (en Austria se ha generalizado en este último sentido la fór-
mula de las Comisiones de expertos que preparan planes y actuacio-
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nes comunes: por ejemplo, Agrarkonferenz, Landesverteidigungskon-
ferenz, Verkehrskonferenz, etc.), o incluso que en este tipo de órganos 
lleguen a participar también representantes de las Corporaciones 
locales en la medida en que aparezcan implicadas sus competencias 
(muy significativa es a este respecto la Conferencia de ordenación del 
territorio creada en Austria por su Ley de 25 de febrero de 1971, 
Oesterreichische Raumordnungskonferenz).

En España se hizo uso, desde los primeros momentos de la instau-
ración de las autonomías, de técnicas de cooperación como las exami-
nadas. Las soluciones aparecen, no obstante, claramente sesgadas a 
favor de las Comisiones mixtas paritarias (que no es, sin embargo, la 
fórmula general en Derecho comparado que no reduce la cooperación 
a un vis a vis entre el poder central y cada uno de los poderes autóno-
mos singularizados, sino que tiende a la constitución de órganos 
cooperativos más amplios que integren al conjunto de territorios autó-
nomos), puestas en funcionamiento, ya desde la etapa preautonómica, 
para negociar las transferencias de servicios del Estado a las Autono-
mías (procedimiento que ha sido corregido luego parcialmente con la 
instauración de Comisiones sectoriales que integran ya a todas las 
Autonomías interesadas; el sistema nuevo, lo instauró un Real Decreto 
de 12 de diciembre de 1980 y se generalizó a partir de los Pactos Auto-
nómicos de 31 de julio de 1981). Práctica que luego se ha transportado 
a otros muchos campos (Ley del concierto vasco de 13 de mayo de 
1981, artículo 40; Ley de cesión de tributos a la Generalidad de Cata-
luña, artículo 26) incluso por determinación expresa de los propios 
Estatutos (además de la Comisiones mixtas de transferencias, las Jun-
tas de Seguridad a que se refieren los artículos 13 y 17 de los Estatutos 
catalán y vasco, respectivamente, responden a los mismos principios 
organizativos). Más tarde, empezaron a utilizarse otras formas de cola
boración para integrar en un solo órgano a los máximos responsables 
estatales y autonómicos de un mismo ramo (a esta idea responden las 
«Conferencias sectoriales de los consejeros de las distintas Comunida-
des Autónomas y del ministro o ministros del ramo» a que se refiere el 
artículo 9 LOAPA, y también el Consejo de Política Fiscal y Financiera 
de las Comunidades Autónomas creado por el artículo 3 LOFCA de 22 
de diciembre de 1980), o bien a autoridades y funcionarios de inferior 
nivel para que atiendan cuestiones más especializadas (por ejemplo, la 
Junta coordinadora de capacitación y extensión agraria, creada por un 
Real Decreto de 24 de julio de 1980).

El artículo 5 de la Ley 30/1992 trata específicamente de los órganos 
de colaboración. Los principales son los órganos de carácter bilateral, 
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a los que el artículo 5.2 llama Comisiones Bilaterales de Cooperación 
que están integrados por representantes de la Administración General 
del Estado y miembros del Consejo de Gobierno de la Comunidad 
Autónoma que se integre en dicha Comisión, o también órganos de 
cooperación que reúnen a miembros del Gobierno y a miembros de 
diferentes Consejos de Gobierno de las Comunidades Autónomas, a 
los que el artículo 5.3 de la Ley denomina Conferencias Sectoriales. El 
precepto establece con cierto detalle el régimen de organización y 
funcionamiento de estas Comisiones, respecto de la convocatoria del 
órgano, los criterios para la aprobación de acuerdos (que se denomi-
narán «convenios de conferencia sectorial»), la posibilidad de acordar 
comisiones o grupos de trabajo subordinados, etc.

Los nuevos Estatutos de Autonomía, aprobados a partir de 2006, 
han regulado con cierta minuciosidad una Comisión Bilateral entre la 
Comunidad Autónoma y el Estado. El modelo es la regulación conte-
nida en el artículo 183 del Estatuto de Autonomía de Cataluña, apro-
bado por Ley Orgánica 6/2006, de 19 de julio, que regula la composi-
ción y funciones de la Comisión Bilateral Generalitat/Estado. También 
regula el artículo 176 del mismo Estatuto, la participación de la Gene-
ralitat en organismos multilaterales, circunstancia que contempla pero 
con la expresa previsión de que la Generalitat no queda vinculada por 
las decisiones que se adopten en el marco de tales mecanismos multi-
laterales de colaboración voluntaria con el Estado u otras Comunida-
des Autónomas, respecto de los cuales no haya manifestado su acuerdo.

La Conferencia multilateral más notable es la Conferencia de Presi-
dentes de las Comunidades Autónomas que fue convocada por el pre-
sidente del Gobierno y se reunió por primera vez el 28 de octubre 
de 2004. El modelo de las Conferencias de Presidentes es sin duda de 
los federalismos germánicos centroeuropeos. Como han explicado 
entre nosotros R. Bocanegra y A. Huergo, en la práctica federal ale-
mana existe de un lado la Ministerpräsidentenkonferenz que es un 
órgano horizontal de cooperación, que reúne a los presidentes de los 
Länder y la Konferez der Regierungschefs der Bund und der Länder, 
que es un órgano de estructura vertical que reúne al canciller Federal 
con los presidentes de los Länder. A este último órgano se refiere el 
artículo 31 del Reglamento del Gobierno (cuya aprobación por el pro-
pio Gobierno está prevista en el artículo 65 de la Ley Fundamental de 
Bonn; el vigente es de 1951; aquel precepto obliga al canciller Federal 
a «invitar varias veces al año a los miembros presidentes de los Gobier-
nos de los Länder a reuniones personales conjuntas con el Gobierno 
federal...»), tomando como antecedente lo que ya preveía el Regla-
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mento de Gobierno, aprobado durante la Constitución de Weimar y 
manteniendo, por tanto, una tradición cooperativa que, en este punto 
es estable en el Federalismo alemán.

C) � Información recíproca

El deber de información se refiere a la obligación que pesa sobre 
las Comunidades Autónomas de comunicar determinadas actuacio-
nes, situaciones o hechos al Estado a los efectos de que se puedan 
ejercer correctamente las competencias que tiene atribuidas.

Puede consistir esta obligación informativa en el envío de publica-
ciones hechas en Boletines Oficiales de las propias Comunidades 
Autónomas (SSTC 104/1988 y 152/1988) o la de informar, por ejemplo, 
a la Dirección General de Instituciones Penitenciarias de los ingresos, 
traslados, salidas, clasificación, permisos y demás datos que afecten a 
la situación penitenciaria de los internos en los establecimientos peni-
tenciarios. El Tribunal Constitucional ha deducido esta obligación 
argumentando que «en un sistema de autonomías territoriales la efica-
cia de acción de los poderes públicos requiere la mayor transparencia 
de los mismos». Por eso la apelación a «este tipo de instrumentos de 
información en relación con las Comunidades Autónomas no puede 
convertirse en un nuevo y autónomo mecanismo de control». Es decir, 
que el deber de información existe y hay que cumplimentarlo pero 
tiene que instrumentarse en la legislación del Estado de manera que 
no resulte de ella una habilitación al legislador estatal para imponer 
obligaciones de información que supongan «un control genérico inde-
terminado que implique una dependencia jerárquica de la Comunidad 
Autónoma respecto al Estado, ni un control estatal, con facultades de 
dirección, rectificación o reflexión, sobre las autoridades autonómicas 
de los establecimientos penitenciarios» (STC 104/1988, FJ 5.º). No 
obstante la advertencia que acaba de transcribirse, el Tribunal Consti-
tucional acabó reconociendo la legitimidad del requerimiento de 
información en el caso que examinaba, afirmó a este respecto que «ha 
de señalarse que los deberes de colaboración y auxilio mutuo han de 
entenderse intensificados cuando se trata de ejecutar una legislación 
propia del Estado, de cuya dirección adecuada y uniforme este no 
puede desentenderse, porque todas las instituciones penitenciarias se 
integran en un sistema único y, además, realizan una actividad adminis-
trativa que constituye un instrumento al servicio de otros fines, de la 
aplicación del Derecho Penal único y de la ejecución de las decisiones 
judiciales en materia penal, y están implicadas también otras autorida-
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des, tanto gubernativas del Estado en relación con la seguridad pública 
(artículo 149.1.29.ª CE) como los órganos del Poder Judicial».

D) � Administración mixta

A medias entre una cooperación orgánica y procedimental están las 
técnicas denominadas de Administración mixta. Las prevenciones 
frente a esta alternativa se deben a motivaciones diferentes; en países 
como Italia, donde se han producido muchas situaciones de codepen-
dencia de órganos a consecuencia de las operaciones de transferencia 
de servicios desde el Estado a las regiones autónomas, la crítica a estas 
situaciones (Bardusco, Bartole, Giannini) se debe a la gran ambigüedad 
que crean, a que son un rebuscado expediente para que el Estado no 
se desprenda totalmente de determinados servicios y, sobre todo, a 
que condiciona el ejercicio de sus competencias por las regiones, ya 
que no pueden disponer plenamente de determinados servicios y, 
sobre todo, a que condiciona el ejercicio de sus competencias por las 
regiones, ya que no pueden disponer plenamente de su propia orga-
nización. En Alemania, sin embargo, la crítica se debe a la estimación 
de que las fórmulas de Michverwaltung rompen con el principio de 
separación de instancias administrativas, que es una regla capital de la 
Ley Fundamental de Bonn, y especialmente con la regla general de 
que los servicios administrativos y las tareas ejecutivas han de quedar 
en la esfera de los Länder (artículo 83 de la Ley Fundamental citada).

La técnica que comentamos consiste en atribuir el ejercicio de com-
petencias a un órgano administrativo común, cuyas resoluciones se 
tienen por propias de todas y cada una de las esferas implicadas. Esto 
diferencia a esta técnica de las conferencias interestatales en las que la 
separación se mantiene, ya que solo se utilizan para preparar acuerdos 
que luego ejecutan cada una de las partes. En el sistema de Adminis-
tración mixta los órganos constituidos ejercen directamente compe-
tencia. En Alemania, se han aplicado estas fórmulas a algunos órganos 
intermedios de recaudación de tributos; su empleo ha permitido des-
cargar a la Federación de responsabilidades en este ámbito y fortale-
cer las instancias administrativas de los Länder. Ahora bien, sobre los 
órganos referidos mantiene importantes competencias el Bund que 
van desde la dirección de su actividad (Oberfinazdirektion) hasta la 
designación de sus cargos principales. Al mismo modelo pertenece la 
solución de encomendar el reclutamiento o formación de funcionarios 
a una institución única, sin perjuicio de que los efectivos sirvan o vayan 
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a servir en instancias federales o federadas (es el caso de la Escuela 
Superior de Administración de Espira).

Una variante de la técnica cooperativa anterior consiste en la enco-
mienda, a un ente de base institucional o corporativa preexistente o 
creado ad hoc, del ejercicio de competencias que parcialmente corres-
ponden a más de una instancia territorial. Un ejemplo tradicional entre 
nosotros ha sido el de las confederaciones hidrográficas. La adapta-
ción del viejo régimen de las confederaciones hidrográficas a la orga-
nización territorial del Estado dispuesta por la Constitución se ha lleva-
do a cabo en la nueva Ley de Aguas, actualmente Texto Refundido 
aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio. Estable-
ce en su artículo 21 que en las cuencas hidrográficas que excedan del 
ámbito territorial de una Comunidad Autónoma se constituirán orga-
nismos de cuenca que tendrán la denominación, según el artículo 22, 
de Confederaciones Hidrográficas. En los preceptos siguientes se 
establece la organización y las funciones de estos organismos. Y el 
artículo 25 precisa la colaboración de las Comunidades Autónomas 
con los organismos de cuenca que se instrumenta, entre otras fórmu-
las, en la incorporación de las Comunidades Autónomas de la Junta de 
Gobierno de las Confederaciones, así como en la celebración de con-
venios de colaboración. Se establece que en los expedientes que tra-
miten los organismos de cuenca en el ejercicio de competencias sus-
tantivas sobre la utilización y aprovechamiento del dominio público 
hidráulico se ha de requerir el informe previo de las Comunidades 
Autónomas para que manifiesten lo que estimen oportuno en las 
materias de su competencia.

E) � Utilización instrumental de organismos y empresas

Los convenios de colaboración entre el Estado y las Comunidades 
Autónomas pueden dar lugar a una organización común, que adopte 
la forma de consorcio dotado de personalidad jurídica, o también al 
establecimiento de una sociedad mercantil. A este supuesto se refiere 
con carácter general el artículo 6.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviem-
bre. Por tanto, se pueden crear personificaciones instrumentales de 
carácter institucional, bien sometidas al Derecho Público, bien al Dere-
cho Privado, en las cuales participan en común el Estado y las Comu-
nidades Autónomas, u organismos dependientes de uno o de otras, 
para prestar servicios o desarrollar actividades de interés común.

Un ejemplo muy importante y expresivo de esta solución técnica lo 
ha establecido el artículo 204 del Estatuto de Cataluña de 2006. Prevé 
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este precepto la creación de una Agencia Tributaria de Cataluña encar-
gada de la gestión, recaudación, liquidación e inspección de determi-
nados tributos, que convivirá con la Administración Tributaria del 
Estado. Se prevén, no obstante, delegaciones de esta en aquella y 
formas de colaboración. Pero el precepto citado también sitúa en el 
horizonte un ejercicio en común de las competencias a través de un 
consorcio que se ocupe del desarrollo de las funciones de carácter 
recaudatorio indicadas que pertenecen a cualquiera de las dos Admi-
nistraciones tributarias. Se prevé, en concreto, que «se constituirá, en 
el plazo de dos años, un consorcio o ente equivalente en el que parti-
cipará de forma paritaria la Agencia Estatal de Administración Tributa-
ria y la Agencia Tributaria de Cataluña. El consorcio podrá transfor-
marse en la Administración Tributaria en Cataluña».

Sin perjuicio de la constitución de empresas participadas, directa o 
indirectamente, en común por el Estado y las Comunidades Autóno-
mas, también se puede observar en nuestra práctica de cooperación el 
ejercicio de algunas funciones ejecutivas de las Comunidades Autóno-
mas a través de empresas del Estado. Estos supuestos están previstos 
en el artículo 15 de la Ley 30/1992 que regula las encomiendas de 
gestión, mediante las que se encarga a órganos o entidades propias o 
ajenas la realización de actividades de carácter material, técnico o de 
servicios. El caso más expresivo es el de TRAGSA.

El caso de TRAGSA ha puesto de manifiesto cómo una sociedad 
estatal puede ser utilizada por las diferentes Comunidades Autónomas 
como medio instrumental para la gestión de competencias propias. 
TRAGSA es una sociedad estatal que tiene por objeto la realización de 
todo tipo de trabajos, estudios, actuaciones, obras y prestaciones de 
servicios agrícolas, ganaderos, forestales, de desarrollo rural, de con-
servación y protección del medio ambiente, de agricultura y pesca 
(artículo 88.3 de la Ley 66/1997, de 30 de diciembre). Esta empresa 
había venido participando habitualmente en la ejecución de contratos 
de las Administraciones Públicas, considerándose como un «medio 
propio instrumental y servicio técnico» de las Administraciones Públi-
cas. El Real Decreto 371/1999, de 5 de marzo, subrayó el carácter 
instrumental y no contractual que tienen las relaciones de TRAGSA y 
sus filiales con las Administraciones Públicas. Son un medio propio y un 
servicio técnico de las mismas. De esta manera TRAGSA ha venido 
actuando no solo como medio propio de la Administración del Estado, 
sino también de las Comunidades Autónomas y de los Ayuntamientos, 
que le han adjudicado directamente sus obras sin someterse al orde-
namiento jurídico de la contratación pública. Esta cuestión ha dado 
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lugar a diversas controversias que han sido atendidas en diversas oca-
siones por el legislador (Ley 66/1997, citada, y Ley 53/2002, de 30 de 
diciembre), siempre para aclarar que TRAGSA no tiene que participar 
en concursos para la adjudicación de contratos cuando actúa como 
medio instrumental o propio de las Administraciones Públicas. La cues-
tión ha sido llevada ya en diferentes ocasiones al Tribunal de Justicia 
Comunitario que ha resuelto que, cumpliéndose determinadas condi-
ciones, dicha utilización instrumental de la empresa estatal por todas 
las Administraciones Públicas, se acomoda perfectamente al Derecho 
comunitario. Utilizó el Tribunal Constitucional su propia jurisprudencia 
sobre la excepción a la aplicación de las Directivas en materia de adju-
dicación de contratos públicos llamada «in house providing». Esta 
jurisprudencia arranca de las Sentencias Teckal, de 18 de noviembre 
de 1999, y ARGE, de 7 de diciembre de 2000. En relación con TRAGSA 
el Tribunal de Justicia admitió en su Sentencia de 8 de mayo de 2003 
expresamente esta excepción, que ha ratificado en su Sentencia de 19 
de abril de 2007. En la legislación de contratos administrativos vigente 
(Ley 30/2007, de 30 de octubre, de contratos del sector público), se 
excluyen expresamente de su ámbito de aplicación las encomiendas 
de gestión o de prestación de servicios a través de medios propios o 
servicios técnicos [artículo 4.1.n)]. Las condiciones para que una enti-
dad o empresa pueda calificarse de medio propio las concreta el 
artículo 24.6 de la misma Ley citada.

F) � La gestión ordinaria

Parecida a la fórmula anterior es la consistente en la utilización por 
un territorio autónomo o por el Estado de servicios pertenecientes a 
una Administración Pública distinta.

A este tipo de soluciones corresponde la operación propugnada en 
Italia por el artículo 118 de la Constitución, según el cual las regiones 
están obligadas a emplear fórmulas de Administración indirecta, sir-
viéndose a tales efectos de las Corporaciones locales para ejercer sus 
competencias. Esta fórmula tiene dos variantes: la primera, el ejercicio 
delegado por las Corporaciones locales de competencias regionales; 
la segunda, la utilización por las regiones de los órganos locales como 
propios a efectos de preparar sus decisiones, tramitar expedientes, 
etc. En nuestro Derecho, la fórmula ha tendido a generalizarse tam-
bién: quedó recogida en los Pactos Autonómicos de 31 de julio 
de 1981 y al articulado de la LOAPA —artículos 12 a 15 y disposición 
adicional 2.ª— e incorporado a los Estatutos de Autonomía a partir del 
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primer Estatuto andaluz que aprobó la Ley Orgánica de 30 de diciem-
bre de 1981, artículo 4.4: «En los términos de una Ley de Parlamento 
andaluz y en el marco de la legislación del Estado, la Comunidad autó-
noma articulará la gestión ordinaria de sus servicios periféricos propios 
a través de las Diputaciones Provinciales. La Ley establecerá los meca-
nismos de dirección y control por parte de la Comunidad».

La Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local de 2 de abril 
de 1985 ha generalizado la habilitación a las Comunidades Autónomas 
para delegar competencias a favor de las Diputaciones Provinciales, 
así como encomendar a esta la gestión ordinaria de los servicios pro-
pios en los términos que prevean los Estatutos correspondientes. Esta-
blece el artículo 37 de la mencionada Ley que en estos casos las Dipu-
taciones actuarán «con sujeción plena a las instrucciones generales y 
particulares de las Comunidades».

El régimen jurídico de las competencias que se ejercen en régimen 
de gestión ordinaria se asimila en la Ley al de las competencias dele-
gadas a que se refiere el artículo 27 del mismo texto legal. En con-
creto, las competencias han de ejercerse con arreglo a la legislación 
del Estado o de las Comunidades Autónomas correspondientes o, en 
su caso, la reglamentación aprobada por la entidad local delegante 
(artículo 27.4).

G) � Integración de representantes en órganos de otra 
Administración Pública

Distinta de la Administración mixta y de la utilización de servicios 
administrativos ajenos, es la simple participación en órganos o estable-
cimientos propios de una Administración pública de representantes 
designados por otra (participación en Consejos consultivos u órganos 
de dirección). Es una fórmula de participación menos intensa y más 
simple, pero que tiene también algunas manifestaciones ya entre noso-
tros. El primer Estatuto de Autonomía de Cataluña utilizó diversas fór-
mulas de ese tipo que luego se han generalizado en los demás (vid. 
artículo 12.2 del Estatuto de 1979). El artículo 182.2 del nuevo Estatuto 
catalán de 2006 habilita a la Generalitat para que, en los términos que 
establezca la legislación aplicable, pueda participar en los procesos de 
designación de los miembros de los organismos económicos y energé-
ticos, de las instituciones financieras y de las empresas públicas del 
Estado cuya competencia se extienda al territorio de Cataluña. En tér-
minos no tan explícitos pero considerando la misma posibilidad de par-
ticipación, el artículo 221.2.f) del nuevo Estatuto de Andalucía de 19 de 
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marzo de 2007, encomienda como función propia a la Comisión Bilate-
ral de Cooperación Junta Andalucía/Estado, la propuesta de designa-
ción de representantes de la Comunidad Autónoma en los organismos 
económicos, en instituciones financieras y empresas públicas.

H) � Convenios de colaboración

La fórmula única de colaboración o cooperación prevista en la 
Constitución son los convenios contemplados en el artículo 145. De 
ella se hizo un uso bastante amplio en los Reales Decretos de Transfe-
rencias de Servicios para articular la relación entre el Estado y las 
Comunidades Autónomas, es decir, como fórmula de cooperación ver-
tical. Sin embargo, toda la doctrina y el Consejo de Estado han denun-
ciado que la rigidez de la regulación de los convenios ha determinado 
su empleo prácticamente marginal como instrumento de colaboración 
horizontal entre las Comunidades Autónomas.

El artículo 145.2 de nuestra Constitución se limita a habilitar a los 
Estatutos para que prevean los supuestos, requisitos y términos en 
que las Comunidades Autónomas podrán celebrar convenios entre sí 
para la gestión y prestación de servicios propios de las mismas, así 
como el carácter y efectos de la correspondiente comunicación a las 
Cortes Generales. En los demás supuestos, añade el precepto citado, 
los acuerdos de cooperación entre las Comunidades Autónomas nece-
sitarán la autorización de las Cortes Generales. El procedimiento y 
límites para su celebración son los siguientes: se distingue, siguiendo 
lo dispuesto en la Constitución, entre convenios para la gestión y pres-
tación de servicios y acuerdos de cooperación. Los convenios, una vez 
celebrados y antes de su entrada en vigor, han de ser comunicados a 
las Cortes Generales; si estas o alguna de sus Cámaras no manifiesta 
reparos en el plazo de treinta días los convenios entran en vigor; si, por 
el contrario, en el mismo plazo, manifiestan reparos, el convenio ha de 
tramitarse como si de un acuerdo de cooperación se tratara. El régi-
men de estos acuerdos de cooperación es el de la autorización previa 
a las Cortes, es decir, de un pronunciamiento específico y formal sobre 
los mismos. El Estatuto vasco, por la posición singular de las provincias 
que integran el territorio a que se refiere, hace mención también de 
los convenios internos, celebrados entre la Comunidad Autónoma y 
los Territorios Históricos que la integran; respecto de ellos se limita a 
establecer que se comunicará su celebración a las Cortes Generales y, 
transcurridos veinte días desde que se efectuó tal comunicación, 
entrarán en vigor (el Reglamento del Congreso de los Diputados 
de 24 de febrero de 1982 regula en su artículo 166 la tramitación en 
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las Cámaras de estos acuerdos). En general, puede notarse que se ha 
dado un tratamiento harto precario y riguroso a una técnica que en los 
sistemas de autonomía es de curso corriente.

La Constitución se ha limitado, por tanto, en el artículo 145.2 a pre-
ver la celebración de convenios horizontales que relacionan a las 
Comunidades Autónomas entre sí, pero ninguna mención se contiene 
a los convenios con el Estado que han sido en la práctica de celebra-
ción más frecuente considerando que se ha hecho uso de ellos para 
ajustar las transferencias de servicios en algunos sectores de compe-
tencia autonómica. Los convenios de carácter vertical han sido objeto, 
sin embargo, de una regulación relativamente pormenorizada en la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre. Su artículo 6 se refiere a los conve-
nios de colaboración entre la Administración General del Estado y los 
organismos públicos vinculados o dependientes de la misma con las 
Comunidades Autónomas. El precepto impone una serie de requisitos 
concernientes a los órganos que participan y su capacidad jurídica, la 
competencia que utilizan, financiación y actuaciones que comprome-
ten, la necesidad o no de establecer una organización especializada 
para la gestión de lo que se acuerda, el plazo de vigencia y los supues-
tos de extinción. Se prevé que los convenios puedan establecer un 
órgano mixto que se ocupe de la vigilancia y control de lo acordado y 
también que la gestión del convenio pueda determinar la creación de 
una organización común, que, en tal caso, podrá adoptar la forma de 
consorcio dotado de personalidad jurídica o sociedad mercantil. En 
estos casos los estatutos del consorcio determinarán los fines del 
mismo así como las particularidades de su régimen orgánico, funcional 
y financiero. Naturalmente en los órganos de decisión tienen que estar 
integrados representantes de todas las entidades consorciadas, en la 
proporción que se fije en los estatutos respectivos (artículo 6.5). 
Tomando referencia de esta regulación y considerando la práctica, 
comparada y propia, J. M. Rodríguez de Santiago, ha establecido clasi-
ficaciones expresivas de la variada tipología de los convenios: conve-
nios de cooperación al ejercicio de tareas ajenas, convenios para el 
ejercicio coordinado de competencias, convenios para el traspaso de 
servicios, convenios sobre competencias, convenios normativos, con-
venios para la creación de órganos, de naturaleza contractual, etc.

Además de esta clase de convenios verticales, el artículo 5.5 de la 
misma Ley 30/1992 prevé la posibilidad de que los acuerdos que se 
adopten en el seno de las conferencias sectoriales (integradas por miem-
bros del Gobierno y de las Comunidades Autónomas) puedan formali-
zarse bajo la denominación de «Convenio de Conferencia Sectorial».
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Según el artículo 8 de la Ley citada, ni estos convenios de conferen-
cia sectorial, ni los denominados convenios de colaboración regulados 
en el artículo 6, suponen en ningún caso la renuncia a las competencias 
propias de las Administraciones intervinientes. Sin embargo, obligan a 
las Administraciones participantes desde el momento de su firma salvo 
que en ellos se establezca otra cosa. La pretensión evidente de la Ley 
es que los acuerdos contraídos en el seno de las Comisiones Sectoria-
les, o con ocasión de los convenios citados, vinculen a todos los que 
participan en ellos. Sin embargo, el Estatuto de Cataluña de 2006 ha 
introducido matizaciones a esta presunción de eficacia inmediata esta-
bleciendo la precisión de que no le vinculan las decisiones en las que 
no haya manifestado su acuerdo (artículo 176.2); ello sin perjuicio de 
que siempre puede hacer constar sus reservas a los acuerdos adopta-
dos sin su aprobación (artículo 176.3).

Los convenios de colaboración, de cualquier clase, han de ser 
comunicados al Senado y publicados en el Boletín Oficial del Estado y 
de la Comunidad Autónoma respectiva (artículo 8.2 de la Ley 30/1992). 
Las demás cuestiones relativas al régimen jurídico de los convenios 
pueden ser precisadas por las propias Conferencias Sectoriales al 
adoptar el acuerdo de institucionalización y al aprobar su reglamento 
interno, lo que no empece que las cuestiones litigiosas sean resueltas 
por la jurisdicción contencioso-administrativa o por el Tribunal Consti-
tucional en el orden de sus respectivas competencias.

En los nuevos Estatutos de Autonomía aprobados a partir de 2006, 
se suele hacer referencia también a los convenios entre el Estado y las 
Comunidades Autónomas y los de las Comunidades Autónomas entre 
sí, en términos en que no innovan nada lo establecido en la Ley 30/1992 
(por ejemplo, artículos 177 y 178 del Estatuto catalán de 2006).

La jurisprudencia del Tribunal Constitucional ha considerado que los 
convenios son una expresión instrumental más de las varias que tiene 
el principio de cooperación entre el Estado y las Comunidades Autó-
nomas. Normalmente esta jurisprudencia de lo que se ha preocupado 
es de evitar que mediante el recurso a la técnica del convenio se pro-
duzcan confusiones respecto de la titularidad de la competencia, o 
aun de modo más insistente, de que no pueda utilizarse el convenio de 
colaboración para que cualquiera de las dos partes se arrogue un título 
competencial que no tiene o que menoscabe o elimine las atribucio-
nes que pueda tener la otra parte convenida (en este sentido Senten-
cias 95 y 96/1986, 152/1988, 13/1992).
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Por lo que concierne a los convenios de colaboración, también el 
Tribunal Constitucional ha hecho advertencias en el sentido de que no 
pueden utilizarse para que alguna de las dos partes llamadas a colabo-
rar se arrogue «un nuevo título competencial que menoscabe o elimine 
las atribuciones» que puedan corresponder a una Comunidad Autó-
noma en virtud de la Constitución y su propio Estatuto (SSTC 95/1986, 
96/1986). De esta manera los convenios de colaboración que son com-
pletamente esenciales en el funcionamiento del Estado de las Autono-
mías, tienen que emplearse para facilitar el ejercicio de las competen-
cias, pero no para condicionarlas o limitarlas. Ha aceptado, sin embargo, 
el Tribunal Constitucional en alguna Sentencia, como la 13/1992, que 
cuando el Estado y las Comunidades Autónomas ostenten competen-
cias concurrentes o compartidas pueda el Estado establecer las condi-
ciones en cuyo marco actuará, utilizando para definir esas condiciones 
un convenio con la Comunidad Autónoma (STC 13/1992).

I) � Reconocimiento mutuo de la eficacia de decisiones

En todos los sistemas autonómicos está generalizada también una 
fórmula de cooperación, aparentemente muy elemental, pero de 
empleo ineludible, ya que alivia las complejidades del sistema admi-
nistrativo y evita que tengan que duplicarse innecesariamente organis-
mos. Se trata de reconocer en un territorio (o en todo el territorio 
nacional) la validez y efectos jurídicos de decisiones adoptadas por 
órganos administrativos de otro distinto. Un ejemplo muy elemental: 
para evitar que, como consecuencia de las competencias asumidas por 
las Comunidades Autónomas en materia de caza, el administrado 
tenga que solicitar una licencia de caza en cada territorio (o, lo que no 
es mejor, concluir que las licencias de validez universal solo puede 
otorgarlas el Estado), basta con reconocer efectos generales a las 
licencias concedidas por cualquier Comunidad Autónoma, con arreglo 
a unos requisitos generales que se fijarían en la normativa aplicable en 
todos los territorios en la ley estatal que, en su caso, podría ser susti-
tuida, en cuanto a la determinación de los requisitos, por regulaciones 
adoptadas de común acuerdo. Los mismos principios pueden aplicarse 
a otros supuestos de autorizaciones administrativas de policía o certi-
ficaciones expedidas por los organismos autonómicos de certificación 
e inspección (SSTC 243/1994, de 21 de julio, y 33/2005, de 17 de 
febrero). Otro supuesto: reconocimiento de validez y efectos a los 
nombramientos de funcionarios efectuados por una Comunidad Autó-
noma, a fin de que estos funcionarios puedan servir en Administracio-
nes Públicas distintas de la de origen, incluida la estatal.
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Es sorprendentemente escasa la utilización en nuestro Estado auto-
nómico del reconocimiento de efectos generales a medidas de carác-
ter autorizatorio o a regulaciones contenidas en normas autonómicas, 
a efectos de facilitar la libre circulación de bienes y servicios y de no 
entorpecer el funcionamiento unitario del mercado. Contrasta esta 
situación española con las aperturas a las fórmulas indicadas que se 
han producido en la Unión Europea. El artículo 100 original del Tra-
tado CE (artículo 94 del Texto consolidado) permite al Consejo adoptar 
directivas «para la aproximación de las disposiciones legales, regla-
mentarias y administrativas de los Estados miembros», que incidan en 
el establecimiento o funcionamiento del mercado común. Esta habili-
tación permite establecer regulaciones unitarias que, salvadas todas 
las distancias, podrán equipararse a las bases o a las regulaciones 
generales establecidas en leyes del Estado. Esta intervención regulato-
ria del poder central fue sin embargo cambiada muy esencialmente a 
partir de la Sentencia Rewe Zentral A. G., conocida habitualmente 
como Sentencia Cassis de Dijon, de 20 de febrero de 1979. La cuestión 
disputada era la adecuación al Tratado de una reglamentación técnica 
alemana sobre los requisitos de comercialización de licores de con-
sumo humano. La referida reglamentación estableció una graduación 
alcohólica del 32 por 100 para que pudieran comercializarse legal-
mente licores en Alemania. Esta restricción afectaba sobre todo al Cas-
sis de Dijon que es una bebida espirituosa con una graduación alcohó-
lica del 25 por 100. Importaba el Cassis en Alemania la empresa Rewe 
Zentral que en lo sucesivo tendría que desistir de esta actividad. Aun-
que la medida se aplicaba por igual a los licores alemanes y a los de 
otros Estados, y no obstante haber argumentado el Gobierno alemán 
que la medida estaba fundada en motivos sanitarios y de seguridad, el 
Tribunal de Justicia la declaró contraria al artículo 28 del Tratado argu-
mentando que las medidas consideradas producían el efecto de «ase-
gurar una ventaja a las bebidas espirituosas de elevada proporción 
alcohólica, al alejar del mercado nacional los productos de otros Esta-
dos miembros que no cumplen esa norma». Lo que más nos interesa 
destacar es que en la fundamentación de la Sentencia se sostiene que 
no hay ningún motivo válido para impedir que las bebidas alcohólicas 
puedan ser introducidas en cualquier Estado miembro de la Unión 
Europea «siempre que hayan sido producidas y comercializadas legal-
mente en uno de los Estados miembros». La jurisprudencia Cassis de 
Dijon se proyectó inmediatamente en una nueva política comunitaria 
de armonización, denominada «nuevo enfoque» cuyo contenido se 
concretó en la Resolución del Consejo de 7 de mayo de 1985.
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Pero lo que nos interesa destacar es que una técnica útil para ase-
gurar la cooperación entre Administraciones Públicas de modo que las 
regulaciones singulares, muy especialmente en materia económica, no 
puedan suponer obstáculos graves al funcionamiento del mercado 
unitario, es el reconocimiento de efectos generales a algunas interven-
ciones adoptadas por las Comunidades Autónomas, de manera que 
no tengan que repetirse los mismos trámites en otras partes del terri-
torio. Lo mismo puede decirse respecto de intervenciones de carácter 
social. En este sentido puede señalarse lo que establece la Ley de 
Dependencia de 14 de diciembre de 2006, cuyo artículo 28.2 pres-
cribe que «el reconocimiento de la situación de dependencia se efec-
tuará mediante Resolución expedida por la Administración Autonó-
mica correspondiente a la residencia del solicitante y tendrá validez en 
todo el territorio del Estado». Ello sin perjuicio de que en el supuesto 
de cambio de residencia, la Comunidad Autónoma de destino, pueda 
determinar, en función de su red de servicios y prestaciones, los que 
correspondan a la persona en situación de dependencia (artículo 28.4).

Quizá el caso en que más explícitamente se reconocen efectos 
generales en todo el Estado a los títulos habilitantes expedidos por las 
Comunidades Autónomas, sea en materia de educación. Véase al res-
pecto la regulación del artículo 131.1 del Estatuto Catalán de 2006. 
Pero, sin ninguna duda, la técnica del reconocimiento mutuo como 
instrumento de cooperación ha recibido un impulso decisivo a partir 
de la Directiva 2006/123/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, 
relativa a los servicios en el mercado interior. Impone la eliminación de 
intervenciones administrativas sustituyéndolas por la implantación de 
ventanillas únicas y el reconocimiento de efectos de las autorizaciones 
otorgadas por cualquier organismo competente. Sus principios se 
incorporaron al ordenamiento español mediante la Ley 17/2009, de 23 
de noviembre, y en la misma línea (ahora ya sin apoyo en normas 
comunitarias y con habilitaciones constitucionales discutibles) se dictó 
la Ley 10/2013, de 9 de diciembre, de garantía de la unidad de mer-
cado. Estudiamos los principios y técnicas concretas de que se valen 
estas leyes en un volumen ulterior en el que se trata sistemáticamente 
de las instituciones y técnicas de la regulación económica.

J) � Intervención en el procedimiento de decisión

Esta fórmula cooperativa consiste en ordenar audiencias e informes 
de órganos de Administraciones Públicas distintas de las que tienen 
que adoptar la resolución definitiva. Se suele articular este procedi-
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miento para los casos en que se ha de emprender una acción o tomar 
una decisión que afecta de manera particular al territorio de una región 
o condiciona en alguna medida el ejercicio de sus competencias.

El vigente Estatuto de Cataluña de 2006 ha ampliado y pormenori-
zado estas competencias de participación mediante informes y audien-
cias previas en decisiones estatales. Entre las que se refieren en el 
texto, destaca la imposición de la obligación del Estado de informar 
previamente a la Generalitat de los actos y celebración de tratados 
que afecten a competencias de Cataluña (artículo 196) añadiendo 
ahora que la Generalitat puede solicitar al Gobierno que integre a los 
miembros de la Generalitat en las delegaciones negociadoras de estos 
tratados. También se reconoce expresamente la competencia para 
ejecutar las obligaciones derivadas de los tratados.

Más importantes y detalladas son, en el mismo Estatuto, cuyas 
pautas han seguido otros textos aprobados ulteriormente, la regula-
ción de la participación de la Generalitat en los procesos de adopción 
de decisiones en el marco comunitario europeo. Con carácter general 
el artículo 185 establece que la Generalitat debe ser informada por el 
Gobierno del Estado de las iniciativas de revisión de los tratados de la 
Unión Europea y de los procesos de suscripción y ratificación consi-
guientes. Por otra parte, el artículo 186 regula la participación directa 
de la Generalitat en la formación de posiciones del Estado ante la 
Unión Europea, especialmente en los asuntos que le afectan exclusi-
vamente.

Las previsiones estatutarias de informes previos que debe emitir la 
Generalitat antes de que se adopten decisiones del más variado tipo 
por parte del Estado, menudean extraordinariamente en el texto del 
nuevo Estatuto: por ejemplo, informes previos antes de la calificación de 
interés general de una obra pública (artículo 148.2), la calificación 
de interés general de un puerto, aeropuerto u otra infraestructura de 
transporte situada en Cataluña (artículo 149.3), etc.

El caso concreto de la participación de la Generalitat en la fijación 
de las demarcaciones y la planta judiciales está regulada actualmente 
en el artículo 107 del Estatuto en el sentido de que el Gobierno de la 
Generalitat debe, cada cinco años, previo informe del Consejo de Jus-
ticia de Cataluña, proponer al Gobierno del Estado la determinación y 
la revisión de la demarcación y la planta judiciales en Cataluña. Afirma 
el precepto que esta propuesta «que es preceptiva, deberá acompa-
ñar al Proyecto de Ley que el Gobierno envíe a las Cortes Generales». 
El comentario sobre la difícil compatibilidad de dicho precepto con lo 
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que establecen los artículos 149.5.º y 152 de la Constitución, se puede 
mantener, a no ser que se entienda que realmente es la Ley Orgánica 
estatal la que finalmente tiene la plena libertad dispositiva sobre la 
cuestión, sin que sea vinculante la opinión de los órganos de la Comu-
nidad Autónoma.

K) � Planes y programas conjuntos

La cooperación mediante planes y programas conjuntos es esencial 
en todos los Estados compuestos. A esta técnica se corresponden las 
prestigiosas «tareas comunes» (Gemeinchaftausgaben) en Alemania 
Federal. Su regulación originaria precisaba las materias en las que la 
cooperación puede ser obligatoria (artículo 91 de la Ley Fundamental 
de Bonn) o facultativa (artículo 91 b del mismo texto). La regulación de 
las tareas comunes se introdujo en el texto de la Ley Fundamental tras 
la reforma de 1969 (reforma justificada, en este punto, en la necesidad 
de profundizar y constitucionalizar la cooperación entre el Bund y los 
Länder, que antes de esa fecha era también intensa, pero solía desen-
volverse por cauces más informales), con lo que recibe carta de natu-
raleza definitiva el llamado federalismo cooperativo. La experiencia ha 
demostrado que también un exceso de cooperativismo puede intro-
ducir eficacia en el funcionamiento del Estado Federal de modo que, 
como hemos estudiado más atrás, también esta materia ha sido objeto 
de la reforma constitucional de 2006.

En nuestra Constitución hay una habilitación general en el artículo 131 
(párrafo 2: «El Gobierno elaborará los proyectos de planificación, de 
acuerdo con las previsiones que le sean suministradas por las Comunida-
des Autónomas...») que aunque aparentemente aplicable tan solo a la 
planificación de la «actividad económica general» no necesariamente 
tiene limitado su campo de empleo a la formación de un Plan económico 
general. Este es de formación compleja y, sin embargo, la planificación 
de la actuación estatal y autonómica por sectores es capital en sistemas 
de autonomías, como ilustra el ejemplo alemán. En virtud de esta nece-
sidad, es perfectamente posible que en aquellos sectores donde hay 
una concurrencia efectiva de competencias o en los que el Estado tiene 
competencias para su ordenación básica se utilice el instrumento de la 
planificación. Al problema de la articulación entre planes, sobre todo en 
su vertiente de ordenación del territorio, se refirió, por primera vez, el 
artículo 10 LOAPA, que remitió la resolución de los conflictos que pudie-
ran plantearse al Senado.
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En materia de competencias que tienen incidencia territorial, se ha 
planteado en la jurisprudencia constitucional en muchas ocasiones el 
problema de la coordinación de las competencias sobre la ordenación 
territorial y urbanismo, que corresponden a las Comunidades Autóno-
mas, y otras competencias sectoriales sobre diferentes materias que 
pueden corresponder al Estado y que no pueden ser condicionadas ni 
obstaculizadas como consecuencia de la planificación territorial desa-
rrollada por las Comunidades Autónomas. Por ejemplo, las competen-
cias en materia de cuerpos y fuerzas de seguridad, de aguas, de cos-
tas, de puertos, de aeropuertos, etc. (de todo ello ejemplos en la 
SSTC  17/1984, 227/1988, 103/1989, 40/1998, 65/1998, 132/1998, 
204/2002, 14/2004, 123/2003, etc.). Aunque con antecedentes en 
otras sentencias importantes, la doctrina general al respecto es la que 
resume la Sentencia 40/1998: «Si bien es cierto que, a partir de la 
Constitución, y de los Estatutos de Autonomía, todas las Comunida-
des Autónomas han asumido la competencia exclusiva sobre la orde-
nación del territorio y urbanismo (artículo 148.1.3.ª CE), cuyo conte-
nido ha sido recogido en todos los Estatutos de Autonomía, no lo es 
menos que, a partir de esas mismas normas, el Estado ha conservado 
potestades cuyo ejercicio tiene una clara incidencia sobre la ordena-
ción del territorio. En unos casos se trata de facultades de carácter 
general, cuyo ejercicio puede afectar a todo el territorio de la Nación, 
condicionando así las decisiones que sobre la ordenación del territorio 
y el urbanismo puedan adoptar las Comunidades Autónomas: así ocu-
rre, por ejemplo, con la potestad de planificación de la actividad eco-
nómica general (artículo 131.1 CE) o con la titularidad en el dominio 
público estatal (artículo 132.2 CE), titularidad esta última que, si bien 
no se traduce en ningún título competencial concreto, permite al 
Estado establecer el régimen jurídico de todos los bienes que lo inte-
gran y adoptar las normas generales necesarias para garantizar su pro-
tección (STC 146/1991, FJ 1.º)».

En otros casos, «la competencia autonómica en materia de urba-
nismo ha de coexistir con aquellas otras que el Estado ostenta en vir-
tud del artículo 149.1 CE cuyo ejercicio puede condicionar lícitamente 
la competencia de las Comunidades Autónomas sobre el mencionado 
sector material» (STC 61/1997, FJ 5.º). Tal es el caso, por ejemplo, de 
la competencia para regular las condiciones básicas que garanticen la 
igualdad de los españoles (artículo 149.1.1.ª CE), competencia que 
permite al Estado adoptar el estatuto jurídico mínimo de la propiedad, 
incluida la del suelo, o de la competencia para dictar legislación básica 
sobre protección del medio ambiente (artículo 149.1.23.ª CE) legisla-
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ción que se impone, asimismo, a todas las Comunidades Autónomas 
(STC 102/1995, FJ 8.º y 9.º).

«En todos estos casos, y en otros a los que en este momento no 
resulta necesario referirse, el constituyente ha previsto la coexistencia 
de títulos competenciales con incidencia sobre un mismo espacio 
físico; de aquí que este Tribunal Constitucional venga reiterando que 
de la atribución de una competencia sobre un ámbito físico determi-
nado no impide necesariamente que se ejerzan otras competencias en 
ese espacio, siendo esa convergencia posible, cuando incidiendo 
sobre el mismo espacio físico, dichas competencias tienen distinto 
objeto jurídico (SSTC 113/1983 y 77/1984)».

Por lo que concierne a la regulación de los planes y programas con-
juntos, la previsión general está en el artículo 7 de la Ley 30/1992. Se 
establece la posibilidad de acordar la realización de planes y progra-
mas conjuntos entre la Administración General del Estado y la de las 
Comunidades Autónomas. Se atribuye la iniciativa para acordar la rea-
lización de planes y la aprobación de su contenido a las Conferencias 
Sectoriales. Se impone un contenido mínimo obligatorio al acto apro-
batorio de los planes y programas conjuntos, que ha de fijar por lo 
menos los objetivos de interés común a cumplir, las actuaciones a 
desarrollar por cada Administración Pública, los medios materiales y 
personales a aportar, y los compromisos financieros respectivos, así 
como la duración del plan. El acuerdo aprobatorio tiene eficacia vincu-
lante para las Administraciones Públicas que intervienen. El acuerdo 
aprobatorio del plan conjunto ha de publicarse oficialmente.

De los planes conjuntos y de la participación de unos entes territo-
riales en el ejercicio de las potestades de planeamiento de otros, se ha 
hecho un uso muy amplio en la legislación postconstitucional.

En la Ley General de Sanidad de 25 de abril de 1986, se contem-
plan diferentes tipos de planes sanitarios, también enmarcados en la 
cooperación del Estado con las Comunidades Autónomas. El Plan 
Integrado de Salud se concibe en el artículo 74 de la Ley como un 
documento único que recoge los planes sectoriales del Estado, los de 
las Comunidades Autónomas y los planes conjuntos de unos y otros de 
forma que se resume en él toda la planificación sanitaria existente en 
el seno del Estado, aunque elaborada separadamente por cada uno 
de los organismos competentes. Todos estos planes han de tener en 
cuenta los criterios de coordinación sanitaria que aprueba el Estado en 
uso de las competencias que le reconoce el artículo 149.1.16.ª de la 
Constitución (artículo 70.4 de la Ley de Sanidad). Estas directrices de 
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coordinación han de servir para la elaboración de los planes autonómi-
cos que luego se incorporan al Plan Integrado de Salud (artículos 75 
y 76 de la Ley citada). Además de estos planes, la Ley de Cohesión y 
Calidad del Sistema Nacional de Salud de 28 de mayo de 2003 tam-
bién ha regulado unos «Planes Integrales de Salud» que formula el 
Ministerio de Sanidad y Consumo a través del Consejo Interterritorial 
del Sistema Nacional de Salud, con la colaboración de muy diferentes 
instancias.

La Ley de Ordenación de Transportes Terrestres de 30 de julio 
de 1987 usó la planificación como herramienta principal para la evolu-
ción y desarrollo de los distintos transportes terrestres remitiendo la 
elaboración y aprobación de los planes a reglamentos ulteriores. El 
procedimiento se aprobó por un Real Decreto de 28 de septiembre 
de 1990, que se reconoce la iniciativa para la elaboración de los planes 
a organismos de la Administración del Estado o de las Comunidades 
Autónomas competentes. Durante la tramitación del Plan se emite 
siempre un informe de las Comunidades Autónomas cuyo territorio 
esté afectado por el Plan. En materia de carreteras, el artículo 5 de la 
Ley 25/1988, de 26 de julio, se refiere a los Planes y Programas de 
Carreteras del Estado, de las Comunidades Autónomas y de las Enti-
dades locales, y se prevén actuaciones participadas en las que, por 
ejemplo, el Ministerio que formule un avance de plan ha de remitirlo a 
las Comunidades Autónomas para que formulen las observaciones y 
sugerencias que estimen pertinentes. La Ley 48/2003, de 26 de 
noviembre, de Régimen Económico y de Prestación de Servicios de los 
Puertos de interés general, también establece un sistema de planifica-
ción utilizando procedimientos participativos para la formulación de 
los documentos correspondientes.

De enorme importancia es la planificación hidrológica contemplada 
en la Ley de Aguas, Texto Refundido aprobado por Real Decreto Legis-
lativo 1/2001, de 20 de julio. La iniciativa para la elaboración de los 
Planes de Cuenca, que son los más importantes, se atribuye al orga-
nismo de cuenca correspondiente pero se prevé que las Administra-
ciones competentes tienen que fijar todas las medidas básicas y com-
plementarias conducentes a la consecución de los objetivos 
medioambientales previstos en la Ley y se impone la coordinación, en 
el artículo 41 del Texto Refundido, de los Planes hidrológicos con los 
planes sectoriales que afecten a los usos del agua y del suelo.

En la Ley 4/1989, de 26 de marzo, se ha previsto como instrumento 
esencial de intervención administrativa los planes de ordenación de 
los recursos naturales (PORN). En el procedimiento de elaboración se 
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establece una amplia participación de las diversas instancias adminis-
trativas implicadas. La Ley de 24 de abril de 1997, de Envases, tam-
bién recurre a la técnica de la planificación que incluso alcanza a la 
formulación de un programa nacional que debe ser elaborado por el 
Ministerio de Medio Ambiente integrando en él los programas elabo-
rados separadamente por las Comunidades Autónomas. En fin, la téc-
nica de planificación puede verse plasmada en muchas otras leyes sec-
toriales, que tienden a integrar las decisiones del Estado con las 
Comunidades Autónomas cuando existe alguna forma de comparti-
ción o concurrencia en la competencia, que impone medidas de coor-
dinación o cooperación (por ejemplo, la Ley 39/2003, de 17 de 
noviembre, del Sector Ferroviario, artículo 81; la Ley 34/2002, de 11 de 
julio, de servicios de la sociedad de la información y de comercio elec-
trónico, disposición adicional 7.ª; la Ley General de Telecomunicacio-
nes de 2001; la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de opor-
tunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas 
con discapacidad, artículo 16; la Ley 1/2005, de 9 de marzo, por la que 
se regula el régimen del comercio de derechos de emisión de gases 
de efecto invernadero, artículo 14; la Ley de Promoción de la Autono-
mía Personal y Atención a las personas en situación de dependencia 
de 2006, etc.).

El Tribunal Constitucional se ha manifestado en diversas ocasiones 
sobre la adecuación a la Constitución de los informes preceptivos que 
tienen que emitir bien el Estado bien las Comunidades Autónomas en 
los procedimientos de elaboración de algunas clases de planes. Por 
ejemplo, en la STC 164/2001, se plantea el problema de la adecuación 
a la Constitución de la previsión de un informe vinculante de la Admi-
nistración General del Estado en relación con terrenos e instalaciones 
afectos a la Defensa Nacional. Dice el Tribunal Constitucional en esta 
ocasión que este Informe no supone una prevalencia incondicionada 
del interés público que en cada caso decida el Estado, sino que sola-
mente habilita para emitir una opinión en relación con bienes afectos 
a la Defensa Nacional que es una competencia propia. También la Sen-
tencia del Tribunal Constitucional 65/1998 consideró que era ajustado 
a la distribución de competencias que la Ley Estatal de Carreteras 
de  29 de julio de 1998 hubiera exigido un informe preceptivo del 
Estado en determinadas hipótesis en que concurren la competencia 
autonómica en materia de urbanismo y de ordenación del territorio y 
la estatal en materia de carreteras. Dice la Sentencia que «el método 
arbitrado por el legislador consiste en la necesidad de que la aproba-
ción inicial de la redacción, modificación, legislación de un instrumento 
del planeamiento urbanístico que afecte a una carretera estatal le pre-



	 v.  dualismo, cooperación y competitividad
� 261

562.
Oferta de mejores 

servicios y más 
derechos.

ceda la emisión por parte del Ministerio competente (antiguo Ministe-
rio de Obras Públicas y Urbanismo) de un informe vinculante, “com-
prensivo de las sugerencias que estime convenientes”. Los términos 
en que está redactado el precepto —sigue diciendo la Sentencia— en 
cuestión merecen alguna crítica... Con todo, ha de entenderse que las 
sugerencias que el Ministerio podría formular son únicamente aquellas 
orientadas al fin de la mejor explotación y defensa de la carretera esta-
tal eventualmente afectada por el instrumento de planeamiento». 
Concluye que la técnica del informe preceptivo y previo «es plena-
mente conforme con la distribución de competencias que concurren 
en el espacio físico objeto del planeamiento y sobre el que se traza 
una carretera estatal, pues asegura la debida ponderación de los inte-
reses eventualmente afectados por esa concurrencia y no puede impo-
nerse la subordinación de unos a otros».

Semejantes consideraciones ha hecho el Tribunal Constitucional en 
Sentencias como la 103/1989, 149/1991, siempre en relación con dife-
rentes tipos de planes que ya hemos citado como, por ejemplo, en 
relación con los previstos en los artículos 112 y 117 de la Ley de Cos-
tas, o en la Ley de Ordenación de los Transportes Terrestres. En todos 
estos supuestos el Tribunal Constitucional ha dicho que el informe 
estatal preceptivo y vinculante supone una inequívoca mediatización 
del ejercicio de las competencias autonómicas, pero acepta que 
cuando «el informe de la Administración estatal proponga objeciones 
basadas en el ejercicio de facultades propias, incluida la de otorgar 
títulos para la ocupación o utilización del demanio o preservar la servi-
dumbres de planes o acceso... su voluntad vinculará, sin duda a la 
Administración autonómica, que habrá de modificar en concordancia 
los planes o normas de ordenación territorial o urbanística» 
(SSTC 149/1991). En semejante sentido: SSTC 36/1994 y 118/1998, 
siempre en relación con diferentes tipos de informes previos contem-
plados en la legislación sectorial.

6.  COOPERACIÓN Y COMPETITIVIDAD

La cooperación, en cualquiera de sus manifestaciones, tiende a 
generar una acusada uniformidad entre las regulaciones existentes en 
las diferentes Comunidades Autónomas, sobre todo las de naturaleza 
social y económica, así como una igualación de los contenidos de los 
servicios públicos que cada una de ellas ofrece a los ciudadanos. Estas 
circunstancias han determinado que algunos Gobiernos de Estados 
integrados en Federaciones hayan asumido como programa político 
propio el de mejorar las regulaciones de los derechos e incrementar 
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las prestaciones que ofrecen. Es decir, competir con las demás entida-
des territoriales, en el terreno de la regulación y los servicios, para 
ofrecer mejores oportunidades de desarrollo y de bienestar a los ciu-
dadanos que se integren en el territorio, las sociedades que se domi-
cilien o tengan su centro de operaciones en el Estado, etc.

La cooperación no es, desde luego, un obstáculo para la competiti-
vidad. El federalismo competitivo no es una fase más avanzada del 
federalismo cooperativo. Este reúne las técnicas e instrumentos que 
siguen siendo esenciales para el funcionamiento de los modernos 
Estados compuestos. La competitividad es un elemento de animación 
entre las partes que integran dichos Estados, y puede conducir a mejo-
rar la eficiencia de los servicios, el desarrollo económico o el bienestar 
social general.

La apertura hacia la competitividad, visible en algunas políticas 
gubernamentales de Estados norteamericanos o de otros federalis-
mos, puede ser incorporada, naturalmente, a nuestro Estado de las 
Autonomías. Sin embargo, es notorio que la Constitución y algunas 
características de ordenación del sistema imponen algunos obstáculos 
con los que, necesariamente, hay que contar.

La utilización de los derechos de los ciudadanos como un elemento 
de la competición entre territorios autónomos parece haberse conver-
tido en el instrumento más utilizado por los Estatutos de Autonomía, a 
partir de la reforma del de Cataluña operada en 2006. Es muy extensa, 
en este Estatuto, la relación de derechos que se reconocen a los «ciu-
dadanos de Cataluña» (artículo 15), que aún se precisarán más en la 
«Carta de los derechos y deberes de los ciudadanos de Cataluña» que 
el Parlamento catalán aprueba conforme prevé el artículo 37.2 del 
Estatuto. Este modelo de incluir en los Estatutos un amplio catálogo de 
derechos y de prever la aprobación de una Carta de los derechos de los 
ciudadanos que habitan en la Comunidad Autónoma correspondiente, 
se ha generalizado en otros Estatutos de Autonomía, como ya hemos 
indicado.

Se plantea, de esta manera, la posibilidad de que las Comunidades 
Autónomas compitan, unas con otras, ofreciendo a los ciudadanos 
derechos diferentes si residen en su territorio.

A poco que se analice esta oferta, se verá que los elementos diferen-
ciales reales que pueden resultar de la misma son relativamente esca-
sos o, al menos, son distintos dependiendo de la clase de derechos que 
se consideren. Muchos de los derechos que se citan en los catálogos 
incluidos en los Estatutos, y que formarán parte de las «Cartas de dere-
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chos» que ya se anuncian, son los mismos derechos fundamentales que 
se contienen en la Constitución, sin ningún contenido diferente por más 
que los Estatutos se hayan esforzado en especificar o destacar algunas 
de las facultades que deben considerarse integradas en algunos dere-
chos fundamentales en concreto. En la medida en que son derechos 
contenidos en la Constitución, tanto el estándar de protección como las 
garantías que de ello se derivan de los ciudadanos han de ser necesa-
riamente uniformes. Y ello no solo porque los derechos fundamentales 
tengan un régimen de regulación y garantía invariable, que está direc-
tamente establecido en la Constitución (artículo 53), sino porque la 
regulación básica o esencial de los mismos tiene que llevarse a cabo 
mediante Ley Orgánica (artículo 81.1 CE). Por tanto, mediante normas 
estatales. En materia de derechos fundamentales, las Comunidades 
Autónomas carecen de una competencia regulatoria específica que les 
permita establecer «especificaciones competitivas» (coincide en térmi-
nos generales con esta interpretación la STC de 12 de diciembre 
de 2007, pero acepta, no obstante, que los Estatutos de Autonomía 
pueden declarar derechos, incluso cuando su delimitación está atri-
buida al legislador estatal; tales declaraciones no serían inválidas, según 
el Tribunal, pero sí ineficaces). El nivel de estandarización de los dere-
chos fundamentales, tanto a escala nacional como comunitaria euro-
pea, como en el marco del Convenio de 1950, hace extremadamente 
difícil mejorar la oferta.

El caso de los derechos económicos y sociales es, sin embargo, dis
tinto. El legislador estatal puede, como en el caso de los derechos fun-
damentales, establecer regulaciones de conjunto, estándares comunes 
de protección, en relación con algunos derechos fundamentales, cuan-
do la Constitución le atribuye competencias para hacerlo. Pero nada 
impide que, respetando tales mínimos, se supere el estándar fijado en 
la legislación estatal. Ni la reserva de ley orgánica para la regulación de 
los derechos fundamentales establecida en el artículo 81.1 CE, ni la 
atribución al Estado, en el artículo 149.1.1.ª, de la competencia para 
fijar las condiciones básicas del ejercicio de los derechos en todo el 
territorio, pueden entenderse, como también ha establecido la jurispru-
dencia constitucional, como una competencia horizontal y universal que 
permita la regulación de cualquier materia en la que los derechos eco-
nómicos o sociales aparezcan afectados. Lo único aceptable, derivado 
de los preceptos constitucionales indicados, es el establecimiento de 
principios regulatorios básicos, pero no la fijación de contenidos gene-
rales e imperativos para todos los derechos de aquella clase, ya que, si 
tal hiciera, la legislación estatal invadiría competencias autonómicas 
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(esta doctrina arranca de las SSTC 5, 25, 32, 37 y 42/1981, y continúa a 
lo largo del tiempo; por ejemplo, STC de 27 de febrero de 2002).

He aquí pues cómo los derechos económicos y sociales pueden ser 
un lugar de encuentro para la competitividad entre Comunidades 
Autónomas, que pueden ofertar a los ciudadanos condiciones atra-
yentes porque mejoren su situación o actividad económica o su bien-
estar.

Las dos formas esenciales de instrumentar estas ofertas competiti-
vas radican, primero, en la organización de un sistema de servicios 
públicos que contenga mejores prestaciones; se trataría, en este caso, 
de introducir la competencia dentro de los servicios a cargo de la 
Administración. La segunda es indirecta y consiste en el ofrecimiento 
de mejores apoyos de carácter económico para el desenvolvimiento 
personal o empresarial de los ciudadanos y empresas en el territorio 
ofertante.

Respecto de la primera fórmula, ninguna duda cabe de su viabili-
dad, si bien debe considerarse que el Estado, invocando el principio 
de solidaridad al que se refiere el artículo 138.1 de la Constitución, o 
utilizando algunas competencias básicas para la ordenación de deter-
minados servicios, ha establecido un estándar uniforme y básico de 
los contenidos prestacionales de algunos servicios públicos. Es muy 
buen ejemplo de esta clase de regulaciones la Ley 16/2003, de 28 de 
mayo, de Cohesión y Calidad del Sistema Nacional de Salud, que, 
utilizando la competencia en materia de bases y coordinación de la 
Sanidad (artículo 149.1.16.ª), ha establecido contenidos básicos de los 
derechos a las prestaciones sanitarias en todo el territorio del Estado 
(la LOFCA, artículo 15, convirtió la sanidad en un servicio esencial con 
contenidos mínimos garantizados). Tal estandarización no es óbice 
para que las Comunidades Autónomas puedan incluir prestaciones 
adicionales en cada uno de sus sistemas sanitarios autonómicos, lo 
que, de hecho, es una práctica que, incluso a nivel normativo, llega a 
anunciarse en los propios Estatutos o en los programas electorales 
(inclusión, o no, de prestaciones relativas a prótesis dentarias o de 
atención en el caso de embarazos indeseados, reducción del tiempo 
de espera para la atención quirúrgica, etc.).

Un obstáculo bastante razonable existe, no obstante, a la mejora 
indefinida de las prestaciones de los servicios públicos: la derivada de 
la obligación de estabilidad presupuestaria impuesta en todo el 
ámbito comunitario europeo y ejecutada conforme se establece en el 
Sistema Europeo de Cuentas Nacionales y Regionales. Entre otros 
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extremos, en los que no parece preciso detenerse ahora, el principio 
de estabilidad presupuestaria impone un equilibrio financiero que 
afecta también a las políticas de gastos públicos, que solo pueden 
ejecutarse si se puede cumplir aquel objetivo de estabilidad y si la 
asignación de recursos es eficaz, eficiente y de calidad. La Ley 18/2001, 
de 12 de diciembre (sustituida por el Real Decreto Legislativo de 28 
de diciembre de 2007), llevó a cabo una primera regulación de este 
problema. En Alemania daría lugar a una reforma del artículo 109.3 de 
la Ley Fundamental, basada en el principio de que «los presupuestos 
de la Federación y de los Länder deben estar, por principio, en equi-
librio...» La influencia alemana y la crisis económica que estalló 
en 2008 dio lugar a la introducción en nuestra Constitución del nuevo 
artículo 135, para elevar a rango constitucional el mismo principio. 
Para desarrollarlo y concretarlo en regulaciones más detalladas se 
aprobó la Ley Orgánica 2/2012 de 27 de abril, de estabilidad presu-
puestaria y sostenibilidad financiera.

El otro método esencial para conseguir mejorar las posiciones de 
los ciudadanos que residen en el territorio de una determinada Comu-
nidad Autónoma es, esencialmente, de carácter económico y consiste 
en ofrecerles ayudas económicas, beneficios tributarios o estímulos al 
trabajo profesional o al desarrollo empresarial de cualquier clase.

Esta manera de avivar la competitividad es bastante más compro-
metida. Se enfrenta, sobre todo, a las restricciones, derivadas del 
Derecho comunitario, que impiden situar a los ciudadanos o a las 
empresas en posiciones de privilegio en un mercado determinado. 
Nos remitimos ahora, con carácter general, a la regulación comunitaria 
de las ayudas, a la definición amplísima de las mismas que en aquella 
se establece, así como a las restricciones que resultan para su aplica-
ción como incentivo en el marco de la competitividad entre Comuni-
dades Autónomas.

El problema específico al que podemos hacer referencia comple-
mentariamente, que plantean los apoyos económicos ofrecidos por las 
Comunidades Autónomas en ejercicio de sus competencias, es si 
puede considerarse que producen discriminaciones a los ciudadanos o 
empresas que residen en otros territorios del Estado. La cuestión se ha 
planteado, especialmente, en relación con saber si una Comunidad 
Autónoma de la que dependa la regulación de un determinado 
impuesto, total o parcialmente, puede acordar suprimirlo o establecer 
bonificaciones de cualquier clase que reduzcan la carga tributaria. La 
competitividad entre Comunidades Autónomas utilizaría como incen-
tivo la carga tributaria establecida en cada territorio.
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574.
Condicionamientos 
comunitarios a las 
particularidades 

tributarias 
regionales.

575.
Las «vacaciones 
fiscales» vascas.

Si una decisión de este género la adoptase el Estado, tendría carác-
ter general para todos los ciudadanos y, desde luego, sería perfecta-
mente legítima desde el punto de vista comunitario europeo. No sería 
una ayuda como no lo son, en la actualidad, las regulaciones tributarias 
de las sociedades en Luxemburgo, que establecen una carga bastante 
menor que la existente en España o en otros países europeos. Las 
diferencias entre Estados han sido siempre admitidas por la Comuni-
dad. Las diferencias entre entidades infraestatales, sin embargo, no, 
salvo que concurran algunas circunstancias que todavía no han sido 
suficientemente precisadas. En este sentido, la Sentencia del Tribunal 
de Justicia Comunitario Europeo, de 6 de septiembre de 2006, resuelve 
la impugnación, por Portugal y otros Estados, de la Decisión de la 
Comisión de la Comunidad Europea relativa a las particularidades fis-
cales de la Región Autónoma de Azores. El apartado 67 de la senten-
cia acepta que para que la particularidad tributaria sea aceptable tiene 
que haberse producido en el ejercicio de atribuciones «suficiente-
mente autónomas», para lo cual se requiere «en primer lugar, que sea 
obra de una autoridad regional o local que, desde el punto de vista 
constitucional, cuente con un estatuto político y administrativo dis-
tante del Gobierno central. Además debe haber sido adoptado sin 
que el Gobierno central haya podido intervenir directamente en su 
contenido. Por último, las consecuencias financieras de una reducción 
del tipo impositivo nacional aplicable a las empresas localizadas en la 
región no deben verse compensadas por ayudas o subvenciones pro-
cedentes de otras regiones o del Gobierno central».

Aunque puede creerse que la doctrina transcrita pudiera ser de 
aplicación también a las Comunidades Autónomas, el Tribunal euro-
peo no lo ha aceptado en ningún caso, ni siquiera tratándose del País 
Vasco y Navarra que cuentan con un régimen de concierto o convenio 
económico que les da una mayor libertad de movimientos en el terreno 
tributario.

La cuestión, en nuestro caso, se planteó en relación con diversas 
normas forales aprobadas por las Diputaciones de Guipúzcoa, Vizcaya 
y Álava, que establecían incentivos de carácter fiscal consistentes en 
deducciones o créditos fiscales de hasta el 20 por 100 de las inversio-
nes, aplicables sobre la cuota a pagar en el Impuesto sobre Socieda-
des, además de otras deducciones y bonificaciones. El Tribunal 
Supremo entendió, en las Sentencias de 7 de febrero, 13 y 22 de octu-
bre de 1998, que las normas forales habían vulnerado los principios 
relativos a la competencia en el mercado. La Comisión Europea, por su 
parte, en su Decisión 93/337/CE, de 10 de mayo de 1993, declaraba 
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576.
Decisiones 

jurisprudenciales  
en contra.

que las ayudas públicas a la inversión concedida por las Diputaciones 
Forales eran incompatibles con el Mercado Común en aplicación de lo 
establecido en el artículo 87.1 del Tratado CE, especialmente en 
cuanto que resultan contrarias al artículo 43, por vulnerar la libertad de 
establecimiento de las empresas. Más tarde, el Tribunal Constitucio-
nal, en su Sentencia 96/2002, de 25 de febrero, declaró la inconstitu-
cionalidad de la disposición adicional octava de la Ley 42/1994, de 30 de 
diciembre, que había tratado de regular, evitando la discriminación, la 
cuestión de los beneficios fiscales en Navarra y el País Vasco.

La judicialización de este problema no ha parado porque el Tribunal 
Supremo volvió a dictar una Sentencia, el 9 de diciembre de 2004 
(recurso de casación 7893/1999), que resolvía un recurso interpuesto 
por la Federación de Empresarios de La Rioja, anulando normas fora-
les respecto del Impuesto de Sociedades, aceptando que se trata de 
ayudas de Estado no comunicadas a la Comisión que, además, afecta-
ban al principio de presión fiscal efectiva. Dos Sentencias del Tribunal 
de Primera Instancia de la Unión Europea, de 23 de octubre de 2002, 
volvieron sobre la cuestión manteniendo la misma doctrina. Y, en fin, el 
último acto en la misma dirección es la Sentencia del Tribunal de Justi-
cia de 14 de diciembre de 2006 (Comisión de las Comunidades Euro-
peas contra Reino de España). Se trata de un recurso por incumpli-
miento de diversas Decisiones adoptadas por la Comisión en 2001, 
que consideraban contrarias al Derecho Comunitario determinados 
créditos fiscales y reducciones de bases imponibles aplicados en Álava, 
Guipúzcoa y Vizcaya, en ejecución de normas forales. La Comisión las 
había considerado ayudas de Estado ilegales, lo que la Sentencia refe-
rida ratificó. El Tribunal Supremo se ha pronunciado definitivamente 
sobre las normas forales que establecían medidas urgentes de apoyo 
a la inversión e impulso a la actividad económica, en su Sentencia de 
24 de junio de 2008. La Sentencia del TJ europeo, de 13 de septiem-
bre de 2008, ha aplicado criterios más flexibles al reconocimiento de 
la compatibilidad en el Derecho Comunitario de políticas fiscales auto-
nómicas de incentivación económica.

Pese a toda esta jurisprudencia, la insistencia de algunas Comuni-
dades Autónomas en utilizar las regulaciones tributarias como ele-
mento de competición sigue adelante, como se comprueba en las 
decisiones sobre reducción del tipo, prácticamente a cero, de algunos 
impuestos cuando carecen de competencias legislativas para su supre-
sión (el caso de los Impuestos sobre el Patrimonio, Sucesiones o Dona-
ciones).
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Santiago Muñoz Machado, uno de los más reputa-
dos juristas españoles, lleva a cabo una nueva pre-
sentación de la obra que constituye todo un clásico 
en la bibliografía de nuestro derecho administrativo 
y constitucional desde hace quince años.

En los nuevos tomos que integran la obra el autor, 
además de algunos cambios en la disposición de los 
materiales, ha llevado a cabo una corrección minu-
ciosa de los textos y ha tenido en consideración, en 
la versión final, todas las aportaciones doctrinales y 
jurisprudenciales relevantes sobre los asuntos obje-
to de estudio  que se han manifestado en el último 
lustro. 

El autor ha acometido esta gran labor  desde la  
perspectiva de que, en nuestro país, los principios 
tradicionales que han marcado el derecho público  
han sido progresivamente desplazados por otros 
principios, reglas de comportamiento  e instrumen-
tos: descentralización, fragmentación de la ley y del 
ordenamiento jurídico, europeización y globaliza-
ción, mercado libre junto con regulación económi-
ca, aparición de una nueva gama de derechos de los 
ciudadanos y consolidación de un cambio radical en 
las relaciones entre el Estado y la sociedad.
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